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ADVERTENCIA IMPORTANTE 



POR convicción y por sistema, me he abstenido siem- 
pre de llamar sobre mi humilde personalidad la 
atención pública; no he creido haber conquistado lau- 
reles cuyo brillo inmarcesible tenga necesidad de con- 
servar, sin mancha ante la sociedad, testigo intachable 
de mis actos como Magistrado de Circuito; y por esto 
me he limitado á defenderme ante mis jueces, de las 
acusaciones contra mi formuladas por el Sr. Promo- 
tor del Tribunal de Circuito, Lie. D. Isidro Montiel y 
Duarte, mi respetado y querido maestro, dejando en 
plena libertad á los Tribunales para decidir la contien- 
da entre el Magistrado y el Promotor, entre el maes- 
tro y el discípulo; pero el Sr. Montiel y Duarte, cuyo 
solo nombre es un monumento en la ciencia del Dere- 
cho patrio, ha tenido á bien sacar de la esfera jurídica 
sus acusaciones y llevarlas primero á la confidencia 
epistolar de los Señores Magistrados de la Suprema 
Corte, y después al Tribunal de la opinión pública, re- 
partiendo impresa y con asombrosa prodigalidad, la 
carta dirigida á aquellos respetables Magistrados. Es- 



toy, por tanto, en el banquillo de los reos ante el Tri- 
bunal de la opinión pública y necesito defenderme. El 
derecho de defensa es el motivo único de la publicación 
de este opúsculo, y mis lectores me liarán la justicia de 
creer, que estoy en mi derecho; asi como mis jueces sa- 
brán excusarme si doy publicidad á mi defensa jurídi- 
ca, antes de que recaiga en la cuestión su respetable fa- 
llo. No soy yo quien deseo preocupar la opinión como 
elemento de fuerza sobre la conciencia de mis superio- 
res; no soy yo quien reto á mi gigante antagonista á 
una lid ante el criterio de los sabios; es él, cuya pujan- 
za por el renombre ganado en años y años de estudio, 
pierde la paciencia en el litigio, y desviando el curso 
del debate, me trae por la fuerza ante el juicio social, 
quizá por un celo excesivo por el triunfo de sus ideas, 
cuya realización conceptúa benéfica á los intereses pú- 
blicos, aun arriesgando en la lucha los ataques de la 
critica, por una publicación que puede calificarse como 
extemporánea é hija del amor propio herido. 

El Sr. Montiel y Duarte ha estado en constante lu- 
cha con los Magistrados de Circuito, comenzando por 
el Sr. Lie. Jesús M^ Vázquez Palacios, continuando con 
su antiguo y cariñoso amigo el Sr. Lie. Simón Gruzmán 
y terminando con el infrascrito, su discípulo y leal 
amigo. 

Raras son las veces en que el Sr. Montiel va de acuer- 
do con los Magistrados, y casi nunca conmigo, á quien 
ataca casi diariamente. 

Se queja en la carta que publica, de que no han bas- 
tado á dominarme las relaciones de compañerismo, ni 
las consideraciones de discípulo para el maestro, ni las 
del joven para el anciano; consideraciones que respec- 



tivamente ha puesto en juego para convencerme; pero 
toda persona inteligente y honrada, me hará ¡ajusticia 
de creer, que salvando los respetos debidos al compañe- 
ro, al maestro y al anciano, se puede y debe tener un 
criterio independiente, dictado por una conciencia rec- 
ta, sobre la cual nada deben pesar ni el compañerismo, 
ni la ancianidad, ni el magisterio. 

En lo privado he guardado siempre al Sr. Montiel 
y Duarte las consideraciones debidas á su edad, á su 
magisterio y á su renombre científico; y como Magis- 
trado jamás le he dirigido la más leve demostración, 
ni usado en mis autos siquiera fuese una palabra dura, 
que me vengara de las muchas que suelen deslizarse 
en los pedimentos y respuestas del Sr. Promotor, co- 
mo propias del carácter enérgico y severo que todos le 
conocemos. Nuestras producciones en la acusación ju- 
rídica van á quedar á la vista del público, y ahí se co- 
nocerá no sólo la verdad y la justicia en cada una de 
las cuestiones suscitadas en los capítulos de acusación y 
en los de la defensa, sino la diferencia entre los ataques 
y su contestación. En unos la suficiencia y la energía 
del maestro, y en otros la moderación del que tenien- 
do la pena de disentir de su maestro, se defiende en 
términos de rigurosa justicia. No temo el fallo de la 
opinión pública, porque en todo evento, se verá no al 
joven presuntuoso y atrevido, antagonista indiscreto 
de un maestro sabio y honradísimo, sino al juez inde- 
pendiente y estudioso, que no teme en el cumplimien- 
to de sus deberes, ni á las acusaciones de su maestro, 
ni á la lucha desigual ante sus jueces naturales, tenien- 
do por acusador á uno de los sabios de más empuje en 
el estadio del Derecho. Le bastan al acusado su hon- 



radez, su estudio y su conciencia: podré haber cometido 
algunos errores, no tengo la presunción de la infalibi^ 
lidad; pero serán errores de buena fe, fundados siempre 
en leyes y doctrinas, y nunca en sólo mi palabra ó mi 
capricho. 

Yo presento al público la historia completa de la 
cuestión; el pro y el contra, como lo exigen la lealtad 
y la nobleza, y como aún no pronuncian mis jueces la 
última palabra, he deseado que una persona imparcial 
y caracterizada, como el S.^^ Magistrado suplente de 
Circuito, Sr. Lie. Fernando Vega, emita su opinión so- 
bre las cuestiones promovidas por el Sr. Montiel en su 
carta acttsación dirigida en lo confidencial á los Seño- 
res Magistrados de la Suprema Corte, para que asi, 
publicando yo las respuestas del Sr. Vega, tenga el 
criterio público mejores elementos para su fallo. 

Como en la notable carta del Sr. Montiel, cuya for- 
ma no me atrevo á calificar, toca su Señoria cuestiones 
no contenidas en los escritos de querella presentados 
ante el Señor Presidente de la Suprema Corte, publi- 
co las ejecutorias en que constan los fundamentos de 
las resoluciones respectivas; y como ya colocados en la 
lisa, es importante conozcan todos los documentos que 
revelan la situación jurídica del Tribunal de Circuito 
y del Promotor, publico el oficio dirigido por mí al 
Señor Ministro de Justicia, con motivo de las frecuen- 
tes recusaciones sin causa, interpuestas en mi contra 
por el Señor Promotor, con perjuicio de la pronta ad- 
ministración de justicia. 

Los documentos que publico son los siguientes: 

1^ La carta acusación del Sr. Montiel y Duarte, diri- 
gida en lo confidencial á los Señores Magistrados de 



la Suprema Corte, y publicada profusamente, para de- 
latarme ante el Tribunal de la opinión pública. 

2^ Carta mía dirigida al Sr. Lie. Femando Vega, 
solicitando su opinión sobre las cuestiones propuestas 
por el Sr. Montiel y Duarte en sü carta acusación. 

Sr Dictamen del Sr. Lie. Fernando Vega, donde di- 
serta y da su ilustrado parecer, sobre los capítulos de 
acusación formulados por el Sr. Montiel y Puarte. 

4^ El escrito de querella del Sr. Montiel y Duarte, 
presentado ante el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por supuestas irregularidades en mis proce- 
dimientos, como Magistrado de Circuito. 

5^ El informe justificado rendido por mi en debida 
contestación al escrito de querella. 

6^ Segundo escrito de querella del Sr. Montiel y 
Duarte, presentado al Señor Presidente de la Supre- 
ma Corte de Justicia. 

7^ Mi informe con justificación motivado por la se- 
gunda querella. 

8^ Oficio dirigido por mí al Señor Ministro de Jus- 
ticia, con ocasión de las frecuentes recusaciones sin cau- 
sa interpuestas en mi contra por el Sr. Montiel y 
Duarte. 

9^ Documentos justificativos de los dos informes 
presentados por mí al Señor Presidente de la Supre- 
ma Corte de Justicia. 

10^ Las ejecutorias que responden á los nuevos car- 
gos del Sr. Montiel y Duarte, sobre haber resuelto en 
mis sentencias contra ley expresa las cosas siguientes: 
sobreseimiento en calidad de por aJioraypara siempre; 
competencia de la justicia federal para conocer de la 
demanda de un Estado contra uno ó más vecinos de 



otro; competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia con arreglo al articulo 98 de la Constitución, 
é improcedencia de las recusaciones sin causa de Magis- 
trados de Circuito, en negocios civiles, cuyas resolucio- 
nes hacen referencias á los párrafos 3^ y 4^ de la cues- 
tión XI y á las XIII, XIV y XV insertas en la carta 
referida. 

Con los documentos anteriores basta y aun sobra pa- 
ra mi defensa; descender á una polémica directa con mi 
honorable acusador, seria llevar á la caricatura nues- 
tras rencillas jurídicas, haciendo perder á la autoridad 
que represento una parte de su prestigio. Después de 
la lectura del presente opúsculo, queda cerrado el de- 
bate, y sólo espero con la conciencia tranquila, el fallo 
de mis contemporáneos. 

México, Noviembre 10 de 1888. 

Andrés Horgasitas. 
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CABTA dirigida por el Sr. Lie. Isidro Montiel y Dnarte, á 
los Sres. Magistrados de la Suprema Corto de Justicia. 



Sr. Lie. D. 



México, Septiembre de 1888. 

Muy estimado señor de toda mi consideración; 

Hace tiempo que el que suscribe tiene la pena de ver que 
en el Tribunal de Circuito de México, se vienen introducien- 
do más ó menos embosadamente, (doctrinas y prácticas que no 
están fundadas en ley, bajo ningún aspecto. Y para corregir- 
las, y con ánimo de cumplir con el deber de procurar el más 
puntual cumplimiento de la ley, que al Ministerio Fiscal im- 
pone el decreto de 9 de Octubre de 1812, creyó que por con- 
secuencia de compañero á compañero, por la prudente con- 
sideración que el anciano debe tener para con el joven, y por 
la afectuosa ligación de maestro á discípulo, debía comenzar 
por manifestar en lo particular los fundamentos de su pobre 
opinión, que es contraria átales doctrinas y prácticas; alguna 
vez se tomó el trabajo de hacerlo por escrito, otras por me- 
dio de publicaciones, que nada han tenido de polémica agre- 
siva; y mientras no se quiso arrastrar al Ministerio Público 
á un terreno vedado, al menos en su conciencia jurídica, se 
limitó la Promotoría á poner algunas de estas irregularida- 
des en conocimiento del ciudadano funcionario, que según la 
ley, es Jefe de la Justicia federal. 
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Mas como últimamente se ha pretendido, hasta con apre- 
mio, arrastrar al Ministerio Público al terreno de la ejecu- 
ción de actos que no están fundados en ley, y que al revés, 
son contrarios á ella, el que suscribe, se ha visto precisado á 
formular acusación sobre algunas de dichas irregularidades, 
de la cual acusación debe resultar, bien la responsabilidad 
del Promotor, ó bien la del funcionario que tal cosa preten- 
de, sin que haya ley que autorice semejante resolución; y co- 
mo hay otros puntos capitales en que según la pobre opinión 
del que suscribe, resulta responsabilidad contra uno ó contra 
otro funcionario, para obviar gestiones ruidosas ó desagra- 
dables ha tomado opinión de personas prudentes y autoriza- 
das, y siguiendo su consejo, dirije á vd. la presente consulta 
extraoficial sobre los puntos siguientes: 



¿El Ministerio Fiscal obra bajo las órdenes de los Jueces 
y Magistrados cerca de los^ cuales funciona, ó por el contra- 
rio, tiene respecto de ellos toda la independencia necesaria 
para poder cumplir con su muy delicada misión? 

La Promotoria cree, que sin necesidad de remontarse á la 
antigua legislación relativa á los Procuradores del Rey, pue- 
de creerse que es elevada é importante la misión de los Pro- 
curadores fiscales, y que en el desempeño de ella deben tener 
en los Juzgados y Tribunales toda la independencia que ne- 
cesitan y deben tener funcionarios, que según la ley citada 
de 9 de Octubre de 1812, tienen que procurar el más pun- 
tual cumplimiento de la ley. 

Y la ley de 29 de Julio de 1862 da idea de la misión que 
tienen que desempeñar los Promotores en 1* y 2í instancia, 
porque reúnen, nada menos que las funciones que el Procu- 
rador general y el Ministro Fiscal tienen que llenar en la Su- 
prema Corte. 

Esta representación no es implantada por la ley mexicana. 
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y para convencerse de ello puede verse la nota de los Códi- 
gos concordados, N. R. libro IV, tit. 16, de los fiscales y sus 
agentes, que es en donde ha creído ver, el que suscribe, la 
delicada representación que tiene el Ministerio Público, y 
que debe respetársele para que pueda desempeñar su encar- 
go cumplidamente. 

Siendo esto así, no es extranjera para nosotros la jurispru- 
dencia que enseña que el Ministerio Fiscal, que también se 
llama Ministerio Público, es una magistratura particular que 
tiene por objeto velar por el interés del Estado y de la socie- 
dad en cada tribunal ó que bajo las órdenes del Gobierno tiene 
cuidado de promover la represión de los delitos, la defensa 
judicial de los intereses del Estado y la observancia de las 
leyes 

Esto cabalmente hizo decir al muy acreditado García Fer- 
nández en sus "Breves nociones de actuaciones judiciales," 
que el verdadero carácter del Fiscal es, ser el representante 
de la ley en los juicios, es ser la misma ley representando al 
Estado; y por lo mismo, enseña en otro lugar que el Pro- 
motor Fiscal formula sus escritos sin súplica porque repre- 
senta á la ley y al Estado. 

Si el Ministerio Público estuviera entre nosotros definido 
con toda exactitud y precisión y organizado y reglamentado 
completamente, no habría necesidad de ocurrir á la legisla- 
ción y jurisprudencia extrañas para fundar la muy grande 
importancia que este Ministerio tiene en el foro; pero como 
no sea aquello así, permítame vd. decir que el eminente ju- 
risconsulto Berriére, refiriéndose á un Presidente de la Cor- 
te de Casación, enseña que los abogados que ejercen el Mi- 
nisterio Público, eran los únicos que tenían derecho para 
hablar en la audiencia; y aunque reconocían como Jefe al 
Procurador general, la superioridad de éste respecto de ellos, 
no era sino de honor; pues que no estaban obligados á reci- 
bir sus instrucciones, ni á consultarle; presentaban sus requisi- 
torias sin su participación; eran enteramente independientes 
de él; de suerte que su conducta y sus opiniones en el ejercí. 
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cío de su ministerio no estaban sometidos á influencia al- 
guna. 

Entre nosotros el Ministerio Público obra bajo las órdenes 
del Gobierno; mas no bajo las del Tribunal en que funcione; 
de manera que el Gobierno puede darle instrucciones y aun 
imponerle órdenes; pero los Jueces y Tribunales no tienen 
facultad para mandarle que haga ó deje de hacer tal ó cual 
cosa; pues no hay ley que para ello los autorice, como es ne- 
cesario para que deban ser obedecidas sus órdenes; pues que 
cuando no se manda en nombre de la ley hay obligación de 
obedecer; pero sin que la obediencia llegue hasta el cumpli- 
miento de lo mandado, según lo preceptuó el gran Carlos IH 
con consulta del Consejo pleno de 19 de Diciembre de 1766 
y 11 de Enero de 1770.— Ley V, tít, 4, lib. 2, R C. 
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El segundo punto de consulta, es el siguiente: ¿Cree vd. 
Señor Magistrado que un pedimento fiscal esté en su lugar 
cuando se le inserta en una sentencia? 

El que esta carta suscribe, cree, aunque acaso se equivo- 
que, que en el fuero federal la sentencia no es más que la de- 
cisión del caso que ha sido cuestionado en juicio, con los fun- 
damentos alegados y justificados que sirven para decidir que 
el demandado ó el acusado debe ser condenado ó absuelto; y 
como el pedimento material de parte, como lo es el Promotor, 
no puede servir de fundamento legal de una sentencia, sea 
que se acepte ó no, es evidente que no debe formar parte de 
ella, sea cual fuere el concepto que de su autor se tenga. Pa- 
ra decir esto el que subscribe, vd. sabe mejor que él, cuánto y 
cuan rico caudal podría hacerse de los innumerables y muy 
conducentes principios que se encuentran en solo el tít. 22 
de la P. 8. 

Y aunque quisiera defenderse la corruptela mencionada 
con alguna prescripción del Código de procedimientos del 
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Distrito que habla de residiandos y considerandos^ bien sabido 
^ que los primeros, relativos á puntos de hecho, son cons- 
tancias de hecho, que sirven para establecer la verdad de un 
hecho en determinado sentido; y los considerandos, son rela- 
tivos á fundamentos legales que preparan, facilitan y fundan 
la resolución de la cuestión de derecho; y sobre todo, la pres- 
cripción relativa á resultandos y considerandos es puramente 
local para el Distrito; y por otro lado, un pedimento fiscal no 
tiene valor como resultando, pues es de simple referencia á 
constancias de autos que son los que dan los resultandos, ni 
se tiene como considerando el mismo pedimento, pues tam- 
poco puede ser invocado como fundamento legal según las 
leyes que voy á tomarme la libertad de citar á otro propósito 



III 



¿Puede el Ministerio Público ser apremiado por los Juz- 
gados y Tribunales á ajustar sus pedimentos á una circular 
del Gobierno, aun en el caso de que el Ministerio fiscal crea 
que la circular no tiene aplicación adecuada y exacta en de- 
terminado negocio ? 

Si el Ministerio fiscal desempeña sus funciones no bajo las 
ordenes de los Jueces y Magistrados ante los cuales gestiona, 
sino con toda la independencia que reclama la naturaleza de 
su misión, es de creer que cuando se le manda pasar un ne- 
gocio, no se le debe designar el fin con que se le pasa, m como 
orden ni como consulta^ teniendo en cuenta que si tal designa- 
ción no armoniza con la ley, no sólo puede invocarse la ley 
V, tít. 4, libro n, E. C; sino lo que es más, hay deber de re- 
cordar al Juez y Magistrado que tal haga, que sólo tiene po- 
der para aplicar las leyes en las causas civiles y criminales; 
y que conforme al art 14 de la Constitución, sus procedi- 
mientos necesariamente deben estar basados en ley en la sus- 
tanciación, que es lo que significa la palabra ^^juzgar," y 
también en la resolución que es lo que quiere decir la pala- 
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bra " sentenciar," y si se trata de sentencia definitiva bien 
sabido es que la ley de 28 de Febrero de 1861, exige que se 
ñmde en ley expresa. 

Por consigmente, una circular no puede servir de funda- 
mento legal para que una determinación judicial imponga al 
Ministerio Público una obligación que no venga de la ley; 
y no puede tener este carácter una determinación judicial 
porque si bien una circular puede contener una instrucción 
y aun una orden del Supremo Gobierno, que deban cumplir y 
ejecutar sus agentes subalternos, ni aun en el sistema de mo- 
narquía absoluta era otra cosa que una disposición económica 
que expedía el Ministerio para que circulara en alguna ó al- 
gunas provincias, según enseña el Dr. Alvarez en su Institu- 
ta de derecho real. Y de aquí resulta, que si el agente subal- 
terno deja de cumplir con la instrucción ú orden del gobierno, 
este tiene medios legales para hacerse obedecer, pudiendo & 
veces llegar hasta la destitución del que indebidamente se 
niegue á obedecer órdenes que ha podido expedir constitu- 
cionalmente el Supremo Gobierno. 

En una circular se tiene prevenido que los Promotores ex- 
tracten las causas que pasen á su estudio; y es indudable que 
á los Promotores de los Juzgados de Distrito incumbe la 
obligación de hacer el extracto de lo actuado en 1* instancia 
para formular pedimento en definitiva; pero no cuando piden 
sobre cuestión incidental; así como también es evidente que 
á los Promotores de los Tribunales de Circuito corresponde 
hacer el extracto de lo actuado en el Tribunal, pero cuando 
pide en definitiva, y no, por ejemplo, cuando pide la revocar 
don de un auto de sobreseimiento para que viniendo la causa 
en estado pueda abrirse formal 2^ instancia. 

Y con relación á hechos prácticos, que sólo reseñaría en 
caso indispensable, debo manifestar que si tal extracto es ne- 
cesario pro forma para la validez de la sentencia definitiva; en 
ese caso debería comenzarse por ordenar que se hiciera el ex- 
tracto que se hubiera omitido en la 1* instancia; y debería 
comenzarse por subsanar esta faltan supuesto el principio de 
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que Forma etiamsi ni mimino defidaty totas actas corruit; y si por 
el contrario, se cree que el extracto no es esencialmente ne- 
cesario para que pueda dictarse sentencia; entonces debe 
cumplirse con lo prevenido en la ley 11, tít. 11, libro N. R.; 
de manera que en ningún caso seria justo pretender que el 
promotor de 2* instancia desempeñara el deber que hubiera 
debido cumplir el Promotor del Juzgado de Distrito. 



IV 



¿Puede reservarse indefinidamente el dar entrada á una 
acusación presentada por el Ministerio fiscal? 

El que suscribe hace esta consulta porque habiendo acu- 
sado á un Juez por ataque á la independencia del Poder ju- 
dicial de los Estados, el Tribunal de Circuito de México, or- 
denó de plano que se reservara la acusación para cuando se 
revisaran las causas en que hecha estaba la declaración que 
motivaba tal acusación del Ministerio Público. 

La razón que en concepto del que suscribe existe para que 
no pueda reservarse indefinidamente una acusación, es que los 
delitos deben ser castigados por la autoridad luego que de 
ellos tiene conocimiento por algún medio legal, y mucho másr 
cuando la noticia viene del funcionario público que tiene de- 
ber de acusar; y sobre todo, porque la Constitución en su 
art 17, ordena que los Tribunales estén siempre expeditos 
para administrar justicia; lo cual es tanto como imponerles 
la obligación de dar, desde luego, entrada á las demandas ci- 
viles y á las acusaciones criminales sin distinción de casos; y 
hacer lo contrario, es cometer la violación de un articulo cons- 
titucional, cuyo espíritu es que la autoridad judicial no de- 
niegue ni retarde la acción de la justicia. 



Dcfena».— S 
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Cuando ante el Juez competente se acusa á un funciona- 
rio judicial que no tiene fuero constitucional, ¿podrá obligar- 
se al Promotor á que pida se declare si ha ó no lugar á for- 
mación de causa? 

El que suscribe, hasta donde ha podido, ha procurado ha- 
cer el estudio de este punto de derecho constitucional: y siem- 
pre se ha encontrado con fundamentos que apoyan la nega- 
tiva. 

La Constitución de 1812, declaró que al Poder legislativo 
incumbía el deber de hacer efectiva la responsabilidad de los 
Secretarios del despacho y demás empleados públicos, y la 
ley constitucional que reglamenta el juicio de responsabili- 
dad estableció el principio negativo; pues sólo respecto de los 
Magistrados del Supremo Tribunal, declaró que en los deli- 
tos relativos al desempeño de un oficio, es necesaria la decla- 
ración de haber lugar á formación de causa, y resolvió que 
esta declaración produce el efecto de suspender al responsa- 
ble en el ejercicio de los otros políticos y de que pase la cau- 
sa al T¥ü>uncd competente para conocer de ella. De manera que 
desde la primera ley que hizo necesaria esta previa declara- 
ción, se ve que la corporación que la haga, es y debe ser di- 
versa del THbunal competente^ y que tal declaración es preci- 
samente la que hace que pase la causa de la corporación que 
sustancie este antejuicio al Tribunal competente para juzgar y 
sentenciar la causa misma. 

Y esto que parece ser de sentido común, es precisamente 
lo mismo que han declarado las Constituciones de 24, 86, 43 
y 57. 

Por ésto, el Jurisconsulto D. Hilario Elguero sostuvo en 
la causa de D. Santos Degollado, y el eminente maestro D. 
Manuel de la Peña y Peña demostró en la de los Ministros 
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del Presidente Bustamante, que esta previa declaración de 
haber lugar d formación de causa, no es otra cosa que el per- 
miso que el Supremo Poder legislativo otorga al Juez compe- 
tente para que pueda juzgar al que de otra manera no podría 
enjuiciar por tener un fuero privilegiado. Pero sostener que 
tal declaración es necesaria respecto de funcionarios que no 
tienen fuero privilegiado, y querer que la haga el mismo Juez 
competente que no tiene óbice legal para juzgar al inculpado, 
y que por el contrario, tiene el deber que impone el art. 17 
de la Constitución, esta es una pretensión que el que suscribe 
no se atreve á calificar, porque no encuentra apreciación que 
decorosa sea para el autor de tal pretensión. 



VI 



¿Podrá obligarse al Ministerio fiscal á que intervenga en 
procedimientos que deben ser de qficiof 

Sabiéndose, como se sabe, que el Promotor fiscal es parte 
legitima en los juicios en que tenga que intervenir, resulta ló- 
gicamente jurídico y legal: que no tiene que intervenir en 
los procedimientos de oficio, por las razones siguientes: 

La Enciclopedia Española, dice: que el auto de oficio se lla- 
ma asi, porque lo dicta y provee el Juez sin excitación de 
parte interesada, movido únicamente por el conocimiento del 
hecho criminal y por la necesidad de practicar con prontitud 
las diligencias conducentes. Auto de oficio. 

Los Doctores Serna y Montalván, dicen: que el procedi- 
miento de oficio es el que se ejecuta sin gestión de parte en 
todos aquellos casos en que el derecho de acusar no está re- 
servado al mismo perjudicado, y que entonces debe el Juez 
proceder á formar la causa para la persecución y castigo del 
delito. Tom. 3, p. 43. 

Los autores de la Curia Mexicana, enseñan: que se procede 
de oficio cuando el Juez obra por declaración oficial, ó por no- 
ticias extrajudiciales; p. 422, n. 14. Y el que esta consulta 
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dirige á Vd., cree que el Promotor no es un vilddator^ ni bus 
pedimentos pueden ser considerados como noticias extraju* 
diciales. 

La misma explicación dieron del procedimiento de oficio 
los muy ilustrados Jueces de México, cuando hicieron obser- 
var los inconvenientes de un articulo de la Constitución de 
1886 sobre libertad de imprenta. 

Y el mismo concepto fué formal y solemnemente consig- 
nado en un autorizado precedente que forma un dictamen 
de la comisión de puntos constitucionales del Congreso, la 
cual sirvió para resolver la consulta hecha por los menciona- 
dos Jueces. Derecho público mexicano. Tomo 3, p. 78. 

Pero los que pueden presentarse como fundamentos con- 
eluyentes son las leyes siguientes: L. Y, tit. 33, libro 12, IT. 
B., que declara que se procede de oficio^ cuando no hay ni de- 
nunciante. La n, tít 34 del mismo libro y Código que decla- 
ra: se procede de oficio cuando no hay ninguna querella: dicien- 
do lo mismo la IH, tit. 35 eodem. Y por último, la ley 6, . 
tit 84, del mismo libro y Código resuelve que se procede de 
oficio cuando la causa es de tal calidad que es necesario que 
haya fiscal nombrado por el Juez y no funcionario público que es 
verdaderamente acusador. 

Estos son los fundamentos que ha tenido el que suscribe 
para alegar que no puede ser obligado el Promotor á inter- 
venir en los casos en que el articulo 401 de la Ordenanza de 
Aduanas manda se proceda de oficio. 



VII 



¿Cuando hay auto motivado de prisión, debe continuarse 
la causa por todos sus trámites hasta pronunciar sentencia 
definitiva? 

Sobre esta cuestión, el que suscribe, ha venido consultan- 
do desde la Constitución de 1812; y allí no ha encontrado 
más que el art. 25 que.dice: "que los derechos políticos se sus- 
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penden por estar el ciudadano procesado criminalmente." 
Este articulo, al decir del que suscribe, tiene una justa apli- 
cación en el caso, como respectivamente la tienen los demás 
artículos relativos á administración de justicia, que no estén 
expresa ó implícitamente derogados, con la circunstancia muy 
particular de que leyes posteriores hacen ver que él se refie- 
re al auto de prisión. 

La ley especial de derechos y garantías de 15 de Diciem- 
bre de 1885, dijo á este propósito lo siguiente: 

^^Los derechos particulares del ciudadano se suspenden por 
causa criminal desde la fecha del mandamiento de prisión 
hasta el pronunciamiento de la sentencia absolutoria. Si ésta 
lo fuere en la totalidad, se considerará al interesado en el go- 
ce de los derechos, como si no hubiese habido tal manda- 
miento de prisión; de suerte que no por ella le pare ningún 
perjuicio." 

Siguiendo la historia del hecho relativo á la manifestación 
de este principio, se ve que lejos de haber sido abolido en le- 
yes posteriores, por el contrario, fué reproducido literalmen- 
te en la primera Constitución del centralismo. Art. 10, § 89, 
Ley 1* 

Y en medio de los vaivenes de la política, se conservó en 
pié este principio, como puede verse en el proyecto de Cons- 
titución de 1840 autorizado con las muy respetables firmas 
de Jiménez, Barajas, Castillo, Fernández y Ramírez, quie- 
nes emitieron la doctrina de que los efectos del auto de pri- 
«ión no cesan sino en consecuencia del auto en que el preso 
sea puesto en plena y absoluta libertad. 

Y tan lo conservó el derecho público que los muy respe- 
tables publicistas, el sabio Ladrón de Guevara y el eminente 
Fernando Ramírez, emitieron el mismo principio en el año 
de 1842, diciendo que los derechos de ciudadano se suspen- 
den por causa criminal desde la fecha del auto de prisión 

hasta el pronunciamiento de Ib, definitiva absolutoria del juicio. 

Y las B. O., en su art. 33, completan la historia de este 
principio, al decir, como dicen: que los derechos de ciudada- 
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no se suspenden desde el auto motivado de prisión hasta 

la sentencia, si fuere absolutoria. 

Tales son los fundamentos que ha tenido presentes el sus- 
crito, para creer que dado y no revocado el auto motivado 
de prisión, es necesario continuar la causa hasta que se dicte 
sentencia definitiva. 

T aunque hay quien opine que la Constitución posterior 
abroga for completo la anterior, esto, en mi humilde concepto, 
tiene tres respuestas: siendo la primera, que la nueva Cons- 
titución destruye el Gobierno que ha sido creación de la an- 
terior; pero en ningún sentido perjudica aquellos principios 
que son compatibles con la nueva forma de gobierno, de lo 
cual nos dio un buen ejemplo el decreto de 22 de Abril de 
1823, que declaró derogados el plan de Iguala y los Trata- 
dos de Córdoba en cuanto d la forma de gobierno que establecían; 
siendo la segunda, que las leyes derogadas deben ser atendi- 
das, sin embargo, como lo preceptúa el auto acordado de 4 
de Diciembre de 1713, y siendo la tercera, que la ley espe- 
cial de 15 de Diciembre de 1835, lejos de estar derogada está 
inconcusamente vigente, siendo así que la Constitución de 
1857 no dice otra cosa respecto de la suspensión de derechos 
políticos. 

VIII 

¿Puede una sentencia judicial fundarse en doctrina á falta 
de ley? 

Ociosa de todo punto debe parecer esta consulta, porque 
la respuesta es obvia; pero desgraciadamente es necesario su 
examen por razones que no hay necesidad de repetir. 

Si el que sostiene lo contrario se hubiera limitado á soste- 
ner que los pedimentos fiscales deben fundarse en ley, no ha- 
bría que objetarle sino simplemente que el Ministerio Públi- 
co no funciona bajo las órdenes del Juzgado ó Tribunal á 
que esté adscrito; pero como pasa á hablar de doctrina, pre- 
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cíbo es hacer presente que la circular relativa pudo en este 
punto tener fuerza y consistencia en el año de 1842, porque 
regia entonces la ley de 18 de Octubre de 1841 que mandaba 
que las sentencias se fundaran en la ley, canon ó doctrina; pe- 
ro publicada la Constitución de 1857, quedó sin aplicación 
hábil tal circular de 1842, debiendo agregarse que la ley de 
18 de Febrero de 1861 preceptúa que las sentencias definiti- 
vas se funden en ley expresa, y que entre una circular y una 
ley, los Promotores tienen que pedir necesariamente el más 
puntual cumplimiento de la ley; sobre todo, cuando esa ley 
es fundamental, y por consiguiente la suprema de la tierra, 
como lo es el art. 14 de la Constitución, que sin distinción de 
casos ordena que las sentencias se funden en ley precisamen- 
te, y por lo mismo los Promotores no pueden fundar sola- 
mente en doctrinas sus pedimentos. 



IX 



¿Puede sustanciarse una causa criminal conforme á la ley 
de 17 de Enero de 1863? 

También esta consulta djjbe parecer ociosa; pero por des- 
gracia en algunos juzgados federales de la comprensión del 
Tribunal de Circuito de México se ajustan los procedimien- 
tos judiciales á esta ley; sin embargo de que el Promotor ha 
llamado la atención sobre esta irregularidad al mismo Tri- 
bunal y según se ha estampado en una causa, el Tribunal ha 
expedido circular ordenando la observancia de esta llamada 
ley; y sin embargo también, de que nuestro derecho público 
lejos de autorizar la expedición de autos acordados, tiene, por 
el contrario, resuelto que el Poder Judicial no puede expe- 
dir resoluciones que tengan carácter de generalidad. Decreto 
de 9 de Octubre de 1812. 

Y el que suscribe cree que dicha ley solamente ha tenido 
el carácter de local y obligatoria para los funcionarios y Tri- 
bunales del orden común que administraban justicia en el 
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Distrito; y lo cree así porque lo expresa literalmente su mismo 
preámbulo y lo comprueban sus artículos 44 y los del capí- 
tulo 2?, que no pueden ser considerados como reglamento de 
la Suprema Corte en su calidad de Tribunal federal, sino en la 
condición de audiencia del Distrito que entonces tenía. 

Y aunque la ley Juárez declaró vigente esta ley, su art. 34 
prueba que su declaración se limita á la parte conducente á 
la erección de los Jueces menores, y en último caso, el Códi- 
go de Procedimientos derogó todas las anteriores de este gé- 
nero; de modo que aun como ley local está completamente muerta. 



X 



¿Puede sentenciarse definitivamente una causa en partida,^ 
según lo estableció la ley de 22 de Julio de 1833? 

Como la práctica de algunos Juzgados de Distrito no esté 
en este punto arreglada á la legislación constitucional, nece- 
sita esta corruptela un correctivo radical que acaso tenga de 
llegar hasta hacer efectiva la responsabilidad de sus autores, 
creyendo el que suscribe, que sobre la materia debe mirar 
como instrucciones que el Supremo Gobierno dio al Minis- 
terio Público, los conceptos que estampó en la circular con 
que la Secretaría de Justicia la remitió para expeditar la ad- 
ministración de justicia en él Distrito y Territorios. 

Estos conceptos son los siguientes: 

19 Antes que la audiencia constitucional de México expi- 
diera el auto acordado de 21 de Octubre de 1824, los Jueces 
de letras estaban en posesión de imponer por^vía de pena co- 
rreccional hasta seis meses de obras públicas por los delitos 
leves. 

29 Esta posesión era en cierto modo conforme con la prác- 
tica observada antes de la Constitución española por los al- 
caldes ordinarios y sus delegados. 

89 La audiencia constitucional no pudo hacer declaracio- 
nes generales por prohibirlo el decreto de 9 de Octubre de 
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1812, el cual limita sus atribuciones á las marcadas en el art. 
18, c. 19 

4? Kingún Tribunal de Justicia puede dictar providencias 
generales, sin violar los principios constitucionales, porque 
si son reglamentarias corresponden al Ejecutivo, y si legis- 
lativas, son peculiares del Congreso. 

6? El auto acordado proveido por la Suprema Corte de 
Justicia en 14 de Julio de 1827, reproduciendo el anterior 
de la audiencia, se halla en el mismo caso que aquel, porque 
según el decreto de 29 de Mayo de 1826, la Suprema Corte 
no tiene otras atribuciones que las que el decreto de 9 de Oc- 
tubre de 1812 concedió á las audiencias. 

6? Además estos autos acordados son contrarios á la letra 
y espíritu de los artículos 9 y 20, cap. 29 de dicho Decreto de 
9 de Octubre de 1812. 

79 Los alcaldes constitucionales por declaración del Go- 
bierno de 29 de Octubre de 1831 están en posesión de impo- 
ner hasta por seis meses de obras públicas en los delitos que 
son de su conocimiento. 

89 Para remover los obstáculos que los citados autos acor- 
dados oponen á la pronta administración de justicia, no me- 
nos que el sistema que se observa en las calificaciones de de- 
lincuentes, cuyas aprensiones se hacen por los funcionarios y 
agentes de la policía que carecen, por lo regular, de los co- 
nocimientos necesarios para clasificar y graduar los delitos, 
el Supremo Gobierno, que investido estaba de facultades ex- 
traordinarias, dictó el decreto mencionado de 23 de Julio de 
1833. 

Se comprende, por supuesto, que instrucciones que con 
más ó menos éxito hubieran podido defenderse en la época 
en que se dieron, hoy tienen que sujetarse al principio que 
dice: distingue témpora ei concordabis jura. 

Y en cuanto al mismo decreto basta su art 19 para demos- 
trar que única y exclusivamente se dictó para los jueces de 
lí instancia del Distrito Federal y de los Territorios. 

Debe agregarse que los mismos que los siguen, no se su- 
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jetan á sus prescripciones, pues no conocen y obran en juicio 
verbal; y lejos de cerrar la puerta á la apelación, por el con- 
trario, sin que ésta sea interpuesta remiten sus fallos al Tri- 
bunal de Circuito para su revisión en formal 2* instancia; 
tampoco siguen la brevísima tramitación que prescribe dicha 
ley; pero por desgracia la observan cabalmente en lo que es 
contrario á la Constitución de 1857, y por último, no asien- 
tan su.determinación con expresión suscinta de los anteceden- 
tes en el libro que debía llevarse para asentar los juicios que 
se seguían y seMenciaban en partida. 

Por estos fundamentos, que el que suscribe ha creído ne- 
cesario estudiar una y más veces, ha llegado á formar la con- 
vicción que sujeta á la calificación de luces superiores; y es 
la de que la repetida ley de 23 de Julio de 1833 se dio pura- 
mente como ley local páralos jueces de lí instancia del Distri- 
to y Territorios, y que aun cuando se hubiera dado con el 
carácter de general; hoy no podría sostenerse como vigente; 
y 'no podría sostenerse como vigente, en presencia del ar- 
tículo 20 de la Constitución que no permite que en ningún 
caso pueda sentenciarse al acusado sin las garantías que él 
expresa literalmente. 

Por consiguiente, una sentencia condenatoria dictada sin 
otorgar alguna de dichas garantías, viene á constituir una 
violación de más de un artículo constitucional; y por lo mis- 
mo es evidente que ningún juicio criminal puede seguirse 
ajustándose á la ley de 23 de Julio de 1833. 



XI 



¿Cuándo puede decretarse sobreseimiento? — ^puede decre- 
tarse en calidad de por ahora? — ^puede decretarse para siem- 
pre? — ^puede fundarse en la ley 26, tít. 1, part. 7? — ^puede ser 
condenatorio? — causa instancia? 

Todas estas cuestiones se han suscitado en el Tribunal de 
Circuito, y en todas ellas, que son de principio y de princi- 
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pió fdndamental, estamos en completo desacuerdo el Magis- 
trado y el que suscribe; y como esto ceda en perjuicio de la 
recta administración de justicia, en gracia de ella precisa- 
mente, es necesario hacer cesar esta irregularidad que bien 
puede estar de parte de la Promotoría, la cual no se cree obli- 
gada á decir amén á las resoluciones del Tribunal menciona- 
do, por no ser el llamado á pronunciar la última palabra, que 
única y exclusivamente corresponde á la Suprema Corte de- 
Justicia. 

Voy, por lo mismo, á reproducir los fundamentos que en 
diferentes casos he alegado al Tribunal sobre cada uno de 
estos puntos. 

19 Si se exceptúa el sobreseimiento por amnistía 6 muerte 
del acusado, he alegado que el sobreseimiento es puramente 
cesación 6 suspensión en el procedimiento; pero no con relación 
á persona determinada. He apelado á la filología para fundar 
que según el idioma latino sobreseer es: Sedere super; y esto 
no es absolver; según el idioma italiano, sobreseer es: Cesare 
da farcy y según el castellano, sobreseer es cesar en algún 
procedimiento. 

He alegado que el tecnicismo de la jurisprudencia apoya 
el mismo concepto; así es que esta doctrina se encuentra en el 
Diccionario de Escriche, en los "Procedimientos Judiciales" 
de Serna y Montalván, en la Curia Filípica, y en cuantos au- 
tores traen doctrinas odeciíodíw á la jurisprudencia constitu- 
cional vigente entre nosotros. 

29 He alegado que con excepción de los casos expresados 
no procede sobreseimiento sino cuando no resulta probado 
que se hubiera cometido delito, ó cuando agotada la averi- 
guación, no resulta culpabilidad contra determinada persona, 
ó según la ley de amparo: por desistimiento ó muerte del ac- 
tor, por revocación del acto reclamado, por cesación de sus 
efectos; por consumación irreparable del mismo acto, ó por 
haber sido consentido éste en materia^ que no sea criminal. 
Y como en ninguno de estos casos importa absolución el so- 
breseimiento, según la misma ley de amparo, resulta que 
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atendido el precepto final del art. 14 de la Constitución, el 
sobreseimiento no puede fundarse constitucionalmente en la 
ley 26, tit. 1, p. 7, que habla de absolución^ mientras que el so- 
breseimiento no es absóludánj y por lo mismo no es exacta su 
aplicación en este sentido. 

8? He alegado que no puede decirse con relación á perso- 
na determinada que se sobresee en calidad de por ahora, por- 
que esto es absolver de la instancia; lo cual está prohibido 
por el art. 24 de la Constitución. 

49 He alegado que tainpoco puede sobreseerse con la ex- 
presión de "j?am siempre,'' porque, si después de un auto de 
sobreseimiento rite ei recte decretado, se presentaran pruebas 
que hicieran constar que en efecto se habla cometido un de- 
lito ó que el autor de tal delito era tal ó cual persona, con to- 
do y sobreseimiento debería continuarse la causa para dar 
cumplimiento al inciso 29 del art, 17, y al inciso 29 del art. 24, 
que no prohibe se continúe causa suspendida por simple so- 
breseimiento; pues lo que prohibe es que se abra de nuevo 
una causa que haya sido terminada definitivamente por senien- 
cisk absolutoria ó condenatoria. 

59 He alegado que no puede decretarse sobreseimiento con- 
denatorio, porque como el sobreseimiento se dicta sin otorgar 
las garantías que deben otorgarse en todo juicio criminal, se- 
gún el artículo 20 de la Constitución, un sobreseimiento dic- 
tado en tales términos, lejos de ser un procedimiento legal, 
es por el contrario, una violación neta de las garantías otor- 
gadas por la Constitución en el citado artículo 20. 

69 Por último, ha alegado el que suscribe, que la causa 
que es elevada al Tribunal para su revisión, por haberse so- 
breseido en ella, no viene en grado de 2^ instancia: y para de- 
cir esto, me he fundado en que la palabra instancia, según di- 
ce la filología: es el ejercicio de la acción en juicio, desde la 
contestación de la demanda hasta la sentencia definitiva; y 
sobre todo, en que la jurisprudencia declara que instancia es 
el ejercicio de las acciones en juicio desde la contestación del 
pleito hasta la sentencia definitiva, como lo enseñan entre 
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otros, Escriche, Hevia Bolaños, y el insigne maestro Peña y 
Peña. T como el sobreseimiento no es sentencia definitiva, 
ni mucho menos, como lo resuelven los artículos 35, 86 y 71 
de la ley de amparo; de aquí es que la causa en que se ha so- 
breseído, no ha. tenido 1* instancia, y por consiguiente, no 
puede tener 2* Pero creyéndose apoyado el concepto contra- 
rio por el articulo 33 de la ley de 14 de Febrero de 1826, se 
sostiene que hay 2? instancia, aun en el caso de sobreseimien- 
to, sin echar de ver que el espíritu filosófico y humanitario 
de ese artículo, aspira á impedir que la sentencia definitiva 
pronunciada en la U instancia de una causa criminal sea lle- 
vada á su completa ejecución, sin que sea confirmada en 2K 
instancia; y sin echar de ver tampoco que el sobreseimiento 
y su no reprobación no prejuzga la cuestión de responsabili- 
dad según el art. 36 de la misma ley de amparo. 

Y si el artículo en que se pretende apoyar tal concepto, hu- 
biera de entenderse como se pretende, debería sostenerse que 
en toda causa criminal, una vez incoada, precisa y necesaria- 
mente había de pronunciarse sentencia definitiva en 1? y 2? 
instancia, lo cual es infundado. 

XII 

¿Los accidentes y siniestros verificados en los ferrocarriles 
que den lugar á averiguación judicial, son siempre de la com- 
petencia de la justicia federal? 

La Promotoría ha sostenido que las controversias que en 
el terreno judicial se susciten sobre alguno de los puntos ex- 
presados en el art. 1? de la ley de 16 de Diciembre de 1881, 
son de la competencia de la justicia federal exclusivamente, y 
que las que prima facie presenten el carácter de delitos sólo 
son de su competencia, cuando provengan de falta de seguri- 
dad en las obras del ferrocarril, ó á^faUa de integridad en su 
servicio; en cuyo caso viene responsabilidad contra la empre- 
sa; pero que los delitos que funden responsabilidad contra 
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ésta por un acto personal de alguno de la empresa misma, 
no dan competencia á la justicia federal, porque según el art. 
29, párrafo 49, de la misma ley, la acción que se entable con- 
tra la empresa por responsabilidad debe llevarse ante el Juez 
común y solamente los delitos que la empresa u otros cometan 
contra la seguridad ó integridad de las obras del ferrocarril 
son de la competencia de la justicia federal según el párrafo 
29, letra G., y el párrafo 49 del mismo art. 19 

Pero alguien sostiene que la justicia federal es competente en 
todo casoy aun respecto de los empleados de la empresa, sien- 
do lo más grave que se da á entender que un sobreseimiento 
-en estas causas equivale á una absolución general é indeter- 
minada de la empresa y de sus empleados, sin designarlos no- 
jmincUm^entey como si posible fuera sentenciar, sin expresar el 
nombre y apellido del sentenciado. 

XIII 

¿Es competente la justicia federal para conocer de un ne- 
gocio promovido por un Estado de la federación contra un 
particular? 

La Promotoria ha sostenido la negativa, porque en la his- 
toria del Congreso constituyente consta que ésta tesis filé re- 
probada expresamente por el Congreso constituyente, al discu- 
tirse el art. 99, fracción 5? 

XIV 

¿La Suprema Corte de Justicia es el Tribunal exclusiva- 
mente competente para conocer de las controversias que se 
susciten sobre actos ejecutados por el Supremo Gobierno ó 
con su expresa y terminante orden? 

La Promotoria ha sostenido que si, porque siendo privativa 
la jurisdicción de la Suprema Corte para conocer de los juicios, 
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cuya materia sean los derechos resultantes de tales actos según 
el art. 22, párrafo 69, de la ley de 14 de Febrero de 1826, por 
mayoría de razón debe serlo, cuando se trata de la subsisten- 
cia ó insubsistencia de un acto ejecutado por el mismo Go- 
bierno, como sucede cuando se pide sea declarado nulo un 
privilegio exclusivo, á cuyo caso se extiende indudablemente 
el art. 98 de la Constitución por una interpretación extensi- 
va que vedada no está en nuestro foro, sino por el contrario, 
autorizada por la misma Constitución, cuando en su art. 100 
hace depender la aplicación de sus preceptos no de la expre- 
sión liberal de casos sino de la comprensión filosófica de la base ó 
principio fundamental á que debe obedecer. 



XV 

¿Procede legalmente la recusación sin causa de un Magis- 
trado de Circuito? 

La Promotoría ha sostenido que sí, porque el art. 69 de la 
ley Juárez derogó el 14 de la ley de 14 de Febrero de 1826, 
que trata de la recusación sin causa de los Magistrados de la 
Suprema Corie^ á quienes por su muy elevada dignidad, se 
debe muy grande y profundo respeto poco ó nada compati- 
ble con una recusación sin causa; pero nada dijo de los Ma- 
gistrados de Circuito que están muy ahajo del Supremo Tribunal 
de la Nación. 

Y también ha sostenido la Promotoría que si el art. 403 de 
la Ordenanza de Aduanas declara irrecusables á los jueces, 
el mismo hecho de ser la Ordenanza de Aduanas la que tal 
declaración hace, prueba que sus prescripciones no son gene- 
rales, sino especiales y aplicables en los juicios aduanales; y 
á n[iayor abundamiento el articulo mismo se refiere á los jui- 
cios de que trata su sección 2% cap. 15, que sólo habla de 

juicios dvüee de hacienda. 

Y aunque ha pretendido sostenerse que el juicio criminal 



de responsabilidad debe correr la misma suerte que el juicio 
de hacienda, como un incidente de éste, la verdad es: 

1? Que el art. 403 de dicha Ordenanza habla de juicios ci* 
viles y 

29 Que un juicio fenecido definitiva é irrevocablemente 
como son los de que habla el art. 401, párrafo 3, no puede ya 
tener incidente, porque en buena jurisprudencia incidente es 
la cuestión ó contestación que sobreviene entre los litigantes 
durante d curso de la acción ^principal. 



XVI 



¿Es suplicable el auto en que un Magistrado declara que 
no se da por recusado? 

La Promotoria ha sostenido que sí; porque la E. O. de 20 
de Junio de 1861 declara: que no se debe quitar á las partes 
el recurso de súplica en caso alguno, ^' salvo en aqudlos casos 
en que por expresa disposición de ley está ordenado que no haya 
suplicadán y que se yecute lo ordenado por auto de vista.'' 

T muy lejos de que haya disposición expresa de ley que 
quite la súplica que se interponga contra tal auto, por el con- 
trario, es especial y expresa la disposición que declara suplica- 
ble el auto en que se declare que no se admite la recusaxsión. L. 6^ 
tít. 11, lib. 6, R. I. 

De manera que no admitir la súplica que se interponga con- 
tra tal auto es proceder contra ley expresa. 

Suplico á vd., Sr. Ministro, se sirva dispensar la molestia 
que con esta consulta me atrevo á inferirle, distrayéndolo de 
sus muchas y muy delicadas atenciones, siquiera sea porque 
si el Tribunal de Circuito está en la verdad legal, nada más 
justo que hacer efectiva la responsabilidad del Promotor, pero si és- 
te tuviese razón, me complaceré siempre en protestar que por 
la buena reputación y decoro de la justicia federal, solamente 
deseo que se ponga un eficaz correctivo á los errores y co- 
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rruptelas resultantes de las resoluciones dictadas por los Jae- 
ces de IHstrito y Magistrado de Circuito de México, sobre 
los puntos que van expresados. 

Soy de vd. con el más alto respeto, afectísimo y atento ser- 
vidor q. s. m. b. — Isidro Montül y Duarte. 



II 

CABTA dirigida al 8n lie. Fernando Yega, pidiéndole su 
opinión sobre las cnestíones contenidas en la anterior. 



Casa de vd. — Octubre 31 de 1888. — Sr. Magistrado tercer 
suplente del Tribunal de Circuito de México, Lie. Fernando 
Vega. — ^Presente. — ^Muy apreciable compañero y distinguido 
amigo mió: — ^En estos dias ha circulado el Sr. Lie. Isidro 
Montiel y Duarte, la carta impresa que tengo el honor de 
acompañarle, en la que reasumiendo las cuestiones que ha 
sostenido con su carácter de Promotor fiscal del Tribunal de 
Circuito de México y que han sido contrariadas por mi en las 
sentencias que he dictado como Magistrado propietario del 
mismo Tribunal, solicita la opinión en lo privado de los Sres. 
Magistrados de la Suprema Corte de Justicia. 

A mi vez teniendo presentes la ilustración y profundos co- 
nocimientos de vd., me tomo la libertad de suplicarle se sir- 
va darme su autorizada opinión, sobre todas y cada una de 
las cuestiones propuestas por el Sr. Lie. Montiel y Duarte 
en su carta referida, de cuyas cuestiones tendrá vd. oportu- 
nidad de ocuparse y de algunas se ha ocupado ya, en el desem- 
peño de su encargo en el Tribunal mencionado. 

El dictamen imparcial de vd. que estará destituido de toda 
sospecha de pasión en contra del Sr. Lie. Montiel y Duarte, 
que por mi parte protesto no abrigar ninguna, precederá á 
la publicación que haré de mis informes justificados, que he 
rendido al Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, con motivo de dos quejas interpuestas contra mí 
por dicho Sr. Promotor fiscal, con motivo de mis procedi- 
mientos en el Tribunal que él considera contrarios á las leyes. 
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Los infonnes á que daré publicidad, comprenden las cues- 
tiones I, IV, V, VI, Vn, IX, X, XI y Xn de las enunciadas 
por el C. Promotor fiscal en la carta á que me refiero, la que 
también insertaré en el folleto que próximamente daré á luz. 

Como me propongo publicar en mi defensa únicamente 
documentos oficiales, nada diré sobre las cuestiones H, DI y 
Vm, de las que no me he ocupado en mis sentencias, ni en los 
informes rendidos al Sr. Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, por no habérmelas propuesto el C. Promotor fiscal en 
ninguno de sus pedimentos, ni haber sido objeto de sus que- 
jas; y por lo que hace á las cuestiones XTTT, XIV y XV, asi 
como á las que comprenden los párrafos 89 y 49 de la XI, de 
las que tampoco me ocupo en mis informes, publicaré las sen- 
tencias en que he manifestado mi humilde opinión sobre el 
particular, debiendo hacer á vd. presente por lo que hace á 
la última cuestión, suscitada por el C. Promotor fiscal y que 
marca en su carta con el número XVI, que las súplicas que he 
negado de resoluciones en que no me he dado por recusado, 
han tenido lugar en juicios aduanales en los que no procede 
ese recurso. 

Concluyo, apreciable compañero, dándole anticipadas gra- 
cias, por el servicio que estoy seguro me prestará, contribu- 
yendo con su luminoso dictamen á la vindicación de mi po- 
bre reputación, atacada ante el público por el Sr. Lie. Isidro 
Montiel y Duarte, honra del foro mexicano, para quien pro- 
testo todos mis respetos debidos á sus luces, avanzada edad 
y como mi maestro en la Escuela Nacional de Jurisprudencia. 

Sabe lo mucho que lo estima su afectísimo compcmero, ami- 
go y seguro- servidor. — Andrés Horcasitas. — Una rúbrica. 



III 



CIBTÁ eontestaeión del Sr. Lie* Fernando Yega, j dictamen del mis- 
mo sobre las enesttones propuestas por el Sr. lie. Isidro Montiel j 
Ihiarte. 
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Casa de Vd., Noviembre 19 de 1888.— Sr. Lie. D. Andrés 
Horcasitas. — ^Presente. — ^Respetable compañero: — Impuesto 
de sa atenta carta fecha 31 de Octubre próximo pasado, ten- 
go el deber de contestarla. 

En ella me hace Vd. la honra inmerecida de pedirme una 
consulta por escrito sobre todas y cada una de las cuestiones 
que el Sr. Lie. Isidro Montiel y Buarte, como Promotor Fis- 
cal del Tribunal de Circuito que tiene Yd. á su cargo, ha 
sometido á la deliberación de los Sres. Magistrados que for- 
man la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Confieso á Vd. que mi primera resolución fué la de abste- 
nerme de tomar parte en tan grave discusión, primero por- 
que se agita entre mi maestro muy querido y respetado, Sr. 
Montiel y Duarte, y un amigo no menos cariñoso y aprecia- 
ble, como lo es Vd. para mí; y segundo, porque la gravedad 
de todo el cuestionario formulado por el Sr. Montiel, exige 
un conocimiento muy profundo de la ciencia del Derecho, 
que estoy muy lejos de poseer. 

Pero hay una razón poderosa que me ha impelido á des- 
empeñar el dificilísimo papel que Vd. ha tenido á bien con- 
fiarme, y es ésta: como Magistrado de Circuito tercer suplente, 
acabo de fallar la causa criminal seguida pof el Honorable 
Sir Spenser St John, contra PhUippe Bonny sobre hurto, y 
en ese fallo consagré bajo mi firma algunas de las teorías que 
el Sr. Montiel y Duarte condena y que le han servido de ba- 
se para formular contra Vd. una acusación formal. 

Aunque tengo la convicción de que en materia de delitos 
oficiales, el acusador puede trocarse en acusado si su acusa- 
eión es repelida, esto no obstante, mientras el cuestionario 
fió mantenga en tela de discusión, me juzgo solidariamente 
responsable en el terreno de la ciencia del Derecho, al menos 
en los puntos que yo consagré en aquel fallo, que muy pronto 
verá la luz pública. 

Esta es la causa decisiva por la que tercio en el debate, y 
como estoy persuadido de que cualquiera que sea la opinión 
de la Suprema Corte de Justicia, siempre permanecerá incó- 
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lume la reputación que V<L ha sabido conquistarse como ju- 
risconsulto y como caballero, é incólume también lahonorar 
bilidad del jurisconsulto y publicista Sr. Montiel y Duarte, 
esta persuasión salva mis escrúpulos y me decide á poner mi 
humilde contingente en la resolución de cuestiones que afec- 
tan el carácter de una duda de ley, y de errores de opinión^ 
y que jamás empañan la reputación científica de los funciona- 
rios judiciales que las defienden. Lamentando solamente que 
el Sr. Lie. Montiel y Duarte haya formulado una acusación 
sobre puntos que no estánjtodavía bien definidos, y que muy 
bien pueden ser resueltos en sentido adverso á sus opiniones, 
prometo á Vd. estudiarlos todos y enviarle oportunamente 
mi opinión escrita. 

No sabe Vd. cuanta honra siento, compañero, en el difici- 
lísimo cargo que se ha servido confiarme. 

De Vd. atento y S. S. — Femando Vega. 



¿El Ministerio Fiscal obra bajo las órdenes de los Jueces 
y Magistrados cerca de los cuales funciona, ó por el contra- 
rio, tiene respecto de ellos toda la independencia necesaria 
para poder cumplir con su delicada misión? 

El Ministerio Fiscal en la Federación está representada 
por el Procurador General y por los Promotores de los Tri- 
bunales de Circuito y Juzgados de Distrito. Sus funciones^ 
son uniformes y exactamente iguales en cuanto á su impor- 
tancia jurídica. Esta igualdad está reconocida por el Regla- 
mento de lá Suprema Corte de Justicia de 29 de Julio de 
1862, que reputando partes al Fiscal y al Procurador Gene- 
ral, permite que informen á la vez en los negocios en que la 
voz federal debe escucharse. 

Esa entidad moral que denominamos ^^Federación,'' que 
no es otra cosa que la libación misma abarcando en su con- 
junto á todos los Estados de la Bepública, figura incesante- 



48 

mente como parte ó como interés nacicTialj en la inmensa serie 
de asuntos que pueden surgir en la vida y desarrollo de una 
República federativa. Pues bien, la personificación de ese in- 
terés mediante una entidad jurídica, es la fuente de la insti- 
tución de los Promotores Fiscales, que representando ese in- 
terés tienen la nobilísima misión de defenderlo y hacerlo 
práctico, b^o las formas prescritas en las leyes de enjuiciar 
miento. 

El Procurador General es el centro en esta institución á cu- 
yo derredor giran los Promotores como radios de un mismo 
punto, al que convergen como elementos componentes de la 
procuración Jiscaly que como una inmensa red, se extiende en 
todo nuestro territorio. 

En consecuencia, la voz del Promotor, es la del Procura- 
dor mismo, quien, en la imposibilidad física de hacerse oir 
en toda la inmensidad de nuestro territorio, necesita de los 
Promotores para hacer sentir su eficacia en todas partes. 

Gomo la federación, símbolo de la Kación misma, está re- 
presentada por los tres poderes orgánicos, en los puntos que 
interesan á la TJnión, los Procuradores y Promotores no pue- 
den regular por sí mismos ese interés. 

De aquí emana el deber que tienen de seguir rigurosamen- 
te las instrucciones que emanen del Poder JE^ecviivOj que es la 
encamación del Poder Administrativo, en cuyo seno reside 
todo el conjunto de elementos necesarios para obtener el im- 
perio del interés nacional, y su respetabilidad en todos los 
casos que revistan carácter de controversia. 

Pero fuera de esa dependencia que la naturaleza misma 
del cargo impone, los Promotores, como el mismo Procura- 
dor General, son y deben ser absoluta y completamente li- 
bres é independientes en el ejercicio de sus elevadas ñm- 
ciones. 

En presencia de las autoridades del orden judicial, desem- 
peñan el papel de Ahogados del interés de la unión, papel 
que salvo la naturaleza de los intereses colectivos que perso- 
fiacin, es igual al de cualquier otro profesor que abogue por 
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intereses del orden privado. En consecuencia, el Poder Ju- 
dicial federal carece de fitcultades, no digo para dar órdenes 
á los Promotores, pero ni para reconvenirlos bajo la forma 
de apercibimiento con ocasión del ejercicio de su encargo. 

Alguna vez se promulgaron disposiciones que parecieron 
revestir á los Jueces y Magistrados con la facultad de corregir 
las faltas ú omisiones de la Promotoria en el cumplimiento 
de sus deberes, pero hay que confesar que ellas son muy cen- 
surables, porque desconociendo el elevado carácter de la ins- 
titución, consagraron una tutela oprobiosa, que encadenando 
al Promotor, y sometiéndolo á la cuasi omnipotencia de los 
Jueces federales, despojó á los Fiscales de su principal pre- 
rrogativa, su independencia profesional^ que cualquier letrado 
conserva siempre sin restricciones. 

Mas haciendo abstracción de la censura que claman esas 
. disposiciones, que de cada Juez ó Magistrado hacen un ins- 
pector de los Promotores, la verdad es que ellas mismas no 
autorizarían jamás á la autoridad judicial para llevar su po- 
der inspectivo hasta el grado de imponer órdenes á la Promo- 
toria, so pena de ser desobecidas impunemente, como emana- 
das de un funcionario que ni representa á la Unión, ni tiene 
poderes delegados para desempeñar un papel que está reser- 
vado exclusivamente al Poder Ejecutivo. 



II 



¿Un pedimento fiscal está en su lugar cuando se le inserta 
en una sentencia? 

Un pedimento fiscal, generalmente hablando, es una pieza 
jurídica que forma parte integrante de unos autos ó un pro- 
ceso. Representando el Promotor al interés federal, sus pe- 
ticiones no tienen virtud coercitiva, ni están dotadas de tal 
fuerza legal que extrechar pudieran al Juez, á manera de 
consulta de asesores necesarios^ á obedecer pasivamente sus 
conclusiones. Como petición de parie^ no puede tener más 
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fuerza de coacción que la que provenga de la exactitud de 
sus doctrinas, de la oportunidad de sus citas legales, y en po- 
cas palabras, del valor moral que resulte de la lógica expo- 
sición de todas sus consideraciones de derecho. En conse. 
cuencia, no está destinada á formar parte integrante de una 
resolución. 

Pero suele suceder que exista tal escisión entre un pedi- 
mento fiscal y un fallo, que importando un cisma científico 
ó un debate sobre principios fundamentales de la ciencia del 
derecho, la autoridad sentenciadora se vea en el caso de in- 
corporar íntegro un pedimento fiscal, como la forma precisa 
y exacta de exponer con integridad una tesis que el fallo con- 
dena en sus proposiciones conclusivas. En semejante hipóte- 
sis, esa práctica no puede ser censurable, como no lo es la 
fidelidad en los residiandoSy cuando se trata de resolver con 
acierto una cuestión dudosa, procurando no atribuir al ad- 
versario, conceptos que tal vez no se engendren por sus doc-* 
trinas. 

Así vemos, por ejemplo, que cuando nuestro Tribunal de 
casación, concluye un fallo declarando ilegal la interposición 
de un recurso, la Sala de casación comienza por insertar in- 
tegro el escrito de promoción, como para sincerar sus consi- 
deraciones legales, colocándolas al abrigo de toda imputación 
arbitraria. Kadie censura, por cierto, esta conducta. 



III 



¿Puede el Ministerio Público ser apremiado por los juzga- 
dos y tribunales á ajustar sus pedimentos á una circular del 
Gobierno, aun en el caso de que el Ministerio Fiscal crea que 
la circular no tiene aplicación en determinado negocio? 

Esta proposición mantiene cierto enlace con la primera. 
Tengo la persuación más intima, de que el Ministerio Fiscal 
debe ser completamente libre en sus fimciones, pero abrigo 
también la convicción más plena, de que la independencia 
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del cargo no avanza hasta colocar la Promotoría faera de la 
comunión de las leyes y principios que rigen y gobiernan 
\& procurcu^ón en juicio. El Promotor es un Procurador en 
juicio, que aboga por el interés federal que personifica: como 
Procurador, como pariSy mejor dicho ó si se quiere, como li- 
tiganUy está sometido á todas las leyes ordinatoria litis que 
marcan la forma y el modo de hacer valer en juicio una ac- 
ción ó petición determinadas. Si formula una vindicación, 
tiene el deber de sujetar la actio^ al formulismo de los puntos 
de hecho que son rituales en la reivindication. Si su promoción 
adolece de vaguedad é incertidumbre, queda sometido á 
la exceptio de libelo oscuro, ó á la repulsión de oficio j si su de- 
manda incidiese en alguna de las hipótesis que la ley conde- 
na á esa pena. En una palabra, su carácter elevado, no le 
sustrae ni los deberes del que tiene que plegarse en todo á las 
leyes de sustanciación, en los juicios que reclamen sus funcio- 
• nes, ni su carácter de parte. 

De manera que existiendo como existe una circular, la de 
7 de Enero de 1860, que poniendo en vigor la de 24 de Ene- 
ro de 1842, ordena que los promotores hagan en sus pedi- 
mentos un extracto de bs procesos; este ordenamiento, es 
imperativo para los fiscales. Perteneciendo á la categoría de 
las disposiciones adjetivas que marcan la forma y el modo de 
proceder, es obligatorio, quedando ligado en su cumplimien- 
to al rigor de las leyes de sustanciación. 

Prescindiendo del fin laudable que inspiran esas disposi- 
ciones que aseguran la claridad de los pedimentos fiscales, 
basta su objeto para que su observancia sea asegurada, bien 
haciendo volver al estudio de los promotores los pedimentos 
que no se ajusten á ese ritualismo, ó bien previniéndoles de 
un modo formal, por medio de un decreto de trámite, su 
cumplimiento. 

El Juez ó Magistrado, no imponen obligaciones á la pro- 
motoría al recordarle ese deber. Quien se lo impone es la ley 
que regula sus deberes. ¿Es obligatoria una circular que im- 
pone á la promotoría deberes que no provienen de la ley? Si 
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no me engaño, la proposición que analizo esconde esa grave 
interrogación. 

Comienzo por declarar, que en presencia de nuestra ley 
constitutiva, está prescrito el principio: " Jvdex non de legi- 
bus sed secundum Ugibus judicare debeV Desde que nuestra 
Oonstitución fué sancionada, la autoridad civil tiene un de- 
ber imperioso, que troncando axioma por axioma, lo impele 
Á profesar este teorema: ^^ Juzgar sobre la constitucionalidad 
de una ley antes de aplicarla." Asi, pues, comienzo, repito, 
por reconocer que todo Juez ó Magistrado está obligado á 
juzgar de legüms^ cuando el debate provocado reviste un ca- 
rácter constitucional. ¿Puede el Poder Ejecutivo reglamen- 
tar el cargo de Promotor, marcándole requisitos deforma en 
la promoción? 

Esta cuestión provoca el punto que estudio, y yo creo que 
ningún Juez federal debe esquivarla. Abordándola, paso sin 
más demora á sintetizar mi opinión. 

Es incuestionable que el Poder Ejecutivo no puede legis- 
lar, de manera que en su calidad de Jefe de la Administra- 
4ción le está vedado y mucho más en forma de ley, ensanchar 
•el circulo de las funciones de la promotoria, confiriéndole de- 
beres que ampliando su representación importen un nuevo 
«encargo; pero tampoco puede serlo que, en ejercicio de sus 
^atribuciones naturales, pueda dar instrucciones á los promo- 
tores revistiéndolos de un carácter coactivo á fin de que sean 
fielmente observadas. La circular que analizo pertenece á 
«esa categoría. 

El Ejecutivo ordena á sus promotores como órgano de la 
Administración, el extracto de los procesos y el fundamento 
de sus conclusiones en ley ó doctrina. Esa instrucción, como 
impuesta por el mandante á su mandatario es obligatorio 
para éste, y si es imperiosa debe tener su coacción. Ninguna 
forma de coacción puede ser más conducente, que la de es- 
trechar á los jueces á que vigilen su cumplimiento en la sus- 
tanciación misma de los juicios. La circular se publicó con 
«se fin, y si ella no hubiera tenido más significación que la 
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de una instrucción privada, no habría tenido entonces la so* 
lemnidad de la promulgación. En consecuencia, no impor- 
tando una ampliación de funciones, sino la reglamentación 
del ejercicio de las que naturalmente corresponden al cargo 
del Promotor, para cuya reglamentación tiene competencia 
el poder administrativo, no; es cuestionable la validez de la 
circular de 7 de Enero de 1860. 

Es muy digno de notarse que no es esta la vez primera en 
que se ha discutido la legalidad de esa disposición. Precisa- 
mente esa circular se dictó para resolver sus dudas, y ob- 
servándola con detenimiento, se descubre que se dictó con 
el cardinal objeto de demostrar que la primitiva circular de 
24 de Enero de 1842, era compatible con el sistema constitu- 
cional vigente, y como compatible, debía redoblarse su 
observancia. Esta solución hace imposible nueva contro- 
versia. 

¿Puede reservarse indefinidamente el dar entrada á una 
acusación presentada por el Ministerio Fiscal? 

En tesis general, es incuestionable la solución negativa de 
esa proposición. El delito debe perseguirse en el instante 
mismo en que se sorprende, y cuando existe un acusador, no 
hay razón plausible que paralice su queja dejando impune 
el crimen cometido. Pero cuando se trata de delitos oficia- 
les, de delitos cometidos en el cumplimiento de los deberes 
que la judicatura impone, que no son el cohechoj el soborno^ 
ú otros hechos que revisten el carácter de delitos materiales, 
la tesis se desnuda de esa generalidad abstracta para asumir 
una forma concreta de las más graves. 

Hay delitos, ó mejor dicho, hechos que reclaman la incoa- 
ción de un proceso, cuya ilicitud ó cuyo carácter penable, no 
proviene del mismo hecho en si, sino de su reprobación ante 
el criterio de la ciencia jurídica, de su discordancia, de su 
segregación con los principios ñmdamentales del derecho. 
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En presencia de hechos semejantes, como por ejemplo, ¡a 
violación de garantías indmdtualeSy por inexactitud en la aplica- 
ción de la ley; ataque á la independencia del Poder Judicial 
de los Estados, por un Juez federal que ampara contra ejecu- 
torias de los tribunales de aquellos, por inexacta apreciación 
del hecho j del derecho, etc., etc.; se descubre sin esfuerzo 
que el delito no se exhibe bajo una forma propia, concreta y 
material como el homicidio y el robOj sino bajo la forma de 
una teoría, de un problema científico, que es necesario pene- 
trar primero, para sorprender el delito cometido ó el princi- 
pio científico ignorado ó burlado por el Juez sentenciador. 
Cuando se encuentra uno enfrente de esa clase de violacio- 
nes de ley, la autoridad desempeña el papel más peligroso. 
Para hacer tangible el cuerpo dd delito^ comienza por abordar 
el estudio científico que se esconde en el fondo del hecho de- 
nunciado, hasta revelar que un principio, que un teorema, 
que un texto de ley, han sido burlados. En esa revelación 
científica, es en donde late el cnerpo dd delito oficial; si pues la 
autoridad que juzga, se extravía en esos trabajos de investi- 
gación, viendo delito allí en donde solamente ha habido rec- 
to juicio y criterio exacto, corre el peligro de trocar los pa- 
peles que figuran en todo proceso, convirtiendo el suyo de 
Juez sentenciador, por el de Jhez acusado, infractor de los 
axiomas más conocidos de la ciencia del derecho. En gene- 
ral puede decirse que cuando se trata de violaciones de ley, 
se provoca ese peligro. Como el criterio no está sometido á 
reglas precisas que uniformar pudieran el modo de raciocinar j 
resulta de esto, que, dado un auto cabeza de proceso por una 
supuesta responsabilidad, suele aparecer que es la autoridad 
acusadora y no el Juez inculpado, quien se revela contra las 
conquistas de la ciencia. Si á esto se agrega que en materia 
de verdades dentífkaSj no hay tribunal que las funde, como 
los hay que pueden fimdar la verdad legaly se adquirirá la 
convicción más plena, de las dificultades que existen para 
abrir un procedimiento criminal por delitos oficiales, sin más 
elemento de convicción que el que ofrece el denunciante en 
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SU escrito de querella. * Y esto es nías grave todavía, cuando 
el hecho de que se hace derivar la infracción legal, está sub 
jvdice ante el superior. En esta hipótesis, nadie, ni el Promo- 
tor mismo, pueden hacer apreciaciones de ningún género, 
porque todas están reservadas al Superior de cuyas conclu- 
siones finales, surgirá ó no entonces, la responsabilidad oficial, 
el cisma científico, el delito penable. 

Estas observaciones toman una forma perceptible, en ma- 
teria de amparo de garantías, por ejemplo. Promovido un 
amparo contra una sentencia pronunciada por tribunales de 
los Estados, el Juez federal, internándose al examen de la 
causa y descendiendo á la regulación de las pruebas procesa- 
les, concluye fundando la exculpación del reo y ampara. Co- 
mo es natural, el asunto se eleva en seguida á la jurisdicción 
de la Corte de Justicia. Pues bien: yo interrogo: ¿Sería co- 
rrecto acusar sobre la marcha al Juez de Distrito, por el de- 
lito de ataque á la independencia judicial de los Estados, 
cuando la Corte, confirmando (como lo verifica ahora con su 
buen juicio) la sentencia del inferior, confirma de hecho todas 
las conclusiones jurídicas que le servían de fundamento, y 
cuando de este modo, surge legal, exacto, constitucional y ju- 
rídico, lo que se juzgaba una invasión al poder judicial de los 
^Estados? Ko indudablemeut^. Cuando los hechos no figuran 
de un modo inmutable, no puede darse curso á una acusa- 
ción, sin el riesgo de cometer el absurdo de perseguir como 
penable, un hecho calificado después como legítimo y como 
digno de haber sido consagrado. 

V 

¿Cuando ante el Juez competente se acusa á un funciona- 
rio judicial que no tiene fuero constitucional, podrá obligar, 
se al Promotor á que pida se declare si ha ó no lugar á for- 
mación de causa? 

1 De aquí proviene la necesidad de que se declare ante omniaj si ha ó no 
lugar á formación de causa. 
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Comenzaré desconociendo la propiedadjdel lenguaje en la 
denominación de los procedimientos constitucionales. La for- 
ma establecida para proceder contra los altos ñincionarios 
públicos, no se concibió para favorecer sus personas j sino par 
ra asegurar la independencia y libertad de los poderes orgá- 
nicos. El carácter distintivo délfuerOy es sujcalidad 2>^50waZ, 
sin consideración á las funciones que se desempeñan. No es 
en consecuencia un fuero el que adoptó el art. 103 de nues- 
tra Constitución política. "Castillo Velasco, Apuntes para el 
" estudio Constitucional mexicano, primera edición, página 
" 228. — ^Lic. Eduardo Ruiz. — Curso de derecho constítucio- 
" nal y administrativo, tomo 29, página 816." 

Descendiendo al fondo de los procedimientos constitucio- 
nales, hay que penetrar la significación jurídica de la fórmu- 
la: Aa <5 tio lugar d proceder , que decide de la suerte del fun- 
cionario acusado. 

El respetable maestro, Sr. Lie. Isidro Montiel y Duarte, 
evocando la opinión de los insignes jurisconsultos Hilario 
Elguero y Peña y Peña, cree con firmeza que esa fórmula 
significa ó es sinónima de esta otra: "se concede ó no permiso 
al poder judicial para que juzgue al acusado.'^ Firme en esta 
convicción, aprecia del mismo modo el significado de esa 
fórmula impuesta también en los juicios de responsabilidad 
de los demás funcionarios judiciales, y apreciándola así, de- 
riva naturalmente un argumento ab absurdo^ que no se atreve d 
calificar y que hace consistir en que cuando la autoridad que 
conoce de un proceso, con jurisdicción propia, adopta aque- 
lla fórmula singular, se concede así misma el permiso de in- 
coar la averiguación. 

Pero, respetando y rindiendo el debido homenaje á la me- 
moria de aquellos ilustres jurisconsultos, me permitiré ob- 
servar que los alcances de la fórmula tienen una acepción 
más lata y una significación más grave y trascendental. Cuan- 
do formularon su opinión aquellos inolvidables jurisconsul- 
tos, la corporación que declaraba si había ó no méritos para 
proceder, era siempre diversa de la autoridad á quien corres- 
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pondia juzgar y sentenciar. Tal yez esto fiíé lo que inspiró 
aquella apreciación de todos modos respetable; pero cuando 
nuestra nueva ley constitucional encomienda al mismo poder 
legislativo, la instrucción del sumario y la potestad de deci" 
dir sobre la culpabilidad de un alto funcionario, cuando es 
oficial el delito imputado, parece natural que aquellas opinio- 
nes no pueden ya aceptarse sin una prudente reserva. 

En efecto, y perdonándoseme mi audacia en &vor de la 
idea que ha inspirado esta grave discusión, me permitiré ad- 
vertir que aquella declaración previa significa otra cosa en 
nuestro régimen actual. Gomo se comprende sin dificultad, 
un principio politico, conservador, late en el fondo de nues- 
tros procedimientos constitucionales, como primatoriOj como 
creador del sistema, el de conservar la integridad de los po- 
deres orgánicos, el de afianzar su existencia política, conju- 
rando la emergencia de una acefalia peligrosa ó que maqui- 
naciones maquiavélicas conviertan en mayoría una minoría 
débil, á la sombra de acusaciones que tuvieran la virtud de 
producir sin obstáculo, la suspensión del funcionario acusa- 
do. Pero al lado de este pensamiento politico, se asocia otro 
género de observaciones, que á posteríoriy completan el papel 
que la sección del gran jurado desempeña. Este otro género 
de funciones tienen una fisonomía jurídica, y convergen á 
descubrir este otro punto objetivo: ¿hay méritos para sospechar 
¡a existencia de un hecho previsto y sancionado por la ley penal f 

Guando la Gámara no está en presencia de un peligro po- 
lítico, que le impusiera como supremo deber, la sanción de 
una declaración favorable al acusado, para salvar la integri- 
dad del poder orgánico, se coloca entonces enfrente de esta 
otra consideración: ¿hay hecho justiciable? La Sección del 
Gran Jurado tiene este otro deber, porque si con la concien- 
cia de que no hay infracción legal, hiciera una declaración 
adversa, sólo porque el principio político no demandase una 
declaración contraria, el llamado fuero constitucional más 
que un salvaguardia, sería un amago sin nombre para todos 
los altos funcionarios de la Federación. 
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Examinar bí hay merpo de delito^ esta es la paráfrasis de las 
ñmciones que desempeña el Gran Jurado, cuando el interés 
político no lo obliga á dejar impune al funcionario, mediante 
la fórmula de no ha lugar d proceder. 

Bien meditados los procedimientos que analizo, no puede 
negárseles cierto c&TÁcteT judicial que indudablemente tienen, 
tratándose de delito comúrij en la hipótesis de una declaración 
favorable al acusado. Conforme al art. 104 reformado, la declar 
ración de no ha lugar ^ aborta todo procedimiento idterior. Esta 
clausura de procedimientos, genera esta verdad legal; no hay 
hecho penable^ no hay culpabilidad. No creo aventurado soste- 
ner que estas verdades van siempre implícitas en aquella de- 
claración. 

Si por el contrario, la declaración previa es adversa al in- 
culpado, la idea de cuerpo de delito no es entonces la verdad 
legal, 7 por más que oculte teóricamente estas conclusiones, 
no pasarán de un orden moral^ meramente especulativo, que 
dejando íntegra la jurisdicción del juez común, abandonen á 
su competencia la declaración legal del cuerpo de delito y la 
suerte definitiva del reo. 

Mis conceptos dejan de ostentar el carácter de audaz que 
aparentemente respiran, si se comparan con los que han pro- 
ferido publicistas tan elevados como el inolvidable Castillo 
Velasco, sosteniendo que en la misión del Gran Jurado se 
encarna la potestad de estimar si la acusación tiene 6 no fun- 
damentos. (Obra cit. págs. 226 y 227). Resolver sobre si una 
acusación tiene ó no fundamento, es resolver este problema: 
¿hayy ó nOy cuerpo de delito? Esto parece evidente. 

En consecuencia, si la declaración previa significa que hay 
méritos para proceder, y no que se otorga licencia para pro- 
ceder, el argumento ab absurdo que el respetable autor de es- 
te cuestionario presenta, derivándolo de que la misma auto- 
ridad que juzga se otorgue permiso para hacerlo, se debilita 
totalmente. 

Pasando ya al examen de la fórmula respecto de los juicios 
de responsabilidad de los demás funcionarios judiciales, es 
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£&cil descubrir^ que importando solamente la declaración de 
que hay hecho penahUj acusación ñmdada y responsabilidad 
posible, incide de lleno en el circulo de las funciones propias 
del Juez que conoce de la responsabilidad, como sucede en 
las que corresponden á todo Juez del sumario, para declarar 
que procede la averiguación y la detención del inculpado. Y 
si tal derivación es una verdad indiscutible, lo es también el 
deber que tiene la Promotoria, de hacerse escuchar en el im- 
portante asunto de la comprobación del cuerpo del delito. 

No se estableció un ñiero al ordenarse por la ley de 24 de 
Marzo de 1813, el importantísimo trámite de la declaración 
que estoy examinando. Se sancionó porque estaba impuesto 
por la claBe de delitos que se persiguen por virtud de esa ley. 

En la proposición anterior observé detenidamente, que los 
delitos oficiales no se exhiben bajo la forma de hechos tan- 
gibles, como el hurto y el roboj sino que emanan de un exa- 
men científico del hecho, á la sombra del cual se descubre si 
en efecto se ha in&ingido una ley, se ha falseado su espíritu 
ó se ha atentado contra los dogmas de la jurisprudencia. Así, 
pues, la declaración no significa otra cosa, ni importa fuero, 
ni puede cuestionarse su necesidad legal. Ko deseo terminar 
sin hacer una última observación. 

Al detallarse en el Código de Procedhnientos del orden pe- 
nal, el procedimiento para juzgar los delitos de responsabili- 
dad, encuentro en el art 653, que el mismo Jurado de cuyo 
seno se debe formar el Juez del sumario, tiene potestad para 
declarar si ha 6 no lugar d proceder. De modo que si esta de- 
claración hubiera de significar que se otorgaba permiso para 
conocer, entonces el argumento ab absurdo podría lanzarse 
también contra los autores de esa ley procesal, que ignoran- 
do el significado de la fórmula previa, cometieron la aberra- 
ción de establecer que el mismo juez competente se otorgue 
permiso para proceder. No sería yo quien lanzara dardo se- 
mejante, contra los eruditos autores de ese cuerpo de legis- 
lación. 
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VI 

¿Podrá obligarse al Ministerio Fiscal, á que intervenga en 
procedimientos que deben ser de oficio? 

Si el procedimiento de oficio^ se verifica en todos aquellos 
casos en que el interés social ó nacional demanda la apertu- 
ra de una averiguación, independientemente de que exista ó 
no parte acusadora^ parece lógico que el Promotor fiscal, que 
aquel interés personifica, tiene el deber de intervenir, como 
función propia de su encargo. Más claramente, en los proce- 
dimientos de oficio es en donde preferentemente debe ser 
oido. El Juez no es parte, el Juez simboliza á la justicia, y 
si posible fuera que la Magistratura iniciara una sustancia- 
ción en caso de oficio^ sin audiencia del Promotor, se daría el 
espectáculo de una averiguación sin parte^ sin ninguna per- 
sonalidad, y de la manera más informe. 

En el fuero común casi todos los delitos son públicos, y en 
casi todos procede la averiguación de oficio. Si el procedi- 
miento de oficio, no importase ninguna obligación respecto á 
los acusadores públicos, cuyo papel desempeñan los Agentes 
del Ministerio fiscal, ya estarían suprimidos estos funciona- 
rios como inútiles. 

Si el Promotor no interviene en el procedimiento de ofi- 
cio, ni tampoco en los que no pueden seguirse sino á peti- 
ción de parte, entonces ¿cuál es el papel que le está reserva- 
do desempeñar? 

VII 

¿Cuando hay auto motivado de prisión, debe continuarse 
la causa por todos sus trámites hasta pronunciar sentencia 
definitiva? — ¿Cuándo puede decretarse sobreseimiento? — 
¿puede decretarse en calidad de por ahora? — ¿puede decretar- 
se para siempre? — ¿puede fundarse en la ley 26, tít. I, Part. 7t? 
— ¿puede ser condenatorio? — ¿causa instancia? 
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Como todas estas materias están relacionadas, crei conve- 
niente refundir las interrogaciones 7? y 11? en el cuestiona- 
rio enunciado de que someramente paso á ocuparme. 

El auto motivado de prisión no engendra una noción com- 
pleta de culpabilidad, sino una presunción Jwm tantum acerca 
de elía; y como la diligencia de confesión con cargos, puede 
y debe verificarse, aun con los débiles ñindamentos de una 
prueba semiplena, de esto se sigue, que mientras las pruebas 
que fundaron el auto de formal prisión, no estén desvaneci- 
das, la causa debe continuarse hasta resolverse absolviendo 
ó condenando. 

Pero, la existencia de la semiplena prueba encarnada en 
un auto de formal prisión, no depende de su confirmación ó 
revocación por el Tribunal. Confirmado un auto de bien pre- 
so, pueden desvanecerse de tal modo en el curso de la averi- 
guación los fundamentos de hecho que le motivaron, que des- 
aparezcan por completo tanto la idea de cuerpo de delito como 
la de culpabüidad. En esta hipótesis, el auto de formal prisión 
nada significa como nada significaría su revocación si des- 
pués de ella se sorprenden nuevos datos contra el inculpado. 
"Semanario judicial, tomo 39, página 541." 

Si es cierto que la confesión con cargos, puede verificarse 
con sólo los elementos de convicción de un carácter semiple- 
no, también lo es que cuando no hay ni esos elementos si- 
quiera, ya porque no se recogieron, ya porque fueron después 
desvanecidos, aquella diligencia no puede celebrarse. El pa- 
pel que desempeña el Juez del sumario, es de buena fé, es el 
mismo que desempeña ahora el Ministerio Público, el de fun- 
dar la responsabilidad penal mediante las pruebas acumula- 
das, ó el de pedir la declaración de la inocencia si no hay 
ningunos elementos de convicción. El Juez no desempeña 
el papel maquiavélico de hacer cargos que no resulten del 
sumario, ni el de fingirlos para sorprender una confesión. No 
hay institución humana que consagre semejante procedi- 
miento. 

Pues bien: si perfeccionado el sumario no hay pruebas de 
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ningún género que sustenten la confesión^ y si el juez no pue- 
de astutamente prohijarlas, entonces sobresee de acuerdo con 
las doctrinas de todos los prácticos. Puede en consecuencia 
sobreseerse, habiendo auto de bienpreso confirmado. Para con- 
sagrar la teoría contraria, sería necesario suponer que la pre- 
sunción juris que el auto de prisión entraña, es inmutable 
hasta el momento del fallo definitivo. Esta suposición es po- 
sible para quienes admitan que el auto de prisión formal no 
debe motivarse^ para quienes plegándose á las tradiciones del 
derecho español, sin sujeción á las reglas del derecho transi- 
torio, acepten que no es más que el resultado de una opera- 
ción psicológica interna, que colocando al fiíncionarío en 
presencia de un hecfu), resuelve su existencia á la ley de su 
convicción personal ó humana, sin más guía que su convic- 
ción intima, sin necesidad de revelarla, de hacerla tangible, 
por medio de un auto razonado, sustentado en las leyes re- 
gulatorías de la prueba legal; pero para quienes como yo, ven 
en el Juez del sumario un Juez de derecho y no un arbitrario j 
y para quienes como yo, colocan estas doctrinas á la luz del 
derecho transitorio, que es el derecho constitucional, no es 
posible suposición tan grave, porque la Constitución conde- 
na toda molestia personal que no se motive y funde en de- 
recho. 

Promulgada la Constitución, la tétrica fórmula de ^^por los 
mériios que arroja d procedimicTUOy'' quedó proscrita, y desde 
ese instante el Juez tiene que motivar un auto de prisión for- 
mal, fundándolo en las leyes reguladoras de las pruebas, co- 
mo si se tratara de una decisión formal, porque en uno y otro 
caso, se ventila la libertad humana, que el Código político 
protege, depositándola como en un sagrario inviolable. 

Si pues la prueba semiplena emanada del testigo singular, 
de la desaparición de la cosa hurtada, etc., etc.; se desvane- 
ció en el curso de la instrucción, nada queda de la causa y 
se debe sobreseer, á pesar del auto de bien preso. 

Creo que ha llegado la oportunidad de tratar de los demás 
puntos de este cuestionario. Haciendo un resumen de las dis- 
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posiciones del derecho antiguo sobre el sobreseimiento, des- 
cúbrese sin laboriosidad que procedia la cesación de la cansa 
entre otros casos: 1?, cuando se desvanecían los datos que ates- 
tiguaban la existencia de un hecho punible; 2?, cuando no cons- 
taba quien lo cometió; y 3?, cuando de tal modo se disipaban 
los datos y sospechas que había contra el procesado, que se 
hacia patente su inocencia. Descúbrese también que el sobre- 
seimiento se autorizaba, ó durante el sumario, cuando se veri- 
ficaban los casos mencionados; ó en el plenario, cuando moría 
el reo, ó cuando el acusador de delito privado formulaba desis- 
timiento. Algún respetable publicista sostuvo que también 
podía dictarse, durante el período indagatorio anterior á la 
formal prisión. "Blas Gutiérrez, Apuntes sobre fileros, tomo 
2?, del sobreseimiento." Pero yo no acojo sin reservas tan pe- 
ligrosa doctrina. Finalmente: descubro que el sobreseimiento 
era por regla general de carácter transitorio sin perjuicio de 
proceder ad ulteriora; jdeñnitivo cuando se basaba precisamen- 
te en la inocencia del inculpado. "Autores citados por el Sr. 
Gutiérrez en su obra citada. 

Coloquemos esas doctrinas en presencia de nuestro régimen 
constitucional. Desde luego se advierte que el sobreseimiento 
como institución judiciaria^ sigue formando parte de nuestros 
procedimientos penales, mientras sea una verdad axiomáti- 
ca que no habiendo ningunos méritos para tomar la confesión 
con cargos, el reo no puede ser inculpado. 

En efecto, existe como institución judiciaria especialmente 
reconocida por la circular de 28 de Agosto de 1850 y por el 
art. 62 de la ley de 6 de Enero de 1857, sin más modificación 
que las que paso á descubrir en toda su gravedad y trascen- 
dencia. 

La tradición española nos presenta también un ejemplo de 
sobreseimiento á la vez absolutorio y condenatorio. Guando 
agotada una averiguación, resultaba que el reo no era acree- 
dor sino á una pena leve, como reprensión ó multa, se sobre- 
seía en la causa, pero aplicándose á la vez la pena leve co- 
rrespondiente. Yo creo que esta tradición no está acorde con 
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nuestro aistema orgánico, si no es que se guarden todos los 
requisitos del art. 20 de la Constitución, como elementos pre- 
vios para la aplicación de la pena leve. La Constitución san- 
cionó esas garantías para todo delito, y omitirlas bajo la mo- 
desta forma de un sobreseimiento condenatorio, es violarlas. 
Solamente agregaré para complemento de mis ideas, que si 
el reo se conforma con el procedimiento, no debe revocarse el 
auto, porque si su consentimiento es tan poderoso, como lo 
es para sobreseer aun en el amparo constitucional que seme- 
jante violación provocase, mayormente debe serlo para legi- 
timar el auto condenatorio ftilminado en el sobreseimiento. 
Si la ley orgánica exceptúa el consentimiento en materia pe- 
nal como causa de sobreseimiento en el amparo, entiendo que 
no es con el fin de hacer gozar al reo, kfartiori^ garantías 
que puede siempre renunciar, sino pura y simplemente para 
dejar viva la responsabilidad oficial de las autoridades viola- 
doras de esas garantías. 

Si el auto consentido fuese revocable, el primer efecto que 
produciría, indudablemente, sería la reaprehensión del reo. 
Esto convertiría las garantías individuales en este caso espe- 
cial, en una calamidad para el acusado. 

La otra profunda modificación que la escuela española aca- 
ba de suMr, es relativa á la firmeza del sobreseimiento. Si 
antes cerraba el procedimiento en calidad de por ahora^ hoy 
ante el precepto del art. 24 de nuestra ley suprema, lo cierra 
para siempre! Enumeraré mis razones. 

Comenzando por consultar la historia de los debates par- 
lamentarios que originó el estudio de ese precepto, es sensi- 
ble el vacío inmenso que se advierte en la discusión. El Sr. 
Zarco atestigua que se limitó ala lectura de algunas doctrinas 
de Escriche y á la aprobación inmediata del artículo. Si de la 
interpretación audéntica se pasa á la usual, el vacío deja de 
asumir tan grandes proporciones. Si se registran los ampa- 
ros fallados en los últimos años, se verá por una parte, que 
llevado á la vía constitucional, el examen de un sobreseimien- 
to dictado en calidad de por ahora, fué reprobado por medio 
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de una sentencia protectora, y severa por la otra, que exami- 
nado otro sobreseimiento dictado sin reservas, se consideró 
como conclusivo, como final, como generador de la exceptio 
non bis in iderrij j como caso de amparo constitucional, la resu- 
rrección del proceso. La jurisprudencia es elocuente y ofrece 
elementos suficientes para demostrar la rectitud de mis ideas. 
(Semanario Judicial, lí época, tomo 29, pág. 590. Id., 2* épo- 
ca, tomo 6?, pág. 357.) Finalmente: si de la jurisprudencia 
pasamos á la interpretación doctrinal, se palpará sin demora el 
espíritu filosófico que inspiró el precepto orgánico " Absolver 
^^ de la instancia era dejar expuesto al acusado, á ser juzgado 
" de nuevo, y tantas veces cuantas elJuez estimara que se ofi-e- 
*^ cían nuevos datos para el exclarecimiento de la verdad. Si- 
^< tuación tan anómala, era todavía más penosa que una verda- 
^^ dera pena, porque ésta tiene un término fijo, y la absolución 
^^ de la instancia, dejaba al acusado durante toda su vida en 
" calidad de procesado." (Castillo Velasco, pág. 65.) 

Si, pues, tal ñié la razón filosófica que engendró nuestro ar- 
ticulo 24, si los sobreseimientos temporales ciumdo hay reo 
infamadoy son verdaderas absoluciones de la instancia, si el 
objetivo de los legisladores constituyentes fué condenar esa 
especie de capitedminvMoy que como una sombra se proyecta- 
ba sobre todos los que habían sido infamados, la prohibición 
constitucional hiere mortalmente no sólo alas sentencias ab- 
solutorias de la instancia que solían pronunciar al fin del ple- 
nario, sino á todos los autos de sobreseimiento, porque en 
todos ellos late esa tradición semibárbara y ese vicio orgáni- 
co, derribando la omnipotencia judicial que depositaba en los 
jueces la potestad de hacer una calificación que atormentaba 
la libertad de los ciudadanos. 

Estas conclusiones me conducen á la resolución de las de- 
más cuestiones propuestas. En ellas me fundo para opinar 
que los sobreseimientos caiLsan instancia entre nosotros; es de- 
cir, son conclusivos, finales y verdaderas sentencias absoluto- 
rias en cuanto d sus efectos apelables y susceptibles de segunda 
instancia formal. 
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Un publicista eminente, el Sr. I. Vallarta, en su consulta 
sobre denegación de justicia, en el caso del Armador y Capi- 
tan de la barca noruega ^^Circassia/' deslizó estos conceptos 
acerca del sobreseimiento: ^^ es el medio único legal de con- 
" cluir un proceso en que se ha pronunciado el auto de pri- 
^^ sión, y que no debe llegar hasta el estado de sentencia.'^ 

Como si estos conceptos no fueran ya de por si demasiado 
elocuentes, vierte estos también en su luminosa consulta: ^< el 
sobreseimiento es la verdad legal." (Fojas 21 y 48 del folleto 
que contiene esa consulta.) 

El inolvidable jurisconsulto D. León Guzmán profesó esta 
máxima: ^< si el sobreseimiento procede, debe ser absoluto. ^' 
(Sem. Jud. 1* época, loe. cit.) 

El distinguido Sr. Lie. Jacinto Pallares los denomina ^^sen- 
tencias." 

No se necesitan más autoridades para patentizar esta ver- 
dad, ^^los sobreseimientos son verdaderas sentencias absolu- 
" torias y entrañan la cosa juzgada al ser confirmados legal- 
" mente. Sólo los que se pronuncien por falta de materia, sin 
haber reo, pueden admitirse en calidad de interinarlos. 

El ilustre Vilanova invoca la ley 26, tit. 1?,P. 7% como fun- 
damento legal del sobreseimiento. Su autoridad es bastante 
para seguir sin reserva sus opiniones. Me permitiré agregar 
solamente, que si dar por quito es absolver, y si el sobresei- 
miento bajo nuestro aspecto constitucional, absuelve y ftinda 
la verdad legal, no puede cuestionarse la vigencia de esa dis- 
posición alfonsina, como espíritu que anima esta importante 
materia del derecho penal patrio^ en el fuero federal. 

VIII 

¿Puede una sentencia judicial fundarse en doctrina á falta 
de ley? 

De seguro que esta interrogación no se refiere al procedi- 
miento civil, en el que eminencias científicas como el Sr. Va- 
Uarta, han sostenido que no solamente es posible sino nece- 
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sariOy cuando no hay ley, fallar con arreglo al articulo 20 del 
Código Civil. 
Concretándome á la materia penal, en la que no es posible 
> la aplicación de penas por simple analogía, y en la que el ar- 
tículo 14 de la Constitución exige aplicación exacta de la ley 
al hechOy laconizaré mis observaciones declarando: que los 
Jueces sentenciadores, no pueden pronunciar sentencia con- 
denatoria, ni fulminar ninguna pena fundados en doctrina^ 
porque las penas solamente emanan de la ley. Pero fuera de 
este caso, en materia penal, como en la civil, es lícito y le- 
galmente necesario resolver las dudas con fundamento de la 
jurisprudencia y de las doctrinas de autores aceptados, á fal- 
ta de precepto del legislador. 



IX 



¿Puede sustanciarse una causa criminal conforme á la ley 
de 17 de Enero de 1853? 

La ley de 23 de Noviembre de 1855 declaró vigente la de 
17 de Enero de 1853 que creó los Jueces menores. No se re- 
dujo ni se limitó su vigencia, más que á lo que se opusiera á 
dicha ley de 1855. 

Además, la de 5 de Enero de 1857, en su artículo 83, dice; 
"No se entienda derogada la ley de 17 de Enero de 1853 por 
" lo respectivo al Distrito, sino en lo que expresamente se 
" hubieren variado sus disposiciones por la presente." 

Si cuando se promulgó la de 17 de Enero, regía en el fuero 
federal en todos los delitos, y si como se ve, se ha mantenido 
su vigencia con las limitaciones expresadas, continúa vigente 
en el mismo ftiero, salvo lo que ordenan las leyes de 5 de 
Enero de 1867 y 6 de Diciembre de 1856, respecto de delitos 
contra la Nación, y los delitos de hurto ^ rohOy heridas y homici- 
dio y vagancia. 

Confieso que puede ser cuestionable si esas leyes tuvieron 
un carácter general obligatorio á los Tribunales federales, 
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pero al lado de esa duda, figura la consideración de que han 
sido constantemente aplicadas en más de 80 años, sin que se 
haya puesto á discusión su vigor, y sin que el legislador mis- 
mo se haya opuesto expresa ni tácitamente á ellas. 

El nuevo Código de Procedimientos penales, formado pa- 
ra regir nuestro sistema de jurados en el fuero común, tiene 
un carácter local indiscutible. Así pues, su promulgación no 
agrava las dudas que las leyes citadas hayan podido engen- 
drar. 



¿Puede sentenciarse definitivamente una causa en partida, 
según lo estableció la ley de 22 de Julio de 1833? 

Como el art. 57 de la ley de 5 de Enero de 1857 declaró 
vigente aquella ley de 22 de Julio, 'para toda la Bepúblicaj 
tampoco es discutible su vigencia, siempre que se observen y 
respeten las garantías individuales enumeradas en la Consti- 
tución. 

XII 

¿Los accidentes y siniestros verificados en los ferrocarriles 
que den lugar á averiguación judicial, son siempre de la com- 
petencia de la justicia federal? 

La ley de 16 de Diciembre de 1881 es terminante: declara 
la competencia federal sólo para conocer de los delitos que 
provengan de falta de seguridad en las obras del ferrocarril, 
ó de falta de integridad en su servicio. 

Si la justicicia federal á quien se consigne un hecho, des- 
cubre que hay delito que tenga aquel origen, es competente 
para conocer y fallarlo. Si descubre que el delito proviene 
de un acto personal de alguno de la empresa misma, consig- 
nará el caso á la justicia ordinaria. Finalmente, si descubre 
que no hay cuerpo de delito ni federal ni común, ea cuestiona- 
ble su papel. 
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Parece natural que, no habiendo h/echo penable, no es ne- 
cesario hacer consignación alguna ala justicia ordinaria, por- 
que no se consignan causas imaginarias. Sin embargo: creo 
humildemente que las funciones del Juez federal, deben ce- 
ñirse á clasificar el cuerpo de delito federal, sin internarse al 
descubrimiento del delito común. 

Calificar la ilicitud de un hechoy es un acto jurisdiccional 
grave, nada menos del que depende la incoación de un pro- 
ceso, y este acto jurisdiccional no puede dictarse más que por 
la autoridad que sea competente. 

Creo, en consecuencia, que es más correcto sobreseer en 
cuanto al interés federal y remitir las actuaciones al Juez co- 
mún para que proceda como corresponda. En esta hipótesis, 
la apreciación federal es jurídica, en cuanto á lo que es de su 
competencia, y privada ó de un orden especulativo^ en cuanto 
á la jurisdicción común. 

XIII 

¿Es competente la justicia federal para conocer de un ne- 
gocio promovido por un Estado de la federación contra un 
particular? 

Me limito á trascribir la opinión de nuestro respetable 
Procurador General de la Nación, que hago mía sin restric- 
ciones: "Si hubiesen de conocer y fallar estas controversias, 
" ora los tribunales del Estado (actor ó reo), ora los de aquel 
" de que es ciudadano el colitigante no habría confianza en 
" la imparcialidad de sus decisiones, y pudieran la acción y 
" la excepción proceder de diversas leyes contradictorias en- 
<* tre sí, supuesto que habría que atender á las legislaciones 
" de distintos Estados. Por último, pudiera afectarse el equi- 
" librio federal, y de todas estas razones debemos concluir 
<^ que también en estos casos es propia la competencia de los 
" tribunales de la nación." Ob. cit., tomo 29, pág. 280. 

El respetable Sr. Montiel y Duarte se ha inclinado á la 
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opinión contraria, porque en la historia del Congreso eons- 
titajente consta que la otra tesis fué expresamente repro- 
bada. 

Si se consulta la historia de los debates constitucionales, 
se advertirá que filé reprobado el precepto, porque limitaba 
la competencia federal al sólo caso en que el Estado fiíera 
parte actora. Los diputados Diaz González, Moreno, Maris- 
cal y Barrera, sostuvieron que un Estado bien podía ser de- 
mandado por un particular, ante los tribunales federales.' Zar- 
co, tomo 2?, pág. 485. 

Asi, pues, si ese fué el espiritu que animó el debate parla- 
mentario, y si la mayoría aceptó las ideas de los impugnado- 
res del proyecto, toda vez que se mandó volver al seno de la 
comisión, no debe sorprender que veamos ahora el texto 
constitucional como está concebido en la ley suprema, gené- 
rico, absoluto, sin distinciones, haciendo surgir el fíiero fede- 
ral, sea actor ó reo, el Estado colitigante, porque este abso- 
lutismo es la paráfrasis de los fundamentos invocados por 
la Cámara Legisladora. 

XIV 

¿La Suprema Corte de Justicia es el Tribunal exclusiva- 
mente competente, para conocer de las controversias que se 
susciten sobre actos ejecutados por el Supremo Gobierno 6 
con su expresa y terminante orden? 

Profeso la máxima de que en materia de competencia ju- 
risdiccional, y muy especialmente cuando versa sobre fuero 
improrrogable ratione maiericey no cabe la interpretación ex- 
tensiva. La competencia viene dé la ley. Importa, pues, que 
se ejerza en el extrecho circulo trazado por el legislador, sin 
vadear sus fronteras. 

"No puede ser más preciso ni terminante el texto orgánico, 
al definir las cuestiones reservadas al conocimiento excluswo 
de la Corte: "aquellas en que la TJnión fuere parte." ¿Qué 
significación tienen estas palabras? 
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El Poder Ejecutivo ftinciona con diversos caracteres, ú 
obra en la esfera administrativa como personalidad jurídica, 
celebrando contratos con nn particular ó con un Estado de la 
Pedeíración, ó como personalidad política, ejerciendo las fun- 
ciones que la ley fundamental le confiere como poder orgáni- 
co. En el primer caso es parte contratante susceptible de ser 
actor ó reo en la acepción jurídica de las palabras. Guando 
ese papel desempeña, es cuando solamente surge la compe- 
tencia exclusiva de la Corte. ^ En el segundo caso, como por 
ejemplo, cuando otorga un privilegio exclusivo, obra como 
poder político, como autoridad competente á quien única- 
mente corresponde otorgarlos, no como contraéante. La Unión 
nada adquiere, ni á nada se obliga, al otorgar un privilegio 
exclusivo por medio del Poder Ejecutivo á quien atribuye 
esa facultad, como nada adquiere ni á nada se obliga conce- 
diendo una patente de corzo, ó desempeñando cualquiera 
otra de sus funciones. En todas estas eventualidades, ejerce 
un carffOy no contrae obligación. Si se disputara la validez de 
esas funciones, surgiría el fuero de hacienda por la cuestión 
de validez de una ley federal ó de un acto del Ejecutivo que 
aquellas disputas traen consigo, mas no porque la Unión fue- 
se actor ó reo en ellas, pero surge el fuero federal de un mo- 
do genérico, y sometido á la graduación de los tribunales fe- 
derales á la cual acuden los particulares que cuestionan entre 
si la validez de aquellos actos. 

La ley que se ocupa de las cuestiones que se susciten con 
ocasión de un privilegio exclusivo, las somete á los tribuna- 



1 Hago uso de 666 adverbio porque aun cuando hay otros casos en que la 
TJnión tiene interés positivo, no es á eUos & quienes se refiere el art. 98 de la 
Constitución. Tengo el deber de explicar estos conceptos. 

Si alguna vez, una ley afectase la soberanía de un Estado, colectivamente 
y en su car&cter de entidad federativa, la cuestión es de tal naturaleza que la 
Federación tiene que ser jsar^. En otra hipótesis puede también ser parte 
como por ejemplo, en las controversias de amparo. En estas controversias, in- 
terviene la Unión como entidad moral interesada en que se respeten las ga- 
rantías constitucionales. En nombre de ella se pide protección y en nombre 
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les federales, no á la Corte, como se somete á esos tribunales 
el conocimiento de las controversias de amparo, pero al de- 
signarlos, lo verifica teniendo enfrente los principios consig- 
nados por la ley fundamental, sus taxativas, y su graduación, 
porque una ley secundaria que no importase una reforma 
legalmente adoptada, seria impotente para modificar bajo la 
modesta forma de un reglamento, las máximas sobre compe- 
tencia federal' consignadas en nuestra ley suprema. 

El art. 100 reservó á la ley que se dicte sobre atribucio- 
nes de los Tribunales de Circuito y Jueces de Distrito, la gra- 
duación sobre si la Suprema Corte de Justicia ha de ser Tri- 
bunal de apelación ó de última instancia, pero limitando es- 
ta reserva á los demás casos comprendidos en el art. 97, no 
á los que se comprendiesen en el art. 98 que es el que habla 
de la jurisdicción exclusiva de la Corte. Además: fijar si la 
Corte ha de ser Tribunal de apelación ó de última instancia, 
es completamente diverso de fijar si ha de ser también Trir 
bunal de primera^ que es cuando ejerce poder exclusivo. En 
consecuencia, los mismos conceptos en que el art. 100 fué 
redactado, persuaden de que la ley suprema reservó á una ley 
reglamentaria, la graduación gerárgica federal, respecto de 
los casos hipotéticos que no fueran de la competencia abso- 
luta de la Corte, pues en cuanto á estos, el art. 98 permanece 
aún, concretado y circunscrito á sus literales preceptos, sin <jue 
la Magistratura ni el Legislador mismo, puedan ampliarlo á 
la sombra de argumentos á pan ó ad majtiSj sino mediante 
una reforma constitucional solemnemente aceptada. 



de ella se otorga. El Promotor fiscal la representa y la ley orgánica declara 
que Bon partes en ese juicio el quejoso y el Promotor. Y sin embargo, la Cor- 
te no conoce de las controversias de amparo con jurisdicción exclusiva. Es 
porque difieren radicalmente el interés moral de la Unión y el interés material 
que afecta el tesoro público. Si el interés moral fUese no digo igual sino seme- 
jante al positivo f no habría controversia federal de que la Corte no conociera en 
apelación ó última instancia, porque la Unión tiene siempre interés en todos 
los negocios públicos; entonces en todos sería parie^ y de todos tendría que 
conocer la Corte desde la instancia de promoción. 
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XV 

¿Procede legalmente la recusación fiin causa de un Magis- 
trado de Circuito? 

El estudio de esta cuestión revela la necesidad que hay de 
una ley de procedimientos federales, que sustituya con dis- 
posiciones claras el embolismo de la actual legislación, por- 
que en efecto, hay interrogaciones que no es fácil contestar 
con precisión en el fuero de hacienda. (Me refiero á la ma- 
teria civil solamente). 

El respetable Sr. Lie. Montiel y Duarte, funda la proce- 
dencia del recurso en el art 6 de la ley Juárez, que derogó 
la ley de 14 de Febrero de 1826, que permitía las recusacio- 
nes sin causa de los Magistrados de la Suprema Corte. Co. 
mo una y otra disposición, se refieren á Ministros de la Corte 
y no del Tribunal de Circuito, cree el Sr. Montiel que la 
prohibición de recusar sin causa, obliga solamente respecto 
de los primeros. 

Si no hubiese más punto de partida que las leyes de 1826 
y 1855, sería £&cil sustentar la procedencia de la recusación 
sin causa á la sombra de un argumento induccional. Si en e^ 
año de 1826 eran recusables sin causa los Magistrados de la 
Corte por fuerza y virtud de la ley de 14 de Febrero, es de 
suponerse que también lo eran los de Circuito, porque aun 
cuando aquella ley sólo fué promulgada como Reglamento 
de la Suprema Corte, no es posible sospechar ni por un so- 
lo instante, que mientras los Magistrados de la Corte fueran 
recusables sin causa, no pudieran serlo los Magistrados infe- 
riores en la escala gerárquica de la administración de justicia 
federal. Y si la ley Juárez derogó la recusación libre de 
Magistrados de la Corte, solamente esa libertad ha manteni- 
dose invariable respecto de los Magistrados inferiores. . 

Pero yo creo que, ó las leyes de 1826 y 1855, comprendie- 
ron á unos y otros Magistrados, distintos en gerarquía pero 
idénticos en cuanto al ejercicio del poder federal que se les 
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confiere; ó si los de Circuito se rigen por las leyes generales 
promulgadas después, entonces hay que examinar estas otras 
leyes. 

Examinando las disposiciones que se expidieron desde 
el año de 1826, no se encuentra alguna vigente que de una 
manera textual y precisa, permita la recusación libre ó sin 
expresión de causa, de Magistrados de Circuito, en materia 
civil. 

La de 20 de Mayo del mismo año y la de 22 de Mayo de 
1834, sólo hablan in generíy que puede recusarse á un Juez letra- 
do y dos asociados. Fuera de estas leyes citadas precisamen- 
te para reglamentar los Tribunales de Circuito y Juzgados 
de Distrito, no hay algún texto literal que desvanezca las 
dudas. 

La ley de 4 de Mayo de 1857, cuyo carácter local es indis- 
putable, es la única que habla de la recusación sin causa de 
Magistrados superiores, pero ¿rige esta ley en lo federal? 
llueva complicación, porque mientras hay publicista como 
el Sr. Lie. Blas Gutiérrez que la considera vigente en el fuero 
fiscal; (Apuntes sobre fueros, tomo 19, pág. 787), juriscon- 
sulto ha habido y de la talla del Sr. Lie. León Guzmán, que 
ha dicho que esa ley no rige de una manera absoluta, sino 
para la sustanciación ^'de los negocios comunes, cuyo cono- 
" cimiento, por razones especiales, corresponde á los Tribu- 
" nales de la Federación." Consulta aprobada por la Corte en 
su acuerdo de Diciembre de 1871. 

Se trata en consecuencia de resolver un caso dudoso bajo 
el aspecto de la legislación patria, y en este sentido, hay que 
ocurrir á la legislación española, como supletoria, como doo- 
trinal siquiera, para resolverlo. En este terreno, la solución 
es fácil. La ley 6?, titulo 2, lib. 11, de la Nov. Recop., impe- 
rativamente ordena que ^^solamente se admitan recusaciones 
^^ sin causa justa á Consejero Presidente ú Oidor." Esta dis- 
posición está acorde con la escuela filosófica, que mirando 
por una parte que el derecho de recusar mengua el respeto 
debido á la honorabilidad de la Magistratura, y por la otra 
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que ese derecho puede ejercerse como arma de mala ley y 
como un medio que puede hacer perdurable las decisiones 
judiciales, restringe el recurso á los casos en que haya causa 
grave que haga sospechar de la imparcialidad de los jueces 
superiores. 

XVI 

¿Es suplicable el auto en que un Magistrado declara que no 
se da por recusado? 

La ley 32, tít 20, lib. 11, de la Nov. Recop., permitió que 
fueran apelables las sentencias interlocutorias que se dicta- 
sen denegando una recusación. Siendo la súplica, el recurso 
equivalente ante los superiores, natural es que sean suplica- 
bles las que en ese sentido se dicten sobre esta materia. 

La R. C. de 20 de Junio de 1861 y la ley 5, tit. 11, lib. 5í 
R. L vigorizan la procedencia de este recurso. 

La tradición española, enseña que solamente son apelables 
ó suplicables las decisiones por las que se dé por recusado un 
Magistrado ó un Juez. 

Si á esto se agrega que la cuestión, como se vé no está 
bien definida en nuestras leyes patrias en el fuero federal, 
se afianzará más el convencimiento de la suplicación de los 
autos que desechan ese recurso, á fin de que la Corte fije la 
verdad legal, en esta materia interesante de la sustanciación. 

Puede suceder que se dicte alguna disposición especial, 
que prohiba terminantemente la recusación en algunos jui- 
cios, como sucede, por ejemplo, en los de que se ocupa la 
Ordenanza General de Aduanas Marítimas y Fronterizas 
(art. 403). En este caso no puede ser apelable ni suplicable 
la determinación que se dicte negando la recusación, porque 
siendo terminante la prohibición de la ley, la súplica que se 
interponga, asume el carácter de un recurso yHi;ofo, desecha- 
ble de plano. 

México, Noviembre 9 de 1888. — Femando Vega. 



IV 



PBIMEB escrito de qacja presentado por el Sr. lio. Isidro Montiel j 
Boarte» al Sn Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 



C. Presidente de la Suprema Corte: 

El Promotor del Tribunal de Circuito de México dice: que 
por razones que no es del caso expresar, se ha limitado á con- 
signar en autos, una formal protesta para ponerse á cubierto 
de toda responsabilidad, siempre que se trate de introducir 
ciertas novedades en dicho Tribunal, y de las que hará una li- 
gera reseña, sin más objeto que el de rechazar la interpretación 
que darse quisiera, al ocurso que ahora hace sobre el objeto 
especial especialisimo que es la materia obligada y necesaria 
de este pedimento. 

Mas antes permítame el C. Presidente de la Suprema Cor- 
te, por motivos que no pueden ocultarse á su penetración, 
permítaseme digo: que me tome la libertad de recordar al 
menos al Tribunal de Circuito, que el Ministerio público es- 
tá llamado á sobrevigilar los intereses de los incapaces, ase- 
gurar la ejecución de las leyes y de las decisiones judiciales, 
establecer conclusiones sobre ciertas cuestiones de procedi- 
miento, y á ser, en fin, el intermediario natural entre la jus- 
ticia y la Administración. 

Tal es la doctrina que sin contradicción corre en el proce- 
dimiento francés á propósito del Ministerio Público, que sus- 
tancialmente armoniza con la misión que le está encomendada 
en el hispano mexicano, supuesto que los encargados del Mi- 
nisterio Fiscal en los Tribunales, tienen que jurar (hoy pro- 
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amparo dice expresamente que tal auto no es sentencia defi- 
nitiva. Art. 85. 

El Tribunal cree que procede legalmente el auto de sobre- 
seimiento, aun después de dado y sin estar revocado el de 
formal prisión, cuando nuestro derecho público expresa, que 
la suspensión de derechos públicos, producida por tal auto, 
no cesa sino en virtud de sentencia absolutoria, pudiendo pre- 
guntarse si una sentencia absolutoria puede dejar de ser de- 
finitiva. 

El Tribunal ha confirmado que el sobreseimiento puede ser 
condenatorio, como lo es notoriamente el que se decreta de- 
clarando compurgada la pena, aun cuando se funde en la ley 
26, tit. 1?, P. 7, que cabalmente dicelo contrario, ordenando 
que se dé por quito al acusado. 

El Tribunal hace cuenta que en el caso de sobreseimiento 
condenatorio no se viola el art. 20 de la Constitución, sin ad- 
vertir que ese artículo dice: que en todo juicio deben otorgar- 
se las garantías que expresa, y que la proposición contradic- 
toria que es la enunciada por el Tribunal, es necesariamente 
falsa, y sin advertir que la ley de 53, que con el intento de 
fundar este concepto se cita, es una ley que sólo pudo obli- 
gar á los jueces de primera instancia del Distrito Federal, co- 
mo lo dice expresamente su art. 1? 

El Tribunal ha resuelto que en los Tribunales Federales 
tiene aplicación la ley de 17 de Enero de 1858, sin echar de 
ver que es una ley puramente local, como dictada expresa- 
mente para los funcionarios que hayan de ejercer jurisdicción 
en el Distrito, y que en vista de la ley Juárez, sólo se aceptó 
ó confirmó como creadora de los Jueces menores. 

El Tribunal resuelve siempre que en los casos de muerte 
ó heridas causadas por un tren ferrocarrilero, es competente 
la justicia federal, aun cuando no sean imputables á la em- 
presa por falta de seguridad en las obras ó por falta de inte- 
gridad en el servicio, ni al autor de delitos contra la seguridad 
de las obras ó explotación, cuando la ley de 16 de Diciem- 
bre de 1881 dice: que fuera de esos casos, los de muerte y 
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heridas, son oomunes y bu conocimiento corresponde al Jue^ 
territorial. 

El Tribunal tiene resuelto que para poder juzgar á un Juez 
de Distrito, es necesario que proceda una previa declaración; 
sin ver que tal declaración, no es ni ha sido otra cosa que el 
permiso que el Poder Legislativo otorga, para que el Juez 
competente pueda poner la mano sobre los funcionarios que 
tienen ñiero constitucional; sin advertir que las constitucio- 
nes todas que hacen necesaria esta previa declaración, tam- 
bién hacen necesario que la entidad que la haga, en la cali- 
dad de concesión ó de denegación de permisp, sea diversa 
de la entidad judicial competente á quien haya de darse ó de 
negarse tal permiso, sin recordar que si antes, era necesaria 
esa previa declaración respecto no sólo de los Secretarios del 
despacho, sino de los empleados en general, era porque la 
Constitución prevenía que las Cortes hicieran efectiva la 
responsabilidad de los Secretarios del despacho y demás em- 
pleados públicos, y por último, sin reflexionar que seria un 
absurdo que el mismo Juez competente, fuese el que diera ó 
negara á si mismo el permiso para proceder ó no criminal- 
mente contra el acusado por responsabilidad. 

El Tribunal acaba de resolver que no tiene necesidad de 
proveer á la petición que se le hace para que se declare im- 
pedido de conocer en una causa de responsabilidad que se 
ha promovido pidiéndole esa previa declaración, cuando el 
art. 8? de la Constitución obliga á proveer acuerdo escrito á 
toda petición que se presente. 

Por último y para abreviar diré omitiendo otros casos, que 
el Tribunal acaba de resolver que puede aplazar indefinida- 
mente el dar entrada á una acusación formulada por el que 
suscribe, cuando el art 17 de la Constitución dice: que los 
tribunales deben estar siempre expeditos para administrar 
justicia. 

Protesto muy formalmente que si he hecho esta larga enu- 
meración de casos, es precisamente para patentizar, que si 
con motivos de ellos no he ocurrido á la Superioridad, para 
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que ponga el remedio conveniente, es porque no se había 
querido obligar al representante de la ley á decir lo que él 
cree que no es conforme á la ley. 

De modo que si ahora lo hace el Promotor, es porque en 
el juicio seguido por D. Maximino Fernández, vecino y del 
comercio de Tizapam en Tlalpam, sobre devolución de un 
depósito de trescientos cincuenta y ocho pesos diez y ocho 
centavos, que terminó definitivamente el Juzgado 2? de Dis- 
trito, y que pasó al Tribunal para los efectos del art. 41, § IV, 
quiere el Magistrado encargado de este Tribunal que la Pro- 
motoria sea laque inicie el procedimiento. Y como esto es tan- 
to como pretender que se haga á solicitud ó petición de parte, 
16 que la ley manda se haga de oficio, vese por eso en el caso 
de ocurrir al C. Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
para que como primer Jefe de la justicia federal y en uso de 
las atribuciones que tiene, según el art 19 y el § 89 del art. 29 
de la ley de 29 de Julio de 1862, se sirva dictar la medida 
eficaz y conveniente, á fin de que en el caso dado, se admi- 
nistre rectamente justicia. 

Como se ve, la Promotoria no viene á solicitar una reso- 
lución que directa ó indirectamente afecta el derecho priva- 
do de un particular que interesado esté en un negocio judi- 
cial. Nó. Viene con la ley en la mano y como legitimo repre- 
sentante de ésta, á quejarse ante el primer Jefe déla justicia 
federal, porque sin embargo del carácter é independencia del 
Ministerio público, se le quiere obligar á faltar á la ley; y 
nada menos que á una ley de procedimiento, cuya inobser- 
vancia importa responsabilidad, como es de ley expresa. 

La Ordenanza de Aduanas Marítimas y Fronterizas orde- 
na, que en casos como es el de Fernández, concluido el tér- 
mino de prueba se cite á más tardar dentro de tres dias una 
audiencia, en la que oiga los alegatos y falle inmediatamente 
conforme á derecho. Y á renglón seguido dice: De esta sen- 
tencia no se admite apelación, pero el Juez elevará los autos 
al Tribunal de Circuito para que examine si existe motivo 
de responsabilidad para el Juez, la cual eastigard de qficioJ^ 
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El Tribunal, cumpliendo con este precepto claro, expreso 
y terminante, ha revisado casos idénticos sin intervención del 
Ministerio público, en lo cual no ha hecho más que cumplir 
con un deber incuestionable. 

Mas ahora y en el caso dado de Fernández, quiere que lo 
que debe hacerse de oficio, según el texto expreso y literal 
de los artículos citados de la Ordenanza de aduanas, se haga 
á petición de parte; y lo más lamentable es que se pretende 
que la Promotoría falte á la ley precisamente porque repre- 
senta á la ley. 

A la justificación del primer Jefe de la justicia federal de- 
jo la calificación de pretensión tan insostenible á los ojos del 
tecnicismo jurídico, es decir, de la ciencia y de la ley. 

En el estado en que está el negocio de Fernández, el Mi- 
nisterio público no podría intervenir sino formulando acusa- 
ción; y como esto sería hacer gestión de parte, ejecutando 
con eso precisamente lo contrario de lo que previene la ley; 
y como aun en el Gobierno absoluto daba la franquicia de 
obedecer y no cumplir, según lo expresa en la ley V, tít. 4, 
lib. 2, R. de C, la Promotoría, ateniéndose precisamente á 
esa ley que tiene más fuerza y autoridad que los autos de un 
Tribunal de Circuito, protesta en toda forma que, si es ne- 
cesario pedirá que se le encause antes que cumplir una de- 
terminación, que no sólo no se apoya en la ley, sino que es 
abierta y literalmente contraria á ella. 

Mas antes de apelar á este ruidoso arbitrio, por evitar un 
conflicto escandaloso y por decoro del mismo Tribunal, ha 
preferido ocurrir al primer Jefe de la justicia federal, para 
que en el caso mencionado de Maximino Fernández se ad- 
ministre rectamente justicia, procediendo de oficio, y por lo 
mismo sin intervención de la Promotoría fiscal, porque otra 
cosa sería contrario á lo preceptuado por la citada Ordenan- 
za de Aduanas Marítimas y Fronterizas. 

México, Abril seis de mil ochocientos ochenta y ocho. — 
J. Montid y Duarie. 



V 



INFORME eon jnstíflcaclón, moÜTado por la anterior 
querella. 



C. Presidente de la Suprema Corte de Justicia: 

En cumplimiento del superior acuerdo de vd., de nueve del 
presente, que recayó á escrito presentado por el C. Promo- 
tor fiscal del Tribunal de Circuito que es á mi cargo, solici- 
tando de vd. que como primer Jefe de la Justicia federal y 
en uso de las atribuciones que tiene, según el art. 19 y el pá- 
rrafo 89 del art. 29 de la ley de 29 de Julio de 1862, se sir- 
viera prevenirme que en el juicio seguido por D. Maximino 
Fernández, con la Administración principal de rentas del 
Distrito Federal, sobre devolución de un depósito, adminis- 
trara rectamente justicia, procediendo de oficio y por lo mis- 
mo sin intervención de la Promotoria fiscal; paso á informar, 
ocupándome pormenorizadamente de todos los casos enume- 
rados por el referido funcionario, en los que me hace el car- 
go de haber aplicado inexactamente la ley. 

Comienza el C. Promotor fiscal por manifestar á vd., que 
siempre que he tratado de introducir ciertas novedades en el 
Tribunal, él se ha limitado á consignar una formal protesta, 
para ponerse á cubierto de toda responsabilidad. 

En ninguno de los negocios á que se refiere la reseña que 
hace el C. Promotor fiscal, creo C. Presidente haber intro- 
ducido novedad alguna en los procediníientos fijados por la 
ley para su tramitación, como procuraré demostrarlo en el 
curso de este informe, pudiendo vd. asi apreciar cuál* sea 
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d. valor que tenga la protesta que ee ha limitado á hacer di- 
cho funcionario, principalmente si se atiende á que en todas 
las causas en que he proveído en desacuerdo con su pedi- 
mento, 7 que han sido revisadas por la primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia, de que es vd. digno Presidente; 
se ha declarado expresamente que no hay méritos para exi- 
girme responsabilidad de ninguna especie, y tanto en esos 
casos como en los que la ley no somete á la revisión de dicha 
Superioridad, tengo la conciencia de haberme ajustado á 
la ley, según me ha permitido entenderla mi escasa inteli- 
gencia. 

No me detendré, C. Presidente, por ser extraño al objeto 
de este informe, en hacer abservaciones á las facultades que 
el C. Promotor fiscal cree le concede el decreto de las Cortes 
Españolas de 9 de Octubre de 1812, ni tampoco en objetarle 
las preeminencias y prerrogativas que dice son otorgadas al 
Ministerio que representa, por la jurisprudencia francesa y 
varios autores extranjeros, al grado de no considerarse como 
Agente del Fisco, ni como acusador en nombre de la socie- 
dad) del reo en lo criminal, sino como Representante de la 
ley ó por mejor decir, como la ley misma representando al 
Estado. Mucho menos pongo en duda, ni por un momento, 
que él como representante del Ministerio público, pide lo que 
cree justo en su conciencia jurídica^ y que en sus pedimentos 
sigue, no la opinión menos probable, sino la parte más segu- 
ra; pero si me ocuparé con el detenimiento que el caso re- 
quiere, de hacer ver que sin pretensión de haber acertado en 
mis resoluciones, he procurado sujetarme á la ley, habiendo 
tenido la satisfacción de que jamás se me ha hecho por mi 
superior la más pequeña advertencia, por irregularidad en 
mis procedimientos, á pesar de que en todo el tiempo que he 
tenido la honra de desempeñar el Tribunal de Circuito, 
he sostenido una continuada lucha, en la mayor parte de los 
negocios, con el C. Promotor Fiscal, Lie. Isidro Montiel y 
Duarte, lucha que también fué sostenida por mis respetables 
antecesores los ilustrados Lies. Jesús Maria Vázquez Palar 



85 

cioB y Simón Guzmán, por estar en completo desacuerdo con 
el modo de pensar de dicho funcionario. 

Paso ahora á ocuparme de las novedades que según el C. 
Promotor fiscal, ha introducido violando la ley, el Tribunal 
que es á mi cargo, y para esto seguiré el mismo orden que 
aquel funcionario observa en su reseña, acompañando como 
justificantes de mi informe, copias certificadas en lo condu- 
cente de algunas de las resoluciones que en los casos á que 
se refiere el escrito de queja he dictado, y certificación de la 
Secretaria, pormenorizando cuáles de las causas en que han 
sido dictadas esas resoluciones, ha revisado la primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia, con la declaración que so- 
bre responsabilidad ha hecho. 

En la revisión de los autos de sobreseimiento decretados 
por los Jueces de Distrito, he procedido no precisamente co- 
mo formal segunda instancia, en que hay necesidad de oir á 
todas las partes, de recibir las pruebas que promuevan y en 
fin, como si se tratara de sustanciar un verdadero proceso, sino 
como la práctica enseña se proceda á la revisión de un sobre- 
seimiento, esto es, limitando los trámites al pedimiento fis- 
cal, citación para sentencia y resolución, confirmando ó revo- 
cando el sobreseimiento decretado, no aceptando lo que ha 
pretendido el C. Promotor fiscal en sus pedimentos, sobre 
que simplemente se dé por revisado el procedimiento, como 
si sólo se tratara de examinar la responsabilidad en que pu- 
diera haber incurrido el Juez, porque creo que eso está re- 
servado á la primera Sala de esa Suprema Corte de Justicia 
por el art. S4 de la ley de 14 de Febrero de 1826. Los fun- 
damentos que este Tribunal ha tenido presentes para resol- 
ver asi, constan en el documento núm. 1. 

Es cierto que el Tribunal sostiene que el art. 88 de la ci- 
tada ley de 1826, hace necesaria la segunda instancia, aun 
en las causas qtre se terminan por sobreseimiento, pero en la 
sustanciación de ésta como he manifestado, no se siguen los 
trámites que se observan tratándose de un proceso formal, 
y si se le da el nombre de segunda instancia, es únicamente 
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porque el sobreseimiento no causa ejecutoria en la primera, 
no produciendo por lo mismo efecto alguno mientras no se 
confirme por el Superior. Este punto está tratado con al- 
guna extensión en los documentos núms. 1 y 2. 

El carácter de un sobreseimiento, mientras no se revisa 
por el Superior, no es precisamente el de una sentencia defi- 
nitiva, por más que ponga término á las diligencias en pri- 
mera instancia, pero si tiene ese carácter, una vez confirma- 
da por el Tribunal de segunda instancia. Comprobantes 
núms. 2, 3, 4 y 5. 

Atendiendo á la definición de sobreseimiento que es "la 
cesación en el procedimiento criminal contra un reo," he 
sostenido, como expresa el C. Promotor fiscal, que procede 
aquel, en toda causa criminal, no sólo cuando se haya dicta- 
do auto de formal prisión contra determinada persona, sino 
aun después de la confesión con cargos si no hay méritos pa- 
ra continuar el proceso, sin que en mi concepto sea necesa- 
ria la sentencia absolutoria, para que cese la suspensión de los 
derechos políticos, que origina aquel auto, pues basta que el 
sobreseimiento se confirme por el Superior, para que el acu- 
sado quede reintegrado en todos sus derechos civiles. Fun- 
damentos de esta opinión, documentos núms. 6, 7, 8 y 9. 

El C. Promotor fiscal cree que he incurrido en contradic- 
ción, sobreseyendo en causas criminales y dando á la vez por 
compurgado al reo con la prisión sufrida; á primera vista se 
nota, en efecto, una contradicción en sobreseer y dar por con- 
purgado, pero ésta desaparece completamente si se atiende 
á que el sobreseimiento se refiere en ese caso determinado á 
la cesación del procedimiento, por no haber méritos para con- 
tinuarlo en causa formal; y como sólo aparece el acusado 
responsable de un delito leve, es de imponérsele la pena co- 
rrespondiente en el mismo auto de sobreseimiento, de acuer- 
do con las doctrinas de todos los prácticos en materia crimi- 
nal. Los ñmdamentos de esta opinión constan en los docu- 
mentos 10 y 11. 

I^unca he creido que no concediéndose al acusado las ga* 
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rantías que otorga el art. 20 de la Oonstitución, aun cuando 
Be trate de la imposición de una pena leve, no se viole ese ar- 
ticulo constitucional, lo que he sostenido es que, las garan- 
tías que él consagra no deben concederse á los procesados en 
los juicios en partida con las formalidades de una causa se- 
guida por todos sus trámites, sino procurando conciliarios 
con lo reducido de los términos de esos juicios. * Lo que he 
sostenido contra la opinión del C. Promotor fiscal, es que no 
debe revocarse un sobreseimiento en que á la vez se da por 
compurgado al reo, sólo por que no se le concedieron las ga- 
rantías individuales y mucho menos reducirlo de nuevo á 
prisión para otorgarle dichas garantías, las que lejos de re- 
clamar se ha conformado con su omisión, caso de que la ha- 
ya, consintiendo expresamente el sobreseimiento decretado 
á su favor. Esta cuestión está tratada extensamente en los 
documentos núms. 10, 11 y 12. 

El C. Promotor fiscal sostiene que la ley de 17 de Enero 
de 1853, no está vigente en el fuero federal, y en varias reso- 
luciones he fundado lo contrario como es de verse en los do^ 
cumentos 18 y 14. 

Con el respeto debido al C. Promotor FÜBcal, manifiesto 
que yo no he sostenido que en los casos de muerte ó heridas 
causadas por un tren de vía férrea, es competente la justicia 
federal, awfi cuando no sean imputables d la empresa^ pcrfaltádé 
seguridad en las obras 6 por folia de integridad en d servido^ ni 
al autor de delitos contra la seguridad de las obras ó de ¡a expUh 
taciárij pues precisamente he fundado, que cuando se trata dd 
delitos que afectan la seguridad ó integridad de las obras 6 
servicio de la vía, sea quien fuere el responsable^ es competente 
la justicia federal; que en los accidentes ó desgracias acaeci- 
das en la explotación, una vez esclarecido que fueron debi- 
das á una mera imprudencia ó descuido que no deba impu- 
tarse á la empresa ni á los empleados, he sostenido que no 



' 1 En compiobación de este punto puede verse la sentencia que contiene 
el documento núm. 86. 
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hay hecho punible que perseguir por la justicia federal, 
á diferencia de cuando aparecen datos de que se haya 
cometido un delito que afecta sólo intereses de particulares, 
en cuyo caso he consignado expresamente el hecho á la 
justicia ordinaria para la averiguación de su resorte. Estas 
cuestiones se encuentran tratadas en los documentos núms. 
15, 16, 17 y 18, 19, 20, 21, 22-, 23 y 24. 

Respecto á que crea necesaria la previa declaración de que 
ha lugar á formar causa á los Jueces de Distrito, para proceder 
contra ellos, en efecto la considero prevenida por el art 19 
de la ley de amparo vigente, tratándose de consignaciones 
hechas por la Suprema Corte de Justicia, por responsabili- 
dades contraidas en esas clases de juicios y por la ley de 24 
de Marzo de 1818 para las responsabilidades que reconozcan 
otro origen, sin que nunca la Suprema Corte haya reprobado 
esa declaración previa, al revisar en segunda instancia las di- 
versas causas seguidaB contra Jueces de Distrito por este Tri- 
bunal Este punto está tratado extensamente en la sentencia 
que dicté en eí juicio de responsabilidad seguido contra el 
Juez 1? de Distrito, Lie. Juan Pérez de León, con motivo de 
haber suspendido el auto reclamado por Antonio Bicherana, 
en el juicio de amparo promovido por éste, contra el auto de 
formal prisión dictado en su contra por el Juez 8? de lo Cri- 
minal de esta Capital, si bien en esa vez sólo se trató de la 
cuestión sucitada por el C. Promotor fiscal, de si habiendo 
hecho la Suprema Corte de Justicia la consignación, previ- 
niendo se formara causa al presunto responsable, tenia £bicu1- 
tad el Tribunal para declarar si habia ó no lugar á la forma- 
ción de causa. Comprobantes núm. 25 y 26. 

Dice el C. Promotor fiscal, que he dejado de proveer á la 
petición sobre que me declare impedido para conocer en una 
causa de responsabilidad; lo que hice fué no resolver sobre 
ñ estaba ó no impedido, limitándome á proveer se reservara 
el pedimento para su oportunidad, como es de verse en la co- 
pia del auto respectivo, documento núm. 27. 

Por último, concluye su reseña el C. Promotor Fiscal, ma- 
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nifeBtando que acabo de resolver qae puede aplazarse indefi- 
nidamente dar entrada á una acusación, formulada por aquel, 
violando asi el art 17 de la Constitución. Los documentos 
núms. 27 y 28, ponen de manifiesto que lejos de haber vio- 
lado ese articulo constitucional, he procedido enteramente 
arreglado á derecho, siendo de advertir que de las cinco cau- 
sas que comprende la acusación del C. Promotor fiscal, á que 
se refieren aquellos autos contra el Juez de Distrito del Estar 
do de México, han sido devueltas ya cuatro por la 1? Sala de 
esa Suprema Corte de Justicia, dándolas por revisadas con 
la declaración de no aparecer méritos para exigir responsa- 
bilidad á los jueces que en ellas intervinieron. 

Creo, C. Presidente, haber dejado contestados satisfitcto- 
riamente los cargos que envuelve la minuciosa enumeración 
de casos hecha por el C. Promotor Fiscal, pretendiendo ha- 
cerme pasar ante vd. como un constante violador de la ley, 
y desconfiaría de los fundamentos alegados por mí, en las re- 
soluciones contenidas en los documentos que acompaño, co- 
mo justificantes de este informe, si no fuera porque han sido 
aprobados por esa Suprema Corte, la que por conducto de su 
primera Sala, ha revisado las causas seguidas por este Tribu- 
nal que hacen relación á cada uno de los casos referidos por 
el C. Promotor Fiscal, declarando expresamente no haber 
méritos para exigirme responsabilidad de ninguna especie. 
Documento núm. 29. 

Después de la minuciosa reseña hecha por el C. Promotor 
Fiscal, protesta este funcionario que si con motivo de los ca- 
sos que ella comprende, no ha ocurrido á la superioridad pa- 
ra que ponga el remedio conveniente, es porque no habia 
pretendido yo, que él, como representante de la ley, dijera lo 
que cree que no es conforme á la ley; y concretándose al juicio 
en que solicita se me prevenga administre rectamente justi- 
cia, hace presente que habiendo causado ejecutoria la senten- 
cia dictada en ese juicio por el Juez 2? de Distrito, y que pasó 
al Tribunal para los efectos del art 401, § IV de la Ordenanza 
de Aduanas marítimas y fronterizas vigente, lo quiero obli- 
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gar, sin embargo del carácter é independencia del Ministerio 
público, á iniciar el procedimiento de responsabilidad contra 
el Juez 29 de Distrito, haciéndolo faltar á la ley de procedi- 
mientos, cuya inobservancia importa responsabilidad. 

Para fundar tan tremendo cargo que formula contra mi, 
copia el texto del § IV del art. 401 citado, que dice: "De estas 
sentencias no se admite apelación; pero el Juez elevará siem- 
pre los autos al Tribunal de Circuito, para que examine si 
existe motivo de responsabilidad del Juez, la aud castigará de 
oficio" deduciendo de las últimas palabras, que sin su pe- 
dimento debo declarar en vista de las actuaciones remitidas, 
si el juez ha incurrido ó no en responsabilidad por sus pro- 
cedimientos. 

En efecto, Sr. Presidente, la Ordenanza general de Adua- 
nas marítimas y fronterizas de 1? de Marzo de 1887, ocupán- 
dose de los juicios verbales en cuya forma se siguen los ne- 
gocios de un interés menor de $ 1,000, dice en su art. 401, 
§ rV, lo que el C. Promotor Fiscal ha copiado literalmente; 
pero en mi concepto, protestando todos mis respetos al ilus- 
trado Promotor, de las palabras finales de ese articulo, no 
se deduce que no esté obligado á pedir sobre la responsabili- 
dad en que haya incurrido el Juez 2? de Distrito al Isostan- 
ciar el juicio de que se trata, porque si la prevención que se 
hace al Magistrado de que castigue de oficio la responsabili- 
dad del Juez, importara la exclusión del representante del 
Ministerio público, sería preciso convenir en que para toda 
clase de averiguaciones de delitos que las leyes previenen se 
persigan de oficio, no tiene obligación de pedir, cuyo absur- 
do estoy seguro no sostendrá dicho funcionario, á pesar de 
que existe la misma razón que alega para salvar su pedimen- 
to, á saber: la prevención que hace la ley al Magistrado sobre 
que proceda de oficio. 

En mi concepto, lejos de autorizar la Ordenanafa de Adua- 
nas marítimas y fronterizas la revisión sin audiencia fiscal 
de los juicios de comiso, cuya sentencia ha causado ejecuto- 
ria en primera instancia, ha prevenido expresamente esa in- 



91 

tervención fiscal, desde el momento que en su artículo 407 
dice que: ^^En los puntos no reglamentados por los artículos 
precedentes, los juicios de que se trata se sustanciarán confor- 
me á las leyes de procedimientos que rijan en los Tribunales 
federales para otra clase de juicios;" de suerte que si exis- 
ten leyes federales expresas y terminantes que impongan al 
representante fiscal la obligación de pedir en los juicios de 
reponsabilidad, quedará probado que no puede salvar su pe- 
dimento, en la revisión de los procedimientos del Juez 29 de 
Distrito en el juicio de que se trata, seguido por Maximino 
Fernández contra la Administración principal de Rentas. 

Muchas son las leyes expresas y terminantes que imponen 
al Ministerio público la obligación de pedir en las causas que 
se siguen de oficio y en las de responsabilidad; pero me limi- 
taré á las vigentes en el fuero federal, y comenzando por la de 
Cortes españolas, de 9 de Octubre de 1812, que cita el C. Pro- 
motor Fiscal, se ve que en su art. XXVI, cap. 19, dice: "En 
todas las causas criminales será oido el Fiscal de la audien- 
cia, aunque haya parte que acuse. En las civiles lo será únicar 
mente cuando interesen á la causa pública ó á la defensa de 
la jurisdicción ordinaria." La ley de 22 de Mayo de 1834, en 
su articulo 40, previene que: "El Promotor Fiscal será oido 
en todo juicio criminal y cuando se interesen la causa publica 
y la Nación." Y por último, el decreto de 29 de Julio de 
1862, en que el referido Promotor Fiscal funda la solicitud 
para que se me libre excitativa de justicia, terminantemente 
ordena en el articulo 69 del cap. Y, que "se oirá al Fiscal en 
todas las causas criminales 6 de responsabilidad^ en todos los 
negocios que interesen á la jurisdicción ó competencia de 
los Tribunales, en las consultas sobre duda de ley, y siempre 
que él lo pida ó el Tribunal lo juzgue conveniente.'' 

Penetrados, sin duda, de tan terminantes disposiciones to- 
dos los autores que se ocupan délos juicios criminales, están 
de acuerdo en la obligación que el Representante del Minis- 
terio público tiene de pedir en todo juicio de responsabilidad, 
bastando á mi objeto citar algunos de los más notables, como 
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son: Vilanova, en su Tratado Criminal, observación 6, cap. 
2?, citado por D. Blas José Gutiérrez Flores Alatorre, en 
sus "Apuntes sobre los fueros," tom. 19, págs. 884 y 885, ocu- 
pándose de las distinciones y privilegios que se dispensan 
cuando hace veces de actor en la causa criminal, dice: "que 
por regla general, su facultad vindiciaria concurre en todas las 
que de oficio y sin parte aciora se sustancian en la SalaJ^ Escri- 
che, en su "Diccionario de Legislación y Jurisprudencia," 
ocupándose de los casos de excesos ó delitos oficiales, enu- 
mera entre ellos "la infracción de las leyes en puntos sustan- 
ciales del enjuiciamiento ó en las sentencias," y dice que en 
los procedimientos por delitos oficiales iniciados en las Au- 
diencias, ya sea á instancia de parte por interpelación fiscal, 
ó de oficio, debe oirse siempre al fiscal, por tener que intervenir 
necesariamente en esa clase dejuidos, por razan desuministerio;*' 
y por ultimo, el autor citado, D. Blas José Gutiérrez Plores 
Alatorre, en su obra referida, "Apuntes sobre los fueros," 
tom. 2?, pág. 661, enseña que el trámite "traslado al O. Pro- 
motor Fiscal para el examen y censura de las actuaciones 
elevadas," en juicio de comiso, cuando la sentencia de pri- 
mera instancia ha causado ejecutoria, tiene por ñindamento 
el art 6?, cap. Y del B.Qglamento de la Corte, de 29 de Julio 
de 1862. 

El Arancel de 8 de IN'oviembre de 1880, en su art. 92 frac- 
ción VI, prevenía que: "En los juicios de comiso cuyo valor 
no exceda de $500, son inapelables las sentencias de primera 
instancia y causan desde luego ejecutoria, pero el Juez, den- 
tro de cinco días útiles, deberá*remitir extracto de los juicios 
y sentencias al Tribunal de segunda instancia para su revisión, 
la cual se contraerá á calificar si se ha procedido con arreglo 
á este Arancel, para exigir la responsabilidad que correspon- 
da en caso de manifiesta infracción de él ó de haberse fiíllado 
contra ley expresa," y no obstante que con arreglo á ese Aran- 
cel se exigía de oficio á los Jueces de Distrito la responsabili- 
dad que hubieran contraído por sus procedimientos, nunca 
rehusó pedir el C. Promotor Fiscal, en vista de las actúa- 
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dones respectivas, si había ó no méritos para la responsabi- 
lidad. 

Se dirá que en el antiguo Arancel no se prevenía expresa- 
mente que la responsabilidad de los Jueces de Distrito, con- 
traída en juicios de comiso se castigard de oficio como se pre- 
viene en la Ordenanza vigente, pero fuera de que la falta de 
esa prevención no podía quitar á los procedimientos del Tri- 
bunal, en los casos de simple revisión, el carácter de oficio que 
está muy bien marcado por los términos del articulo citado 
del Arancel de 1880, las palabras que se emplean en la parte 
final del § YI del art. 401 de la Ordenanza vigente, á saber: 
"to ciuü castigard de oficio'^ no tienen más objeto, en mi concep- 
to, que distinguir la responsabilidad del Tribunal de Circui- 
to de la del Juez de Distrito en esas clases de juicios, porque 
al Magistrado no se le puede exigir de oficio desde el momento 
que, como se ve en el inciso I del art. 402 no se le impone la 
obligación de remitir sus actuaciones con tal objeto á la Su- 
prema Corte de Justicia, como si se la imponía la firac. XI del 
art 92 del antiguo Arancel. 

Como de los términos que emplea el C. Promotor Fiscal 
en su escrito de queja, pudiera deducirse que he pretendido 
obligarlo á iniciar forzosamente juicio de responsabilidad con- 
tra el Juez 2? de Distrito, ó lo que es lo mismo, que quiero 
que indefectiblemente lo acuse por violación de los procedi- 
mientos en las actuaciones de que se trata, es conveniente que 
conozca vd., C. Presidente, los autos que he dictado con el 
exclusivo objeto de que en la revisión de las mencionadas ac- 
tuaciones, tenga el funcionario referido la intervención que, 
como se ha visto, le está prevenida por las leyes. 

Al dárseme cuenta con el juicio tantas veces mencionado, 
acordé lo siguiente: "Para los efectos de la fracción IV del 
art. 401 de la Ordenanza General de Aduanas marítimas y 
fronterizas, pasen los autos al estudio del C. Promotor Fis- 
cal,'' mas como rehusara pedir, manifestando que como par- 
te que era en el juicio no tenía ninguna obligación, por preve- 
nir la fracción citada que la responsabilidad en que el Juez 
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de Distrito incurra, en los juicios de comiso, la castigará de 
oficio el Magistrado de Circuito respectivo, dicté el auto 
que dice: "Asumiendo el C. Promotor de este Tribunal la 
doble investidura de representante del fisco y guardián de 
la ley, como el mismo ñmcionario lo ha sostenido en diversos 
pedimentos, el traslado que se le mandó correr por auto de 
10 de Enero último, no ha sido, en su calidad de parte en el 
presente juicio, sino para que en ejercicio del Ministerio Publico 
que representa se sirva pedir sobre si d Juez 2? de Distrito ha in- 
currido ó no en responsabilidad; por lo que vuelvan estos autos 
á su estudio para el efecto expresado.'' 

Por el texto de los autos trascritos se convencerá vd., C. 
Presidente, que no he querido como asienta el Promotor 
Fiscal, que lo que debe hacerse de oficio se haga á petición 
de parte; verá vd., pero muy claramente, que no pretendo 
gue la Promotoria falte d la ley precisamente porque representa 
d la l€¡/j como cree dicho funcionario, pues lo único que le he 
prevenido es que tome el participio á que está obligado por 
la ley, en esta clase de juicios, es decir, que en vista de las ac- 
tuaciones sujetas á la revisión del Tribunal que represento, 
diga si ha ó no incurrido en responsabilidad que deba exigirse de 
oficio^ el Juez 2? de Distrito de esta Capital. 

El C. Promotor Fiscal hace valer que yo he revisado casos 
idénticos al de Maximino Fernández sin intervención del Mi- 
nisterio Público. Con la lealtad que guia todos mis actos no 
tengo inconveniente. Señor Presidente, en confesar que es 
cierto que di por revisados unos juicios de comiso sin pedimen- 
to fiscal, en cuyos juicios notoriamente no había méritos para 
la responsabilidad; pero estaba en un error al cual contibuyó 
mucho la opinión que en lo privado me dio sobre el particu- 
lar el referido Promotor, mas creo que el que haya incurrido 
en un error, no me autoriza para perseverar en él, si llego á 
convencerme de la verdad que lo disipa como ha sucedido en 
el caso. 

Con lo expuesto termino este informe, C. Presidente, no 
sin sentirme agoviado por una gran pena, como es la que me 
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causa el tener que combatir en términos de legitima defensa, 
al ilustrado y muy respetable Lie. Isidro Montiel y Duarte, 
honra de nuestro foro, con quien me ligan los estrechos víncu- 
los que existen siempre entre el discípulo y el maestro cuan- 
do aquel es agradecido. Grandes han sido mis vacilaciones al 
hacer en este informe calificativos de la conducta oficial del 
Sr. Montiel y Duarte con arreglo á las leyes; pero me he vis- 
to obligado á hacerlos por la necesidad en que él mismo me 
ha puesto, de vindicarme del cargo que contra mí ha lanzado, 
de aplicación inexacta de la ley en la mayor parte de mis ac- 
tos como Magistrado de Circuito. He procurado con todo em- 
peño no lastimar en lo más mínimo la susceptibilidad del C. 
Promotor Fiscal, ¡para quien sólo tengo motivos de aprecio, 
consideración y respeto; pero si alguna de las frases de este 
informe lo lastimare, quiero que se tenga por no puesta, pues 
no he tenido más mira que poner de manifiesto la legalidad 
de mis procedimientos, según como mi escasa inteligencia y 
limitada instrucción, me permiten entender la ley. 

Para concluir, debo pedir mil perdones al primer Jefe de 
la justicia federal á quien tengo el honor de dirigirme, por 
haber distraído su atención de las altas é importantes ocupa- 
ciones que lo rodean, con este extenso informe, pero lo he juz- 
gado necesario para desvanecer el calificativo que pc(r persona 
tan ilustrada, como es el Sr. Lie. Montiel, da á mi deter- 
minación sobre que pida en el negocio de Maximino Fer- 
nández lo que ftiere arreglado á derecho, creyendo él que ese 
acuerdo no tiene más fundamento que tma pretensión de mi 
parte, insostenible á los ojos del tecnicismo jurídico, es decir, 
de la ciencia y de la ley; por fortuna, Sr. Presidente, se ha 
apelado al superior acuerdo de vd., que espero tranquilo, pues, 
como todos sus actos, tendrá por base la más completa justi- 
ficación y rectitud. 

México, Abril 19 de 1888. — Andrés Horcasitas. 






VI 



SEGUNDO escrito de querella, presentado por el Sr. Lie. D. Isidro 
Montlel j Daarte, al Señor Presidente de la Suprema Corte de Jos- 
tieia de la Nación. 



C. Presidente de la Supbema Cobte: 

El Promotor Fiscal del Tribunal de Circuito de México 
dice: que con esta fecha ha presentado en dicho Tribunal un 
pedimento, que á la letra dice: 

"C. Magistrado: — El Promotor Fiscal dice: que inspirán- 
dose en los buenos principios de jurisprudencia universal di- 
ce Inynciendum est ne quid JRonue factum sii^ sed qmdfien debuit; 
7 con M. Laurent repite que respeta las opiniones ajenas, las 
ejecutorias; pero más que todo obedece á la ley; y como la 
misión del Ministerio público es solicitar el más puntual cum- 
plimiento de ésta, en toda forma de derecho protesta con to- 
da la energía de que es capaz, que jamás contribuirá con sus 
propios actos á una infracción de ley, ejecutando lo que se- 
gún su propia conciencia jurídica, no sea lo más puntualmen- 
te arreglado á derecho, y lo hará así por ser lo ordenado en 
el decreto de 9 de Octubre de 1812, art 69" 
• Dicho esto, y preparado á todo evento el Promotor que sus- 
cribe pasa á exponer los fundamentos legales que le asisten 
para no poder pedir sobre lo que se ordena en auto de 9 de 
Febrero del presente año, que en lo conducente dice: "En- 
tréguensele de nuevo estas actuaciones (al Promotor Fiscal) 
para que pida si ha ó no lugar á formación de causa contra 
los Jueces de que se hace mérito." 

La Promotoría, con toda la circunspección y respetuosa 
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cortesía que legalmente es debida á las autoridades, comien- 
za por decir que según las leyes vigentes, el Supremo Gobier- 
no y el Procurador General de la Nación, son los que están 
autorizados para dar instrucciones al Ministerio Público, á 
fin de que extienda su pedimento según ellas; pero la auto- 
ridad judicial, á la cual toca el deber legal de oir la voz fis- 
cal, no tiene por la ley la facultad de precisar el objeto del 
pedimento que haya de extender la Promotoría, porque en- 
tonces parecería que solicitaba el consejo de un asesor, cosa 
que no puede ni debe hacer un Juez letrado. 

Pero pues que el Tribunal precisó el objeto del pedimento 
que pretende extienda el Promotor que suscribe, por este mo- 
tivo, antes de asentar su conclusión fiscal, necesita entrar en 
ciertas consideraciones estrictamente legales para razonar y 
fundar sus procedimientos, 

A este efecto, se propone examinar: 19 Cuál es el carácter 
jurídico que tiene la previa declaración de haber lugar á for- 
mación de causa. 2? A quién exclusivamente incumbe la fa- 
cultad de hacer tal declaración; y 39 Respecto de qué funcio- 
narios deba hacerse y en cuáles de sus causas. 

§ 19 Cumpliendo con la tarea de examinar cuál sea el car 
rácter jurídico que tiene la previa declaración de haber lugar 
á formación de causa, he ocurrido á la Constitución de 1812, 
que en su art. 131, § 25 expresa: ser facultad de las Cortes 
hacer efectiva la responsabilidad de los Secretarios del Des- 
pacho y demás empleados públicos. 

En el año siguiente se dio la ley para hacer efectiva la res- 
ponsabilidad de los empleados públicos, y comenzando ella 
por tratar de la de los Magistrados del Tribunal Supremo^ 
declaró: que si apare(derm méritos siijuñmtes-psxsí creer q}ieha^ 
cometido delitos en el desempeño de su oficio, las Cortes de- 
clararán que ha lugar á formación de causa. Art 21, cap. 19 

Pero es de notar, que tal declaración una vez hecha, qué- 
dale abierto el juicio criminal ante el Tribunal de nueve Jue- 
ces que nombraban las mismas Cortes; de manera que, sin 
embargo de que la acusación contra los Magistrados del Su- 
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premo Tribunal, sólo podía hacerse ante las Cortes; y sin 
embargo de que éstas tenían la facultad de hacer efectiva la 
responsabilidad de los empleados públicos en general, una 
vez hecha la declaración de haber lugar á formación de cau- 
sa, no eran las Cortés las que juzgaban, sino el Tribunal que 
ellas nombraban; así, pues, la entidad política que hacía la 
declaración, era,* como debe ser, diversa del Tribunal que for- 
maba la causa. 

De manera que en el sistema constitucional de 1812, la de- 
claración de haber lugar á formación de causa que hacían las 
Cortes para que fuesen juzgados los Magistrados del Tribunal 
Supremo, venía á ser propiamente una, formal consignación que 
se hacía del presunto reo y de su causa, al Tribunal que de- 
bía juzgarlo. 

Los Magistra4os de las Audiencias y los de los Tribunales 
especiales, no eran acusados ante las Cortes, sino ante el 
Eey ó ante el Tribunal Supremo, y éste era el Juez priva- 
tivo de sus causas, en cuya instrucción entendía el Magistra- 
do más antiguo, sin previa declaración de haber lugar d forman 
ción de causa. Ley citada, cap. 19, arts. 24 y 25. 

Y los Jueces letrados de primera instancia deben ser acu- 
sados y juzgados ante las Audiencias respectivas; debiendo 
ajustarse el procedimiento á lo prevenido para la sustancia- 
ción de las causas de los Magistrados de las Audiencias. Ley 
citada, cap. 1?, art. 26. 

T es de notar que la suspensión que respecto de los Ma- 
gistrados del Tribunal Supremo se producía ipso jure^ por 
virtud de la declaración de haber lugar á formación de causa, 
en estas otras causas lo produee auto expreso de la Sala que 
conozca de la causa. Ley citada, art. 26, cap. 1? 

De este modo, no hay necesidad de consignación en este 
linaje de causas. 

La legislación Constitucional de 1812 da á entender muy 
claramente Tjue una vez hecha entonces la consignación, no 
se podía sobreseer en la causa, y que para hacer cesar la sus- 
pensión producida ipso jure por la declaración en que aque- 



102 

Ha consistía, no cesaba sino por efecto de sentencia definiti- 
va absolutoria. 

Y aunque lo dicho basta para comprender que cuando se 
trata de averiguar si es 6 no responsable un Juez de Distrito, 
no está canonizado por la ley, por la ciencia, ni por el senti- 
do común, el procedimiento de declarar previamente que ha 
6 no lugar á fomación de causa, agregará, sin embargo, la 
Promotoría, que atendida la legislación posterior, la declarar 
ción previa de haber ó no lugar á formación de causa, cam- 
bió sustancialmente de carácter jurídico; y lo que era propia- 
mente una /ormaZ consignación^ se tornó en un simple permiso^ 
que el Poder Legislativo otorga al Juez aliunde competente, 
para que pueda poner la mano sobre el alto funcionario que 
ha tenido la desgracia de hacerse reo de un delito, de que no 
deba conocer sino un Juez inferior en categoría, respecto de 
la Suprema del Gran Jurado Nacional. 

Que la declaración previa de haber ó no lugar á formación 
de causa, no importa más que la concesión ó denegación de 
VLiípermiso para que el juez competente pueda proceder contra 
el acusado, lo prueban los arts. 40 de la Constitución de 1824, 
48 de la ley 1» del Centralismo, 77 de las B. O., y 103 de la 
Constitución de 57, y su reforma de 6 de Noviembre de 1874. 

Y á mayor abundamiento, agregamos que este concepto 
cuenta en su abono con la muy respetable autoridad de una 
de las grandes lumbreras de nuestro foro, que es el eminente 
jurisconsulto Peña y Peña, quien en la causa de los Minis- 
tros del Presidente Bustamante, sostuvo que tal declaración 
no es más que una condición sine qwx non^ es decir, un per- 
miso que se da al Juez competente para que pueda proceder. 

El muy respetable jurisconsulto B. Hilario Elguero demos- 
tró lo mismo en la causa que Barron y Forbes promovieron 
contra D. Santos Degollado. 

Y por último, esto es lo que enseña el muy inteligente 
práctico Pallares, cuando asienta que "si el delito (cometido 
por un alto funcionario de la Federación) es común, y la Cá- 
mara declarare que ha lugar á formación de causa, el presimr 
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to reo será consignado juntamente con el expediente instructivo 
al Juez competente^^' y agrega en la nota: "teniendo en consi- 
deración que en el expediente instructivo que se cierra con 
el dictamen sobre, si ha ó no lugar á formación de causa, no 
se oyen defensas ni se admiten pruebas al reo. 

Tantas y tan respetables autoridades est4n probando, pero 
con toda evidencia, que tal declaración previa, no es más que 
un simple permiso que se otorga ó se niega al Juez compe- 
tente para que pueda proceder contra el acusado. 

§ 29 — ¿Mas quién sea la autoridad que deba hacer tal de- 
claración? lo dicen sin discordar la ley de 24 de Marzo de 
1813; la Constitución de 1824, la de 1836, la de 1843, la 
de 1857 y su reforma de 6 de líoviembre de 1874, que armo- 
nizan todas con la ley de 30 de Noviembre de 1870, pues 
unánimemente dicen: que tal declaración es propia y exclu- 
siva del Poder Legislativo. Y esto recuerda al Promotor que 
suscribe, que en una de las discusiones de la Comisión en- 
cargada de la reforma del Código de Procedimientos del Dis- 
trito, el Magistrado que la presidia expuso que el eminente 
jurisconsulto D. Sebastián Lerdo había censurado como una 
usurpación de facultades, el querer hacer tal declaración pre- 
via, otro poder que no fuera el Legislativo, al cual estaba co- 
metido por el derecho constitucional. 

Y con tan eminente autoridad puede preguntarse: ¿en dón- 
de está la ley que dé esta facultad á la autoridad judicial? 

Siendo esto así, es decir, no habiendo ley que tal facultad 
encomiende á la autoridad judicial, es claro y evidente que 
si ésta la hace, ejecuta de esa manera un acto indebido que le- 
jos de contar con el sufragio legitimo de la justicia legal, in- 
curre en la reprobación de la ciencia, como lo proclaman las 
eminentes autoridades que van citadas. 

Y por otra parte, el sentido común grita muy recio, que si 
el Juez competente para conocer de un delito, en determina- 
do caso necesita de previo permiso para poder proceder le- 
galmente á incoar la respectiva causa, evidentemente es un 
tercero el que debe otorgar ó negar tal permiso; pues no hay 
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calificación, qae de expresarse sea, respecto de un Jaez com- 
petente que á si mismo se diera ó se negara tal permiso, cuya 
concesión ó denegación supone precisa y necesariamente, no 
sólo diversidad de persona, sino muy encumbrada superio- 
ridad de parte del que haya de hacer tal concesión ó dene- 
gación. 

§ 39 — ^Visto que la declaración previa de haber ó no lugar 
á formación de causa contra un acusado, no es más que un 
permiso que concede ó niega un superior, y que este superior 
es nada menos que el Poder Legislativo, sólo resta examinar 
en qué género de causas hay deber legal de hacer esta pre- 
via declaración. Y sin nuevo estudio, además del hasta aquí 
hecho, es de verdad inconcusa que tal declaración previa, en 
el Fuero federal mexicano, sólo es necesaria respecto de los 
altos funcionarios de la Federación, según las leyes que van 
citadas, cuando se trata de delitos comunes. 

§ 49 — ^Asi es que, de las premisas que van asentadas, con to- 
da la imparcialidad, con toda la buena fe, y con toda la res- 
petuosa cortesía que debe revestir el lenguaje que emplearse 
debe en los Tribunales, y mucho más por el funcionario en- 
cargado del ministerio de representar la ley, hablando á nom- 
bre del Estado, de tales premisas dice, se deriva que en el 
presente caso, en que por orden de la Suprema Corte debe 
precederse á averiguar quienes sean los responsables de la de- 
mora que sufrió el amparo promovido por Espiriú ante el Juez 
29 de Distrito y en todos sus semejantes debe agregarse: lejos 
de haber necesidad legal déla previa declaración, que quiere 
el Magistrado sea objeto preciso de un pedimento del Pro- 
motor que suscribe, seria una transgresión de las leyes de 
procedimientos; lo cual siempre funda responsabilidad, y apa- 
recería hasta como una burla, si se dijera al Tribunal: ^'Que 
puede concederse ó negarse á si mismo permiso para proce- 
der contra los responsables de la demora notada por el Supre- 
mo Tribunal de la Kación en el juicio de amparo á que se 
refiere su respectiva ejecutoria. 

Por estas consideraciones, y ateniéndose la Prometería á 
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lo preceptuado por la ley V, tít. 2, lib. 49 N. R., hace presen- 
tes los fundamentos legales que se oponen á la ejecución del 
expresado auto, y pide que supuestos ellos, proceda el Tribu- 
nal con arreglo á estricto derecho, en el concepto de que con 
esta misma fecha eleva su queja al Presidente de la Suprema 
Corte, para que en ^so de las facultades que expresamente le 
da la ley, se sirva dictar las medidas convenientes para que 
se administre rectamente justicia en este caso. 

El Promotor que suscribe, para evitar complicaciones, ha- 
ce presente al C. Presidente de la Suprema Corte, que cons- 
tando en la sumaria respectiva por informe del Juez Lie. Vi- 
cario, que los autos del juicio de amparo estuvieron mucho 
tiempo fuera del juzgado, pidió la Promotoria que en cum- 
plimiento de la ejecutoria de la Suprema Corte se ampliara 
la averiguación para poner en claro quién había entregado 
los repetidos autos, á efecto de hacer efectiva la responsabili- 
dad que por esto le resujtaba; mas el Tribunal con un injus- 
tificado "no ha lugar," se desentendió de este vacio, y ordenó 
que la Promotoria pidiera si había ó no lugar á formación de 
causa. Entonces el funcionario que habla suplicó de esta de- 
terminación, y desgraciadamente el Tribunal persistió en su 
error, pretendiendo que la promotoria ejecutara un acto que 
no está apoyado en lá ley, y negó la entrada al recurso, para 
lo cual el funcionario que suscribe interpuso el recurso de 
denegada súplica que elevó á esta superioridad en tiempo y 
forma, ignorando la Sala en que esté radicado. 

México, Abril 19 de 1888. — /. Montiél y Duarte. 
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INFORME con justíflca^ión, motíyado por la anterior 
querella. 
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Está muy lejos de mí, C. Prefiidente, la pretensión de acer- 
tar en lo's negocios sometidos á mi resolución, pero si puedo 
asegurar que siempre procuro penetrarme de la ley, para apli- 
carla con la exactitud que mi limitada inteligencia me per- 
mite entenderla y nunca he tenido la seguridad de no haber 
incurrido en error en mis resoluciones, sino hasta que los he 
visto confirmados por la Superioridad, ó cuando revisándo- 
los ésta, para el sólo efecto de la responsabilidad, ha declara- 
do que no he contraído ninguna por mis procedimientqs. 

Teniendo presente que la Suprema Corte de Justicia en 
casos semejantes al que ha motivado la queja del C. Promo- 
tor Fiscal, ha seguido uniformemente la opinión contraria á 
la que sostiene el referido Promotor y que este mismo fun- 
cionario no ha tenido inconveniente en pedir en el sentido 
que hoy rehusa hacerlo, en todas las causas de la misma na- 
turaleza de la en que él cree que se le quiere obligar á pedir 
contra ley expresa, bastará para rechazar semejante cargo, des- 
pués de hacer algunas observaciones respecto de las aprecia- 
ciones de derecho en que funda su queja, enumerar pormenori- 
zadamente los casos que se han presentado en este Tribunal, 
en que uniformemente se ha seguido, de acuerdo con el C. 
Promotor Fiscal Lie. Isidro Montiel y Duarte y de la Suprema 
Corte de Justicia, la práctica contraria á la que hoy pretende 
introducir dicho funcionario y hacer ver que lo que antes era 
de mera práctica, hoy está expresamente prevenido por la ley 
de amparo de Diciembre de 1882. 

En el escrito de queja, se limita el C. Promotor Fiscal á 
reproducir el pedimento que presentó al Tribunal de mi car- 
go, en las diligencias que están practicándose por orden del 
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia, para ave- 
riguar quiénes son los responsables de la demora que suMó 
el amparo promovido por Espiríú ante el Juez 2? de Distrito; 
en cuyo pedimento, después de exponer las razones que en 
su concepto existen, para que en los juicios seguidos contra 
Jueces de Distrito por responsabilidades oficiales, no se haga 
la declaración previa de haber ó no lugar á formación de 
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causa, concluye rehusando dar cumplimiento á la prevención 
que se le hizo en dichas diligencias, sobre que pidiera si ha- 
bía ó no lugar á proceder contra los Jueces que intervinieron 
en el amparo de que se trata, fundándose para no dar cum- 
plimiento á lo mandado, en la ley V, título 29, libro 49 de la 
K. R, la que tratando de expeditar la pronta administración 
de justicia previene á los Jueces que no suspendan el curso de 
las causas, aunque se les pida informe, y los autoriza á obe- 
decer y no cumplir los autos ó provisiones que se expidan en 
los juicios, sin más objeto que entorpecer su secuela; y aun- 
que esa ley sólo se refiera á los encargados de administrar 
justicia, el C. Promotor Fiscal cree que lo autoriza para no 
dar cumplimiento á lo mandado por el Tribunal, siemppe 
flue en su concepto no proceda éste arreglado á derecho; por 
lo que, sosteniendo que no debía de ejecutarse el auto en que 
se le ordenó pidiera en las diligencias previas de que se ha 
hecho mérito, se redujo á solicitar que el Tribunal procediera 
con estricto arreglo d derecho, "en el concepto de que ya eleva- 
ba su queja al C. Presidente de la Suprema Corte, para que 
en uso de las facultades que expresamente le da la ley, se sir- 
viera decretar las medidas convenientes, para que se adminis- 
trara rectamente justicia en este caso;" cuya observación dio 
lugar á que se paralizara la instrucción de las diligencias pre- 
venidas, en tanto vd., C. Presidente, resolviera sobre la que- 
ja interpuesta. 

Comienza el C. Promotor Fiscal, en el pedimento referi- 
do, por protestar "en toda forma de derecho, con toda la 
energía de que es capaz, que jamás contribuirá con sus pro- 
pios actos á una infracción de ley, ejecutando lo que según 
su propia conciencia jurídica no sea lo más arreglado á de- 
recho," porque "inspirándose en los buenos principios de ju- 
risprudencia universal, dice: Inspiciendum est ne quid Bonue 
factum sit; sed quid fien debuit; y con M. Laurent repite que 
respeta las opiniones ajenas, acata las ejecutorias; pero más 
que todo obedece la ley;" sobre lo que nada tendría yo que 
objetar, si no fuera porque esas apreciaciones envuelven car- 
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g08 contra mi, de haber aplicado inexactamente la ley en el 
negocio en que dicho representante fiscal ha extendido el 
pedimento de que se trata; cuyo cargo lo rechazo enérgi- 
camente por carecer, á mi juicio, en lo absoluto, de fun- 
damento, como procuraré demostrarlo en el curso de este 
informe. 

Continúa el C. Promotor Fiscal exponiendo en su pedi- 
mento, los fundamentos legales que según su opinión le asis- 
ten para no pedir sobre si hay ó no lugar á formación de 
causa contra los jueces que conocieron del amparo referido, 
como se le indicó en auto de Febrero del presente año, y an- 
tes de enumerar los fundamentos en que se apoya, hace no- 
tar que con arreglo á las leyes, sólo están autorizados para 
dar instrucciones al Ministerio público, el Supremo Gobierno, 
y el Procurador General de la Nación, y que la autoridad 
judicial no tiene por la ley la facultad de precisar el objeto 
del pedimento fiscal, porque entonces parecería que solicita- 
ba el consejo de un asesor; cuya apreciación está fuera de 
lugar, porque una cosa es dar instrucciones para que se pi- 
da en tal ó cual sentido, que es lo que hace el Supremo Go- 
bierno y el Procurador General de la Nación con los repre- 
sentantes fiscales, y otra es indicar el objeto del traslado, co- 
mo por ejemplo, cuando se dice: ^^entregúense los autos para 

la expresión de agravios " para contestar estos para 

alegar de buena prueba, etc., etc., sin que nunca esa indica- 
ción se haya tomado por instrucción para pedir en determi- 
nado sentido, debiendo decirse lo mismo del auto referido 
de 9 de Febrero, por el que se mandó se entregaran de nue- 
vo las actuaciones al C. Promotor Fiscal, para que pidiera 
si había ó no lugar á formación de causa contra los jueces de 
que se hace mérito, pues el haberse indicado el objeto del 
traslado, de ninguna manera puede tomarse como solicitud 
de consulta de asesor, porque si asi se consideraran los pedi- 
mentos fiscales, evacuando traslados mandados correr con 
determinado objeto como generalmente se practica, resultar 
ría el absurdo de apreciar como semejantes ó idénticos, los 
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dictámenes de los asesores y los pedimentos de las partes, 
siendo que ni por su forma ni por su naturaleza pueden con* 
fundirse^ no digo por un jurisconsulto, pero ni por un estu- 
diante de jurisprudencia. 

Los fundamentos de la opinión del C. Promotor Fiscal, 
sobre que en las causas de responsabilidad de Jueces de Dis- 
trito, no debe hacerse la declaración previa de haber ó no lu- 
gar á formación de causa, los expone resolviendo tres cuestio- 
nes á saber: 1^ ¿Cuál es el carácterjuridico que tiene la previa 
declaración de haber lugar á formación de causa? 2ft ¿A quién 
exclusivamente incumbe la facultad de hacer tal declaración? 
7 8^ ¿Respecto de qué funcionarios deba hacerse y en cuáles 
de sus causas? 

El C. Promotor Fiscal, con todo acierto, hace ver, ocupán- 
dose de la primera cuestión, que conforme con lo dispuesto 
en el art. 181, § 25 de la Constitución de 1812, que declaró ser 
facultad de la Corte, hacer efectiva la responsabilidad de los Se- 
cretarios del Despacho y demás empleados públicos^ y con arreglo 
al art 23 de la ley de 24 de Marzo de 1818, que se expidió para 
hacer efectiva la responsabilidad de los empleados públicos, la 
declaración de haber lugar á formación de causa que hacían las 
Cortes para que fuesen juzgados los Magistrados del Tribunal 
Supremo, venia á ser una formal consignación que se hacia del 
presunto reo y de su causa al Tribunal de nueve Jueces que 
las mismas Cortes nombraban. También estoy enteramente 
de acuerdo con dicho funcionario, en que desde la Constitu- 
ción de 1824hasta la vigente de 1857, con su reforma de 6 de 
Noviembre de 1874, siempre se ha considerado en nuestro de- 
recho constitucional la declaración que se hace, respecto de 
funcionarios que gozan de fuero constitucional, de haber ó no 
lugar á formación de causa, como la concesión ó denegación 
de un permiso para que el Juez competente pueda proceder, con- 
tra el acusado, por lo que no puede ponerse en duda, como 
asienta el mismo C. Promotor Fiscal, que esa declaración pre- 
via no es más que un simple permiso que se otorga ó se nie. 
ga al Juez competente para que pueda proceder contra el 
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acusado. Pero bí bien es cierto que ese es el carácter jurídico 
de la previa declaración, tratándose de funcionarios con fue- 
ro constitucional, es muy diverso el que tiene respecto de los 
Jueces y Ma^trados que no gozan de ese fuero, pues enton- 
ces el carácter jurídico de esa declaración es, en nd concepto, 
una garantía para los encargados de administrar justicia, que 
tiene por objeto evitar que con acusaciones frivolas, suscitadas 
las más veces por la malicia de los litigantes, ó sin un pleno 
conocimiento del caso, se moleste á los Jueces, privándolos 
de su noble ejercicio, y peijudicando así el interés público; 
por lo que dicha declaración significa más bien consideración 
debida al decoro de los Jueces que por la presunción de pro- 
bidad, rectitud y honradez que tienen á su favor, no debe pro- 
cederse contra ellos, sino después de un maduro examen so- 
bre los datos que existan acerca de su culpabilidad que ameri- 
te la formación de causa. 

Es cierto que esa declaración previa, mediante la instrucción 
de diligencias preliminares, tratándose de Magistrados de Cir- 
cuito, no está prevenida por la ley de 24 de Marzo de 1818, la que 
en su art 28 se limita á autorizarla solamente para los Magis- 
trados del Tribunal Supremo de Justicia, sin que en ninguno 
de los artículos siguientes, en que se ocupó de designar los Jue- 
ces que deben juzgar á los Magistrados de las audiencias y de 
los Tribunales especiales superiores, asi como también á los 
Jueces de primera instancia, detallando algunos de los procedi- 
mientos; se encuentre declaración especial sobre la necesidad 
de la declaración de haber ó no lugar á formac^n de causa; 
pero en la práctica uniformemente se ha dado siempre apli- 
cación á ese art 28, pudiendo asegurarse que en ningún caso 
se ha procedido contra Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, sin declarar previamente si ha ó no lugar á forma- 
ción de causa, considerándose en este último caso, esa decla- 
ración, como im verdadero sobreseimiento en las diligencias 
previas que al efecto se hayan instruido. 

Esa práctica reconoce por origen la misma ley de 24 de 
Marzo de 181^, porque habiendo autorizado á las Cortes el 
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art. 23 del capitulo I para declarar que ha lugar d Uformacián de 
causa, tratándose de los Magistrados del Tribunal Supremo, y 
estando facultadas las propias Cortes, por el art. 16 del capi- 
tulo n de la referida ley, para hacer igual declaración respec- 
to de los demás empleados públicos, por medio de una comi- 
sión nombrada al efecto, no debieron nunca considerarse en 
peor condición á los Magistrados de los Tribunales Superio- 
res y Jueces de primera instancia, por lo que tuvo que seguir- 
se igual práctica, haciendo la misma declaración previa res- 
pecto de estos, por el Tribunal que debiera juzgarlos, no con el 
carácter de consignación como la tenia la que hacían las Cor- 
tes, ni con el de un permiso para proceder en su contra como 
se le ha considerado en nuestro derecho público, tratándose de 
funcionarios que gozan fuero constitucional, sino que la resolu- 
ción de haber ó no lugar á proceder, siempre se ha equiparado 
en eljprimer caso al auto de formal prisión, según el art. 8 de la 
ley orgánica electoral de 12 de Febrero de 1857; filosofía que 
ha adoptado la Constitución del Estado de México en la frac- 
ción lí de su art. 18, y la enseña D. Blas José Gutiérrez Flo- 
res Alatorre en su obra "Apuntes sobre los fueros," tom. 2$ 
pág. 711; y en el segundo caso reviste el carácter de un ver- 
dadero sobreseimiento en las diligencias preliminares que al 
efecto se hayan instruido, como lo ha considerado la Supre- 
ma Corte de Justicia, y lo reconoce el mismo C. Promotor 
Fiscal, cuando no encontrando méritos para proceder, ha pe- 
dido que se sobresea en dichas diligencias. 

La prueba de que esa ha sido la práctica observada uniforr 
memente, sólo puedo darla con lo que se ha publicado en "El 
Semanario Judicial" de la Federación, y á este respecto tene- 
mos que el 25 de Junio de 1878, la 3^ Sala de la Suprema 
Corte de Justicia, en las diligencias practicadas con motivo 
de la ^useción que por fidtas de oficio formalizó contra el 
Lie. Leónides Torres, que funcionaba como Magistrado del 
Tribunal de Circuito de Guadalajara, el Lie. Juan Robles 
Martínez, como Promotor Fiscal del mismo Tribunal, resol- 
vió no haber méritos para declarar con lugar d formación de caur 
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sa al referido Magistrado (^^ Semanario Judicial/' primera 
época, tomo IV, páginas 430 y 431). La misma 3^ Sala de 
esa Superioridad revocó el 6 de Marzo de 1874 el auto dic- 
tado por el Magistrado de Circuito de Mazatlán, en el que, 
declarando no haber lugar á formar causa al Lie. Pedro 
Bermúdez, le levantó la suspensión del empleo de Juez de 
Distrito del Estado de Sináloa, decretada por aquel alto 
cuerpo, al consignarlo para que se le juzgase por faltas ofi- 
ciales, 7 al revocar lo resuelto por el referido Tribunal de 
Circuito de Mazatlán, se le previno prosiguiera las actuacio- 
nes con arreglo á derecho, hasta ponerlas en estado de sen- 
tenciar, como se practica en la revocación de un sobresei- 
miento ("Semanario Judicial, primera época, tomo VI, par 
ginas416á421). 

No tengo noticia de que algún Tribunal, se haya separado 
jamás de esa práctica, en la instrucción de procesos á Jueces 
federales por sus fallos oficiales; y por el contrario, la he vis- 
to siempre aprobada por la Suprema Corte de Justicia, en las 
causas seguidas por este Tribunal, en las que uniformemente 
se ha hecho la declaración previa de haber ó no lugar á for- 
mación de causa, en cuyo sentido ha pedido en todos ellos el 
actual C. Promotor Fiscal, desde la instalación del Tribunal, 
cuando se separaron sus funciones de las que ejercia la 1^ 
Sala del Tribunal Superior del Distrito, como lo prueba la si- 
guiente reseña de ejecutorías, que en el documento anexo mar- 
cado con el núm. 30, certifica la Secretaria estar conformes con 
las constancias que obran en el archivo; siendo dichas ejecu- 
torias dictadas en distintas épocas por las Salas 2? y 8^ de la 
Suprema Corte de Justicia. 

"En el juicio de responsabilidad, seguido contra el Lie. Ger- 
mán Navarro por sus procedimientos como Juez de Distrito 
del Estado de México, en la causa instruida á AgustfaHudo- 
bro por peculado, el Tribunal declaró en 4 de Octubre de 
1879, de acuerdo con el pedimento fiscal, que no existían 
méritos para exigir responsabilidad al Juez referido, sobre- 
seyéndose, en consecuencia, en las diligencias practicadas, y 
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la Suprema Corte de Justicia confirmó el sobreseimiento alli 
decretado. 

Habiéndose hecho la consignación del Lie. Clemente Ahot- 
zin, en el año de 1879, por la Suprema Corte de Justicia, para 
que se averiguase la responsabilidad en que hubiera incurri- 
do, por BUS procedimientos en el juicio de amparo promovido 
por el Lie. Mariano Muñoz de Cote, el C. Promotor Fiscal pi- 
dió se declarara que no habia incurrido en responsabilidad, y 
habiendo resuelto el Tribunal de conformidad, la Suprema 
Corte confirmo esa resolución. 

En el juicio de responsabilidad, iniciado el año de 1879, 
contra el Lie. Eduardo Gallardo, primer suplente del Juzga- 
do de Distrito de Puebla, por mandato de la Suprema Corte 
de Justicia, al revisar el amparo que el Lie. Manuel Marche- 
na, promovió á nombre de varios vecinos de Puebla, contra el 
impuesto para el ferrocarril de Matamoros, el C. Promotor 
Fiscal pidió que se declarara que el Juez consignado no ha- 
bia incurrido en responsabilidad^ y habiéndose acordado de 
conformidad, la Suprema Corte de Justicia confirmó esa de- 
claración, levantando la suspensión del procesado en el ejer- 
cicio de sus funciones. 

En la averiguación practicada contra el Lie. José María Ro- 
mero, Juez de Distrito del Estado de México, por sus proce- 
dimientos en la causa seguida contra Donaciano Quezadas, el 
C. Promotor Fiscal pidió se sobreseyera por no haber méri- 
tos para continuar las diligencias, y habiendo declarado el 
Tribunal, en Junio de 1883, que no había lugar á formar cau- 
sa al referido Juez, sobreseyó por lo mismo en las actuacio- 
nes. La Suprema Corte de Justicia confirmó también este 
sobreseimiento. 

Habiendo sido acusado el Lie. Carlos García Rojas, Juez 
de Distrito del Estado de Morelos, en el año de 1880, por vio- 
laciones d^ las leyes de procedimientos judiciales, usurpación 
de funciones y vejaciones injustas á la persona del acusador, 
el C. Promotor Fiscal pidió se sobreseyera en las diligencias, 
y habiendo declarado el Tribunal de conformidad por no ha- 
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ber méritos para proceder^ la Suprema Corte de Justicia con- 
firmó el sobreseimiento. 

En el juicio de responsabilidad, seguido contra el mismo 
Juez, por haberse separado del Juzgado con licencia del Go- 
bernador del Estado de Morelos, j no de la Suprema Corte, 
el C. Promotor Fiscal pidió se sobreseyera en las diligencias, 
declarando que en nada peijudicaban la buena opinión j fa- 
ma del referido Juez, y habiéndose acordado de conformidad 
en Noviembre de 1880, por no haber lugar á formación de 
causa, la referida Suprema Corte confirmó esa declaración, 
previniendo al procesado que en lo de adelante ocurriera al 
superior competente, en solicitud de las licencias que necesi- 
tare. 

En las diligencias practicadas el año de 1887, en averigua- 
ción de la responsabilidad que pudiera haber contraído el Juez 
2? de Distrito, José María Castellanos, por sus procedimien- 
tos en la causa seguida contra el General Francisco A. Ve- 
lez, por abuso de autoridad, se decretó el sobreseimiento en 
las diligencias, de acuerdo con el pedimento[fiscal por no ha- 
ber méritos para proceder, cuyo sobreseimiento fué confirma- 
do por la Suprema Corte. 

En el juicio seguido contra el Juez de Distrito del Estado 
de Morelos, Lie. Carlos Garcia Bojas, consignado por el Mi- 
nisterio de Justicia, en el año de 1881, para que se averigua- 
se la responsabilidad que hubiera contraído, por sus procedi- 
mientos en varios juicios, el C. Promotor Fiscal pidió que no 
había lugar á proceder contra el Juez acusado, mientras go- 
zase del fuero constitucional local, que le daba el cargo de Ma- 
^strado del Tribunal de Justicia del referido Estado, y ha- 
biendo dejado de gozar de aquel fuero, se solititó por él mismo 
representante fiscal que se agotara la averiguación para pro- 
ceder en términos de estricta justicia, á lo que se acordó no 
haber lugar á formar causa al referido Licenciado, sóbrese- 
yéndose por lo mismo, en las diligencias, cuyo sobreseimien- 
to fué confirmado por la Suprema Corte. 

En las diligencias practicadas contra el Lie. José María 
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Lesama^ Juez de Distrito del Estado de Guerrero, por sus 
procedimientos contra el Sr. Galán, comandante del vapor de 
guerra "México," el O. Promotor Fiscal pidió en el ano de 1882, 
se declarara que no habia motivo legal para formar causa al 
referido Juez, por ninguno de los capítulos de la acusación, y 
que las diligencias practicadas en nada peijudicaban la buena 
reputación y fama del acusado, y habiéndose acordado de con- 
formidad por el Tribunal, fué confirmada esa resolución, en 
el mes de Febrero de este ano, por la Suprema Corte de Jus- 
ticia. 

En la causa seguida contra el Lie. Carlos García Rojas, Juez 
de Distrito del Estado de Morelos en el año de^l881, por sus 
procedimientos en el juicio de amparo promovido por la Sra, 
Isabel Pérez Palacios, sé declaró de conformidad con el pedi- 
mento fiscal, que habia lugar á formación de causa contra el 
Juez consignado, y en definitiva se le absolvió del cargo que 
se le hizo, confirmando la Suprema Corte de Justicia esa sen- 
tencia, sin hacer observación alguna al Tribunal por sus pro- 
cedimientos. 

En las diligencias practicadas el año de 1882, contra el Lie. 
Ricardo Ramírez, Juez 19 de Distrito, con motivo de sus pro- 
cedimientos en los autos seguidos por el Lie. Higinio Lelo de 
Larrea, el C. Promotor Fiscal solicitó se declarase que había 
lugar á formar causa al referido Juez y no habiéndose acep- 
tado su pedimento, por no haber méritos para proceder, su- 
plicó de esa sentencia el referido funcionario, desistiéndose del 
recurso el C. Fiscal de la Suprema Corte. 

En la causa seguida contra el Lie. Antonio G. Clisulde, 
Juez 19 de Distrito, en 1888, consignado por la Suprema Cor- 
te, para que se le formara causa por sus procedimientos segui- 
dos en el amparo promovido por Antonio Huerta, el C. Pro- 
motor Fiscal pidió que se declarara que no había lugar á for- 
mación de causa. El Tribunal declaró que sí había lugar á la 
formación de causa, cuya resolución revisó la Suprema Cor- 
te de Justicia en grado de súplica, interpuesta por el acusado, 
declarando en el referido año de 1883, que era de revocarse el 
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auto dictado por este Tríbniíal, en virtud de no haber loga^ 
á formación de canaa contra elJnez mendonado. 

En Ia8 diligencias practicadas en el año de 1885, contra loa 
Lies. Jesús Ortiz y Bamón Montano, Jaeces de 1? Instancia 
de Znmapán, por sos procedimientos en funciones delgadas 
del Juez de DÍBtñto, en ]a causa instruida á Eutimio Eobles 
y Homobono Gómez, el C. Promotor Fiscal pidió se sobrese- 
yera en las actuaciones, á lo que se acordó de conformidad, 
por no haber lugar á formación de cansa, y la'Suprema Corr 
to de Justicia, en Noviembre de 1887, confirmó la sentencia 
dictada por el Tribunal. 

Al revisarse el juicio de comiso seguido ante el Juzgado 2? 
de Distrito en el año de 1885, contra el Sr. Bouner por suplan- 
tación -en calidad de unos aderezos, se mandó de conformi- 
dad con» el pedimento fiscal, se instruyesen diligencias por 
separado, para averiguar la responsabilidad en que pudiera 
haber incurrido el referido Juez, y en esas diligencias el C. 
Promotor Fiscal, pidió que se declarara que no había lugar á 
formar causa al mencionado Juez, á lo que se acordó de con- 
formidad, sobreseyéndose por lo mismo en la averiguación, 
cuyo sobreseimiento fué confirmado por la Corte en Septiem- 
bre de 1887. 

En las diligencias practicadas contra el mismo Juez, con 
motivo de sus procedimientos en el juicio de comiso seguido 
contra los Sres. Aubert y Comp*, por diferencia en un tercio 
de géneros de lana y de algodón, el C. Promotor Fiscal pidió 
en el año de 1885, se declarase que no procedía exigir respon- 
sabilidad al referido Juez, y habiéndose proveído de con- 
formidad sobreseyéndose en las actuaciones, se confirmó este 
sobreseimiento en Diciembre de 1887 por la Suprema Corte. 

En las diligencias practicadas para averiguar la responsa* 
bilidad del propio Juez, por sus procedimientos en el juicio 
de comiso seguido contra el Sr. J. Brilanti, por diferencia en 
calidad de unos espejos, él C. Promotor Fiscal pidió en el 
año de 1885, se declarara que el mencionado Juez no había 
incurrido en responsabilidad, y habiéndose resuelto que no 
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había lagar á formación de causa, sobreseyéndose en la aye- 
rigoación, la Saprema Corte de Justicia confirmó ese sobre* 
seimiento en Diciembre de 1887. 

En la averiguación practicada contra el Lie. Manuel Cer- 
vantes, Juez de Distrito del Estado de Tlaxcala, acerca de la 
responsabilidad que pudiera haber contraído, por sus pro- 
cedimientos en una tercería de dominio interpuesta por José 
M* Campos, el C. Promotor Fiscal pidió en Noviembre de 
1886, que cuando más se hicieran al Juez las advertencias le- 
gales, y habiendo declarado el Tribunal, que por no haber 
lugar á formación de causa era de sobreseerse en las actuacio- 
nes, la Suprema Corte de Justicia confirmó esa resolución en 
Enero del presente año. 

En el juicio seguido en el año próximo pasado al Lie. 
Luis G. Garfias, con motivo de la acusación presentada con- 
tra él, ante la Suprema Corte de Justicia, por el Sr. Sotero 
Lascos, el C. Promotor Fiscal pidió se declarase con lugar á 
formarle causa, sin suspenderlo de su empleo, por no encon- 
trar méritos para ello, y habiéndose acordado de conformi- 
dad por el Tribunal, se siguió la causa por todos sus trámites 
hasta dictar sentencia absolutoria, sin que al confirmar ésta, 
la referida Suprema Corte hiciera observación alguna respec- 
to de los procedimientos del Tribunal. 

En la causa instruida por orden de la Suprema Corte de 
Justicia, al C. Lie. Juan Pérez de León, Juez 19 de Dis- 
trito, por sus procedimientos en el juicio de amparo promo- 
vido por Antonio Richerand, contra el auto de formal prisión 
dictado en su contra por un Juez del filero común, el C. Pro- 
motor Fiscal, atendiendo á que '^no hay arbitrio que legal sea 
para dejar de cumplir con la ejecutoria de la Suprema Corte, 
que terminantemente manda ^q forme caicsa al Juez 1? de Dis^ 
.trito para que sea juzgado conforme á las leyes," solicitó se 
diera exacto cumplimiento al art. 39 de la ley de amparo, y 
habiéndose formado causa al referido Juez, se sobreseyó en 
el sumario, cuyo sobreseimiento fué confirmado por la Su- 
prema Corte de Justicia el 2 de Febrero último. 
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Por la serie de casos referidos se pone de manifiesto, como 
ve Yd., C. Presidente, qae la práctica seguida por este Tri- 
bunal en los juicios de responsabilidad contra Jueces de Dis- 
trito, y que ha aprobado la Suprema Corte de Justicia, es la 
misma que ha observado el C. Lie. Isidro Montiel y Duarte 
en todos sus pedimentos como Promotor Fiscal; pues si bien 
es cierto que en el último caso de los referidos, que es la cau- 
sa seguida contra el Juez 1? de Distrito, Lie. Juan Pérez 
de León, sostuvo la improcedencia de esa declaración pre- 
via, fué porque según él, no procedía después de la consig- 
nación hecha por esa superioridad para que se le formara 
causa. 

Al resolver el C. Promotor Fiscal la segunda cuestión de 
las tres en que resumió sus fundamentos, pregunta ¿quién sea 
la autoridad que deba hacer tal declaración? y contesta, fim- 
dándose en la ley de 24 de Marzo de 1818, en la Constitu- 
ción de 1824, en la de 1836, en la de 1843, en la de 1857 y 
en la reforma de 6 de Noviembre de 1874, en armonía cenia 
ley de 8 de Noviembre de 1870, que el Poder Legislativo; pe- 
ro las disposiciones expresadas que preceptúan con precisión 
quién ha de hacer la declaración de que ha ó no lugar á for- 
mar causa á los funcionarios que gozan de fuero constitución 
nal, cuando se trata de exigirles responsabilidad por sus actos 
oficiales, ó de su desafuero para consignarlos á un Juez com- 
petente por delitos del orden común; no prueban nada en 
contra de la práctica seguida hasta aquí, de hacerse igual de- 
claración, tratándose de causas seguidas contra Jueces fede- 
rales por responsabilidades contraidas en sus actos oficiales, 
cuya declaración, si bien no importa un permiso para proce- 
der, sí es una garantía de que la causa que contra ellos se 
inicia, es el resultado de un maduro examen délos datos que 
arrojan sobre su responsabilidad, las diligencias preliminares 
que al efecto se practican. 

Pregunta el C. Promotor Fiscal, cuál jbs la ley que dé esa 
facultad á la autoridad judicial, y dice, que no existiendo esa 
ley, es claro que al hacer tal declaración dicha autoridad, eje- 
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cuta un acto indebido, á lo que debe contestarse, que basta la 
práctica no contrariada por ninguna ley, en que se ha funda- 
do siempre la declaración previa, de haber ó no lugar á for- 
mación de causa, en los casos de responsabilidades oficiales 
de Ma^strados de Circuito y Jueces de Distrito, para que 
ese acto no deba calificarse de indebido, y si el C. Promotor 
Fiscal, no podría jamás probar la ilegalidad de esa declara- 
ción, antes de que se expidiera la ley de amparo de 14 de Di- 
ciembre de 1882, mucho menos podrá hacerlo después de la 
promulgación de esa ley, que expresamente otorga la facul- 
tad de hacer dicha declaración á los Magistrados de Circui- 
to, en las causas que instruyan por responsabilidad de los 
Jueces de Distrito, contraida en los juicios de amparo, como 
lo probaré más adelante. 

A lo expuesto no se opone que la misma autoridad que tie- 
ne que formar la causa, sea la que declare si ha no lugar á 
proceder, porque como se ha visto, esa declaración, tratán- 
dose de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, no 
significa un permiso para proceder, en cuyo caso, si serla ab- 
surdo que el Juez competente para conocer de un delito, se 
otorgase ó negase á si mismo el permiso para iniciar el pro- 
ceso, sino que es una garatia que se ha reconocido á los jue- 
ces y un medio de expeditar la administración de justicia, 
evitando que los encargados de ella, estén expuestos á acusa- 
ciones quiméricas ó á responsabilidades que no sean previa- 
mente definidas. 

La última cuestión que el C. Promotor Fiscal resuelve en 
sentido de que la declaración para formar causa en el foro 
mexicano, sólo es necesaria respecto de los altos funcionarios 
de la federación, es una verdad considerada como un permi- 
so para proceder contra dichos funcionarios en atención al 
fuero que les da la Constitución, pero de aqui no se deduce 
que no sea indispensable legalmente esa previa declaración, 
dado el carácter que tiene, tratándose de los Jueces, cuya 
declaración sancionaba antes solamente la práctica y hoy la 
disposición expresa de la ley. 



124 

TermÍDadas ya las observaciones qae creo procedentes en 
contra de los razonamientos expuestos por el C. Promotor 
Fiscal; y enumerados los casos que ponen de manifiesto la 
práctica contraria á la que sostiene dicho funcionario, es Ue' 
gada la oportunidad de probar que la ley de amparo vigente 
impone á los Tribunales de Circuito, la obligación de decla- 
rar previamente, en toda causa que instruyan jwr responsabi- 
lidades de los Jueces de Distrito, contraidas en los juicios de 
amparo, que ha ó no lugar á proceder; y para la mejor inteli- 
gencia me permito copiar íntegros los artículos do la ley citada 
de 14 de Diciembre de 1882, que hacen relación al caso. jBl 
art. 39 dice: "La Suprema Corte extenderá su revisión á to- 
dos los procedimientos del inferior y especialmente al auto 
en que se haya concedido ó negado la suspensión del acto, 
cuando antes no se haya hecho á petición de alguna de las 
partes en los términos ordenados en el art. 17. Cuando apa- 
reciere que el Juez no se ha sujetado en sus resoluciones á 
esta ley, sin prejuzgar la responsabilidad en que pueda haber in- 
curridoy la Corte en su misma sentencia, dispondrá que el 
Tribunal de Circuito correspondiente, forme causa al Juez de 
Distrito, para que sea juzgado conforme á las leyes." El 78 
dice: "Los Tribunales de Circuito juzgarán en primera ins- 
tancia á los Jueces de Distrito, por las responsabilidades en 
que incurran en los juicios de amparo, quedando reservadas 
las otras instancias á las Salas de la Corte, según las leyes. 
Pero esos Tribunales no pueden abrir causa á ningún Juez, 
sino después que la Corte haya hecho la consignación de que 
habla el art. 40. — ^Las acusaciones que se hagan contra los 
jueces por esta clase de responsabilidades, se presentarán an- 
te la Corte para los efectos de este artículo." 

Es de advertirse, que malamente se cita en el artículo úl- 
timamente inserto el 40, debiendo citarse el 39, que es el que 
trata de las consignaciones hechas por la Corte, de los Jue- 
ces de Distrito, por sus responsabilidades en los juicios de 
amparo, pues el 40 se ocupa de un caso muy diverso, como 
es la consignación de las autoridades violadoras de las ga- 
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rantías individuales á un juez competente, siempre que la 
violación esté castigada por la ley penal. 

Sentados estos precedentes, examinemos el art. 79 de la 
citada ley, el cual previene que: "Luego que el Tribunal de 
Circuito pronuncie d auto de que hay lugar d proceder contra el 
Juez consignado^ quedará éste suspenso de su empleo. En ca- 
sos graves, la Corte puede decretar la suspensión provisional, 
para que la alce ó confirme el Magistrado de Circuito, según 
los méritos de la causa," de cuyos términos se deduce con 
toda evidencia, que el Tribunal está fiícultado para declarar 
que ha lugar á proceder y por consiguiente para declarar lo 
contrario si no encuentra méritos contra el Juez consignado, 
cuya declaración en uno ú otro sentido, no cabe duda debe 
hacerse, oyendo al Juez consignado en la forma acostum- 
brada en la práctica, del informe con justificación; y al 
Promotor Fiscal que como representante del Ministerio pú- 
blico, tiene obligación de pedir en toda causa de responsa- 
bilidad, en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 6? del 
capitulo V, del Decreto de 29 de Julio de 1862 y su interven, 
ción en las diligencias previas no puede tener otro fin que el 
de pedir, en ejercicio de su Ministerio, si procede ó no la 
formación de causa contra el Juez acusado, supuesto que es 
el único objeto de dichas diligencias preliminares. 

Basta, Sr. Presidente, en mi concepto, lo expuesto para 
fundar, que al prevenir al C. Promotor Fiscal pidiera si ha- 
bia ó no lugar á formación de causa á los jueces que se men- 
cionan en las diligencias de que se trata, me sujeté á la prác- 
tica seguida uniformemente hasta aqui; y que lejos de que 
esa práctica sea una transgresión de las leyes de procedimieniosy 
está expresamente establecida por la ley de 14 de Diciembre 
de 1882, en el citado art 79 y no teniendo la declaración 
previa que en dichas diligencias debe hacerse, el carácter de 
un permiso para proceder, como lo he hecho ver con la cía' 
ridad que me ha sido posible, no ha pretendido el Tribuna 
que es mi cargo, llevar á cabo una burla, como dice el C. 
Promotor Fiscal, concediéndose ó negándose permiso para 
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proceder contra los responsables de la demora notada por el 
Supremo Tribunal de la Ilación, en el juicio de amparo pro- 
movido por Francisco Espiriú, con motivo de la imposición 
de una multa de ( 10,000, sino que lo único que ha hecbo es 
prevenir al referido representante fiscal, que arregle sus pe- 
dimentos á la práctica establecida en esta clase de juicios, la 
que muy al contrario de estar en pugna con alguna disposi- 
ción legal, se encuentra en la actualidad apoyada como se ha 
visto, por la ley de amparo vigente. 

Como para concluir el C. Promotor Fiscal expone: que 
constando en la sumaria respectiva, por el informe del Juez 
Lie. Vicario, que los autos del juicio de amparo, estuvieron 
mucho tiempo fuera del juzgado y que habiendo pedido que 
se ampliara la averiguación, para poner en claro quién los 
habia entregado, yo me desatendí de ese vacio con un injm- 
tifieado ^'no ha lugar;'' es conveniente trascribir los autos en 
que deseché esa pretensión y negué la súplica interpuesta, 
por dicho funcionario, para que se penetre vd., C. Presi- 
dente, de las promociones fiscales sobre este punto y de los 
fundamentos legales que se tuvieron presentes para des- 
echarlas. 

El primer auto dice asi: " México, Febrero 9 de 1888. — 
Apareciendo de la certificación del Secretario del Juzgado 
2? de Distrito, Lie. Manuel Dufóo, trascritas por el Juez pro- 
pietario en BU ampliación de informe de 28 de Diciembre 
último, que en los libros de conocimientos, no se encuentra 
constancia alguna de que se hubieran entregado á las partes, 
los autos de amparo á que se refieren estas diligencias, ha- 
ciendo notar que el último auto decretado en ellos, antes de 
ser devueltos al Juzgado por el Sr. Duclaud, es con mucho 
anterior al mes de Enero de 1883, en que se hizo cargo de la 
Secretaria y aun al de Mayo de 1881, en que aparecen hechos 
los primeros registros en los libros de la misma Secretaría; 
atendiendo además á que la averiguación sobre cuándo, por 
qué causa y por quién fueron entregados al Sr. Duclaud los 
autos del amparo promovido por éste, no hace relación á la 
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responsabilidad oficial por las demoras del Juez propietario 
y primer suplente del Juzgado 29 de Distrito en el referido 
juicio de amparo, del que tomaron conocimiento en virtud 
de la devolución de los autos relativos, hecha por el citado 
Duclaud al mismo Juzgado, en Diciembre de 1886, no ha 
lugar, por ahora, á practicar la averiguación solicitada por 
el C. Promotor Fiscal, en su pedimento de 23 de Enero últi- 
mo y entréguensele de nuevo estas diligencias, como está 
mandado, para que pida si ha ó no lugar á formación de cau- 
sa, contra los jueces de que se ha hecho mérito." 

Notificado el C. Promotor Fiscal dijo: "Lo oye, suplica 
del auto, porque la denegación á abrir la averiguación que 
solicita, no es un simple auto de trámite, sino que importa 
un perjuicio al buen servicio público. Además, hace notar 
que siendo el Tribunal, el que debe conocer de la responsa- 
bilidad que resulte al Juez, no tiene razón de ser la previa 
declaración á que se refiere el auto que se le notifica, pues 
tal declaración previa, como enseña el Sr. Peña y Peña, no es 
más que un permiso que se dá, para que los funcionarios que 
tienen fuero constitucional, puedan ser juzgados por la justi- 
cia ordinaria y que por ese motivo también suplica del auto, 
que en su humilde concepto resuelve de una manera inexac- 
ta una cuestión de derecho constitucional;" á cuya respuesta 
se acordó lo siguiente: "No causando gravamen irreparable 
la denegación á abrir una averiguación inconducente en és- 
tas diligencias, como es la que solicita el C. Promotor Fis- 
cal, ni la prevención que se le hizo de que pidiera si había 
ó no lugar á formar causa al juez propietario y primer 
suplente del Juzgado 2? de Distrito, cuyo pedimento debe 
ser previo á la declaración prevenida por el art. 79 de la ley 
de 14 de Diciembre de 1882, con fundamento de la ley 23, 
titulo 20, libro 11, de la Nov. Recop., se declara: que no ha 
lugar á la súplica interpuesta del auto de 9 del presente por 
el referido funcionario en su respuesta anterior;" y habiendo 
interpuesto el recurso de denegada súplica, se le expidió el 
certificado correspondiente. 
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Voy á terminar, C. Presidente, este informe, en el que he 
creido necesario extenderme, tanto por la importancia del 
cargo, como por la categoría de la persona que me lo hace, 
esperando tranquilo la ilustrada resolución del primer Jefe 
de la Justicia federal, sobre la queja contra mi interpuesta, 
con lo que á la vez que se fijarán los procedimientos, que de- 
ban seguirse en los juicios de responsabilidad contra los Jue- 
ces de Distrito, se expeditará la administración de justicia 
en el negocio que motiva este informe, que como he dicho, 
se encuentra paralizado y pendiente de lo que vd. tenga á bien 
resolver en este asunto. 

Concluyo, 8r. Presidente, suplicando á vd. se sirva dispen- 
sarme la demora del tiempo que ha trascurrido, desde la fecha 
en que recibí el escrito de queja del C. Promotor Fiscal á la 
presente, por ser la causa de la tardanza para rendir este in- 
forme, en primer lugar, el gran cúmulo de negocios someti- 
dos á mi estudio y en segundo lugar, el mucho quehacer de 
los empleados de la Secretaría, que les impidió extenderlo en 
limpio con más anterioridad. 

México, Junio 11 de 1888. — Andrés Horcasitas. 
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OFICIO dirigido al Sefior Secretario de Justicial con motiTO de las re- 
evsaciones sin eaasa interpuestas por el Sefior Promotor Fiscal del 
Tribunal de Circuito. 



En el Toca á la cansa instrnida en el Juzgado 2? de Dis- 
trito, contra Brígida Bobadilla y socios, por circulación de 
moneda falsa, he dictado el auto siguiente: 

"Agregúese el pedimento del C. Promotor Fiscal de 26 del 
corriente, y teniendo presente la Circular de 6 de Abril de 
1850, que previene á los Promotores Fiscales, no usen del de- 
recho de recusación sino en casos absolutamente indispensables 
y cwxfído sea clara la conveniencia que resulte á los intereses del 
Erario, líbrese atenta comunicación á la Secretaría de Justi- 
cia, insertando las constancias conducentes para que, atendien- 
do al espíritu de dicha Circular, se sirva precisar el limite que 
tenga la facultad de recusar por parte del Representante Fis- 
cal, suspendiéndose entre tanto la secuela de esta causa.'' 

Para cumplir debidamente con lo mandado en el auto in- 
serto, debo comenzar por dar á vd., Señor Ministro, una idea 
.exacta del negocio en que el C. Promotor Fiscal me recusa 
sin causa, después insertaré las constancias de autos relativas 
que lo han impelido á interponer esa recusación, y, por últi- 
mo, manifestaré mi humilde opinión sobre la inteligencia que 
debe darse á la Circular mencionada de 6 de Abril de 1850. 

Sometida á la revisión del Tribunal que es á mi cargo,. la 
sentencia dictada por el Juez 29 de Distrito de esta Capital el 
26 de Abril último, en la causa seguida contra Brígida Boba- 
•dilla, Porfiria Núñez y Benito Hernández, por circulación de 
moneda falsa, sobreseyendo respecto de los dos últimos pro- 
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cesados, y condenando á la primera & sufrir 60 días de arres- 
to y á pagar una multa de 50 centavos, ó en su defecto un día 
más de arresto, mandé, por auto de 12 de Mayo siguleute, que 
pasaran las actuaciones al O. Promotor Fiscal, quien presentó 
el pedimento que dice así: "O. Magistrado: El Promotor Fis- 
cal dice: que las presentes actuaciones han sido formadas en el 
Juzgado 29 de Distrito de México, contra Porfiria Núnez, Be- 
nito Hernández y Brígida Bobadilla, por circulación de mo- 
neda falsa, advirtiéndose, á fojas 21 vuelta, que el C. Promo- 
tor pidió se sobreseyese respecto de los dos primeros, y se 
hiciera cargos á la tercera. 

El C. Juez sobreseyó, en efecto, respecto délos dos primeros 
y en cuanto á la tercera declaró que la condenaba, y la condenó 
á sufrir 60 días de arresto y á pagar una multa de 50 centavos, y 
en su defecto á sufrir un día más de arresto. El que suscribe no 
tendría inconveniente en que se dividieran las causas de los 
dos primeros^ y la de la tercera, si no viera que esto es con-, 
trario á lo prevenido en la ley 9*, tít. 34, lib. 12 de la Novísi- 
ma Recopilación, y por lo mismo, en lugar de pedir lo que 
corresponde en derecho, respecto de unos, y lo que en justi- 
cia procede respecto de la otra, hace presente ser de derecho 
inconcuso, primero, que una vez decretado auto de formal 
prisión, éste produce el efecto jurídico de suspenderlos dere- 
chos del encausado si es varón; segundo, que el auto motivado 
de prisión no deja de producir sus efectos sino en virtud de 
sentencia absolutoria, como lo expresó el Estatuto Orgánico; 
tercero, que la diligencia de confesión con cargos es esencial 
para la validez del juicio, como lo ensena Yillanova, tom. 8?, 
pág. 221, núm. 12,y los autores de la CuriaMexicana en la pág. 
425, núm. 84, fundándose estos últimos en la Real Cédula de 
3 de Agosto de 1797, publicada en 20 de Mayo de 1798; cuar- 
to, que las leyes 11, tít. 17, part. 3* y 1*, tít. 34, lib. 12 de la 
Kovisima Recopilación, hacen de todo punto indispensable 
la defensa para poder fallar la causa en definitiva, diciendo 
por esto la Real Cédula de 3 de Agosto de 1797 que nunca 
puede dejar de oirse al reo antes de sentenciar la causa, y por 
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Último, qae esto mismo está ordenado en el art. 20 de la Cons- 
titución de 1857. 

Por estas consideraciones, el que suscribe pide: primero, 
que se revoque el mencionado auto de sobreseimiento; segun- 
do, que una vez revocado dicho auto de sobreseimiento se de- 
vuelva la causa al Juzgado de su origen para que, procediendo 
conforme á derecho, haga los cargos que legalmente resulten, 
cumpliendo con el art. 20 de la Constitución, y practique to- 
do lo demás que este mismo artículo ordena. 

'Otro sí: pide el Promotor, fundándose en el art. 89 de la 
Constitución, que el Tribunal se sirva proveer el acuerdo co- 
rrespondiente á cada uno de los puntos contenidos en la peti- 
ción anterior. México, Julio 24 de|1888. — Mmtidy Duarte. 

ISo habiéndose fijado el que suscribe al dársele cuenta con 
el pedimento fiscal anterior, que en él se solicitaba únicamen- 
te la revisión del sobreseimiento decretado en la sentencia re- 
ferida, respecto de dos de los procesados, sin pedirse nada por 
lo que hace & lo resuelto en la misma sentencia, imponiendo 
pena á la otra acusada, acordé se diera cuenta con citación, mas 
al estar estudiando la causa noté la omisión del C. Promotor 
Fiscal, y no debiendo revisar actuaciones criminales sin su 
promoción, dicté el auto siguiente: 

"México, Agosto 16 de 1888. Quedando sin efecto la cita- 
ción para sentencia en esta causa, vuelva al estudio del C. Pro- 
motor Fiscal, para que, sujetándose á la Circular de 24 de Ene- 
ro de 1842, mandada observar por la de 7 de Enero de 1860, 
que impone á los Representantes Fiscales la obligación de ha- 
cer siempre en sus pedimentos un extracto de los procesos, 
terminando en conclusiones determinadas y fundadas en leyes 
ó doctrinas, se sirva pedir sobre todos y cada uno de los pro- 
cesados en esta causa, y no como lo ha hecho, solamente res- 
pecto del sobreseimiento decretado, por lo que hace á Porfiria 
Núñez y Benito Hernández, sin ocuparse del fallo en partida 
dictado contra Brígida Bobadilla, sin que para ello le sirva de 
excusa la ley 9?, tít. 84, lib. 12 de la^Novisima Recopilación, 
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que previene: "que los Jueces pesquisidoreB y de comisión y 
ordinarios en una causa, sobre un delito que les fuese come- 
tido ó entendieren en ella, no fagan más de un proceso, aun- 
que sean muchos los delinquentes;" pues en cumplimiento 
precisamente de esa ley no debe revisarse por separado el so- 
breseimiento y el &II0 en partida que están comprendidos en 
una misma sentencia. Respecto de los fundamentos que alega 
el C. Promotor Fiscal para solicitar la revocación del sobre- 
seimiento, decretado en la primera resolución de la sentencia 
del Juez de Distrito, se ocupará este Tribunal cuando en vis- 
ta del pedimento fiscal, tenga que &llar sobre las demás reso- 
luciones de la propia sentencia." 

Entregada la causa al C. Promotor Fiscal, presentó con fe- 
cha 14 del presente, el pedimento que á la letra dice: "O. Ma- 
^trado : El promotor Fiscal dice : que la presente causa ha 
sido seguida en el Juzgado 2? de Distrito de México, contra 
Brígida Bobadilla, Porfiria Núñez y Benito Hernández por 
circulación de moneda ¿Etlsa, constando en el cuaderno prin- 
cipal que se sobreseyó en ella respecto de Porfiria Núñez y 
Benito Hernández, y que se impuso pena á Brinda Bobadi- 
lla sin haberle otorgado las garantías que expresa el art 20 
de la Constitución de 1857, Esto obligó al Promotor que sus- 
cribe á formular el pedimento que obra &&. 6 vta. á 7. 

En este pedimento asienta el que suscribe. Primero. Que 
la causa seguida á^los dos primeros, no puede dividirse de la 
seguida á la tercera, por ser esto contrario á lo prevenido en 
la ley 9*, título 34, lib. 12 de la Novísima Recopilación. Se- 
gundo. Que el auto motivado de prisión, produce efectos 
que no cesan sino en virtud de sentencia definitiva que sea 
absolutoria. Y ahora agrega el que suscribe, que él está dis- 
puesto á demostrarlo en la causa que sobre el particular debe 
abrirse en toda forma de derecho para poner en claro, de par- 
te de quien esté, la responsabilidad que resulta de esta situa- 
ción contradictoria en que se encuentra el Tribunal y la Pro- 
motoría, sobre lo cual, protesta dar los pasos conducentes para 
que la Superioridad resuelva lo que en estricta justicia corres- 
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ponde. Tercero. La Promotoría alegó que la confesión con 
cargos es parte esencial del juicio criminal, según la Real Cé- 
dula de 8 de Agosto de 1797. Ouarto. Que la defensa es in- 
dispensable de todo punto para poder fallar la causa en defi- 
nitiva, según la citada Beal Cédula; y Quinto. Que esto mismo 
está ordenado en el art. 20 de la Constitución de 1857. Y 
con estos fundamentos pidió el que suscribe, que el Tribunal 
se sirviera: Primero. Revocar el mencionado auto de sobre- 
seimiento; y Segundo. Que revocado el auto de sobreseimien- 
to se devuelva la causa al Juzgado de su origen, para que, 
procediendo arreglado á derecho, haga los cargos que legal- 
mente resulten, cumpliendo con lo prevenido en el art. 20 de 
la Constitución, y practique todo lo demás que este articulo 
ordena; y Tercero. Por un otrosí pidió el que suscribe, con 
ñmdamento del art. 8? de la Constitución, que el Tribunal se 
sirviera proveer el acuerdo correspondiente á cada uno de di- 
chos puntos. 

A este pedimento, que de una manera tan intima y sustan- 
cial afecta los sagrados derechos de los acusados, recayó un 
auto que dice: "Dése cuenta con citación." 

Y se nota que este auto no fué notificado más que al fun- 
cionario que suscribe, y no á los reos que son parte legitima, 
por el interés personal y representación legal que en el caso 
tienen. 

* Esto supuesto, y teniendo en cuenta que hay leyes que exi- 
gen previa citación de las partes para que pueda ser válida y 
consistente una determinación judicial, entre otras las leyes 
5 y 12, tit. 22, P. 8, cuyo más puntual cumplimiento tiene el 
deber de pedir el Ministerio Público. 

Fundado, pues, en ellas el que suscribe, pide que cumplien- 
do con lo ordenado en auto de 25 de Julio próximo pasado, 
se haga la citación correspondiente á los encausados, para 
que pueda procederse á dar la debida resolución, salvo, por 
supuesto, que pretendan ser oidos antes de darse por citados, 
para la resolución de un punto de derecho que les interesa 
en lo personal, y que es importante para la recta administra- 
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ción de justicia, sobre lo cual tiene el deber de velar el Mi- 
nisterio Fiscal. 
México, Septiembre 14 de 1888. — Montid y ThioTteJ*^ 

Al anterior pedimento acordé: ^^Habiéndose declarado por 
auto de 16 de Agosto último que quedaba sin efecto la citación 
prevenida por el de 25 de Julio anterior, y no siendo partes 
los procesados en las revisiones de autos de sobreseimiento y 
fallos en partida, no ha lugar á lo que solicita el C. Promo- 
tor Fiscal en su pedimento anterior. En consecuencia, vuel- 
va la causa á su estudio, para que bajo su más estricta respon- 
sabilidad dé exacto cumplimiento, dentro de tercero dia, alo 
mandado en el auto referido, de 16 de Agosto último.'^ 

Vuelta á pasar la causa al estudio del C. Promotor Fiscal, 
la devolvió el dia 27 con el pedimento siguiente: ^^C. Ma^s- 
trado: El Promotor Fiscal dice: que por razones que no es 
del caso expresar, ahora más que antes debe producirse con 
toda la moderación y reposo con que debe hablar un anciar 
no, con toda la respetuosa cortesía con que se debe ocurrir á 
la autoridad, y con toda la circunspección que demanda la 
majestad de la ley, cuya representación tiene el funcionario 
á quien incumbe el deber de procurar su más puntual cum- 
plimiento, según el decreto de 9 de Octubre de 1812. Tenien- 
do presentes tan justas y poderosas consideraciones, el que 
suscribe, sin embozo y con toda la libertad con que obrarse 
debe en una República democrática, cuyas autoridades no 
pueden funcionar sino precisa y necesariamente con la ley en 
la mano, según el art. 14 de la Constitución, viene á exponer 
en la forma legal, que hace algunos días tuvo necesidad de 
ocurrir á la Suprema Corte de Justicia, presentando formal 
acusación contra el C. Ma^strado Andrés Horcasitas, como 
autor de procedimientos judiciales que no están arreglados 
á derecho, y son: 

Primero. Haber ordenado que la Promotoría formule pe- 
dimento para que se declare si ha ó no lugar á formación de 
causa contra un Juez de Distrito. 
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Segundo. Haber dispuesto que la PromotorSa, sin embargo 
de ser parte legitima, intervenga en el castigo de la respon- 
sabilidady que según el articulo 401, § lY déla Ordenanza de 
Aduanas debe castigarse de oficio. 

Tercero. Haber mandado que la Promotoría pida sobre lo 
principal, cuando se ha decretado auto de formal prisión, y 
sin estar revocado tal auto, se decreta el de sobreseimiento, 
cuya revocación solicitó la Promotoría en cumplimiento de 
las leyes que citó en dicha acusación. 

Y pendiente como está la acusación sobre estos tres capí- 
tulos, la Promotoría cree que conforme á estricto derecho, el 
Magistrado acusado no tiene capacidad para prejuzgar una 
cuestión que con respecto á su persona está subjvdice. Y co- 
mo la presente causa, seguida contra Brígida Bobadilla y so- 
cios es idéntica en principios á la del capítulo 89 de la acusa- 
ción referida, es inconcuso el impedimento del Magistrado 
acusado. 

Si esto no lo creyere bastante el Magistrado acusado, agre- 
garé que el art. 69 de la ley de 28 de Noviembre de 1856, 
aunque declaró que ni los Ministros ni los Fiscales de la Su- 
prema Corte podrán ser recusados sin causa, este artículo no- 
toriamente justo y conveniente como una muestra del alto 
respeto debido á la muy elevada categoría de los Magistra- 
dos de la Suprema Corte, en quienes deben presumirse ex- 
tremada competencia y completa justificación, que son títulos 
indiscutibles para cerrar la puerta á una recusación inmoti- 
vada, no derogó el artículo 15 de la ley de 22 de Mayo de 
1884. 

Y por lo mismo, la Promotoría ftmdándose cabalmente en 
él, recusa en toda forma de derecho al C. Magistrado Andrés 
Horcasitas, y pide que admitida esta recusación, se proceda 
conforme á derecho. 

México, Septiembre 26 de 1888.— Montíel y DmrteJ' 

A ese pedimento acordé el auto que obra al principio de 
esta comunicación, en cumplimiento del cual he copiado los 
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pedimentos fiscales y resoluciones relativas, que han servido 
de antecedentes para la recusación sin causa que el C. Pro- 
motor Fiscal interpone en su último pedimento inserto, res- 
tándome tan sólo hacer ver que el referido funcionario no ha 
acatado lo dispuesto en la circular citada, de 6 de Abril de 
1850, sobre que los representantes fiscales sólo usen del dere- 
cho de recusación en caaos absolutamente indispensables^ y cuan- 
do sea clara la conveniencia que resulte d los intereses del Erario. 
Para Fundar, Señor Ministro, que el C. Promotor Fiscal 
no ha acatado lo dispuesto en esa circular, que tiene el ca- 
rácter deiinstrucción dada por el Supremo Poder Ejecutivo, 
de quien aquel funcionario es Agente fiscal, me bastará re- 
ferirme al último pedimento inserto en la presente comuni- 
cación, en donde sostiene que es inconcuso el impedimento 
que tengo para conocer de la causa de que se trata, porque 
estando pendiente la acusación sobre los tres capítulos que 
allí refiere, cree que no tengo capacidad para prejuzgar una 
cuestión que con respecto á mi persona está ^Ji/^éc^, porque 
la causa de que se trata es idéntica en principio á la del ca- 
pitulo tercero de la acusación de que se hace mérito; y com- 
prendiendo, como no podía menos, que eso no suministra 
causa de recusación, porque si como tal se admitiera, no ha- 
bría Jueces expeditos para administrar justicia, me recusa 
sin expresión de causa, con lo que se ha separado ^^ la cir- 
cular referida, supuesto que el recurso que interpone no des- 
cansa más que en nuestro distinto modo de apreciar las cues^ 
tiones jurídicas que se relacionan con la causa mencionada; 
pero este desacuerdo en nuestro modo de pensar, le dará 
derecho, cuando más, para hacer las protestas que tenga á 
bien, por la irregularidad con que él cree procedo en la sus- 
tanciación de causas criminales, á fin de que á su tiempo la 
Suprema Corte de Justicia, las tenga presentes al verificar 
por medio de su 1^ Sala la revisión que le corresponde en esa 
clase de juicios; mas de ninguna manera lo autoriza para en- 
torpecer la secuela de los procesos, recurriendo al artificio de 
recusarme sin expresión de causa, sólo por evadir el cumplí- 
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miento de mis determinaciones, en que le prevengo pida con 
arreglo á derecho. 

Creo, áeñor, que lo expuesto basta para probar que la re- 
cusación sin causa interpuesta por el C. Promotor Fiscal, no 
ha sido hecha en el caso absoluümiente indispensable^ como no lo 
es el que vayamos de acuerdo en nuestro modo de pensar el C. 
Promotor y yo; pues él, en cumplimiento de mis determina- 
ciones, debe pedir lo que tenga á bien, salvando su responsa- 
bilidad, y yo resolveré lo que creyere de justicia; de donde 
se deduce que al recusarme sin expresión de causa el C. Pro- 
motor Fiscal, con el exclusivo objeto de evadir su pedimento 
en la averiguación de que se trata, ha violado la circular re- 
ferida, que le impone la obligación de no recusar sino en casos 
absolutamente indispensables. 

En mi concepto. Señor Ministro, al prevenir la circular 
tantas veces referida, que los representantes fiscales no usen 
del derecho de recusación, sino en casos absdviamenU indispen- 
sablesy y cuando sea clara la conveniencia qwe resvlte d los intere- 
ses delMrariOy limita ese derecho á las recusaciones con causa, 
pues según su texto no tiene más objeto que evitar perjuicios 
al Erario y expeditar la administración de justicia, la que se 
verá entorpecida con la facilidad de recusar sin causa á los 
Magistrados de Circuito, porque no es posible atiendan los su- 
plentes las causas criminales con toda eficacia, estándoles pro- 
hibido cobrar costas del Erario, en esa clase de negocios, por 
la circular de 10 de Diciembre de 1868, 

Contra la opinión de que la circular citada, limita el dere- 
cho de recusar á los casos en que haya justa causa, se dirá 
que algunas veces es indispensable, separar del conocimiento 
de un negocio á determinado Juez ó Magistrado, contra el 
que no se puede alegar justa causa de recusación; pero fuera 
de que en negocios civiles he fundado en diversas sentencias 
la improcedencia de la recusación sin causa, tratándose de 
Magistrados de Circuito, respecto de los negocios criminales 
el Representante fiscal debería pedir instrucciones al Supre- 
mo Gobierno, para que lo autorizara á recusar sin expresión 
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de causa, en el caso excepcional de que hago mérítOy y asi 
quedaría á la apreciación del Poder Ejecutivo, la calificación 
de si era absolutamente indispensable esa recusación sin cau- 
sa, pues para los Promotores Fiscales, el requisito de absoluta 
necesidad en las recusaciones, está perfectamente determi- 
nado en las leyes que señalan las causas en que deben fun- 
darlas. 

Tal vez, Señor Ministro, no haya exactitud en mis apre- 
ciaciones, al fijar el sentido que en mi concepto debe darse á 
la circular de 6 de Abril de 1850, pero si acaso estuviere en 
un error, suplico á vd. no vea en mis observaciones otra cosa, 
que el deseo de expeditar hasta donde me sea posible la pron- 
ta administración de justicia, la que indudablemente se en- 
torpece con la facultad discrecional que el O. Promotor Fis- 
cal cree tener para recusarme sin causa, ya que no puede 
interponer otro recurso en cuestiones por él suscitadas y re- 
sueltas por mi, las que lüeren su amor propio, no obstante 
que en todas ellas no he hecho más que sujetarme á la juris- 
prudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia al re- 
visar mis procedimientos; y como la mayor parte de las cau- 
sas][de que conoce este Tribunal, son idénticas en priricipio alas 
que se refiere la acusación del C. Promotor Fiscal, ya com- 
prenderá Yd. el perjuicio que resentirá la administración de 
justicia en este Tribunal, si Vd, no se sirve dar instrucciones 
á dicho funcionario, limitándole la facultad de recusar sin 
causa, de la manera que dejo indicado, ó en los términos que 
su ilustración é inteligencia crea más convenientes y legales 

Libertad y Constitución. México, Septiembre 2& dé 1888. 
— Andrés Horcasitas. — ^Al Ministro de Justicia é Instrucción 
Pública. — ^Presente. 
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DOCUMENTOS JastiflcatÍTOS de los informes» eorrespondiendo al pri- 
mero del núm. 1 al 29 y al segrnndo el núm. 80. 



l^tÍMERO 1. 

México, Enero 27 de 1887. — ^Vistas las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado 1? de Distrito, en averiguación del de- 
lito de circulación de una peseta falsa, atribuida á Félix 
Deyta. ... 

Considerando primero. Que antes de examinar si ha tras- 
currido ó no el tiempo necesario para la prescripción de la 
ley penal en la presente causa, es forzoso hacer constar que 
la revisión que corresponde al Tribunal de Circuito, de todo 
auto de sobreseimiento dictado por el respectivo Juez de Dis- 
trito, tiene lugar no solamente para el efecto de examinar la 
responsabilidad en que pueda haber incurrido el Juez, sino 
para la revocación ó confirmación de aquel auto, según exis- 
tan ó no méritos para continuar la averiguación, lo que está 
enteramente de acuerdo con el art 83 de la ley de 14 de Fe- 
brero de 1826, que previene que en las causas criminales no 
podrá haber menos de dos instancias, y con lo dispuesto en 
las de 17 de Enero de 1858, art. 44; 6 de Diciembre de 1856, 
art. 21; y 5 de Enero de 1857, art. 61; las que sin hacer distin- 
ción entre los casos de apelación, ó conformidad con la sen- 
tencia de primera instancia, mandan que notificada ésta á las 
partes, se eleve al Superior, y la última disposición terminan- 
temente ordena en su art. 62, que todo sobreseimiento debe 
consultarse al Superior, estableciendo lo mismo la circular de 
28 de Agosto de 1850, donde se declara: ^' que con arreglo á 
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las leyes expresas de la materia, deben revisarse todas las cau- 
sas criminales en que se haya llegado á formal sumario, aun- 
que se sobresea en ellas; y con tal objeto está mandado que los 
Jueces inferiores den cuenta á sus Tribunales Superiores in- 
mediatos, de toda causa criminal 'que formen^ cualquiera que sea 
la disposición con que la terminen.^' 

Considerando segundo. Que la revisión de sentencia que 
ha causado ejecutoria, á que se refiere el art. 34 de la ley de 
14 de Febrero de 1826, para el sólo efecto de la responsabili- 
dad, ya sea que el proceso haya teminado por sentencia en 
forma ó por medio de sobreseimiento,' debe verificarse por la 
1? Sala de la Suprema Corte de Justicia, y sólo en determi- 
nados casos por los Tribunales de Circuito, como con todo 
acierto lo hizo ver el Procurador Gteneral de la Nación, C. Lie. 
León Guzmán, en su luminoso pedimento de 31 de Agosto de 
1871, con motivo de la consulta que hizo á la Suprema Cor- 
te, el Tribunal de Circuito de Guadalajara, sobre si remitía 
á revisión, un auto confirmatorio de sobreseimiento decreta- 
do en causa criminal, en cuyo pedimento, que se mandó cir- 
cular para su observancia á todos los Tribunales de Circuito, 
después de hacer constar que esa era la práctica observada por 
la referida Suprema Corte de Justicia, se expresa asi: <^Ya 
que la ocasión se presenta, es conveniente explicar en qué casos, 
por qué motivos y para qué objeto deben remitir d este TMbunal de 
8? instandoLy las causas criminales que se siguen en los Iribunales 
de la Federación, Cuando las sentencias de 2? instancia no cau- 
san ejecutoria, es incuestionable que deben venir en grado de 
súplica, ya se trate de causa criminal ó de negocio civil; pero 
cuando la sentencia de 2^ instancia ha caUsado ejecutoria, en- 
tonces no quedan más recursos que el de nulidad en negocios 
civiles y el de resposabilidad en los criminales. La responsa- 
bilidad en negocio civil, es un derecho que la ley concede á 
los que han litigado:.la responsabilidad en causa criminal, pue- 
de ser un derecho del que ha sido condenado, y puede ser tam- 
bién una obligación del Ministerio Público, á cuyo cargo está 
examinar las infracciones que pueda haber en los procedimien- 
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tos, y procurar sobre ellos lo que estime justo en la vía de res- 
ponsabilidad., A este último caso se ha referido el art. 84 de 
la ley de 14 de Febrero de 1826, al prevenir que los negocios 
criminales ejecutoriados en 2? instancia, sean remitidos para 
su revisión á la Suprema Corte de Justicia. Tal prevención es, 
no sólo justa, sino también lógica, porque habiendo dispues- 
to el art. 33 anterior, que ninguna cama criminal pueda tener 
menos de dos instancias, es claro que la ejecutoria no puede 
causarse sino en la segunda; y entonces la responsabilidad só- 
lo es posible por el Tribunal de 3* instancia, resultando así 
que la revisión de iodos los procesos debe hacerse por la 1* Sala de 
la Supretna Corte de Justicia, La regla anterior tiene una exeep- 
cián que se refiere á los juicios de contrabando, respecto de 
los cuales no rige el principio de que precisamente ^tengan 
dos instancias, y en los que, por consiguiente, la ejecutoria 
puede causarse ya en la primera, ya en la segunda ó ya en la 
tercera instancia." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezama, Secretario. — Una rúbrica. 

NlÍMERO 2. 

México, Marzo 19 de 1888. — ^Vistas las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Hidalgo, en 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultar á la 
Empresa del Ferrocarril de Hidalgo, por las lesiones que re- 
cibió el guarda-vía Porfirio Monter, atropellado por un tren 
de pasajeros del mencionado ferrocarril. 

Considerando, segundo: que estando prevenido por el de- 
creto de 28 de Febrero de 1861, que: "todos los Tribunales 
de la Federación, Distrito y Territorios, de cualquiera clase de 
categoría que sean, fundarán, precisamente en ley expresa, 
sus sentencias definitivag, determinando con claridad, en la 
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parte resolutiva, cada uno de los puntos controvertidos/' es 
de aprobarse el fundamento del sobreseimiento decretado por 
el Juez, ley 26, tít. 19, part. 7% que como dice el O. Promo- 
tor fiscal, ^^ manda expresamente se dé por quito al encausado 
cuando no obran pruebas contra él," que es lo que ha suce- 
dido en el caso, pues ^^por no haber pruebas de responsabili- 
dad, resultantes de falta de seguridad en las obras, ni de falta 
de integridad en el servicio del Ferrocarril de Hidalgo, se 
sobreseyó en esta sumaria." 

Considerando, tercero: que el sobreseimiento asi decretado, 
no está en pugna con el art 14 de la Constitución general de 
1857, en la parte en que previene que todo acusado sea juz- 
gado ^'por leyes dadas con anterioridad al hecho y exacta- 
mente aplicadas á él," una vez que en nada se contraria ese 
articulo, con el hecho de absolver al acusado en la forma 
de sobreseimiento, que es la propia cuando como en el caso 
no se hizo cargo alguno de que debiera absolvérsele, siendo 
por otra parte bastante en ese supuesto, sobreseer en las ac- 
tuaciones, pues bien sabido es que el sobreseimiento decre- 
tado respecto de persona determinada, una vez confirmado 
por el superior, produce excepción de cosa juzgada, según lo 
tiene declarado la Suprema Corte de Justicia, en ejecutoría 
de 16 de Enero de 1872, debiendo, por lo mismo, conside- 
rarse como una verdadera absolución, por lo que hace á la 
persona contra la que se haya procedido, siendo esta la razón 
de por qué ese auto se funda en la ley 26, tít 19, Part. 7í y 
art. 89 del Código Penal, que sirven de fiíndamento á una 
sentencia absolutoria, cuando se desvanecen las pruebas que 
existían en contra del acusado. 

Considerando, cuarto: que respecto á que el sobreseimiento 
no sea sentencia definitiva, si bien no tiene el carácter de la 
que pone fin en primera instancia al plenario de la causa, es 
de la misma naturaleza que ella una vez confirmada por el 
superior, por pertenecer á las que vienen al Tribunal de se- 
gunda instancia, no para la simple revisión, esto es, para exa- 
minar la responsabilidad en que pueda haber incurrido el 
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Juez que las dictó, sino para su revocación ó confirmación, 
según existan ó no méritos para continuar la averiguación, 
lo que está enteramente de acuerdo con el art. 33 de la ley 
de 14 de Febrero de 1826, que previene que en las causas 
criminales no podrá haber menos de dos instancias, y con lo 
dispuesto en las de 17 de Enero de 1853, art. 44; 6 de Di- 
ciembre de 1856, art. 21; y 5 de Enero de 1857, art. 61; las 
que sin hacer distinción entre los casos de apelación ó de 
conformidad con la sentencia de primera instancia, mandan 
que notificada ésta á las partes, se eleve la causa al superior; 
y la última ley, terminantemente ordena en su art. 62, que 
todo sobreseimiento debe consultarse al superior, establecien- 
do lo mismo la circular de 28 de Agosto de 1850, donde dice: 
''que con arreglo á las leyes expresas de la materia, deben 
revisarse todas las causas criminales en que se haya llegado 
á formal sumaria, aunque se sobresea en ellaSj y con tal objeto 
está mandado que los Jueces inferiores den cuenta á los Tri- 
bunales Superiores inmediatos, de toda causa criminal que 
formen, cualquiera que sea la disposición con que la ter- 
minen.'* 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezarruij secretario. — ^Una rúbrica. 

KlÍMERO 8. 

México, Agosto 19 de 1886. — ^Vistas las diligencias prac* 
ticadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Guerrero, 
contra D. J. D., con motivo de la denuncia de D. P. L. de 
la B., de haber cometido aquel, el delito de peculado en la 
época que fué Administrador de la oficina de Correos en el 
puerto de Acapulco. 

Considerando. Tercero: que el sobreseimiento decretado 
en estas diligencias, con el que no solamente estuvo conforme 
•el acusado sino que él mismo lo solicitó, es en concepto del 
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Magistrado que Bascribe, la resolución que en el caso procede 
con arreglo á derecho, porque siendo que el sobreseimiento 
decretado respecto de personas dterminadas, una vez confir- 
mado por el superior produce excepción de cosa juzgada, se- 
gún lo tiene declarado la Suprema Corte de Justicia, enjeje- 
cutoria de 16 de Enero de 1872, debe considerarse como una 
verdadera absolución, por lo que hace á la persona contra 
la que se ha procedido, bastando en concepto del Magistrado 
que suscribe, que para reintegrarle completamente sus dere- 
chos, se haga la declaración de que el proceso instruido en 
nada perjudica á su buena reputación y fama, declaración que 
hasta cierto punto, es superabundante, atendiendo á que el 
sobreseimiento con arreglo al espíritu de nuestras institucio- 
nes, produce la devolución al acusado, de todos sus derechos 
suspensos por el auto de formal prisión, á diferencia de la 
absolución de la instancia que prevenían las leyes antiguas, 
que ha quedado abolida por el art. 24 de la Constitución vi- 
gente. 

Considerando. Cuarto: que el sobreseimiento asi decretado, 
y qué por equipararse á una sentencia absolutoria, respecto 
á la persona contra la que se haya procedido, se funda en 
la ley 26, tít. 1?, part. 7», y art. 89 del Código Penal, que 
sirven de fundamento á una sentencia definitiva, cuando se 
desvanecen las pruebas que existían en contra del acusado; 
no está en pugna con el art. 14 de la Constitución general 
de 1857, en la parte que previene: "que todo acusado sea juz- 
gado por leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente 
aplicadas á él," una vez que la ley 26 citada se aplica exacta- 
mente al "dar por quito'' al acusado en la forma de sobresei- 
miento, que es la propia, cuando como en el caso, no sólo no 
se hizo al procesado cargo alguno de que debiera absolvér- 
sele, sino que ni aun arrojó la sumaria méritos bastantes pa* 
ra decretar su formal prisión." 

Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril . 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho.-*-i7o^¿ M. 
Lezamay Secretario. — ^Una rúbrica. 
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Numero 4. 

México, Noviembre 16 de 1887. — ^Vista la causa seguida 
en el Juzgado de Distrito del Estado de Hidalgo, en averi- 
guación del responsable de haber usado en una carta, dirigi- 
da de Tulancingo al Presbítero Félix C. Duarte, residente en 
esta capital, una estampilla postal lavada. 

Considerando. Segundo: que al fundarse el sobreseimien* 
to que se decreta, una vez que se desvaneciéronlas sospechas 
que existían en contra del procesado, en la ley 26, tit. 19, 
Part. 7% que sirve de fundamento á una sentencia absolutoria, 
no se viola el art. 14 de la Constitución, en la parte en que 
previene que todo acusado sea juzgado "por leyes dadas con 
anterioridad al hecho y exactamente aplicables á él," supues- 
to que en nada se contraria ese articulo, absolviendo al acu- 
sado en la forma de sobreseimiento, que es la propia, cuan- 
do como en el caso, no se hizo al procesado cargo alguno 
de que debiera absolvérsele, siendo por otra parte bastante, 
en ese supuesto, sobreseer en las actuaciones, pues bien sa- 
bido es que el sobreseimiento decretado respecto de persona 
determinada, una vez confirmado por el superior, produce 
excepción de cosa juzgada, según lo tiene declarado la Supre- 
ma Corte de Justicia, en la ejecutoria de 16 de Enero de 1872, 
debiendo por lo mismo considerarse como una verdadera ab- 
solución, por lo que hace á la persona contra la que se haya 
procedido, la que quedará completamente reintegrada en sus 
derechos, haciéndose la declaración de que el proceso instrui- 
do en nada le perjudica; declaración que hasta cierto punto 
es innecesaria, atendiendo á que el sobreseimiento, con arre- 
glo al espíritu de nuestras instituciones, produce la devolu- 
<;ión al acusado, de todos sus derechos; á diferencia delaab- 
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solución de la instancia que prevenían las leyes antiguas, y 
que ha quedado abolida por el art. 24 de la Constitución." 
Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — Una rúbrica. 

NÚMERO 5. 

México, Enero 16 de 1888. — ^Vista la averiguación prácti- 

* cada en el Juzgado de Distrito del Estado de Hidalgo, contra 

Miguel Márquez, por conato de circulación de moneda falsa. 

Considerando, segundo: que respecto de la procedencia 
del sobreseimiento, después de haberse dictado auto de for- 
mal prisión en contra del procesado, y de la legalidad de 
fundar dicho sobreseimiento en la ley 26, titulo 1?, Part. 7í, 
no puede ponerse en duda, porque si bien, como expresa 
el C. Promotor Fiscal, siempre que procede el auto de for- 
mal prisión contra persona determinada, queda ésta suspen- 
sa en el ejercicio de sus derechos de ciudadano, y esta sus- 
pensión no cesa sino en virtud de sentencia absolutoria, según 
está expresamente resuelto en nuestro derecho público; como 
el sobreseimiento decretado respecto de persona determina- 
da, una vez confirmado por el superior, produce excepción 
de cosa juzgada, según lo tiene declarado la Suprema Corte 
de Justicia, en ejecutoria de 16 de Enero de 1872, debe con- 
siderarse como una verdadera absolución, por lo que hace á la 
persona contra la que se ha procedido, bastando en concepto 
del Magistrado que suscribe, que para reintegrarle completa- 
mente en sus derechos, se hágala declaración de que el proce- 
so instruido en nada perjudica á su buena reputación y fama; 
declaración que hasta cierto punto es innecesaria, atendien- 
do á que con arreglo al espíritu de nuestras instituciones, los 
efectos que produce el sobreseimiento, son permanentes y le- 
vantan por si solos la suspensión de derechos causada por el 
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auto de formal prisión, á diferencia de la absolución de la 
instancia, que prevenían las leyes antiguas, que ha quedado 
abolida por el artículo 24 de la Constitución, y como el so- 
breseimiento así decretado no está en pugna con el art. 14 de 
la referida Constitución de 1857, en la parte en que previene 
que todo acusado sea juzgado "por leyes dadas con anterio- 
ridad al hecho y exactamente aplicables á él," una vez que 
en nada se contraria ese artículo con el hecho de absolver al 
acusado, en la forma de sobreseimiento, que es la propia,^ 
cuando como en el caso no se hizo al procesado cargo algu- 
no del que debiera absolvérsele, y siendo que como se ha vis- 
to, ese auto equivale á una verdadera absolución, no hay in- 
conveniente en que se apoye en la ley 26, tít. 1?, Part 7?, y 
art. 89 del Código Penal, que sirven de fundamento á una 
sentencia absolutoria, cuando se desvanecen las pruebas que 
existían en contra del acusado. 

Es copia sacada de su original que certifico! México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamaj Secretario. — Una rúbrica. 

Numero 6. 

México, Enero 20 de 1887. — ^Vista la causa seguida en el 
Juzgado de Distrito del Estado de Tlaxcala, contra Hilario 
Crisanto, Vicente Ramírez y Paulina García ó Roldan, por • 
el delito de circulación de moneda falsa. 

Considerando, segundo: que la improcedencia que sostie- 
ne el C. Promotor Fiscal, del sobreseimiento, después de ha- 
berse dictado auto de formal prisión, en concepto de este 
Tribunal no tiene lugar, como lo ha tratado de fundar en va- 
rias sentencias dictadas en causas análogas á la presente, en- 
tre otras, en la que se pronunció el día 16 de Junio último, 
en la causa seguida contra Eugenio Rodríguez y socios, por 
el delito de cohecho, publicada en el Foro correspondiente al 
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dia 4 de Agosto del mismo año, donde se asentó lo siguiente: 
"que si bien, como expresa el C. Promotor Fiscal, siempre que 
procede el auto defomud prisión contra persona determinada queda 
ésta suspensa en el ejercicio de sus derechos de ciudadano , y esta 
suspensión no cesa sino en virtud de sentencia absolutoria^ según es- 
td expresamente resuelto en nuestro derecho publico^ como el so- 
breseimiento decretado respecto de personas determinadas, 
una vez confirmado por el superior, produce excepción de 
cosa juzgada, según lo tiene declarado la Suprema Corte 
de Justicia en la ejecutoria de 16 de Enero de 1872, debe con- 
siderarse como una verdadera absolución, por lo que hace á 
la persona contra la que se ha procedido, bastando en con- 
cepto del Magistrado que suscribe, que para reintegrarle com- 
pletamente en sus derechos, se haga la declaración de que el 
proceso instruido en riada perjudica á su buena reputación y 
fama, declaración que hasta cierto punto es superabundante, 
atendiendo á que el sobreseimiento, con arreglo al espíritu 
de nuestras instituciones, produce la devolución al acusado, de 
todos sus derechos, suspensos por el auto de formal prisión, 
á diferencia de la absolución de la instancia que prevenían 
las leyes antiguas, que ha quedado abolida por el art. 24 de 
la Constitución." 

Considerando, tercero : que este mismo Tribunal ha funda- 
do ya otras veces, la subsistencia de los fallos en partida con- 
forme á la Constitución, y ha procurado patentizar que pue- 
den muy bien armonizarse con el art. 20 de nuestra Carta 
fundamental, otorgando, como se hizo en la presente causa, ^ 
al acusado, todas y cada una de las garantías consignadas en 
dicho artículo, siendo de reproducirse aquí, por la identidad 
del caso, los razonamientos en que se apoyó esa tesis, los que 
constan en los considerandos de la sentencia dictada el 30 de 
Noviembre de 1883, que se publicó en el \Foro de 30 de Di- 
ciembre siguiente, en la causa seguida en el Juzgado 2? de 
Distrito de esta capital, contra Francisco Noriega y Ausen- 
cio Bocardo, por circulación de moneda falsa, cuyos conside- 
randos son como sigue : " Que la violación déla garantía cons- 
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titucional de no hacerse saber al acusado el motivo del pro- 
cedimiento seguido en su contra, primera de las que enumera 
el art. 20 de la Constitución, y á la que se refiere el C. Pro- 
motor fiscal en su pedimento inserto, carece de fundamento, 
porque se ha considerado suficiente que al tomarse al proce- 
sado su declaración preparatoria, examinándole como corres- 
ponde, según se hace constar en la misma diligencia, se le 
instruya del motivo del procedimiento, el cual, en causas co- 
mo la presente, no puede ocultársele al reo, que las más veces 
es cogido infraganti circulando moneda falsa, lo que viene á 
quitar á la averiguación el carácter de inquisitorial ú oculta, 
que es lo que quiso prohibir nuestra Carta fundamental, sien- 
do la práctica referida la que se ha observado sin oposición 
del C. Promotor fiscal en todas las causas que se han some- 
tido á la revisión de este Tribunal, en las que con rarísimas 
excepciones, no se ha hecho constar la notificación al reo, del 
procedimiento de una manera expresa, ni menos en diligencia 
especial, limitándose los jueces á mencionar en la declaración 
preparatoria, que se ha examinado al reo como corresponde/' 
Que las garantía otorgada por el referido art. 20 constitu- 
cional, de que se tome al reo su declaración preparatoria den- 
tro de cuarenta y ocho horas contadas desde que esté á dis- 
posición de su Juez, y que se le caree con los testigos que 
depongan en su contra, consta en la causa, que se han prac- 
ticado estas diligencias con el acusado en los términos lega- 
les; y por lo que hace á la 4* garantía mencionada en el citado 
artículo, si bien no se practicó con el procesado la diligencia 
de confesión con cargos, no por eso se le dejó de facilitar los 
datos que constan en el proceso para que preparara sus des- 
<i^gos^ y si aquella diligencia no tuvo lugar, fué debido á que 
la averiguación no se elevó á formal proceso, sino que por 
haber resultado sólo un delito leve, se terminó la sumaria, 
aplicándose al acusado, en fallo dictado en partida, el castigo 
á que se hizo acreedor; porque si bien la fabricación de mo- 
neda falsa y la circulación de ésta, es un hurto muy grave se- 
gún la doctrina de la Curia Filípica Mexicana, parte 4*, sec- 
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constitucional, consta que el procesado fué oído en defensa 
por medio del defensor que él nombró, por prevención expre- 
sa del Juez, arreglada á la ley de 5 de Enero de 1857, cuya 
práctica ha aceptado este Tribunal por ser conforme á la le- 
tra y espíritu de nuestra Carta fundamental; pero en causas 
como la presente ha desaprobado los traslados á los defenso- 
res, por creer deber sujetarse la defensa á los términos que 
marca el articulo 65 de la referida ley, que dice: "Eecibida 
la declaración preparatoria, podrá desde luego nombrarse 
defensor para que gestione por el acusado cuanto convenga 
á su derecho. El defensor tiene el deber de concurrir con el* 
reo para la práctica de todas aquellas diligencias que por su 
naturaleza no exijan reserva:" Que la práctica, con arreglo 
á la legislación antiguajvigente en el fuero federal, de otilar- 
se en partida los delitos leves, salvando las formalidades de 
un verdadero proceso, se observa también en el fuero común 
conforme al Código de Procedimientos Penales, de 15 de 
Septiembre de 1880, del Distrito Federal y Territorio de la 
Baja California, donde en el tít. 29, cap. 19, art. 377, se dice: 
"Los jueces de paz y los foráneos menores en los casos que 
les corresponda conocer conforme al art. 342, es decir, cuan- 
do la pena del delito no exceda de arresto menor ó cincuen- 
ta pesos de multa, procederán sin necesidad de formal sus- 
tanciación, pero harán constar sucintamente en una acta los 
motivos y fundamentos de la resolución que dicten, contra 
la cual no habrá más recurso que el de responsabilidad. En 
estos casos, los Jueces de paz y los menores foráneos, apre- 
ciarán las pruebas según el dictado de su conciencia,'' sin 
que nadie haya pretendido encontrar violación de garantías 
constitucionales en ese procedimiento, que es igual al que 
previene la ley de 5 de Enero de 1857, art. 57, con la modi- 
ficación de que la sentencia del Juez no causa ejecutoria, si- 
no que según el art. 62 de la misma ley, se sujeta á la revisión 
del Tribunal de Circuito respectivo, lo cual viene á benefi- 
ciar más al reo de lo que está en el fuero común. Además, 
aun suponiendo que en ^1 caso se hubieran violado algunas 
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garantías, esa violación sólo podria reclamarse por la parte 
agraviada y en el juicio correspondiente; no existiendo, por 
otra parte constancia alguna en la presente causa de que el 
procesado se quejara de la falta de alguna garantía, sino por 
el contrario, aparece que se conformó con la sentencia dicta- 
da en su contra, y si bien su defensor apeló de ella, ninguno 
de los agravios que expresó ante este Tribunal, hace relación 
á que se le dejaran de otorgar á su defendido las garantías 
que nuestra Constitución consagra, de suerte que, si por no 
haberse dado cumplimiento á lo prevenido en el art. 20 cons- 
titucional, en la forma y términos que tiene lugar en un proceso 
seguido por todos sus trámites, se debería de revocar el fallo 
dictado en la partida de que se trata, daría por resultado que 
para llenar cierto formulismo, tendría que reducirse de nue- 
vo á prisión al reo, que ha sido ya puesto en libertad por ha- 
ber extinguido la condena que el Juez le impuso, y vendrían 
las garantías constitucionales, que él no ha reclamado, á per- 
judicarle, lejos de favorecerle, convirtiéndose de tutelares y 
salvadoras, en opresivas y tiránicas." ''Que, por lo expuesto, 
se vé que no hay inconveniente alguno en que las causas por 
fiEtbricación ó circulación de moneda falsa, se tramiten con 
arreglo á las leyes de 22 de Julio de 1833 y 5 de Enero de 
1867, vigente en el fiíero federal en todo aquello que no pug- 
ne con la Carta ñmdamental, sin que su aplicación, como se 
ha visto, impida tengan los acusados las garantías que les 
otorga la misma Constitución, si bien las diligencias que al 
efecto se practican en las causas seguidas en partida, no van 
revestidas de las formalidades solemnes de un proceso en 
forma." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M* 
Lezama^ Secretario. — Una rúbrica. 
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NÚMERO 7. 

México, Agosto 29 de 1887. — ^Vista la causa seguida en el 
Juzgado de Distrito del Estado de Guerrero, con motivo del 
robo verificado el 15 de Diciembre de 1884 en la Adminis- 
tración de Correos de la ciudad de Chilpancingo de Bravos, 
por cuyo robo que consistió en la* cantidad de 1 177.75, y 
que se llevó á cabo fracturándose las puertas de dicha ofici- 
na, se procedió contra Alejandro Castañón, Atanasio Aqui- 
no y Francisco Guevara. 

Considerando, segundo: Que si bien como expresa el Ciu- 
dadano Promotor fiscal, siempre que procede el auto de formal 
prisión contra persona determinada, queda ésta suspensa en 
el ejercicio de sus derechos de ciudadano, y esta suspensión 
no cesa sino en virtud de sentencia absolutoria, como está ex- 
presamente resuelto en nuestro derecho público; como el so- 
breseimiento decretado respecto de personas determinadas, 
una vez confirmado por el Superior, produce excepción de 
cosa juzgada, según lo tiene declarado la Suprema Corte de 
de Justicia en ejecutoria de 16 de Enero de 1872, debe con- 
siderarse como una verdadera absolución, por lo que hace á 
la persona contra la que se ha procedido, bastando, en con- 
cepto del Magistrado que suscribe, que para reintegrarle 
completamente en sus derechos, se hágala declaración de que 
el proceso instruido en nada perjudica su buena reputación 
y fama, declaración que hasta cierto punto es superabundan- 
te, atendiendo á que con arreglo al espíritu de nuestras ins- 
tituciones, produce la devolución al acusado de todos sus 
derechos suspensos por el auto de formal prisión, á diferen- 
cia de la absolución de la instancia que prevenían las leyes 
antiguas, que ha quedado abolida por el art. 24 de la Cons- 
titución. 
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Considerando, tercero: Que esto mismo enseñan todos los 
autores en materia criminal, pudiendo citarse entre otros á 
Escriche, donde al ocuparse en su Diccionario de Legislación 
y Jurisprudencia de los casos en que tiene lugar el sobresei- 
miento, dice, refiriéndose al tercero, que es: "Cuando ha- 
biéndose procedido contra alguna persona por haber contra 
ella sospechas ó indicios, se desvanecen aquellas y éstos de 
tal modo que se hace patente su inocencia " "No solamen- 
te ha de sobreseerse en el procedimiento, cualquiera que sea 
el estado de la eausa^ sino que además se debe poner inmedia- 
tamente en libertad al arrestado ó preso sin costas algunas, y 
declarándose que el procedimiento no le hará ningún perjui- 
cio en su reputación. 

Considerando, cuarto: Que aun en el supuesto de que para 
decretar el auto de formal prisión contra determinada perso- 
na, no fueran bastantes las sospechas ó indicios de que ha 
cometido un delito que merece pena corporal, sino que se 
necesitara sobre el particular semiplena prueba, esto de nin- 
guna manera ameritaría la confesión con cargos, desde el 
momento en l^que esa semiplena prueba quedase completa- 
mente desvanecida en el sumario, pues faltaria entonces el 
fundamento de dicha diligencia de confesión con cargos; mu- 
cho menos ameritaría el que se revocara el sobreseimiento 
con el objeto de que se concedan al procesado garantias cons- 
titucionales que él no reclama, como lo [hiciera si se tratara 
de una causa en forma que lejos de haberse cortado en su- 
mario, sin oposición del acusado por falta de méritos para 
continuarla, se hubiera elevado á plenario para seguirla por 
todos sus trámites legales. 

Considerando, quinto: Que á lo expuesto en el consideran- 
do anterior, no se opone el que las leyes 26, tít. 19, Partida 
7í y 12, tit. 14, Partida 3*, en que por lo regular se fundan 
los sobreseimientos en el fuero federal, se refieran á una ver- 
dadera absolución, porque ocupándose de sentencias defini- 
tivas no pudieron comprender el caso de sobreseimiento, no 
siendo por lo mismo esa omisión un obstáculo para aplicar 
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dichas leyes á los sobreseimientos, supuesto que una vez con- 
firmados por el Superior tienen el mismo carácter que las 
sentencias absolutorias, obteniendo con ellas el reo la venta- 
ja de librarse de las molestias consiguientes á un proceso en 
forma, sin resultado práctico alguno. 

Considerando, sexto: Que examinando con arreglo al de- 
recho constitucional, el auto de sobreseimiento decretado des- 
pués de haberse declarado formalmente preso al presunto 
responsable, y teniendo presentes las. garantías que otórgala 
Constitución general, la que todas las autoridades están obli- 
gadas á acatar como suprema ley, se ve que no se viola nin- 
guno de sus preceptos con dicho auto, pues los artículos que 
pudieran creerse vulnerados con ese procedimiento, y que son 
los 14, 20 y 24, basta una ligera reflexión para convencerse 
de que no hay inexactitud en la aplicación de la ley, absolvien- 
do al acusado, haciendo uso de la forma de sobreseimiento 
que es la propia, cuando no hay fundamento para hacer á los 
procesados cargo alguno del que deba absolvérseles; que se 
les otorgaron, si bien no con las solemnidades de un proceso 
en forma, las garantías que se conceden á todo acusado en 
juicio criminal; y que no tienen el peligro de ser juzgados dos 
veces por el mismo delito de que han sido acusados, cuyo 
proceso ha terminado respecto de ellos por medio de sobre- 
seimiento, no en calidad de por ahora, el que dada la prohi- 
bición constitucional de absolver de la instancia, tiene lugar 
cuando comprobada la existencia del cuerpo del delito no se 
encuentra al responsable; por lo que, en casos como el presen- 
te en que se han desvanecido por completo las sospechas que 
existían en contra de los procesados, patentizándose su ino- 
cencia, al dejarse abierta la averiguación, es para proceder 
contra los que no hayan sido juzgados y que aparezcan cul- 
pables del delito de que se trata." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
LezamUy Secretario. — ^Una rúbrica. 
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Numero 8. 



México, Junio 16 de 1886. — ^Vista la causa seguida en el 
Juzgado 2? de Distrito de esta Capital, contra Eugenio Ro- 
dríguez, Eufrasio González y Ángel Medina, acusados de ha- 
ber cometido el delito de cohecho, en la introducción de un 
contrabando de harina. 

Considerando tercero. Que si bien, como expresa el C. Pro- 
motor Fiscal, "siempre que proceda el auto de formal prisión, 
contra persona determinada, queda ésta suspensa en el ejer- 
cicio de sus derechos de ciudadano, y esta suspensión no cesa 
sino en virtud de sentencia absolutoria, según está expresa- 
mente resuelto en nuestro derecho público" como el sobresei- 
miento decretado respecto de personas determinadas, una vez 
confirmado por el superior, produce excepción de cosajuzgada, 
según lo tiene declarado la Suprema Corte de Justicia, en eje- 
cutoria de 16 de Enero de 1872, debe considerarse como una 
verdadera absolución, por lo que hace á la persona contra la 
que se ha procedido, bastando, en concepto del Magistrado 
que suscribe, que para reintegrarle completamente sus dete- 
chos, se haga la declaración de que el proceso instruido, en 
nada perjudica á su buena reputación y fama, declaración que 
hasta cierto punto es superabundante, atendiendo á que el so- 
breseimiento, con arreglo al espíritu de nuestras instituciones, 
produce la devolución al acusado de todos sus derechos sus- 
pensos por el auto de formal prisión, á diferencia de la abso- 
lución de la instancia que prevenían las leyes antiguas, que 
ha quedado abolida por el art. 24 de la Constitución. 

Considerando cuarto. Que aun en el supuesto de que para 
decretar el auto de formal prisión, contra determinada perso- 
na, no fuesen bastantes las sospechas ó indicios de que ha co- 
metido un delito que merece pena corporal, sino que, como 
sostiene el C. Promotor Fiscal, se necesita sobre el particular 

Defnin.— II 
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semiplena prueba, esto de ninguna manera ameritaría la con- 
fesión con cargos, como pretende dicho funcionario, desde el 
momento en que esa semiplena prueba quedase completamen- 
te desvanecida en el sumario, pues faltarla entonces el funda- 
mento de dicha diligencia de confesión con cargos; mucho 
menos ameritaría el que se revocara el sobreseimiento, con el 
objeto de que se concedan al procesado garantías constitucio- 
nales que él no reclama, y que el Representante fiscal quiere 
se le otorguen al pié de la letra, como si se tratara de una cau- 
sa en forma, que lejos de haberse cortado en sumario, sin opo- 
sición del acusado, por falta de méritos para continuarla, se 
hubiera elevado á plenario para seguirla por todos sus trámi- 
tes legales. 

Considerando quinto. Que sin dejar de acatar el art. 126 de 
la Constitución General, que designa á esta como ley supre- 
ma de la República, en opinión del Magistrado que suscribe, 
no se viola ninguno de sus preceptos al decretarse un sobre- 
seimiento en actuaciones criminales, "cuando habiéndose pro- 
cedido contra alguna persona por haber.contra ella sospechas 
ó indicios, se desvanecen aquellas y éstos de tal modo que se 
haga patente su inocencia," sin que esta doctrina se altere en 
el caso de que en las diligencias aparezca en contra del acu- 
sado una semiplena prueba, pues desvaneciéndose ésta, subsis- 
te la misma razón que cuando se desvanecen las sospechas ó 
indicios, sin que el sobreseimiento, con ese fundamento de- 
cretado, esté en pugna con el art. 14 de la Carta Fundamen- 
tal, como sostiene el C. Promotor Fiscal, pues en nadase con- 
traría ese artículo en la parte que previene que todo acusado 
sea juzgado "por leyes dadas con anterioridad al hecho, y 
exactamente aplicables á él," con absolver al acusado en la for- 
ma de sobreseimiento, que es la propia cuando como en el ca- 
so, no hubo ftmdamento, para hacer á los procesados cargo 
alguno del que debiera absolvérseles." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — Una rúbrica. 
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NÚMERO 9. 



México, Diciembre 15 de 1885. — Vistas las diligencias prac- 
ticadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Morelos, con- 
tra Juan y Teodoro Domínguez y Margarito Contreras, por 
el delito de rebelión. 

Considerando segundo. Que para sobreseer en diligen- 
cias criminales, respecto de determinada persona, no es un 
obstáculo que se baya dictado auto de formal prisión en su 
contra, porque ya sea que dicho auto se haya decretado, fun- 
dándose tan sólo en los motivos ó indicios que de la informa- 
ción sumaria resultan, acerca de la culpabilidad del acusado, 
como lo previene el decreto de 11 de Setiembre de 1820, ó ya 
sea que se haya tenido por fundamento la semiplena prueba 
que resulte de la misma averiguación sumaria, requisito que 
cree indispensable el C. Promotor Fiscal; en uno y otro caso 
pueden, con posterioridad á la formal prisión del Iprocesa- 
do, sobrevenir motivos suficientes para no considerar como 
delito el hecho cometido, ó bien encontrarse la averiguación 
en uno de los casos siguientes: primero, que los motivos ó in- 
dicios que existieran para proceder contra determinada per- 
sona, se desvanezcan de tal modo que se haga patente su ino- 
cencia; y segundo, que terminado el sumario, no aparezcan 
méritos para pasar más adelante, ó que el procesado no re- 
sulte acreedor sino á alguna pena leve que no pase de repren- 
sión, arresto ó multa, en cuyos casos están de acuerdo todos 
los autores, en que debe terminarse la sumaria por medio del 
sobreseimiento y no por sentencia definitiva. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
LízamcLy Secretario. — ^Una rúbrica. 
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NÚMERO 10. 



México, Noviembre 30 de 1885. — ^Vistala causa seguida en 
el Juzgado 19 de Distrito de esta Capital, contra Francisco 
Noriegay AusencioBocardo, por circulación de moneda falsa. 

l^Aquí d Considerando tercero de la sentencia de Hilario Orisan- 
to y socioSy documento nüm. 6.] 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
LezamUy Secretario. — Una rúbrica. 



Numero 11. 

México, Enero 8 de 1888. — ^Vista la causa instruida en el 
Juzgado 29 de Distrito, contra Maria Dolores Valadez, por 
circulación de moneda falsa. 

Considerando, primero: que habiendo quedado perfecta- 
mente comprobado en la causa, que Dolores Yaladez solamen- 
te es responsable de la circulación de un real falso, habiéndo- 
sele recogido además dos reales, tres décimos, dos medios y 
dos quintos de la misma clase de moneda, el sobreseimiento 
decretado por el Juez en el sumario de la causa, imponiendo 
en partida la pena por el delito leve que resultó comprobado, 
es enteramente arreglado á derecho, y conforme con las cons- 
tancias del proceso, sin que sea un obstáculo la &lta deleita- 
ción para sentencia, que no es necesaria para terminar dili- 
gencias sumarías por medio del sobreseimiento, porque ni 
aun la notificación de ese auto al acusado es indispensable, 
como lo sostienen los Sres. D. Florencio García de Goyena, 
D. Joaquín Aguirre, D. Juan Manuel Montalván, D. José 
Vicente Caravantes y D. Joaquín Escriche, asentando este 
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Último en su Diccionario de Legislación y Jurisprudencia, 
voz "Juicio criminal," párrafo 76, que la providencia de so- 
breseimiento se notifica en algunos Juzgados á las partes, y 
en otros no se notifica, teniéndose por inútil esta diligencia^ como 
en efecto lo eSy ya porque el sobreseimiento no causa estado hasta 
la aprobación^ ya porque las partes no tienen que comparecer ante 
el^ Tribunal Superior , ni en él son admitidas aunque quieran pre- 
sentarse. 

Considerando, segundo: que al cortar el Juez en sumario* 
la causa comenzada á instruir con las solemnidades de un pro- 
ceso en forma, ha sido por falta de méritos para seguirla así, 
supuesto que la acusada resultó no ser fabricante de mone- 
da falsa, cómplice ó encubridora, sino simple circuladora á 
sabiendas, por cuyo delito sólo merece la pena del robo sin 
violencia, la que atendiendo á la cantidad pretendida de ro- 
bar, es legal imponerla en partida, salvando las ritualidades 
de un proceso en forma, según lo previene el articulo 57 de 
la ley de 5 de Enero de 1857, que dice: "en los hurtos sim- 
ples de que habla el art. 52, y en las heridas que sanaren en 
el término de quince días, cualquiera que haya sido su pri- 
mera clasificación, los Jueces procederán con arreglo á lo 
prevenido en los artículos 19 y 2? del decreto de 23 de Julio 
de 1833, que se declara vigente en toda la República, salva 
la disposición del art. 62 de la presente ley," cuyo artículo 
dice así: "Todo auto de sobreseimiento y cualquiera causa 
que formalmente se siguiere, deberá remitirse al superior res- 
pectivo para su revisión." 

Considerando, tercero: que la práctica de no recibir con- 
fesión con cargos á los acusados en esta clase de averiguacio- 
nes, se encuentra apoyada por varios autores, entre otros, 
por los distinguidos jurisconsultos Lies. Blas José Gutiérrez 
Flores Alatorre y Rafael Roa Barcena, como se ve respecto 
del primero, en sus Apuntes sobre los Fueros, tomo 29, pág. 
649, donde dice: "y si trascurridos los primeros rápidos pe- 
ríodos de horas de la averiguación sumaria, ó primeras dili- 
gencias formales instruidas, no resultan otros crímenes de 
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mayor entidad, y sí sólo el indicado de circulación del peso 
falso, entonces el referido Juez, cumplimentando los princi- 
pios legales, que con respecto al sobreseimiento he tenido cui- 
dado de exponer en las páginas 470 y siguientes de este tomo, 
dictará la providencia procedente, para que cese el procedi- 
miento definitivamente, ya dando al reo por compurgado con 
la prisión sufrida, ó ya mandando que acabe de extinguir la 
pequeña que le falte, ó ya previniendo ponerlo en libertad y 
declarando que el proceso no le perjudica en su buena opi- 
nión y fama, si no resultare criminalidad punible en su con- 
tra;" y en cuanto al segundo de los letrados mencionados, en 
su Práctica Criminal, cap, 16 de la sección 1% donde al ocu- 
parse de la averiguación del delito y del sobreseimiento, dice 
así: ^^Las diligencias practicadas hasta aquí para la comproba- 
ción de la existencia del delito, ya sea que esta comprobación 
se haga por medios físicos ó morales, ó por ambos á la vez, 
toman el nombre de averiguación, y no hay para qué confun- 
dirla con el sumario propiamente dicho.'' ^^Para pasar esta 
averiguación á ser sumario propiamente dicho, se requiere 
que de las diligencias expresadas resulte delito grave, pues 
las disposiciones y la práctica dicen que los Jueces sobresean, 
si terminado el sumario (averiguación se entiende) no encon- 
traren mérito para continuar el procedimiento, ó sólo resul- 
tare merecedor el preso de una pena leve, como reprensión, 
arresto ó multa;" y el mismo autor más adelante dice: "Pue- 
de considerarse la averiguación á veces como simple diligen- 
cia, si no apareció delito alguno, ó como un juicio verbal, ó 
en partida, si de ella no resultare delito grave, sino leve, y 
otras veces como parte del sumario si el delito es grave." 

Considerando, cuarto: que las garantías de hacerle saber 
al acusado el motivo del procedimiento; que se le tome su 
declaración preparatoria dentro de cuarenta y ocho horas 
contadas desde que esté á disposición de su Juez; y que se le 
caree con los testigos que depongan en su contra; consta en 
la causa que se han practicado con la procesada, siendo bas- 
tante para otorgarle la primera de esas garantías, el que se 
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le hiciera saber el motivo del procedimiento al tomársele su 
declaración preparatoria, supuesto que fué cogida infraganti; 
y por lo que hace á la cuarta garantía del art. 29 constitucio- 
nal, si bien no se practicó con la acusada la diligencia de con- 
fesión con cargos, no por eso dejó de facilitársele los datos 
que constan en el proceso para que preparara sus descargos, 
y si aquella diligencia no tuvo lugar, fué debido á que la ave- 
riguación no se elevó á formal proceso, sino que por haber 
resultado sólo un delito levé, se terminó la sumaria aplicán- 
dose á la acusada, en fallo dictado en partida, el castigo á que 
se hizo acreedora, porque si bien la fabricación de moneda 
fidsa y la circulación de ésta, es un hurto muy grave, confor- 
me á la doctrina de la "Curia Filípica Mexicana^' (parte 4* 
sección 4% número 32); y según la ley 14, tít- 14, Partida 7?; 
los procedimientos judiciales en delitos de esta clase, deben 
sujetarse á la ley federal de 5 de Enero de 1857, siguiendo 
las actuaciones en formal proceso, según lo establecido por 
la ley de 12 de Julio de 1886, en sus artículos 8?, 99, 109 y 
119, puestos en vigor por las circulares de 19 de Septiembre 
y 2 de Octubre de 1856, citadas por D. Blas José Gutiérrez 
Flores Alatorre, en la pág, 624 del tomo 29 de sus Apuntes, 
cuyas disposiciones se han considerado vigentes, menos en 
los puntos de penalidad, que están sujetos al Código Penal 
del Distrito Federal y Territorio; esto, sin embargo, no im- 
pide se pueda sobreseer, cuando no hay méritos para conti- 
nuar un proceso en forma y que se aplique en el mismo auto 
de sobreseimiento la pena del delito leve que resultó com- 
probado. 

Considerando, quinto: que respecto de la quinta garantía 
que consigna el art. 20 de la Constitución, consta que la pro- 
cesada nombró para que la defendiera al C. Lie. Manuel G. 
Prieto, quien debe haber sujetado su defensa á lo dispuesto 
en el art. 55 de la ley de 5 de Enero de 1857, que dice: "Re- 
cibida la declaración preparatoria, podrá desde luego nom- 
brarse defe^or para que gestione por el acusado cuanto con- 
venga á su derecho. El defensor tiene el deber de concurrir con 
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d reo para la práctica de todas aquellas diligencias que por su na- 
turaleza no exijan reserva.'^ 

Considerando, sexto: que la práctica arreglada á la legis- 
lación antigua, vigente en el fuero federal, de fallarse en 
partida los delitos leves, salvando las formalidades de un ver- 
dadero proceso, se observa también en el fuero común, con- 
forme al Código de Procedimientos penales de 15 de Sep. 
tiembre de 1880, del Distrito Federal y Territorio de la Baja 
California, donde en el título 2?, cap. 1?, art. 377, dice: "Los 
Jueces de paz y los menores foráneos, en los casos en que les 
corresponda conocer conforme al art. 342, es decir, cuando 
la pena del delito no exceda de arresto menor ó cincuenta 
pesos de multa, procederán sin necesidad de formal sustan- 
ciación; pero harán constar sucintamente en una acta, los 
motivos y fundamentos de la resolución que dicten, contra 
la cual no habrá más recurso que el de responsabilidad. En 
estos casos, los Jueces de paz y los menores foráneos apre- 
ciarán las pruebas según el dictado de su conciencia,'' sin 
que nadie haya podido encontrar violación de garantías cons- 
titucionales en ese procedimiento, que |es igual al que pre- 
viene la ley de 5 de Enero de 1857, con la modificación de 
que la sentencia del Juez no causa ejecutoria, pues el art. 72 
de la misma ley, la sujeta á la revisión del Tribunal de Cir- 
cuito respectivo, lo cual viene á beneficiar más al reo de lo 
que está en el fuero común. 

Considerando, séptimo: que además, aun suponiendo que 
en el caso se hubieran violado algunas garantías, esa violación 
sólo podría reclamarse por la parte agraviada, y en el juicio 
correspondiente; no existiendo, por otra parte, en la presente 
causa, constancia alguna de que la procesada se quejara de 
la falta de alguna garantía, sino que por el contrario, apare- 
ce que se conformó con la sentencia dictada en su contra, lo 
mismo que su defensor; de suerte que si por no haberse dado 
cumplimiento al art. 20 constitucional, en la forma y térmi- 
nos que tiene lugar en un proceso seguido por tijdos sus trá- 
mites, se debiera revocar el fallo en partida de que se trata. 
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daría por resultado que para llenar cierto formulismo, ten- 
dría que reducirse de nuevo á prisión á la reo, que ha sido 
puesta ya en libertad, por haber extinguido la condena que 
el Juez le impuso, y vendrían las garantías constitucionales 
que ella no ha reclamado, á perjudicarle, lejos de favorecerle, 
convirtiéndose de tutelares y salvadoras, en opresivas y tirá- 
nicas." 

Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezama, Secretario. — Una rúbrica. 



^T^MERO 12. 

México, Marzo 3 de 1888. — Vista la causa seguida en el 
Juzgado de Distrito del Estado de Guerrero, contra Miguel 
Alva por calumnia al Jefe de Hacienda de dicho Estado, atri- 
buyéndole haber negado el uso de la palabra al C. Teodosio 
Tapia, apoderado del citado Alva, para hacer posturas en el 
remate de un terreno nombrado "Tilapa," que tuvo lugar el 19 
de Enero del año próximo pasado. 

Considerando segundo. Que en varias sentencias ha procu- 
rado demostrar este Tribunal, que para conceder al acusado 
las garantías enumeradas en el art. 20 constitucional, tratán- 
dose de juicios por delitos leves que deben fallarse en partida, 
no es preciso que se sigan las tramitaciones de un proceso 
en forma, sino que deben concillarse con lo reducido del 
término dentro del cual deben concluirse esos juicios; cuya 
práctica se observa también en el fuero común, conforme al 
Código de Procedimientos penales de 15 de Setiembre de 
1880, del Distrito Federal y Territorio, donde en el tít. 2?, ca- 
pítulo I, art. 377, dice: "Los Jueces de paz y los menores fo- 
ráneos en los casos en que les corresponda conocer conforme 
al art 342, es decir, cuando la pena del delito no exceda de arres- 
to nienor ó cincuenta pesos de rmdta^ procederán sin necesidad de 
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formal susíanciación; pero harán constar sucintamente en una 
acta, los motivos y fundamentos de la resolución que dicten, 
contra la cual no habrá más recurso que el de responsabili- 
dad." "En estos casos los Jueces de paz y los menores forár 
neos, apreciarán las pruebas, según el dictado de su concien- 
cia;" sin que nadie haya pensado encontrar violación de gar 
rantías constitucionales, en ese procedimiento que es igual al 
prevenido por las leyes federales, las que benefician más al reo 
que las del fuero común, porque la sentencia del Juez de Dis- 
trito no causa ejecutoria, sino que queda sujeta á la revisión del 
Tribunal de Circuito respectivo, para su confirmación, revo- 
cación ó enmienda, dada la terminante prevención del art. 83 
de la ley dé 14 de Febrero de 1826, sobre que ningún juicio 
criminal tenga menos de dos instancias. 

Considerando tercero. Que aun en el supuesto de que en 
el caso se hubieran violado algunas garantías constitucionar 
les, esa violación sólo podría reclamarse por la parte agravia- 
da en el juicio correspondiente; y no existiendo, por otra par- 
te, constancia alguna de que el procesado se quejara de la falta 
de alguna garantía, sino que, por el contrario, aparece que se 
conformó con la sentencia, limitándose á solicitar la conmi- 
seración del Tribunal, para que se le levantara la multa, pe- 
ro sin interponer ningún recurso; si se accediera á lo que so- 
licita el C. Promotor Fiscal, resultaría que con el objeto de 
dar cumplimiento al art. 20 constitucional, en la forma y tér- 
minos que tiene lugar en un proceso seguido por todos sus 
trámites, sobrevendrían grandes daños al acusado y las ga- 
rantías constitucionales que él no ha reclamado le perjudicar 
rían, convirtiéndose de tutelares y salvadoras en opresivas y 
tiránicas. 

Considerando cuarto. Que por lo expuesto se ve que el Juez 
no ha violado las leyes que arreglan el procedimiento en ma- 
ria criminal, ni fallado contra ley expresa, de tal manera que 
hubiera necesidad de revocarse su sentencia, la que debe con- 
firmarse, no existiendo por lo mismo méritos para exigirle 
responsabilidad de ninguna especie." 
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Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta ocho. — J. M. Le- 
zamay Secretario. — Una rúbrica. 



Número 13. 

México, Mayo 14 de 1887. — ^Vista la causa seguida en el 
Juzgado de Distrito del Estado de México, contra Ignacio Ba- 
rrera y Refugio Padilla por fabricación de moneda falsa. 

Considerando cuarto. Que teniendo presente lo dispuesto 
por los arts. 254 de la Constitución de 1812 y 79 del cap. 19 
de la ley de 24 de Marzo de 1813, que señalan como caso de 
responsabilidad de los Jueces, toda falta de observancia de las 
leyes que arreglan el procedimiento en lo civil y en lo crimi- 
nal, el Magistrado que suscribe se ve en la necesidad de ocu- 
parse de las observaciones que hace el C. Promotor Fiscal, so- 
bre la no vigencia de la ley de 17 de Enero de 1853 en el 
fuero federal, y con toda ingenuidad confiesa no recordar que 
alguno de los respetables letrados que le precedieron en la Ma- 
gistratura, haya declarado alguna vez que dicha ley no rige en 
los Tribunales federales, teniendo, por el contrario, la creen- 
cia de que está en todo su vigor, para los delitos que no ten- 
gan una tramitación fijada por otra ley, como lo han declara- 
do los arts. 34 de la ley de 23 de Noviembre de 1855 y 83 de 
5 de Enero de 1857; y se previno su observancia por circular 
de 21 de Marzo de 1877 á los Jueces de la comprensión de es- 
te Tribunal de Circuito; cuya circular que se publicó en los 
números 93 y 96 de "El Poro," correspondiente á los días del 
22 al 25 de Mayo de 1887; y está inserta en el tomo 39 de la 
obra "Apuntes sobre los fueros," del Lie. Blas José Gutiérrez 
Plores Alatorre, págs. 26 y 27, relacionadas con las 646 á 656 
del tomo 11 de la misma obra; es de recordárseles á los pro- 
pios jueces para su cumplimiento, con la rectificación de que 
en las causas de moneda falsa, deben sujetarse para su trami- 
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tación á la ley de 5 de Enero de 1857, como con todo acier- 
to lo hace ver el citado autor en el tomo IV, pág. 87 de dicha 
obra. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — «A M, Le- 
zama^ Secretario. — Tina rúbrica. 

NOMBRO 14. 

México, Febrero 16 de 1888. — Vistas las diligencias prac- 
ticadas en el Juzgado 29 de Distrito, contra el expagador del 
Batallón de Cazadores, Luis Gh. Castro, en averiguación de 
la responsabilidad criminal que pudiera resultarle por el ex- 
travio de la cantidad de % 5,000, ocurrido según se asegura, 
á causa de una fuerte avenida del rio de Santiaguillo, de la 
sierra de Guanajuato en el ano de 1869. 

Considerando, cuarto: Que la ley de 17 de Enero de 1853, 
tiene el carácter de federal y está en todo su vigor para la 
tramitación de causas por delitos que no la tengan determi- 
nada en otra ley, según lo declaran los artículos 34 de la de 
23 de Noviembre de 1855 y 83 de la de 5 de Enero de 1857, 
y se previno su observancia por circular de 21 de Marzo de 
1877, á los jueces de la comprensión de este Circuito; cuya 
circular se publicó en los números 93 y 96 de El ForOy co- 
rrespondientes á los dias 22 y 25 de Mayo del mismo año, y 
está inserta en el tomo 39 de la obra ^"Apuntes sobre los 
fueros" del Lie. Blas José Gutiérrez, Flores Alatorre, pági- 
nas 26 y 27, relacionadas con las 646 á 656 del tomo 2? de la 
misma obra." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezama, Secretario. — Una rúbrica. 
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Número 15. 

México, Octubre 27 de 1885. — ^Vistas las diligencias prac- 
ticadas en el Juzgado de Distrito del Estado de México, con- 
tra Francisco Luis, acusado de haber puesto dos piedras so- 
bre los rieles del Ferrocarril Nacional, en un punto situado 
en el cerro inmediato á Ocayacac. 

Considerando, primero: Que previniendo el inciso G. de 
la fracción 2* del art. 19 de la ley de 16 4® Diciembre de 
1881, que corresponde á la Justicia federal conocer de los 
^^Delitos cometidos contra la seguridad ó integridad de las 
obras ó contra la explotación de las vías férreas," no puede 
ponerse en duda que el hecho de que se trata, que ataca de 
una manera directa á la seguridad de la vía, poniendo en pe- 
ligro su explotación, cae bajo la acción de la justicia federal, 
sin que se deba decir en contrario, que sólo corresponden á 
ella, los hechos emanados de las empresas de ferrocarriles que 
infrinjan las disposiciones de dicha ley, y no los cometidos 
por individuos extraños á ellas, porque '^ Ubi lex non distín- 
guity nec nos distinguere clebemus" siendo por otra parte muy 
marcados, los hechos criminosos que la referida ley somete al 
conocimiento de la justicia ordinaria, como es de verse en la 
fracción IV de dicho artículo, donde dice: "Los delitos comu- 
nes cometidos en los ferrocarriles y sus dependencias, y que 
no afecten á la seguridad ó integridad de la« obras ó servicio 
de la vía, quedan igualmente sujetos al Juez territorial res- 
pectivo. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
LezaTíuij Secretario. — ^Una rubrica. 
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IfÚMBRO 16. 



México, Noviembre 21 de 1885. — ^Vistas las diligencias 
practicadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Hidalgo, 
con motivo del descarrilamiento que sufrió el tren de recreo 
del ferrocarril Hidalgo, el dia 24 de Febrero del año próximo 
pasado, ocasionando ligeras contusiones á varios pasageros. 

Considerando, [primero: Que previniendo el inciso I de 
la fracción 2* del art. 19 de la ley de 16 de Diciembre de 1881, 
que corresponde á la justicia federal conocer del "Choque ó 
descarrilamiento de trenes,^' no puede ponerse en duda que 
el hecho de que se trata y sus consecuencias, caen bajo la ac- 
ción de la justicia federal, sin que se deba decir en contrario, 
que sólo corresponde á ella, los hechos dimanados de las em- 
presas de ferrocarriles, que den por resultado el choque ó 
descarrilamiento de trenes, y no los cometidos por individuos 
extraños á ellas, que den el mismo resultado, porque, übilex 
non distinguü, nec nos distinguere debenius: siendo por otra parte 
muy marcados, los hechos criminosos que la referida ley so- 
mete al conocimiento de la justicia ordinaria, como es de 
verse en la fracción IV de dicho artículo, donde dice: "Los 
delitos comunes cometidos en los ferrocarriles y sus depen- 
dencias, y que no afecten á la seguridad ó integridad de las obras ó 
servicio de la víUy quedan igualmente sujetos al Juez territo- 
rial respectivo. , 

Considerando, segundo: Que no existiendo en contra de la 
empresa del Ferrocarril de Hidalgo y sus empleados, ni con- 
tra ninguna otra persona, según, consta de la averiguación, 
dato'alguno que importe responsabilidad, por el acontecimien- 
to que dio lugar á la presente causa, el sobreseimiento decre- 
tado en ella es enteramente arreglado á derecho." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M^ 
Lezamaj Secretario. — Una rúbrica. 
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Numero 17. 

México, Mayo 27 de 1886. — ^Vista la averiguación practi- 
cada en el Juzgado 29 de Distrito de esta Capital, con motivo 
de la denuncia que el representante de la Compañía Nacio- 
nal Constructora Mexicana hizo ante la Secretaria de Fomen- 
to el dia 10 de Junio de 1882, sobre que el dia anterior ha- 
blan sido aprendidos dos hombres que estaban colocando 
piedras en la vía de México al Salto, cerca de los Reyes. 

Considerando, primero: Que habiéndose declarado por la 
1^ Sala de la Corte de Justicia, insuplicable la declaración he- 
cha por este Tribunal, de ser competente la justicia federal 
para conocer de la presente averiguación, no deberla el Ma- 
gistrado que suscribe ocuparse ya de este asunto, por el res- 
peto que merece la cosa juzgada; mas como el Ciudadano 
Promotor Fiscal insiste fen fundar la incompetencia de la jus- 
ticia federal para conocer de estas diligencias, por deferencia 
á este funcionario, son de reproducirse las consideraciones 
asentadas en la sentencia de 17 de Febrero último, pronun- 
ciada en la causa seguida contra José de Jesús Andrade, por 
haber colocado una piedra en la vía del ferrocarril "Hidalgo," 
donde se dijo lo siguiente: "que previniendo el inciso G. de 
la fracción 2* del art. 19 de la ley de 16 de Diciembre de 1881, 
que corresponde á la justicia federal conocer de los delitos 
cometidos contra la seguridad ó integridad de las obras ó con- 
tra la explotación de las vías férreas" no puede ponerse en duda 
que el hecho de que se trata, que ataca de una manera direc- 
ta á la seguridad de la vía, poniendo en peligro su explota- 
ción, cae bajo la acción de la justicia federal, sin que se deba 
decir en contrario, que sólo corresponden á ella los hechos 
dimanados de las Empresas ferrocarrileras, que infrinjan las 
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disposiciones de dicha ley y no los de los individuos extra- 
ños á ella, porque ubi lex non distingmt nec nos distinguere de- 
bemus: siendo por otra parte muy marcados los hechos crimi- 
nosos que la referida ley somete al conocimiento de la justicia 
ordinaria, como es de verse en la fracción 4* de dicho artículo, 
donde dice: "Los delitos comunes cometidos en los ferrocarri- 
les y sus dependencias y que no afecten d la segundad ó integri- 
dad de las obras ó servicio de la vía, quedan igualmente sujetos 
al Juez territorial respectivo: Que en debido acatamiento á 
lo dispuesto en la fracción 4^ citada, en las averiguaciones 
practicadas por los accidentes ó desgracias en la explotación, 
de las vías generales de comunicación á que se refiere el in- 
ciso H., de la fracción y artículos citados, una vez que se es- 
clarece que esos accidentes ó desgracias que han ocasionado 
heridas ó la muerte á alguna persona, no son de la responsa- 
bilidad de la Empresa, no ha tenido este Tribunal inconve- 
niente en decretar el sobreseimiento en las actuaciones, por 
no haberse tratado de hechos que afecten d la seguridad ó inte- 
gridad de las obras ó servicio de la t?ia, y como sólo han resul- 
tado ofendidos sin culpa de la Empresa ferrocarrilera, intere- 
ses de particulares, se ha dejado expedita, la jurisdicción del 
fuero común para que practique la averiguación de su resor- 
te: Que la reforma de la fracción 2* del art. 97 de la Consti- 
tución, no quita en el caso que nos ocupa la competencia de 
la justicia federal, porque no se trata de intereses de parti- 
culares, sino de los intereses del Gobierno de la Unión, re- 
conocidos en las respectivas leyes-contratos, celebrados con 
las Empresas de vías generales de comunicación, á quienes se 
les ha garantizado no estorbarles el uso del camino, no suce- 
diendo lo mismo cuando, por ejemplo, sólo se trata de des- 
cubrir al responsable de la muerte ó heridas ocasionadas á 
algún individuo, porque en esa clase de acontecimientos, 
una vez esclarecido que las Empresas no reportan responsa- 
bilidad alguna, queda expedita la jurisdicción del fuero co- 
mún, para investigar en cumplimiento de la fracción 4* del 
art. 19 de la referida ley, si resultan responsables por esos he- 
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chos, que no provengan de mal servicio de la vía, individuos 
detenninadós." 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezama, Secretario. — Una rúbrica. 

NÚMEBO 18. 

México, Julio 3 de 1886. — ^Vista la causa seguida en el Juz- 
gado de Distrito del Estado de Tlaxcala, contra Kicolás y Jo- 
sé de la Luz Méndez, por robo de un poste de la linea tele- 
gráfica de la Compañía del Ferrocarril Mexicano. 

Considerando, primero: Que previniendo el inciso G, de la 
frac, n, del art. 19, de la ley de 16 de Diciembre de 1881, que 
corresponde á la justicia federal, conocer de los delitos come- 
tidos contra la seguridad 6 integridad de las obras de las vías ge- 
nerales de comunicación, no puede ponerse en duda que el 
hecho de que se trata, que ataca de una manera directa la in- 
tegridad de la vía, cae bajo la acción de la justicia federal, sien- 
do, por otra parte, muy marcados los hechos criminales que 
la referida ley somete al conocimiento de la justicia ordinaria, 
donde se declara que los delitos comunes stijetos al Juez te- 
rritorial respectivo, son aquellos que no afectan d la seguridad 6 
integridad de las obras ó servicio de las vías. 

Considerando, segundo: Que la constitucionalidad de la ley 
citada se pone de manifiesto, con sólo citar la frac. 22 del art. 
72 de la Ley Fundamental, que concede al Congreso de la 
Unión, facultad para dictar leyes sobre vías generales de co- 
municación y sobre postas y correos, sin que, por otra parte, 
la competencia que esa ley da á los Tribunales Federales, en 
los casos que expresa, pueda sostenerse que está en pugna con 
la reforma de la frac. I del art. 97 de la Constitución, porque 
no se trata aquí de intereses de particulares, sino de los del Go- 
bierno de la Unión, que á la vez que está inmediatamente 
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interesado en que las empresas, ya por sí ó por medio de sus 
empleados, den exacto cumplimiento á las obligaciones con- 
traidas en sus respectivas leyes-contratos y reglamentos rela- 
tivos, ha garantizado á las referidas empresas no estorbarles 
el uso de las vías de comunicación. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — ^Una rúbrica. 

Número 19. 

México, Octubre 27 de 1886. — ^Vistas las diligencias prac- 
ticadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Tlaxcala, en 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultarle á la 
Empresa del Ferrocarril Mexicano, por las lesiones que sufrió 
Pablo Sánchez, atropellado por un tren perteneciente á dicho 
Ferrocarril, las que le ocasionaron la muerte al poco tiempo. 

Considerando, segundo: Que no son de aceptarse las apre- 
ciaciones del Juez de Distrito que hace en los siguientes tér- 
minos: "que conforme á la ley de 16 de Diciembre de 1881, 
los Jueces federales son competentes para conocer de la res- 
ponsabilidad civil ó priminal que pueda resultar a la Empresa, 
sin que sea de extenderse su interpretación hasta el punto de 
que gocen de fuero federal, individualmente cada uno de los 
empleados de aquella," porque en concepto de este Tribunal, 
las responsabilidades de las empresas de ferrocarriles no de- 
ben limitarse á lo que resulte de los actos ejecutados por la 
Compañia, sino que debe hacerse extensiva á los dimanados 
de todos los empleados que de ella dependan, sin que por otra 
parte, la circunstancia de que los culpables pertenezcan ó no 
á la Empresa, influya en la cuestión de competencia, porque 
con arreglo á la ley citada, pertenece al conocimiento de la jus- 
ticia federal, todos los delitos que afecten d la seguridad ó integri- 
dad de las obras ó servicio de la vía, sean ó no responsables de 
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6B0B delitos, individuos extraños á la Compañía, debiendo, por 
lo mismo, en acontecimientos como el que ha dado lugar & 
esta causa, prevenir en su conocimiento el Juez de Distrito 
respectivo y dejar expedita la jurisdicción ordinaria, sólo en 
el caso de que se trate de un delito común que no reúna los 
requisitos indicados, esto es, de perjuicio á la explotación 
de la via ó ataque á la seguridad ó integridad de las obras; y 
en la presente averiguaí5ión, si bien quedó plenamente com- 
probado que las heridas que recibió Sánchez, no son de la res- 
ponsabilidad de la Empresa ni de ninguno de los empleados, 
también consta que fueron debidas exclusivamente á su im- 
prudencia, no existiendo por ese mero hecho, responsabilidad 
contra ninguna persona, que debiera hacer efectiva la justicia 
ordinaria. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — ^Una rúbrica. 

Numero 20. 

México, Mayo 17 de 1887. — Vistas las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado de Distrito del Estado de México, en 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultar á la 
Empresa del Ferrocarril Interoceánico, por la muerte de Isa- 
bel Yalverde, ocasionada por un tren perteneciente á dicho 
ferrocarril. 

Considerando, primero: Que en debido acatamiento de la 
fracción 4* del art. 19 de la ley de 16 de Diciembre de 1881, 
que previene que los delitos comunes cometidos en los ferro- 
carriles y sus dependencias, que no afecten á la seguridad ó 
integridad de las obras ó servicio de la vía, quedan igual- 
mente sujetos al Juez territorial respectivo, en las averigua- 
ciones practicadas en los accidentes ó desgracias en la explo- 
tación de las vías generales de comunicación, á que se refiere 
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el inciso H de la frac. 2? del art. 1? de la mencionada ley, 
una vez que se esclarece que esos accidentes ó desgracias que 
han ocasionado la muerte ó heridas á alguna persona, no son 
de la responsabilidad de la Empresa, no ha tenido este Tribu- 
nal inconveniente en decretar el sobreseimiento en las actua- 
ciones, por no haberse tratado de hechos que afectan la se- 
guridad ó integridad de las obras ó servicio de la vía; y como 
sólo han resultado ofendidos sin culpa de la Empresa intereses 
de particulares, se ha dejado expedita la jurisdicción del fue- 
ro común para que practique la averiguación de su resorte; 
mas como en la presente causa consta plenamente probado, 
por las declaraciones de varios testigos presenciales, que ca- 
minando Valverde sobre la vía, fué advertido á tiempo con 
silbatos de la máquina de la proximidad del tren, lo que no- 
tando él mismo se separó de la vía, pero tal vez por su atur- 
dimiento ó torpeza no lo verificó por el lado Sur, en que ha- 
bía más amplitud, el accidente que ocasionó su muerte, es 
debido exclusivamente á su imprudencia en caminar por la 
vía, infringiendo el Reglamento de ferrocarriles, y en su tor- 
peza al desviarse del camino, pues consta de la causa que los 
empleados del ferrocarril, cumplieron estrictamente con las 
prescripciones de dicho Reglamento, en el desempeño de sus 
respectivos empleos, y como no existe dato alguno que haga 
suponer la perpetración de un delito, no hay para qué con- 
signar el asunto á la jurisdicción del fuero común. 

Considerando, segundo: Que para los efectos de la ley de 
16 de Diciembre de 1881, que dá competencia á la Justicia 
federal para conocer entre otras cosas de todo lo que se rela- 
ciona con la "Construcción y reparación de las obras: Delitos 
cometidos contra la seguridad é integridad de éstas ó contra 
la explotación de las vías: Seguridad de las mismas obras á 
que están obligadas las empresas y fiíltas ó delitos de éstas 
por retardos, descuido ó culpa en el servicio, y por acciden- 
tes ó desgracias en la explotación: Choque ó descarrilamien- 
to de los trenes;" bajo el nombre de Empresa debe compren- 
derse :l todos los empleados de la misma, porque de lo con- 
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trario ocurrirían machos casos, de los que á pesar de tratarse 
de acontecimientos que afectan d la segwridad 6 integridad de las 
obras ó sermcio de la vlaj que según la fracción 4? del art. 1? 
de dicha ley, corresponde su conocimiento á la Justicia fede- 
raly no podría ésta conocer cuando el inmediato responsable de 
esos accidentes fuera alguno de los empleados subalternos 
de la Empresa, como podría suceder en los casos de retardo, 
descuido ó culpa en el servicio, accidentes ó desgracias en la 
explotación y choques ó descarrilamientos de trenes, en los 
que las más veces son responsables únicamente dichos em- 
pleados; así es que la competencia que la justicia federal tie- 
ne para procesar á los empleados subalternos de las Empre- 
sas de vías generales de comunicación, que cometan algún 
delito que afecte a la seguridad 6 integridad de las obras 6 sermcio 
de la vía, no es' porque gocen de fuero federal, sino por haber 
cometido un delito de aquella naturaleza, cuya competencia 
la tiene también para procesar á cualquiera otro individuo 
extraño á las mismas Empresas que incurra en igual respon- 
sabilidad, sin que para esto sea necesario que el responsable 
goce de fuero federal. 

Considerando, tercero: Que el no dejarse en causas como 
la presente, consignado el hecho á la Justicia ordinaria, para 
perseguir y castigar la responsabilidad de otro individuo par- 
ticular cualquiera, no es porque se considere subordinada la 
acción de la Justicia ordinaria á la declaración del Juez fede- 
' ral, ni esa declaración importa un desconocimiento del dere- 
cho que aquella tiene para perseguir y castigar la responsa- 
bilidad de otro individuo particular cualquiera, sino que 
únicamente quiere decir, que en el caso no hay hecho puni- 
ble que perseguir por ninguna autoridad, ya sea del fuero 
común ó federal, sin que por supuesto se disminuya en un 
ápice la jurisdicción de la Justicia ordinaria para proceder, 
si encuentra datos que vengan á comprobar que el hecho de 
que se trata fué el resultado de algún delito de su competen- 
cia, pues lo único que propiamente significa aquella declara- 
ción, es que las constancias procesales no prestan méritos 
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para consignar al Juez del fuero común ninguna averigua- 
ción que sea de su resorte.'* 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y ocho, de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — Una rúbrica. 

Número 21. 

México, Febrero 27 de 1886. — ^Vista la causa seguida en 
el Juzgado de Distrito del Estado de México, en averigua- 
ción del responsable del choque de dos trenes del ferrocarril 
Central, que tuvo lugar en la madrugada del día 1? de Julio 
de 1884. 

Considerando, primero: Que la ley de 16 de Diciembre de 
1881, que fijó las bases á que deben sujetarse el Poder Ejecu- 
tivo para reglamentar el servicio de ferrocarriles, telégrafos 
y teléfonos, al designar los casos en que esas vías generales 
de comunicación y sus construcciones anexas, quedan su- 
jetas exclusivamente á los Poderes Federales, Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, enumera en el inciso I, frac. 2* del 
art 19, el "Choque ó descarrilamiento de trenes;'' por lo que 
no puede ponerse en duda, que el hecho de que se trata cae 
bajo la acción de la justicia federal; y no es de decirse que 
sólo corresponde á ella, el conocimiento de los hechos dima- 
nados de las Empresas ferrocarrileras que infrinjan las dispo- 
siciones relativas y no de los individuos extraños á ellas, por- 
que " Ubi lex non distingmt nec nos distinguere dehemusJ^ Además, 
hay que advertir, que el choque de los dos trenes que ocasionó 
la muerte del fogonero Slattery, y ha dado lugar á la presente 
causa, es de la exclusiva responsabilidad de personas depen- 
dientes de la Empresa del Ferrocarril Central, sin que por 
otra parte se encuentre ese caso comprendido en las excep- 
ciones de la frac. 4^ de dicho articulo, porque ésta fracción 
con toda claridad sujeta únicamente al Juez territorrial res- 
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pectivo: "Los delitos comunes cometidos en los ferrocarriles 
y sus dependencias, que no afecten á la seguridad 6 integridad de 
las obras ó servicio de la vía." 

Considerando, segundo: Que la constitucionalidad de la 
ley citada, se pone de manifiesto con sólo citar la frac. 22 del 
art. 72 de la ley fundamental, que concede al Congreso de la 
Unión facultad "para dictar leyes sobre vías generales de 
comunicación y sobre postas y correos," sin que por otra 
parte, la competencia que esa ley da á los Tribunales fede- 
rales en los casos que expresa, pueda sostenerse que está en 
pugna con la reforma de la frac. 2? del art. 97 de la Consti- 
tución, porque no se trata aquí de intereses de particulares, 
sino de los del Gobierno de la Unión, que á la vez que ha 
garantizado á las Empresas no estorbarles el uso de las vias 
de comunicación, está inmediatamente interesado en que las 
respectivas Empresas, ya por si ó por sus empleados, den 
exacto cumplimiento á las obligaciones contraidas en sus 
respectivas leye&-contratos y reglamentos; no sucediendo lo 
mismo, cuando, por ejemplo, sólo se trata de descubrir el 
responsable de la muerte ó heridas ocasionadas á algún indi- 
viduo, porque en esa clase de acontecimientos, una vez escla- 
recido que las Empresas no reportan responsabilidad alguna, 
queda expedita la jurisdicción del fuero común para investi- 
gar, en cumplimiento de la frac. 4* del art 19 de la referida 
ley, si resultan responsables por esos hechos que no proven- 
gan de mal servicio de la vía, individuos determinados. 

Considerando tercero. Que en debido acatamiento á la frac. 
IV citada, en las averiguaciones practicadas por los acciden- 
tes ó desgracias en la explotación de las vias generales de co- 
municación, á las que se refiere el inciso H, de la frac. 11 del 
art. 19 de la mencionada ley, una vez que se esclarece que esos 
accidentes ó desgracias que han ocasionado la muerte ó heri- 
das de alguna persona, no son de la responsabilidad de la Em- 
presa, no ha tenido este Tribunal inconveniente en decretar 
el sobreseimiento en las actuaciones, por no haberse tratado 
de hechos" que afecten d la seguridad ó integridad de las obras ó ser- 
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vicio de la vía, y como sólo han resultado ofendidos, sin culpa 
de la Empresa ferrocarrilera ó de sus empleados, intereses de 
particulares, se ha dejado expedita la jurisdicción del fuero 
común, para que practique la averiguación de su resorte. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M, 
Lezanuij Secretario. — ^TJna rúbrica. 



Número 22. 

México, Junio 11 de 1886. — ^Vistas las diligencias practica- 
das en el Juzgado de Distrito del Estado de México, en la 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultar á la 
Empresa del Ferrocarril Central, por la muerte de José M. 
García, cuyo cadáver fué encontrado cerca de dicha vía, lo 
que hizo suponer fuera ocasionada aquella muerte por uno de 
los trenes de ese Ferrocarril. 

Considerando, primero: Que habiéndose declarado por la 
1* Sala de la Suprema Corte de Justicia, insuplicable la de- 
claración hecha por este Tribunal, de ser competente la justi- 
cia federal para conocer de la presente averiguación, no de- 
bería el Magistrado que suscribe ocuparse de este punto por 
el respeto que merece la cosa juzgada; mas como el C. Pro- 
motor Fiscal, insiste en fundar la incompetencia de la justicia 
federal para conocer de estas diligencias, por deferencia á es- 
te funcionario, son de reproducirse aquí las consideraciones 
asentadas en el auto en que se fijó esa competencia y fué de- 
clarado insuplicable donde se dijo: "que tratándose en el pre- 
sente caso, de averiguar la responsabilidad en que puede ha- 
ber incurrido la Empresa del Ferrocarril Central, por la muer- 
te de José M. García, atropellado por un tren perteneciente á 
la referida Empresa, como ese acontecimiento pudo muy bien 
haber sido por mal estado del material rodante, por imperfec- 
ción de la vía, por no haberse tomado las precauciones nece- 
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Barias y que Be acoBtumbran para evitar desgracias, como la 
que dio lugar á esta causa, ó, en fin, por cualquiera otra cir- 
cunstancia análoga á las referidas, que harían responsable á 
la Empresa, con arreglo al inciso H, de la frac. 11, del art. 19, 
de la ley de 16 de Diciembre de 1881, es indudable la compe- 
tencia de la justicia federal para instruir esta averiguación qve 
ponga en claro la responsabilidad de la Empresa ó su incul- 
pabilidad, para lo que se encuentra autorizada por la frac. 11, 
del art. 19 de la referida ley. 

Considerando, segundó: Que la ley de 16 de Diciembre de 
1881, cuya constitucionalidad no puede ponerse en duda, en 
vista de la la frac. XXTT del art. 92 de la Constitución, que 
concede al Congreso de la Unión facultad "para dictar leyes 
sobre vías generales de comunicación y sobre postas y co- 
rreos," no está en pugna con la reforma de la frac. I, del art. 
97 de la Constitución, que reservó á los Jueces del fuero co- 
mún, la aplicación de las leyes federales cuando se ventilaran 
sólo intereses de particulares, porque en la presente causa no 
se trata de esos intereses sino de los del Gobierno de la Unión, 
que está inmediatamente interesado en que las Empresas, ya 
por sí ó por medio de sus empleados, den exacto cumplimien- 
to á las obligaciones contraidas en sus respectivas leyes-contra- 
tos y reglamentos respectivos. 

Considerando, tercero: Que en debido acatamiento á la frac. 
IV del art. 19 de la referida ley, que previene "que los delitos 
comunes cometidos en los ferrocarriles y sus dependencias y 
que no afecten á la seguridad ó integridad de las obras, ó ser 
vicio de la vía, quedan igualmente sujetos al Juez territo- 
rial respectivo," en las averiguaciones practicadas por los ac- 
cidentes ó desgracias en la explotación de las vías generales 
de comunicación, á que se refiere el inciso H, de la frac. 11, 
del art. 19 de la mencionada ley, una vez que se esclarece 
que esos accidentes ó desgracias que han ocasionado la muer- 
te ó heridas de alguna persona, no son de la responsabilidad 
de la Empresa, no ha tenido este Tribunal inconveniente en 
decretar el sobreseimiento en las actuaciones, por no haber tra- 
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tado de hechos que afecten á la seguridad 6 integridad de las abras 
ó servicio de la vía; y como sólo han resultado ofendidos sin 
culpabilidad de la Empresa, intereses particulares, se ha deja- 
do expedita la jurisdicción del fuero común para que practi- 
que la averiguación de su resorte. 

'lOonsiderando, cuarto: que precisamente este es el caso de 
procederse como se indica en el considerando anterior, pues 
no apareciendo dato'alguno que haga presumir siquiera, que 
la Empresa del ferrocarril Central, sea responsable del acon- 
tecimiento que ocasionó la muerte de José M. García, debe 
sobreseerse en las diligencias por lo que hace á la referida 
Empresa; mas como la muerte de García puede muy bien ha- 
ber sido el resultado de algún delito, cuyas huellas se preten- 
dió tal vez borrar, colocando el cadáver cerca de la vía, es 
llegada la oportunidad de dar cumplimiento á la frac. 4* del 
art. 19 de la ley referida de 16 de Diciembre de 1881, que 
deja expedita la jurisdicción del fuero común, cuando se trar 
te de delitos que no afecten d la seguridad 6 integridad ó servicio 
de la vía, á fin de que practique, si lo tiene á bien, la averi- 
guación respectiva, que ponga en claro el hecho mencionado. 
Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M, 
Lezania^ Secretario. — Una rúbrica. 



Numero 28. 

, México, Marzo 24 de 1887. — Vistas las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado de Distrito del Estado de México, en 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultar á la 
Empresa del Ferrocarril Nacional Mexicano, por la muerte 
de Prisciliano Alarcón, ocasionada por un tren de dicho fe- 
rrocarril. 

Considerando, primero: [Aqiú el tercero de la sentencia de Jo- 
sé María García^ documento número 22]. 
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Considerando, segundo: [Aquí el cuarto de la misma sen- 
tencia']. 

Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezama^ Secretario.— Una rúbrica. 



Numero 24. 

México, Noviembre 28 de 1887. — Vista la causa seguida 
en el Juzgado de Distrito del Estado de Tlaxcala, contra Ma- 
nuel Herrera, Eefugio Domínguez, Erasmo Barcenas' y Go- 
zos Torres, por robo de una varilla de la vía del Ferrocarril 
Mexicano. 

Considerando: que estando plenamente comprobado en la 
causa, que la varüla de que se trata no fué arrancada de la vía, 
porque según las declaraciones de dos peritos, no presentaba 
señales de haber sido rota con violencia, siendo posible que 
la contracción del fierro por la acción del frió, ó la fuerza del 
tren la quebrasen, y habiendo declarado los testigos presen- 
ciales Domínguez, Barcenas y Torres, que dicha varüla estaba 
tirada sobre hs durmientes j el robo de ella no importa un de- 
lito cometido contra la seguridad ó integridad de las obras, 
ó contra la explotación de las vías, en cuyo caso sería com- 
petente para conocer de él la justicia federal, según el art. 1?, 
frac. 2% inciso G, de la ley de 16 de Diciembre de 1881; y 
como esta misma ley previene en la parte final de la frac. 4? 
• del propio artículo, que: "Los delitos comunes cometidos en 
los ferrocarriles y sus dependencias, y que no afecten d la seguri- 
dad de las obras ó servicio de la vía^ quedan igualmente sujetos al 
Juez territorial respectivo, no cabe duda que el Juez de Dis- 
trito no ha tenido jurisdicción para conocer de la presente 
causa, en la que debió declararse incompetente desde el mo- 
mento que se esclareció en ella, que la varilla robada no es- 
taba unida á la vía del Ferrocarril Mexicano, al cometerse el 
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delito de que aparece responsable Manuel Herrera, y el que 
no procuraron evitar los demás procesados. 

Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamay Secretario. — Una rúbrica. 



Numero 25. 

México, Mayo 19 de 1885. — ^Vistas las diligencias practi- 
cadas con el fin de averiguar si existen ó no méritos para 
iniciar 'causa contra el Juez 2? de Distrito, por sus procedi- 
mientos en el juicio de comiso seguido por la Hacienda pú- 
blica, contra el Sr. J. Brilanti, por diferencia de unos espejos. 

Considerando, primero: que en concepto de este Tribunal, 
la fracción del articulo citado que dice: "En los juicios de co- 
miso cuyo valor no exceda de quinientos pesos, son inapela- 
bles las sentencias de primera instancia y causan desde luego 
ejecutoria; pero el juez, dentro de cinco días útiles, deberá 
remitir extracto de los juicios y sentencias al Juez de segun- 
da instancia para su revisión, la cual se contraerá á calificar 
si ha procedido con arreglo á este Arancel, para exigir la res- 
ponsabilidad que corresponda en caso de manifiesta infrac- 
ción de él, ó de haberse fallado contra ley expresa;" no pre- 
viene ninguna declaración previa, sino que ordena se haga 
efectiva la responsabilidad en que hayan incurrido los Jueces 
de Distrito en los juicios de comiso, que. por el interés de que 
en ellos se trata, no admitan segunda instancia, sin que se es- 
tablezca en dicha fracción la formaren que deban instruirse las 
diligencias en averiguación de la culpabilidad que resulte, que 
indudablemente no es otra que la establecida para los juicios 
de responsabilidad de Jueces de Distrito, que es la que se ha 
seguido en el presente negocio, de acuerdo con lo pedido por el 
O. Promotor Fiscal, obrando ya en este expediente, formado 
á su solicitud, su pedimento, el informe del Juez, y sólo falta 
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hacerse la declaración de si ha ó no lugar á proceder, la que 
en caso de ser afirmativa, dará lugar á instruir un proceso en 
forma contra el Juez presunto responsable, y si fuese nega- 
tiva, importará un verdadero sobreseimiento en la^ diligen- 
cias preliminares, sujeto á la revisión de la Suprema Corte 
de Justicia, como está prevenido respecto de las causas cri- 
minales y se ha observado en la práctica en negocios seme- 
jantes al que nos ocupa. 

Es copia sacada de su original, que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
LezanuZj Secretario. — ^Una rúbrica.. 



NtJMERO 26. 

México, Noviembre 10 de 1887. — ^Vista la presente causa 
instruida al Juez 19 de Distrito, Lie. Juan Pérez de León, pa- 
ra averiguar la responsabilidad en que pueda haber incurrido, 
al suspender el acto reclamado por Antonio Eicheraud, en el 
juicio de amparo promovido por éste, contra el auto de for- 
mal prisión «dictado en su contra, por el Juez 89 de lo crimi- 
nal de esta capital. 

Resultando, tercero: Que recibido en este Tribunal el tes- 
timonio de la sentencia referida, se libró oficio al Juez 19 de 
Distrito previniéndole informase con justificación, lo que ve- 
rificó expresando que en el amparo mencionado, normó sus 
procedimientos á la práctica seguida en otros negocios seme- 
jantes, en los que al revisar el procedimiento la Suprema Corte 
de Justicia, no había hecho observación alguna y como com- 
probantes de su informe remitió 23 expedientes de amparo, de 
los que existían en el archivo que era á su cargo y que presen- 
taban analogía con el presente caso; y pasadas las diligencias 
al estudio del C. Promotor Fiscal, éste pidió en los siguientes 
términos: "C. Magistrado: El Promotor Fiscal dice: que tiene 
á la vista el cuaderno que comienza con la ejecutoria en que la 
Suprema Corte ordena, que el Tribunal proceda en el caso se- 
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gún lo previene el art. 39 de la ley de amparo, respecto del 
Juez 19 de Distrito de México, por sus procedimientos en el 
juicio de amparo promovido por Richeraud, con relación al 
cual suspendiiS dicho Juez el auto reclamado por éste y que 
consistía en el auto de prisión decretado por el Juez 39 de 
lo Criminal: El que suscribe, cumpliendo con el deber 
de procurar el más puntual cumplimiento de la ley, hace 
notar que el Tribunal mandó pedir informe al Juez con- 
signado por la Suprema Corte y rendido que fué éste, man- 
dó el Tribunal que pasara el expediente al que suscribe pa- 
ra que pidiera si ha ó no higar á formación de causa. La 
Promotoria, extendiendo el pedimento que cree arreglado á 
estricta juisticia, comienza por decir que la previa declaración 
á que se refiere el auto del Tribunal, no tiene razón de ser cuan- 
do la ordena el mismo Juez competente, porque según la ley de 
responsabilidad, sólo puede ser hecha por el Poder Legislativo, 
respecto de funcionarios que gozan de fuero constitucional, pa- 
ra quitar al Juez competente el óbice que tal fuero le presenta. 
Asi es como lo enseña Peña y Peña, en la causa de unos Minis- 
tros y asi lo sostuvo el Sr. Elguero, respecto de D. Santos De- 
gollado, expresando ambos que no es más que un t)ermiso que 
da el Poder Legislativo, para que el Juez competente pueda 
proceder contra el responsable ó que se le niega para que no 
proceda; pero sin que esta negativa importe absolución defini- 
tiva. Y si exceptuásemos el caso del art. 79 de la ley de ampa- 
ro, ésta previa declaración no puede aparecer, siquiera como 
medio sostenible por parte del Juez competente, en ningún 
otro caso de Juez ó de Magistrado que no sea del Tribunal 
Superior. Si desde ahora hubiera de entrar la Promotoria 
al examen del informe rendido por el Juez consignado, co- 
menzaría por decir qun aun en ese caso para no caer en una 
interpretación absurda, debe entenderse que el espíritu del 
artículo, es declarar que produce suspensión del Juez consig- 
nado, el auto en que el Tribunal de Circuito mande abrir la 
causa, diría que en el caso debe tenerse presente el art. 46 
de la ley de amparo, diría que la Suprema Corte, no ha con- 
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BÍderado comprendido el presente caso en el art. 67 y ni aun 
en el 81 de dicha ley de amparo y que por eso ha obrado se- 
gún el 39 de la repetida ley. De esta manera, no hay arbitrio 
que legal sea para dejar de cumplir con la ejecutoria de la 
Suprema Corte, que terminantemente manda se forme causa 
al Juez 19 de Distrito, para que sea juzgado conforme á las 
leyes. Por estas consideraciones el que suscribe pide que el 
Tribunal dé el más exacto y puntual cumplimiento al art. 39 
de la ley de amparo y que mande devolver al Juzgado las 
causas ó piezas que acompañó á su informe, pues no hay ley 
que lo autorice para hacer de ellas el uso que indebidamente 
ha hecho. México, Septiembre 25 de 1887. — Montidy Duarte." 
Resultando, cuarto: Que en vista del anterior pedimento 
se proveyó el auto que á la letra dice: "Aunque este Tribu- 
nal considera expedita su jurisdicción, para declarar si ha ó 
no lugar á formar causa al Ciudadano Juez 1? de Distrito 
Lie. Juan Pérez de León, á pesar de los términos en que es- 
tá concebida la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia 
que ha motivado estas diligencias, sin embargo, como el Pro- 
motor Fiscal sostiene que en el caso, "no hay arbitrio que 
legal sea para dejar de cumplir con la ejecutoria de la Su- 
prema Corte, que terminantemente manda se forme causa al 
Juez 1? de Distrito, para que sea juzgado conforme á las le- 
yes;" y deseando el Magistrado que suscribe, no dar lugar á 
que se califique la resolución que dicte sobre el particular, 
como superabundante si decreta la formación de causa, ó co- 
mo un acto de desobediencia á la Superioridad, si determina 
lo contrario; para mejor proveer, líbrese atenta comunicación 
al Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia, explican- 
do pormenorizadamente la práctica seguida en casos seme- 
jantes en diligencias previas como las presentes, á fin de que 
se sirva manifestar, por vía de aclaración, si por los térmi- 
nos de la ejecutoria referida, carece de jurisdicción este Tri- 
bunal para declarar si ha ó no lugar á formar causa al Juez 
consignado. Y por lo que hace á los expedientes remitidos 
como justificantes del informe, devuélvanse al Juzgado de su 
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origen, como solicita el Ciudadano Promotor Fiscal, con in- 
serción de lo conducente de su pedimento. 

Resultando, quinto: Que para dar cumplimimento al auto 
referido se libró atento oficio á la Suprema Corte de Justicia 
con inserción de él y del pedimento fiscal agregando, por vía 
de explicación, ^^que la práctica seguida por este Tribunal en 
juicios de responsabilidad de Jueces de Distrito, ya sea por 
consignaciones hechas por esa Superioridad ó mandados ins- 
truir al revisar en segunda instancia los negocios en que in- 
tervinieron, ha sido uniforme en los trámites previos á la 
declaración si ha ó no lugar á proceder, cuyos trámites han 
consistido en pedir informe con justificación al Juez presun- 
to responsable y oir al C. Promotor Fiscal, quien siempre ha 
solicitado se declare que ha lugar á formación de causa, ó que 
no debe instruirse ésta según lo que en su concepto resulta de 
las constancias procesales y, no obstante de que la Promoto- 
toría ha estado desempeñada por el C. Lie. Isidro Montiel y 
Duarte desde que las funciones de este Tribunal de Circuito 
se separaron de las de la 1^ Sala del Tribunal Superior del 
Distrito Federal, jamás ha desaprobado esas diligencias pre- 
liminares en la que ha pedido en los términos indicados.^' Fá- 
cil sería pormenorizar los casos en que sin oposición del C. 
Promotor Fiscal, este Tribunal ha instruido diligencias idén- 
ticas á las que ha dado lugar la consignación de esa Superio- 
ridad, y que hoy desaprueba dicho funcionario no obstante de 
que al revisarse en segunda instancia las causas á que me re- 
fiero, no se ha hecho observación alguna por esa Suprema 
Corte de Justicia; pero creo que al objeto basta referir dos 
de esos casos que prestan más analogía con el de que se tra- 
ta, y en los que dicho funcionario ha formulado pedimentos 
que están en completa contradicción con el que motiva esta 
consulta, cuyos casos son los siguientes: El juicio de respon- 
sabilidad seguido en el año de 1883, contra el Lie. Antonio G. 
Elizalde, Juez 19 de Distrito, por sus procedimientos en el am- 
paro promovido por Anselmo Huerta, con motivo de la con- 
signación de BU persona al servicio militar hecha por el Go- 
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biemo del Distrito, en cuyo juicio el actual C. Promotor Fis- 
cal, después de haber informado con justificación el presunto 
responsable, pidió se declarara ^^no haber tugar d formación de 
causa al Juez 19 de Disiriio/^ no obstante que la consignación 
filé hecha en los siguientes términos: "Que el Tribunal de 
Circuito de México forme causa al Juez interino de Distri- 
to, Lie. Antonio Elizálde, y lo juzgue conforme á las leyes, 
por la responsabilidad en que pueda haber incurrido en vir- 
tud de los arts. 84, 70 y 80 de la ley de 14 de Diciembre de 
1882/' El otro caso es el juicio de responsabilidad seguido 
contra el Lie. Carlos García Hojas, por sus procedimientos 
contra la Dirección de Rentas del Estado de Morelos, en el 
que también pidió el C. Promotor Fiscal, en diligencias preli- 
minares idénticas á las presentes, "que se declarase haber mé- 
ritos para proceder contra el Juez de Distrito de Morelos" y 
que en consecuencia se abriera la averiguación correspondien- 
te, sin que faera un obstáculo la consignación que hizo esa 
Suprema Corte de Justicia en 24 de Diciembre de 1881, en los 
siguientes términos: "Procédase á instruir averiguación con- 
tra el Lie. Carlos García Rojas por la responsabilidad en que 
pueda haber incurrido como Juez de Distrito de dicho Esta- 
do de Morelos, negando, en el amparo de que se trata, la sus- 
pensión del acto reclamado, sin pedir el informe que previene 
el art. 59 de la ley de amparo, ni oir al Promotor, en caso que 
él mismo calificó que no era urgente." No será por demás re- 
petir, que el que suscribe no opina como el C. Promotor Fis- 
cal, sobre que ineludiblemente se debe formar causa al Juez 
1? de Distrito, en cumplimiento de lo mandado por esa Su- 
perioridad, pero lo ha hecho vacilar en su opinión el enérgi- 
co pedimento del C. Promotor Fiscal, en el que, procurando 
como expresa, el más puntual cumplimiento de la ley, solicita 
se acate la superior ejecutoria de 8 del presente mes, forman- 
do desde luego causa al Juez presunto responsable, por lo que 
la resolución que sobre este punto tenga á bien dictar por vía 
de aclaración á su sentencia esa Suprema Corte de Justicia, á 
quien respetuosamente me dirijo, á la vez que dará más fir- 
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meza á los procedimientos de este Tribunal en el presente ca- 
so, fijará la norma á que deba sujetarse en los subsecuentes. 
Resultando, sexto: Que habiendo contestado la Suprema 
Corte de Justicia: "que estando concebido el auto de la Cor- 
te en términos perfectamente claros y precisos, no ha lugar á 
hacer la aclaración solicitada," se dictó auto en el que consi- 
derando que atendiendo á los términos de la ejecutoria de 8 
de Septiembre último, de la Suprema Corte de Justicia, sobre 
que 86 forme causa al Juez 19 de Distrito; al pedimento del C. 
Promotor Fiscal de este Tribunal, en que asegura no haber 
arbitrio que legal sea para dejar de cumplir con dicha ejecu- 
toria, y solicita se dé el más exacto y legal cumplimiento al 
art 89 de la ley de amparo; teniendo además, en considera- 
ción, que la referida Suprema Corte de Justicia rehusó hacer 
aclaración alguna ala ejecutoriareferida por ser perfectamente 
claros y precisos los términos en que está concebida, se resol- 
vió lo siguiente: "19 Cúmplase con lo mandado por la Supre- 
ma Corte de Justicia, formándose causa al Juez 19 de Distrito, 
Lie, Juan Pérez de León, y como dicha Superioridad, al de- 
terminarlo asi en su ejecutoria respectiva, no suspendió de su 
empleo al presunto responsable, este Tribunal no considera 
su jurisdicción expedita para decretar dicha suspensión por 
no estar comprendido en los términos del art. 79 de la ley de 
amparo vigente. 29 Dése aviso de la formación de esta causa 
á la Suprema Corte de Justicia y al Ministerio del ramo, re- 
mitiéndoles copia certificada de este auto. 39 Cítese al Juez 
consignado. Lie. Juan Pérez de León, para que rinda su de- 
claración preparatoria y practiquense las demás diligencias 
del sumario á que hubiere lugar. Notif iquese. " 

Es copia sacada de su orinal que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezanuij Secretario.-r-Una rúbrica. 
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NOMBRO 27. 

México, Febrero 13 de 1888. — Habiendo revisado la Supre- 
ma Corte de Justicia varias causas idénticas á las que se re- 
fiere el C. Promotor Fiscal, con la declaración expresa de no 
aparecer de las actuaciones, méritos para exigir responsabili- 
dad á los Jueces que en ellas intervinieron, y no habiendo de- 
vuelto aún las que el referido Bepresentante Fiscal considera 
falladas contra ley expresa, cuyas causas ñieron remitidas 
á dicha superioridad en cumplimiento del art. 34 de la ley 
de 14 de Febrero de 1826; hasta que la 1^ Sala de ese alto 
cuerpo no declare, al verificar la revisión de las mencionadas 
causas, que hay méritos para exigir responsabilidad al Juez 
de Distrito del Estado de México, no debe este Tribunal ocu- 
parse de este punto. Por lo que no ha lugar, por ahora, á pro- 
veer cosa alguna sobre lo que solicita el O. Promotor Fiscal, 
debiendo reservarse su pedimento para cuando sean devueltas 
las repetidas causas, cuidando la Secretaria de agregar á este 
expediente, copia certificada de las resoluciones superiores que 
en ellas recaigan, y de dar cuenta en su oportunidad. Kotif i- 
quese. — Hórcasüas. — Una rúbrica. — José M. Lezama^ Secre- 
tario. — Una rúbrica. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José IL 
Lezama^ Secretario. — Una rúbrica. 



NÚMERO 28. 

México, Febrero quince de mil ochocientos ochenta y ocho. 
—Vista la respuesta anterior del O. Promotor Fiscal, y aten- 
diendo á que, como expresa dicho funcionario, las ejecutorias 
de los Tribunales hacen ley solamente en los negocios en que 
recaen, el Magistrado que suscribe no ha invocado las resolu- 
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clones de la Suprema Corte de JüBtida, (dictadas en cansas 
idénticas á las qne han motivado estas diligencias, en las que 
se declaró expresamente, que de las actuaciones no aparecen 
méritos para exigir responsabilidad á los Jueces que de ellas 
conocieron), para dejar de proveer acerca de lo que se solicita 
en el pedimento fiscal; sino que creyendo que no está en las 
fEu^ultades de este Tribunal, acordar cosa alguna al mencio- 
nado pedimento, en que se pretende se declare responsable 
al Juez de Distrito del Estado de México, antes que aquel 
alto cuerpo, al revisar las causas de que se trata, diga que es 
de exigirse esa responsabilidad, se ha resuelto en el auto an- 
terior, que es de esperarse llegue ese caso para determinar 
sobre la escusa j demás puntos que comprende el citado pe- 
dimento; asi es, que no puede decirse que en el auto referido 
se hayan violado los artículos octavo y diez y siete, que tal 
vez se quiso citar, de la Constitución general, pues ha recaí- 
do el acuerdo que en el primero se exige, comunicándose al 
interesado y no deja de estar expedito este Tribunal para ad- 
ministrar justicia, como previene el segundo, porque se re- 
serve proveer á dicho pedimento para cuando la Suprema 
Oorte devuelva las causas á que se refiere, sin cuya devolu- 
ción se usurparían fitcultades que sólo la Suprema Corte 
puede ejercer al revisar conforme á la ley dichas causas. Por 
lo expuesto, y teniendo en consideración que el auto de que 
se hace mérito, no causa gravamen irreparable, con funda- 
mento de la ley 28, tít. 20, lib, 11 de la ITov. Becop. se de- 
clara: que no ha lugar á la súplica interpuesta por el C. 
Promotor Fiscal del auto de fecha 18 del presente. — ^Notifí- 
quese. — Hcrcasitas. — ^Una rúbrica. — José M. Lezama, secre- 
tario. — ^Una rúbrica. 

Es copia sacada de su original que certifico. México, Abril 
diez y nueve de mil ochocientos ochenta y ocho. — José M. 
Lezamaj secretario. — ^üna rúbrica. 
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KÚMERO 29. 

El O. Lie. JoBé M. Lezama, secretario del Tribunal de 
Circuito de México. — Certifica: que las causas á que se refie- 
ren los justificantes marcados con los números 1, 8, 6, 7, 8, 
9, 10, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 28, 25 y 26, han sido re- 
visadas por la 1^ Sala de la Suprema Corte de Justicia, de- 
clarando no haber habido méritos para la responsabilidad. 

Y en cumplimiento de lo mandado, en el acuerdo mara- 
ñal que recayó al oficio en que pide informe el C. Presi- 
dente de la Suprema Corte, con motivo de la queja interpues- 
ta por el C. Promotor Fiscal de este Tribunal, expido el 
presente en México, á diez y nueve de Abril de mil ocho- 
cientos ochenta y ocho. — José M. Lezama^ secretario. — Una 
rúbrica. 

KÚMBRO 80. 

El C. Lie. José M. Lezama, Secretario del Tribunal de 
Circuito de México. — Certifico: que la reseña que se hace en 
el informe anterior, ^ de los antecedentes y determinaciones 
definitivas, en los diversos juicios de responsabilidad de los 
Jueces de la comprensión de este Circuito, desde su instala- 
ción hasta la presente fecha, es enteramente conforme con 
las constancias del archivo de la Secretaria de mi cargo. 

Y en cumplimiento de lo mandado por el C. Magistrado, 
Lie. Andrés Horcasitas, en el expediente relativo á informar 
con justificación al C. Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia en la queja del C. Promotor Fiscal de este Tribunal, 
de diez y nueve de Abrü último, expido el presente en la 
Ciudad de México á los once días del mes de Junio de mil 
ochocientos ochenta y ocho. — José M. Lezama, secretario. — 
Una rúbrica. 

1 El infonne á que se refiere, es el rendido con motivo del segundo escrito 
de querella del Sr. Lie. Isidro Montiel y Duarte. 



8Eirr£NCIAS nuureailAS con los númerog del 81 al K, que dan eontes- 
tadón respeetlTamente á los párrafos 8? y 4? de la cnestlóii XI y á 
las Xm, XIT y XY de la earta del Sr. lie Isidro Monttel y 
Ihiarte» y el número M, que se relaciona eon la nota de la pág. 87* 



NÚMERO 31. 

México, Agosto 21 de 1888. — ^Vista la averiguación prac- 
ticada en el Juzgado 29 de Distrito, con motivo del robo de 
la Sucursal de correos letra D: la sentencia del Juez sobre- 
seyendo en las diligencias en calidad de por ahora: el pedimen- 
to del O. Promotor Fiscal de este Tribunal, solicitando se 
declare procedente el sobreseimiento, aunque sin la calidad 
expresa de "por ahora" que se estampa en dicho auto, por- 
que esto equivale, según él, á una absolución de la instancia, 
aunque sin referencia á persona determinada, y que se den 
por revisadas estas actuaciones, no por el fundamento legal 
que allí se expresa, sino porque es imposible proceder ad- 
ulteriora, cuando agotados los medios de averiguación no 
resulta responsabilidad, contra persona determinada; la cita- 
ción para sentencia y todo lo demás que ñié preciso ver. 

Considerando, primero: Que está plenamente probada la 
existencia del delito de robo, que tuvo lugar en la Sucursal 
letra D del correo, sin que se haya logrado descubrir al res- 
ponsable; por lo que el sobreseimiento decretado en las dili- 
gencias, está enteramente conforme con las constancias de la 
causa y de acuerdo con las doctrinas de los tratadistas que 
ensenan debe sobreseerse "cuando si bien el delito resulta 
comprobado, no aparece quien sea el que lo cometió." 
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Considerando, segundo: Que el sobreseimiento con calidad 
de por ahorUy decretado por el Juez en esta causa para conti- 
nuarla cuando aparezca el responsable del robo que la moti- 
vó, tiene en su apoyo las opiniones de todos los prácticos 
en materia criminal pudiendo mencionarse, entre otros á D. 
Francisco de Paula Miguel Sánchez, "Foro Español," lib. 19, 
part. 2», cap. 39; Villanova, observación 10, cap. 29; Escriche, 
Diccionario de Legislación y Jurisprudencia, voz Juicio cri- 
minal § 75; y Nuevo Febrero Mexicano, lib. 8, sec. 8*, tít. 89, 
cap. 19, núm. 10, citados por D. Blas José Gutiérrez Flores 
Alatorre en su obra "Apuntes sobre los Fueros," tomo 29, 
pág. 469 y 470, sosteniendo este último que "ese sobresei- 
miento temporal, solamente tendrá hoy efecto cuando no se* 
ha procedido contra alguna persona, pues de otro modo de- 
berá ser absoluta la cesación respecto al indimdiiOj porque una 
vez juzgado, no podría volvérsele á sujetar á juido, supues- 
to que el art. 24 de la Constitución federal de 5 de Febrero 
de 1857, haciendo efectivo el principio non bis m idem declara 
que "nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, 
ya sea que en el juicio se le absuelva ó se le condene" y que 
"queda abolida la práctica de absolver de la instancia," no 
siendo de aceptarse la opinión del O. Promotor Fiscal de que 
equivale á una absolución de la instancia, el sobreseimiento 
con la calidad de por ahora cuando no hay reo, porque en 
ese caso no se procederá, llegada la vez, contra la persona que 
haya sido ya juzgada por el mismo delito, que es lo único 
que prohibe el articulo constitucional citado. 

Considerando, tercero: Que supuesto que el sobreseimien- 
to, una vez confirmada por el superior, produce excepción 
de cosa juzgada, debe considerarse como una verdadera ab- 
solución en favor de la persona contra la que pudieran recaer 
sospechas, debiendo, por lo mismo, fundarse en la ley 26, tír 
tulo 19, Part. 7í, atendiendo á su espíritu, como lo hizo el Juez 
en esta causa, una vez que dicha ley manda dar por quito al 
acusado^ cuando se desvanecen las pruebas que existan en su 
contra, sin que sea un obstáculo la forma de sobreseimien- 
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to en que se decretó la absolución, que es la propia, cuando 
como en el caso no hubo méritos, no ya para hacer cargos, 
pero ni para proceder contra determinada persona. 

Por estas consideraciones, de acuerdo en parte con el pe- 
dimento fiscal, con fundamento de la disposición legal citada 
y doctrina de autores referidos, se resuelve: 

Primero. Que es de confirmarse y se confirma la senten- 
cia de 28 de Mayo último, dictada por el Juez segundo de 
Distrito, sobreseyendo en estas diligencias en calidad de por 
ahora. 

Asi lo decretó el Magistrado del Tribunal de Circuito de 
México y firmó. Doy fé. — Andrés HoTcasitas.-^osé M. Le- 
zamüy secretario. 

NtÍMERO 82. 

México, Junio 13 de 1888. — ^Vistas las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado de Distrito del Estado de Hidalgo, en 
averiguación de la responsabilidad que pudiera resultar á la 
Empresa del Ferrocarril de Hidalgo, por las lesiones que reci- 
bió el cabo de garroteros Ignacio Barranco, al ser atropella- 
do por un tren perteneciente á dicha Empresa: la sentencia 
del Juez, sobreseyendo para siempre en las actuaciones por 
fiúta de méritos para continuarlas: el pedimento del C. Pro- 
motor Fiscal de este Tribunal, solicitando se dé por revisado 
el auto de sobeseimiento; pero sin la calidad de ^^para siem- 
pre,'' porque no siendo el sobreseimiento una sentencia defi- 
nitiva, no causa ejecutoria, y por lo mismo no produce excep- 
ción de lo juzgado y sentenciado; la citación para sentencia 
y todo lo demás que fué preciso ver. 

Considerando, primero: que no existiendo dato alguno para 
suponer que la Empresa del Ferrocarril de Hidalgo, sea res- 
ponsable del hecho que ocasionó la muerte de Ignacio Barran- 
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co, ni apareciendo culpabilidad en individuo determinado 
que debiera averiguar el Juez del fuero común respectivo, el 
sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito, es entera- 
mente conforme con las constancias de la causa y arreglado 
á las doctrinas de los prácticos, que enseñan debe sobreseerse: 
^^cuando principiada la sumaria no resulta la preexistencia 
del delito, esto es, no se obtiene la comprobación del hecho 
criminal, pues falta el fundamento en que debe estribar todo 
proceso," 

Considerando, segundo: que el sobreseimiento decretado 
respecto de persona determinada, es sin duda en calidad de 
para siempre, sin necesidad de expresarlo asi, supuesto que 
está prohibido absolver de la instancia por el art. 24 de la 
Constitución de 1857, que es á lo que equivaldría si en las 
diligencias se sobreseyera con la calidad de por ahora y sin 
perjuicio, debiendo, por lo mismo, terminarse la averiguación 
de una manera absoluta, cuando se ha procedido contra al- 
guna persona, sin que á esto se oponga la consideración de 
que el sobreseimiento no es sentencia definitiva, pues si bien 
no pertenece á aquellas que ponen fin á una causa seguida 
por todos sus trámites, si produce excepción de cosa juzgada, 
una vez confirmada por el superior, según lo tiene declarado 
la Suprema Corte de Justicia en su ejecutoria de 36 de Ene- 
ro de 1872. 

Por estas consideraciones, de acuerdo, en parte, con el pe- 
dimento fiscal, con fundamento de la ley ^6, tit. 1?, Partida 
7% y doctrina de Escriche, Diccionario de Legislación y Ju- 
risprudencia, voz Juicio Criminal, párrafo 75, se resuelve: 

Primero. Es de confirmarse y se confirma la sentencia de 
7 de Junio último, dictada por el Juez de Distrito del Esta- 
do de Hidalgo, en que declaró: "Es de sobreseerse y se man- 
da sobreseer para siempre en estas diligencias." 

El Magistrado del Tribunal de Circuito asi lo decretó y fir- 
mó. Doy fe. — Andrés Hcrcasitas, — José ManoL Lezama^ Se- 
cretario. 
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Numero 33. 



México, Diciembre 31 de 1887. — Vistos estos autos, en el 
punto de declinatoria de la jurisdicción delJuez 29 de Distri- 
to, los que han sido promovidos por el Lie. Joaquín Salazar 
y Murphi, en representación del Ejecutivo del Estado de 
Tlaxcala, contra la Compañía Constructora Nacional Mexi- 
cana, sobre pago de la cantidad de diez mil pesos y entrega 
de unos aparatos y alambre destinados á la construcción de 
lineas telegráficas, como subrogataria en el contrato celebra- 
do por dicho Estado con el Ejecutivo de la Unión, el 14 de 
Septiembre de 1880, para la construcción de un ferrocarril 
de Ban Martin á un punto del de Hidalgo, haciendo un ra- 
mal á Tlaxcala. 

Resultando, sexto: que no habiéndose agitado en el presente 
juicio sino hasta el 10 de Octubre último; en esa fecha se en- 
tregó al apelante, quien lo devolvió sin escrito en virtud de 
la rebeldía acusada por la parte actora, la que habiendo re- 
nunciado el traslado que se le mandó correr, se pasaron los 
autos al estudio del C. Promotor Fiscal, presentando este fun- 
cionario el pedimento siguiente: 

"C. Magistrado: — El Promotor Fiscal dice: que en los au- 
tos civiles que tiene á la vista, consta: que el Estado de Tlax- 
cala, legítimamente representado por el personero nombrado 
por el C. Gobernador de dicho Estado, instauró demanda ci- 
vil contra la Compañía Constructora Nacional Mexicana, re* 
clamándole no el cumplimiento de las obligaciones que con- 
trajo al obtener la concesión del Ferrocarril á que se refiere 
el decreto de 1880, sino las que estipuló en escritura poste- 
rior; la entrega de los aparatos y alambre para el estableci- 
miento de las vías telefónicas, y el pago de diez mil pesos 
estipulados, con más los gastos, costas, y daños y perjuicios. 

Esta demanda fué instaurada ante el Juez 2? de lo civil, el 
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día 29 de noviembre de 1884, y la parte demandada la con- 
testó oponiendo la excepción de declinatoria, que dijo funda- 
ba en el art. 97 de la Constitución general, y antes que el 
Juzgado resolviera el artículo respectivo, el actor manifestó 
que consentía en que el conocimiento del negocio pasara al 
Juzgado de Distrito en turno; y entonces el Juzgado 29 de 
lo civil ordenó que pasaran al Juzgado de Distrito que estu- 
viera en turno. 

Este acto fué notificado á la parte actora, y se dice en cuan- 
to al demandando que se le dejó instructivo, sin iexpresarse 
en dónde se dejó ni á quién se le entregó. 

Practicadas varias diligencias que no hay para qué asentar, 
el Juez 29 de Distrito pronunció auto el 3 de Julio de 1885, 
en que con fundamento de la ley 32, tit. 2?, Partida 1*, decla- 
ró no ser competente para conocer del expresado juicio. 

Kotificado este auto á la parte demandada, apeló; y sus- 
tanciado el articulo respectivo, el Juez 29 de Distrito negó la 
entrada al recurso, é interpuesto el de denegada apelación, 
resolvió el Tribunal que procedía el recurso, pero no habieti- 
do consentido la parte demandada en que al resolverse sobre 
este punto se resolviera también el auto apelado en cuanto al 
fondo, el Tribunal se limitó á resolver que procedía en am- 
bos efectos la apelación interpuesta, y mandó pasaran los au- 
tos al apelante para que expresara agravios, que no llegó á 
formular. 

El apelado no tuvo expresión de agravios que contestar, y 
en tal estado han pasado los autos al que suscribe: de mane- 
ra que la cuestión que tiene que estudiar la Promotoría es la 
siguiente: 

¿Deberá confirmarse ó revocarse el auto en que el Juez 29 
de Distrito declaró que por tener enTlaxcalasu domicilio la 
Compañía demandada, y conforme á la ley 32, tít. 2, Partida 
3í, no es competente el Juzgado para conocer de la repetida 
demanda? 

La demanda del Gobierno;del Estado de Tlaxcala, se reduce 
á exigir á la Empresa mencionada, la entrega de los aparatos 
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y alambres necesarios para establecer las lineas telefónicas de 
qae habla, no el decreto de concesión, sino la escritura en que 
consta el contrato que con posterioridad celebró el Gobierno 
de Tlaxcala con el Sr. Eulogio Guillow. 

Asi es que la acción ejercitada en el presente caso, no deriva 
primitivamente de obligación impuesta por el decreto de con- 
cesión, sino de un contrato particular celebrado entre el Go- 
bierno de Tlaxcala y el expresado Sr. Guillow, siendo esto 
lo que basta para sostener, que el conocimiento de la deman- 
da respectiva, no corresponde á la Justicia Federal, según la 
ley de 16 de Diciembre de 1881. 

Por estas consideraciones, el que suscribe pide que el Tri- 
bunal se sirva confirmar el auto; pero no por el fundamento 
que en él se expresa, sino por no estar comprendido el pre- 
sente caso en el articulo 1? part. 2, letra B, de la ley de 16 
de Diciembre de 1881. — México, Noviembre 25 de 1887. — 
Moníkly Duarte" 

Considerando, primero: que tres son los puntos de estu- 
dio para la revisión del auto apelado, á saber: 19 Si el do- 
micilio de la Compañía Constructora iN'acional Mexicana, 
debe considerarse en el presente caso la ciudad de Tlaxcala, 
como sostiene el Juez 2? de Distrito, fundándose en que el 
articulo 41 de la concesión de 14 de Septiembre de 1880, de- 
signó esa ciudad como domicilio de la Empresa concesiona- 
ria: 2? Si no versando la demanda sobre alguna de las ma- 
terias que hace mención el inciso B de la fracción 2? del art. 
1? de la ley de 16 de Diciembre de 1881, no es de la compe- 
tencia de la Justicia Federal el presente negocio como pre- 
tende el C. Promotor Fiscal, y 39 Si en el supuesto, que hizo 
sin conceder el referido funcionario en la vista de estos autos, 
de que la Compañía Constructora Nacional Mexicana se tu- 
viera por domiciliada para el caso, en esta capital, la frac. Y 
del art. 97 de la Constitución que señala como de la compe- 
tencia de la Justicia Federal ^4as controversias que se susci- 
ten entre un Estado y uno ó más vecinos de otro," debe apli- 
carse sólo al caso en que el Estado sea el demandado y no 
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cuando sea también demandante, como lo sostuvo en la misma 
vista, el Lie. Luis Méndez, abogado de la Compañía referida. 

Considerando, segundo: que para decidir la cuestión de 
domicilio, es preciso tener presente que de autos consta que 
el dia 18 de Mayo de 1881, el Gobierno del Estado de Tlax- 
cala cedió al Sr. Eulogio G. Guillow, la concesión de ferro- 
carril otorgada por el Gobierno Federal el 14 de Septiembre 
del año anterior, obligándose el Sr. Guillow á dar al Estado, 
el alambre y los aparatos necesarios para establecer lineas te- 
lefónicas entre las cabeceras de los Distritos que se designa- 
ron, y á su vez el referido Sr. Guillow, el 24 del citado mes 
de Mayo de 1881, traspasó la misma concesión á la Compa- 
ñía Constructora Kacional Mexicana, comprometiéndose ésta 
á cumplir las obligaciones contraidas por aquel; y además el 
Sr. Sullivan, que intervenía en el contrato como representan- 
tante de la Compañía, contrajo el compromiso de que cuando 
al Sr. Guillow conviniese pedirla, otorgaría su fianza perso- 
nal por la cantidad de diez mil pesos que serían pagados al 
mismo Estado de Tlaxcala. 

Considerando, tercero: que dados estos antecedentes y cons- 
tando en las leyes de concesión de la Compañía Constructora 
Nacional Mexicana, que su domicilio es la ciudad de México, 
sin perjuicio de los demás que pueda establecer en los diver- 
sos lugares del extranjero en que tenga intereses, en esta ciu- 
dad es donde se le debe reclamar el cumplimiento de las obli- 
gaciones contraidas con el Sr. Guillow, en el contrato de 24 
de Mayo de 1881, con tanta mayor razón, que consintieron 
ambos contratantes en ser apremiados ante los jueces de esta 
capital. 

Considerando, cuarto: que á lo expuesto en el considerando 
anterior, no se opone lo prevenido en la concesión de 14 de 
Septiembre de 1880, porque como dice el Lie. Luis Méndez 
en sus apuntes de informe: "Esa concesión autorizó al Go- 
bierno del Estado de Tlaxcala para construir por su cuenta, 
ó por la de la compañía ó compañías que al objeto organi- 
zase, una línea de ferrocarril (Art. 19). Y á esta Compañía 
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que organizase el Estado, se refiere el art. 41 de la misma con- 
cesión, fijando sn domicilio principal en la ciudad de Tlax- 
cala, como á ella se refieren los artículos 42 y 43, que ordenan 
que el' Gobierno federal tenga en la Junta Directiva, una re- 
presentación que no sea menor de dos séptimas ó tres undé- 
cimas partes de la de los directores, y que los Estatutos de 
la Empresa se sometan á la aprobación del Ejecutivo de la 
Unión. Mas la Compañía Constructora If acional Mexicana, 
ni fué organizada por el Estado de Tlaxcala para el efecto de 
construir aquel ferrocarril, puesto que ya estaba organizada 
y reconocida por el Gobierno federal, ni su Junta Directiva 
admite el número de directores de este Gobierno que requie- 
re la concesión de Tlaxcala, ni sus Estatutos tuvieron que so- 
meterse de nuevo á la aprobación federal, puesto que ya es- 
taban sometidos y aprobados. Lo que se dice, pues, de una 
compañía que organizara el Estado de Tlaxcala, no es licito 
decirlo de otra conii)iuna no organizada por ese Estado. Y 
de facto, la CVnnpañiu Constructora IN'acional Mexicana ha 
adquirido otras líneas cuyas concesiones contenían las mis- 
mas ó idénticas estipulaciones que la de Tlaxcala. una vez 
aceptados los traspasos por el Gobierno federal, en ninguna 
se ha pretendido que la Compañía tenga juntas directivas y 
domicilios especiales, sino que todas ellas se han gobernado 
y se gobiernan por la misma Junta Directiva domiciliada en 
México;" y por último, el mismo alegato dice: "para tener 
contra todos estos datos, como aplicable el artículo 41 de la 
concesión de Septiembre de 1880 otorgada al Estado de Tlax- 
cala, seria necesario considerar vigente esa concesión, cuan- 
do precisamente la demanda se funda en que ella fué decla- 
rada caduca, es decir sin valor ni efecto, por el Ejecutivo de 
la Unión desde el mes de Septiembre de 1882," siendo de ad- 
vertir que teniendo presente sin duda el demandante tan po- 
derosas razones, interpuso su demanda ante el Juez 2? de lo 
civil de esta capital. 

Considerando, quinto: que respecto á que por no versar la 
demanda, sobre alguna de las materias de que hace mención 



210 

el inciso B de la fracción 2* del art. 19 de la ley de 16 de Di- 
ciembre de 1881, no es de la competencia de la Justicia Fe- 
deral, este argumento no es de tomarse en consideración, por- 
que si bien esa letra designa como de la competencia de los 
Poderes federales, los negocios en que se trate del cumpli- 
miento de las obligaciones que la concesión ó la ley federal 
impongan á la Empresa, dicha ley no excluye otros casos de 
competencia de la Justicia Federal, como es de verse en la 
fracción 3* del mismo art. 19, y en el art. 29, que dicen: "De 
los derechos y obligaciones de esas empresas entre si y de las 
personas que con ellas contraten en materias diversas de 
las enumeradas en la fracción anterior, conocerá el Juez com- 
petente, según sus estipulaciones y con arreglo á las leyes. 
En los reglamentos que expida el Ejecutivo cuidará, al de- 
terminar la competencia de los Jueces en los casos no expre- 
sados por esta ley, de ajustarse á las prescripciones constitu- 
cionales." 

Considerando, sexto: que una vez puesto en claro que á 
la Compañía Constructora ITacional Mexicana, se le designó 
como su domicilio esta capital, en la ley de concesión de 13 
de Septiembre de 1880, reiterándose esa prevención en la de 
6 de Julio de 1886, y que no siéndole permitido tener otro 
domicilio en la República Mexicana, convinieron en el con- 
trato celebrado con el Sr. Guillow el 24 de Mayo de 1881, en 
ser apremiados al cumplimiento de lo estipulado, por los Jue- 
ces de esta capital, no cabe duda que la demanda entablada 
por el Estado de Tlaxcala, de que se trata en estos autos, es 
contra un vecino del Distrito Federal, que para el efecto de 
la jurisdicción debe equipararse con un Estado, atendiendo 
al espíritu de la Constitución, y previniendo ésta en su ar- 
tículo 97, fracción V, que corresponde á los Tribunales de la 
Federación conocer "de las controversias que se susciten en- 
tre un Estado y uno 6 más vecinos de otro," es ya tiempo de 
examinar si esa prevención sólo es aplicable al caso en que 
el Estado sea demandado y no cuando, como en el presente, el 
Estado es el que demanda. 
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Considerando, Bétimo: Que estando concebido el texto de 
la frac. V del art. 97 constitucional citado, en términos per- 
fectamente claros y precisos, no ha lugar á interpretarlo en 
el sentido que lo hace el C. Promotor Fiscal, limitando sus 
efectos sólo al caso en que el Estado sea el demandado, por- 
que "Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debe- 
mus." 

Considerando, octavo: Que aun cuando el texto de una ley 
no esté en consonancia con las opiniones vertidas en la dis- 
cusión que precediera á su expedición, siempre habría que 
acatarla en los términos en que está concebida, si estos no 
dan lugar á duda alguna, como sucede en el presente caso; 
sin embargo, no está por demás trascribir lo que sobre el 
particular expusieron los constituyentes al ocuparse de la 
frac. Y del articulo constitucional citado, que corresponde al 
99 del proyecto, y á este respecto tenemos, que en la página 
485 del tomo 2?, de la Historia del Congreso extraordinario 
constituyente, escrita por Francisco Zarco, se lee: "La frac- 
ción 5^ que decía: 5? de las que se susciten entre un Estado 
y uno ó más vecinos de otro cuando el Estado sea la parte 
actora." "Fué declarada sin lugar á votar y volvió á la Co- 
misión después de un largo debate, en el que hablaron en 
contra los Sres. Díaz González, Moreno, Mariscal y Barrera 
y en pro los Sres. Arriaga y Mata.'' "Los impugnadores 
creían que un Estado bien puede ser demandado por un par- 
ticular ante los Tribunales Federales y la Comisión defendió 
la fracción explicando cómo está organizada la Justicia fede- 
ral en los Estados Unidos del Norte " y en la pág. 620 del 

mismo tomo dice: "En el art. 99 que determina las contien- 
das de que deben conocer los Tribunales de la Federación, 
la frac. 5? que fué declarada sin lugar á votar, decia: De 
las que se susciten entre un Estado y uno ó más vecinos de 
otro, cuando el Estado sea la parte actora." "La comisión 
volvió á presentarla en los mismos términos dividiéndola en 
partes para poder conocer la opinión del Congreso." "El Sr. 
Lazo Estrada pidió algunas aclaraciones sobre esto y se las 
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dieron los Sres. Mata y Guzman.'^ ^^Quedó como primera 
parte hasta las palabras de otro y fue aprobada por 68 contra 
12 (art. 97 de la Constitución, frac. 5*)." "Contra la segun- 
da parte repitieron las objeciones antes presentadadas los 
Sres. Mariscal y Moreno: la Comisión declaró que no la de- 
fendía, pues sólo quería conocer la opinión del Congreso y 
quedó reprobada por 76 votos contra 6." 

Considerando, noveno: Que por lo expuesto se ve que las 
dos veces que fué puesta en discusión la frac. V del art. 99 
del proyecto de Constitución, fué combatido porque no com- 
prendía al Estado demandadoj y al suprimirse las palabras 
cuando d Estado sea la parte actoray dejando sólo la primera 
parte, "rfe las que se susciten entre un Estado y uno ó más vecinos 
de otro'* tiene aplicación en los dos casos, el del Estado actor 
y el del Estado demandado. 

Considerando, décimo: Que esa misma prevención, tal 
como está concebida en la frac. 5í del art. 99 de la Consti- 
tución de 1857, está en el 134 de la de 1824, en donde al 
enumerar las atribuciones de la Suprema Corte de Justicia, 
le señala la de conocer de las diferencias que se susciten entre 
un Estado y uno ó más vecinos de otrOy y habiendo prevenido 
en su art. 138, que una ley determinaría el modo y grado en 
que debería conocer la Suprema Corte de Justicia en los Ca- 
sos comprendidos en la sección que trata de sus atribuciones, 
se expidió la ley orgánica de 14 de Febrero de 1826, en la 
que aceptándose que en la Constitución de 1824, se habían 
comprendido los casos. Estado demandante y Estado demanda- 
dOy declaró en su art. 22, fracción 2*, competente á la Supre- 
ma Corte de Justicia en 1*, 2* y 3* instancia. "En los juicios- 
que se susciten contra un Estado por uno ó más vecinos de 
otro" y en el artículo 24, fracción 1*, le dio competencia pa- 
ra sólo la tercera instancia: Cuando un Estado demande á un 
individuo de otro, en cuyo caso, según el artículo 10 de la 
ley de 20 de Mayo de 1826, corresponderá la primera instan- 
cia al Juez de Distrito y la segunda al Magistrado de Circui- 
to respectivo, lo que está de acuerdo con el artículo 100 de 
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la Constitución de 1857, según el cual el caso que nos ocupa 
sea ó no parte kctora el Estado de Tlaxcala, es de la compe- 
tencia del Juez de Distrito en primera instancia, de este Tri- 
bunal en segunda y de la Suprema Corte de Justicia en ter- 
cera, por ser de los enumerados en el articulo 97 y no de los 
exceptuados en los 98 y 99, como de la competencia exclusi- 
va del primer Tribunal de la Nación. 

Considerando, undécimo: Que el abogado de la Compañía 
Constructora Nacional Mexicana, entra al estudio de la Cons- 
titución de los Estados Unidos del Norte, para venir á pro- 
bar que lo que la Comisión propuso al Congreso constitu- 
yente de 1857, reduciendo la jurisdicción federal al caso del 
Estado actor y era una modificación ó reforma de lo que se ha- 
bía observado desde 1824, y que al no aceptar el Congreso 
constituyente esa reforma, desechando el inciso: ^^Cuando el 
Estado sea la parte actora" dejó el texto tal como estaba en 
la Constitución de 1824 y tal como estaba y está en la sec- 
ción segunda, articulo tercero de la Constitución de los Es- 
tados Unidos del Norte de 1787, siendo de reproducirse aquí 
los conceptos en que fiínda su opinión cuando dice: "Story, 
en sus comentarios á esa Constitución, inserta un sumario 
hecho por el Chief Justice, Mr. Jay, sobre los diversos casos 
atribuidos al poder judicial, dando las razones de cada caso." 
En ese sumario hallamos sobre el que nos ocupa, lo siguien- 
te: "A las controversias entre un Estado y los ciudadanos de otro 
Estado, porque si un Estado (esto es, todos los ciudadanos 
de él), tienen demanda contra algunos ciudadanos de otro 
Estado, es mejor que presente su demanda en una Corte Na- 
cional, que no en la Corte del Estado á que esos ciudadanos 
pertenecen, naciendo un peligro de irritación y de recrimi- 
naciones de los temores ó sospechas de parcialidad, que por 
ese medio será evitado; porque en los casos en que los ciu- 
dadanos de un Estado tengan demandas contra los ciudada- 
nos de otro Estado, la causa de la libertad y los derechos de 
los hombres, impide que el último sea Juez de la Justicia 
que á él mismo ha de hacerse; y un verdadero gobierno re- 
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pnblicano requiere que ciudadanos libres é iguales, sean li- 
bres é iguales ante la Justicia/' Story, Comentarios § 1,688, 
Cap. 88. No puede ignorar el Sr. Promotor, que mientras 
el texto de la Constitución de los Estados unidos fué idén- 
tico al de la nuestra, la jurisprudencia de aquel pais, siem- 
pre y constantemente lo entendió en el sentido de compren- 
der tanto las demandas por como las demandas contra un 
Estado y que fué necesaria la enmienda ó reforma consti- 
tucional de 1794, para que desde entonces no comprendiese 
las demandas contra los Estados y se redujese á aquellas en 
que un Estado sea demandante (Story, ibid § 1,683, reforma 
VI, Constitución Americana). Este sistema reformado, fué 
el que propuso la Comisión al Congreso mexicano de 1856: 
mas habiendo sido combatido por dos veces y rechazado 
otras tantas, quedó vigente el sistema de 1824, que era el 
mismo de la Constitución ITorte Americana. Más todavía, 
aun cuando se hubiese adoptado el sistema de la comisión, 
siempre este caso seria de la competencia federal, porque en 
él, es actor el Estado de Tlaxcala. Desde su origen, pues, en 
la constitución americana, hasta nuestros dias en las Consti- 
tuciones de 24 y 57, su historia manifiesta que comprende los 
dos casos. 

Por estas consideraciones, con fundamento de las disposi- 
ciones legales citadas y de la ley 82, tít. 2, Partida 8?, se re- 
suelve: 

Primero. Que es de revocarse y se revoca el auto de 8 de 
Junio de 1886, dictado por el Juez 29 de Distrito, en el que 
declaró no ser competente para conocer del presente juicio. 

Segundo. Se declara que el referido Juez 29 de Distrito, es 
competente para conocer de la demanda promovida por el 
Estado de Tlaxcala, contra la Compañía Constructora Nacio- 
nal Mexicana, á que se refieren estos autos. 

Tercero. Prevéngase á la parte del Estado de Tlaxcala, ex- 
pense las estampillas que Mtan en el presente Toca. Notifí- 
quese. 

El C. Magistrado del Tribunal de Circuito de México, así 
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lo decretó y firmó. Doy fé. — Andrés Horcasitas. — José M. 
Lezamaj secretario. 

NUMERO 84. 

México^ Agosto 8 de 1888. — ^Vistos estos autos, seguidos en 
el Juzgado 19 de Distrito por los Sres. G. Lohse y C* Sucs., so- 
bre nulidad de los privilegios exclusivos concedidos á la Com- 
pañía Telefónica Mexicana, por el Poder Ejecutivo en 24 y 25 
de Mayo de 1886, en el articulo de previo y especial pronun- 
ciamiento, suscitado por el C. Promotor Fiscal de este Tribu- 
nal, quien sostiene que el conocimiento de este juicio no co- 
rresponde al Juez de Distrito en 1^ instancia, ni al Tribunal 
de Circuito en 2^, sino que es de la exclusiva competencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Considerando, octavo: Que una vez esclarecida la legalidad 
en la forma de lalpromoción fiscal, que ha dado lugar al arti- 
culo de previo y especial pronunciamiento, de cuya resolución 
se trata, es tiempo ya de entrar al estudio del fondo de la cues- 
tión que ha suscitado el C. Promotor Fiscal de este Tribunal, 
y comenzando por examinar la ley de 7 de Mayo de 1832, 
expedida por el Congreso General, fijando las reglas que de- 
ben observarse para la adquisición de privilegios exclusivos y 
su reglamento de 12 de Julio de 1852, se ve que, si bien di- 
cha ley no previene cosa alguna acerca de los Tribunales que 
deben conocer de las controversias que ocurran en su aplica- 
ción, el reglamento citado, sí determina muy claramente, en 
sus arts. 6 y 7, que son competentes los Tribunales federales, 
para conocer de la oposición al otorgamiento de los privile- 
gios, que se funde en mejor derecho á su concesión, ó cuan- 
do se alegue, una vez otorgados, que han sido obtenidos de 
mala fe, haciendo pasar por invención ó mejora, lo que no es 
más que introducción, y el art. 9 dice textualmente: "tos Tri- 
bunales federales competentes ^ á petición del Promotor Fiscal, 
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en defecto de parte que lo solicite, declararán la nulidad de 
los privilegios comprendidos en los arts. 10 y 16 de la ley de 7 
de Mayo de 1832. El Promot&r Fiscal no podrá intentar esta 
acción pública sino exitado por el Gobierno;" y si bien, el C. 
Promotor Fiscal de este Tribunal sostiene que las palabras 
con que termina el artículo citado, y que expresan que decla- 
rarán la nulidad de que se trata "ios Iribunales federales coín- 
pétente^,'' se refieren ala Suprema Corte de Justicia dividida 
en Salas, que conocen de las diversas instancias, contra esta 
interpretación está la que el Congreso dio á las palabras 
"Tribunales federales," al discutir la ley orgánica del recur- 
so de amparo, y que hace valer el abogado de la Compañía 
Telefónica, pues en efecto se decidió que por usar el art 101 
de la Constitución, de las palabras " Iribunaks federales^'' no 
podría la Corte únicamente conocer de esa clase de juicios, 
porque entonces seria un Tribunal federal y no varios como 
exige ese artículo, el que conocería de ellos; además, si hu- 
biera sido la mente del reglamento referido, que la Supre- 
ma Corte de Justicia fuera la única competente para decla- 
rar la nulidad de los privilegios, lo habría expresado así ter- 
minantemente como se acostumbra en esos casos, y la mejor 
prueba de que no se tuvo esa intención, es que muy clara- 
mente se dice que el Promotor Fiscal no podrá intentar la 
acción de nulidad sino excitado por el Gobierno, y nadie ig- 
nora que ese funcionario no desempeña su cargo en aquel 
alto cuerpo, donde los intereses de la Unión ó Federación es- 
tán representados por un Fiscal y un Procurador General de 
la Nación. 

Considerando, noveno: Que la ley de 14 de Febrero de 1826, 
al establecer los casos de competencia en 1*,.2* y 3* instancia 
de la Suprema Corte de Justicia, deja comprender cuáles ne- 
gocios corresponden al conocimiento de los Tribunales de Cir- 
cuito y Juzgados de Distrito; y examinada detenidamente di- 
cha ley, se ve, desde luego: que la primera instancia de los 
juicios sobre nulidad de privilegios exclusivos no correspon- 
de á la Suprema Corte de Justicia, ni al Tribunal de Circui- 
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to, supuesto que no está especificada en ninguno de los casos 
que tija como de la competencia exclusiva de aquel alto cuer- 
po, ó de los que deba conocer en segunda instancia, sin que 
sea de aceptarse la opinión del C. Promotor Fiscal, sobre 
que el caso de que se trata está comprendido en la frac. VI, 
del art. 22 de la propia ley, y que por lo mismo corresponde 
su conocimiento á la Corte desde la 1* instancia, pues dicha 
fracción dice que conocerá aquella Superioridad en las tres 
instancias '^cuando, se susciten disputas sobre contratas ó nego- 
ciaciones celebradas por el Gobierno Supremo ó con su expre- 
sa y terminante orden," y no se trata aqui de contratas ó ne- 
gociaciones, sino de unos derechos de privilegios exclusivos, 
que antes eran de la facultad del Congreso de la Unión ex- 
pedirlos y ahora son de la incumbencia del Ejecutivo de la 
misma entidad, en virtud de la reforma de la frac. XXVI del 
art. 72 de la Carta Fundamental y de la adición hecha al 85 
de la misma Constitución. 

Considerando, décimo: Que tampoco es de aceptarse la opi- 
nión del mismo Representante Fiscal, sobre que no estando de- 
terminado claramente en la Constitución de 1857 y ley de 14 
de Febrero de 1826, el Tribunal que deba conocer de la de- 
manda de nulidad de privilegios concedidos por el Supremo 
Poder Ejecutivo, debe recurirse á la interpretación extensiva, 
pues en materia de competencias, no cabe interpretación, si- 
no que las leyes deben fijar la jurisdicción de una manera cla- 
ra y terminante, y el art. 14 constitucional es muy preciso so- 
bre el particular, al prevenir que nadie puede ser juzgado ni 
sentenciado sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y 
exactamente aplicadas á él, por d Tribunal que previamente haya 
estabUeido la ley. 

Considerando, undécimo: Que la ley referida de 14 de Fe- 
brero de 1826, al prevenir en la frac. IX del art. 24, que la 
Suprema Corte de Justicia, conocerá en la tercera instancia 
de los negocios civiles que la admitan, en que la Federación 
esté interesada, designa como de la competencia del Juez de 
Distrito en primera y el del Tribunal de Circuito en segunda. 
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el juicio de que se trata, lo que está de acuerdo con las fraccio- 
nes I y m del art. 97 de la Constitución, una vez que, como 
se hará ver más adelante, el presente caso no es de los some- 
tidos por los arts. 98 y 99 de la misma Constitución, al cono- 
cimiento de la referida Suprema Corte de Justicia, desde la 
primera instancia. . 

Considerando, duodécimo: Que aun en el supuesto que ha- 
ce el C. Promotor Fiscal, de que siendo los privilegios conce- 
didos por el Supremo Poder Ejecutivo, actos dimanados di- 
rectamente de él, están comprendidos en la frac. VI del art 
22 de la ley de 14 de Febrero de 1826, no seria de la compe- 
tencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia desde la 1? 
instancia, el juicio sobre nulidad de dichos privilegios, porque 
no habiéndose expedido la ley orgánica del art. 100 de la Cons- 
titución, que establezca la graduación de los Tribunales de 
Circuito y Juzgados de Distrito, en defecto de esa ley debe- 
mos recurrir á la de 14 de Febrero de 1826, no como regla- 
mentaria del articulo constitucional citado, porque eso sería 
un absurdo, atendiendo á la anterioridad de fecha de esta úl- 
tima; pero si por via de doctrina, siempre que no esté en pug- 
na con la Constitución Federal, y precisamente el caso refe- 
rido en la fracción citada, no es de los que dicha Constitución 
designa como de la competencia exclusiva de la Suprema Cor- 
te de Justicia. 

Considerando, decimotercero: Que lo expuesto en el con- 
siderando anterior, se patentiza estudiando detenidamente los 
arts. 97, 98, 99 y 100 de la Constitución, que dan reglas pre- 
cisas en materia de competencias; y á este respecto tenemos 
que el art. 98 dice que "corresponde á la Suprema Corte de 
Justicia desde la 1^ instancia, el conocimiento de las contro- 
versias que se susciten de un Estado con otro y de aquellas en 
que la Unión fuere parte," y como en el presente caso no se 
trata de controversias de un Estado con otro, ni de aquellas 
controversias de Estados en que la Unión fuere parte, resulta: 
que no está comprendido en el art. 98 citado, no correspon- 
diendo, por lo mismo, su conocimiento á la Suprema Corte 
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de Justicia desde la 1^ instancia. Que el art. 99 dice: co- 
rresponde también á la Suprema Corte de Justicia, decidir las 
competencias que se susciten entre los Tribunales de la Fede- 
raeión, entre éstos y los de los Estados, ó éntrelos de un Es- 
tado 7 los de jotro; y como no se trata de decidir ninguna 
cuestión suscitada por Tribunales competidores, sino de un 
incidente de competencia suscitado en este Tribunal, con el 
carácter de previo y especial pronunciamiento, se ve que el ar- 
ticulo referido no es aplicable al caso que nos ocupa. Que pre- 
viniendo el art. 100 que en los demás casos comprendidos en 
el art. 97, la Suprema Corte de Justicia será Tribunal de ape- 
lación ó bien de última instancia, conforme á la graduación 
que haga la ley de las atribuciones de los Tribunales de Cir- 
cuito, resulta: que con excepción de los dos casos fijados en 
los dos artículos anteriores, como de la competencia de la Su- 
prema Corte de Justicia desde la 1^ instancia, á saber: con- 
troversias que se susciten de un Estado con otro, sea ó no en 
ellas parte la Unión, y las competencias que se susciten entre 
dos ó más Tribunales, ya de los Estados entre sí, de éstos con 
los de la Federación ó de ésta solamente, en todos los de- 
más casos del art. 97 corresponde conocer desde la primera 
instancia ó á los Jueces de Distrito, ó á los Tribunales de Cir- 
cuito. 

Considerando, decimocuarto: Que no es de aceptarse la opi- 
nión, de que el art. 98 de la Constitución previene que corres- 
ponde á la Suprema Corte de Justicia desde la 1? instancia, el 
conocimiento de las controversias judiciales en que la Unión 
fuere parUy sin hacer referencia á aquellas que se susciten en- 
tre un Estado con otro, porque tanto del sentido literal, como 
de la construcción gramatical de dicho artículo, se ve que no 
puede tener otra interpretación que la que se da en el consi- 
derando anterior, y para convencerse de ello basta fijarse en 
el absurdo que resultaría dándole la extensión que pretenden 
algunos, cuyo absurdo consistiría en que de muy pocos ó tal 
vez de ningunos de los juicios en que tuviera interés la Hacien- 
da Pública, correspondería conocer á los Tribunales de Circuí- 
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to y Juzgados de Distrito, por que en todos ellos es induda- 
blemente parte la Unión ó la Federación. 

Considerando, decimoquinto: Que si se acepta que las pala- 
bras finales del articulo constitucional referido que dicen ^^y 
aquellas en que la Unión fuere parte/' se refieren á todas las 
controversias en general y no exclusivamente á las controver- 
sias de Estados, habrá que convenir que llegado el caso en que 
se susciten controversias entre las entidades federativas y la 
Unión, no podrá conocer de ellas la Suprema Corte de Justi- 
cia desde la 1? instancia, pues con esa interpretación, no esta- 
ría claramente determinada su competencia, lo que es absolu- 
tamente indispensable, porque como se ha asentado en uno de 
los considerandos anteriores, en materia de competencias, no 
cabe interpretación, principio que está sancionado por el art. 
14 de la Constitución. 

Considerando, decimosexto: Que algunos de los que dan al 
art. 98 constitucional más extensión de la que en si se tiene, 
tratando de evitar el inconveniente que resulta de esa am- 
plitud, como es la desaparición de la competencia de los Tri- 
bunales de Circuito y Juzgados de Distrito, para conocer de 
los negocios en que esté interesada la Unión, sostienen que 
hay diferencia entre las palabras Unión y Federación^ valién- 
dose para ello de un raciocinio en extremo metaf ísico, pues 
dicen que está interesada la Federación, cuando se trata de sus 
rentas fiscales, y la Unión, cuando se trata de la parte moral 
de lalación, cuya manera de interpretar pugna con el texto de 
la Constitución, que no establece diferencia alguna entre 
uno y otro calificativo, teniendo además, el inconveniente de 
hacernos caer en un absurdo mayor, como es el de admitir 
que cuando toda la !N'ación está interesada, que es á lo que 
equivale decir que está interesada su parte moral, puede ser 
juzgada por uno sólo de los poderes en que está dividida, lo 
que importaría dar mayor fuerza á una de las partes que al 
todo. 

Considerando, decimoséptimo: Que la Constitución no es- 
tablece ninguna diferencia entre las palabras Federación y 
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Unión, antee por el contrario, las considera sinónimos, se com- 
prende con sólo leer detenidamente los arts. 97, 98, 99 y 100, 
en donde se ve: que al determinar pormenorizadamente en el 
primero de dichos- artículos, los casos de competencia de los 
Tribunales federales, en los que se comprende la Suprema Cor- 
te de Justicia, usa en una de sus fracciones de la palabra Fede- 
ración, sin que en ninguna de ellas emplee la palabra Unión, 
7 en las dos siguientes, al determinar los casos únicos de com- 
petencia de la Suprema Corte de Justicia desde la 1^ instan- 
cia, se sirve indistintamente de las palabras Unión y Federa- 
ción, sin que sea de aceptase la suposición de que en el art. 
98 quiso fijar un nuevo caso de competencia de la Justicia Fe- 
deral, porque, á esta suposición *8e opone el art 100 que co- 
mienza asi: ''En los demás casos comprendidos en el art 97," 
de donde se deduce con toda evidencia, que los expresados en 
los artículos referidos 98 y 99, forman parte de los enunciados 
en el 97, no pudiendo caber ya duda alguna de que las pala- 
bras Unión y Federación, en el lenguaje constitucional, signi- 
fican una misma cosa. 

Considerando, décimo octavo: Que la historia del Congre- 
so constituyente por Zarco, en el tomo 2? página 497, hace 
ver también que las controversias en que fuere parte la Unión, 
de que trata el art. 98 de la Carta fundamental, son las que 
se susciten con uno ó más Estados, como se comprueba con 
el hecho de que habiéndose dividido el art. 100 del proyecto 
en cinco partes, fueron aprobadas y se destinaron para for- 
mar unidas con la conjunción copulativa "y" el actual art. 98; 
la tercera fué retirada por la Comisión; la cuarta se declaró 
sin lugar á votar, y la quinta formó el art. 100 de la Consti- 
tución, de donde se deduce, que si la mente de los Constitu- 
yentes hubiese sido dar competencia exclusiva á la Suprema 
Corte de Justicia para toda clase de controversias en que la 
Unión sea parte, habrían aprobado el artículo formado de 
dos fracciones separadas y no unidas por una conjunción, que 
viene á relacionar su última parte de una manera inevitable 
con la primera. 



Considerando, décimo noveno: Que el C. Promotor Fiscal 
interpretando el art 98 Constitucional, relacionado con la 
fracción 6* del art. 22 de la ley de 14 de Febrero de 1826, 
dice que la competencia que esta última ley da á la Corte de 
Justicia para conocer de las contratas ó negociaciones cele- 
bradas por el Gobierno Supremo ó con su expresa y termi- 
nante 'orden, no es porque se trate de un acto administrativo 
simplemente, supuesto que esa misma ley señala algunos de 
esos actos como de la competencia en primera instancia de los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, sino que co- 
mo se trata de actos administrativos dimanados directamen- 
te del Poder Ejecutivo, cuyo carácter tienen los privilegios 
exclusivos otorgados por él* debe deducirse que por la digni- 
dad de la Unión, no están tales actos sometidos á la califica- 
ción de un Juez inferior, asi como la dignidad y decoro de 
los Estados no permite que de sus controversias conozca el 
Juez de Distrito; pero esa interpretación no puede aceptarse 
por falta de fundamento legal, pues el art 98 citado, dá com- 
petencia á la Suprema Corte de Justicia, para conocer desde 
la primera instancia de las controversias que se susciten de 
un Estado con otro, no por la dignidad de los gobernadores 
que los representan, sino por la necesidad que hay de con- 
servar el equilibrio entre las Entidades Federativas, procu- 
rándose la mayor imparcialidad del Tribunal que juzgue á 
esas partes componentes de la Unión, asegurándose además 
la paz entre ellas mismas; y la prueba de esto es, que aun 
los actos dimanados de los Supremos Poderes Legislativo y 
Iljecutivo de la Federación, están sometidos á la calificación 
de un Juez de Distrito en el recurso de amparo, conociendo 
también ese funcionario con arreglo á la fracción Y del arti- 
culo 97 de las controversias que se susciten entre un Estado 
y uno ó más vecinos de otro, no obstante de que la referida 
ley de 26 las sometía á la Suprema Corte de Justicia desde 
la primera instancia; de suerte, que aun suponiendo que el 
espíritu de la ley citada, fuera atender á la dignidad de los 
representantes de las Entidades Federales, para fijar la com- 
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troversias, esa no es sin duda la mente de la Constitución 
de 1857. 

Considerando, vigésimo: Que ]a competencia de la Supre> 
ma Corte de Justicia para conocer de este juicio desde la 
primera instancia, no tiene en su apoyo ni el proyecto del 
Código de Procedimientos federales, el que ensanchando los 
limites fijados por el art. 98 de la Constitución, dá compe- 
tencia á dicha superioridad para conocer de las demandas 
entabladas por la Unión ó que contra ella se entablen, limi- 
tando esa competencia á los casos en que concurra directa- 
mente con su personalidad jurídica como parte actora ó de- 
mandada, no bastando que tenga interés indirecto en el pleito 
ó que sus bienes ó derechos puedan afectarse en él; de suerte 
que aun suponiendo que el proyecto referido fuera en ese 
punto arreglado á la Constitución, no seria su doctrina apli- 
cable al caso, pues el Gobierno de la Unión no figura en es- 
te juicio como parte actora ó demandada directamente, y el 
mismo proyecto designa en el inciso D., de la fracción 1? del 
art 91, como de la competencia de la Corte de Justicia en 
tercera instancia, las cuestiones promovidas sobre propiedad 
ó posesión de privilegios á los inventores ó perfeccionadores 
de alguna mejora, sobre nulidad ó caducidad de la concesión^ 
fraude en su adquisicióriy falsificación y disputas concernientes d 
estos puntos j declarando en sus articulos 120 y 122, que la 
primera instancia en esos juicios corresponde al Juzgado de 
Distrito y la 2* al Tribunal de Circuito respectivos, cuyu 
doctrina está enteramente de acuerdo con la Constitución 
federal. 

Por estas consideraciones, con fundamento de las disposi- 
ciones legales y doctrinas citadas se resuelve: 

Primero. Que no ha lugar á elevar estos autos á la Supre- 
ma Corte de Justicia, por no corresponder á esta Superiori- 
dad conocer de ella sino en tercera instancia. 

El C. Magistrado del Tribunal de Circuito de México, asi 
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lo decretó y firmó. Doy fé. — Andrés Horcasitas, — José M. 
Lezama^ secretario. 

Número 35. 

México, Diciembre 13 de 1887. — Agregúese el escrito fe- 
cha de ayer en que la Srita. Ignacia Palacios y Reyes, pa- 
trocinada por el Lie. D. A. de la C. solicita, primero: que 
suspendiéndose todo procedimiento ulterior y con audiencia 
del C. Promotor Fiscal, se sustancie articulo de previo y es- 
pecial pronunciamiento de justicia, para que se reponga el 
procedimiento hasta la nueva citación para sentencia, devol- 
viéndose los autos al señor Juez de Distrito para que, obser- 
vándose los preceptos legales, pronuncie nueva sentencia; y 
segundo: que se dé por recusado el presente Magistrado de 
Circuito; pues con fundamento del art. 69, inciso 39 de la 
ley de 20 de Mayo de 1826 y 16 de la de 22 de Mayo de 1834, 
lo recusa bajo la protesta de la ley, dejándolo en su buena 
opinión y fama, solicitando se provea previamente sobre la 
recusación. 

Considerando, primero: Que ninguna de las leyes patrias 
vigentes, autoriza de una manera expresa las recusaciones 
sin expresión de causa, de Magistrados de Circuito en nego- 
cios civiles, limitándose tan sólo todas ellas á conceder en 
términos generales á los litigantes el derecho de recusar: y 
si bien la ley de 14 de Febrero de 1826 en su artículo 14 
previene que: "Cada parte podrá recueiftr, sin expresión de 
causa, un individuo de la Suprema Corte en las Salas, que 
se componen de tres, y dos en la de cinco," lo que haría creer 
que á mayoría de razón debería admitirse recusación sin cau- 
sa de Magistrado de Circuito, esa ley fué derogada por la 
llamada "Juárez" de 23 de Noviembre de 1865, que en su 
art. 69 dice: "Ni los Ministros, ni los Fiscales de la Suprema 
Corte de Justicia podrán ser recusados sin causa que se com- 
pruebe." 
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Considerando, segando: Que la prohibición de recusar sin 
expresar causa á los Magistrados de la Suprema Corte de 
Justicia, quedó reconocida en el reglamento de ese alto Cuer- 
po de 29 de Julio de 1862, con el hecho de no mencionar 
siquiera en ninguno de sus artículos las recusaciones sin cau- 
sa, y si bien puso en vigor la ley de 4 de Mayo de 1857 que 
las autoriza, esa vigencia sólo debe entenderse para normar 
los procedimientos en las calificaciones de las causas de ex- 
cusas y recusaciones, como muy claramente lo expresa en su 
frac. 5í el art. 13 del cap. 2? de dicho reglamento, que dice: 

"Tocan á la 1* Sala de la Suprema Corte de Justicia 

Las excusas y recusaciones con causa de los Magistrados de la 
misma Corte, conforme á las prescripciones de la ley de 4 de 
Mayo de 1857;" de suerte, que aun ese reglamento, que tie- 
ne el carácter de ley, suponiéndolo obligatorio para los Tri- 
bunales de Circuito, no da fundamento para admitir recusa- 
ciones sin causa de Magistrados de Circuito. 

Considerando, tercero: que por lo expuesto se ve que no 
existe ley patria vigente en el fuero federal, que autorice las 
recusaciones sin causa en los negocios civiles que se ventilen 
ante los Tribunales de segunda instancia, y por el contrario, 
recurriendo á las leyes españolas, lo que es .permitido en defec- 
to de las nacionales, según la ley 66, tit. 15, lib. 2 de la Recopi- 
lación de Indias, cédula de 7 de Agosto de 1807, y art. 12 de 
los Tratados de la Villa de Córdoba de 24 de Agosto de 1821, 
tenemos que la ley 5% tit. 29 lib. 11 de la Novísima Recopi- 
lación, terminantemente previene que solamente se admita 
recusación con causa justa, y que se imponga pena al que sin 
ella la ponga á Consejero, Presidente ú Oidor; previniendo 
lo mismo la ley 1*, tit. 11, lib. 59 de la mencionada Recopi- 
lación de Indias y la nota 1* de esa ley, en que se cita la cé- 
dula de 17 de Agosto de 1804, que declara: "que se puede 
recusar á cualquier Ministro togado, como vocal de la Junta 
Superior, ó como Juez de cualquiera otro Tribunal, pero que 
ha de ser con causa bastante justificada." 

Considerando, cuarto: que prácticos notables entre los que 



226 

debe mencionarse el Conde de la Cañada, comentando la ley 
3, tit 10, lib. 2 de la Recopilación, que es la 5% tit. 2, lib. 11 
de la Novísima Recopilación antes citada, no solamente sos- 
tiene la filosofía de la justicia en que la ley se funda, sino que 
demuestra con buenas razones que debe hacerse extensiva esa 
prohibición, á los Jueces del orden inferior, como es de verse 
en su obra titulada: ^^Instituciones prácticas de los juicios ci- 
viles," parte 3*, cap. 6?, núm. 7 á 14, pags. 536 á 538, de la 
edición mexicana; y por ser importantes al caso, son de re- 
producirse textualmente los conceptos del número 14, cuan- 
do dice: '^En las recusaciones de los Presidentes y Ministros 
del Consejo, Alcaldes de Corte, y las de las Chancillerías y 
Audiencias, se deben expresar las causas, y pareciendo jus- 
tas, probables y tales que probadas sean suficientes, se admi- 
ten y*es del cargo de la parte que tecusó probarlas, y no lo 
haciendo, cae en la pena que señalan las leyes del libro 2?, 
tit. 109, y los autos acordados del propio título y libro; estas 
nuevas calidades que se han exigido en las recusaciones de 
los Magistrados superiores, se motivan en la malicia con que 
muchas veces los recusaban las partes." 

Considerando, quinto: que esa misma prohibición está san- 
cionada por el Código de Procedimientos civiles vigente en 
el fuero común, el cual se cita por vía de doctrina, siendo de 
reproducirse aquí las muy sólidas razones que se tuvieron 
presentes para adoptar esa prevención en el art. 297 de ese 
cuerpo de derecho de 15 de Septiembre de 1880, que corres- 
ponde al 237 del de 15 de Mayo de 1884, cuya exposición de 
motivos dice en lo conducente: ^^Es notable el abuso que se 
comete con la facilidad que tienen los litigantes maliciosos, 
de recusar sin causa á un Magistrado en Sala de tres, y ádos 
en Sala de cinco. Si para alguno de los litigantes cuyo nego- 
cio va á fallarse en el Tribunal Superior, uno de los Magis- 
trados tuviere una causa bastante para que juzgando confor- 
me á las reglas del criterio común, se presuma fundadamente 
que no fallará con la imparcialidad y justificación que exigen 
sus altas y delicadas funciones, tiene el remedio expedito de 
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manifestarlo así y de probarlo, á efecto de separar de su ne- 
gocio á ese Magistrado, que no ha obedecido voluntariamen- 
te á lo que exigen las leyes del propio decoro; pero por regla 
general la recusación sin causa, la recusación que se funda 
simplemente en una sospecha del recusante, y que se hace 
con la protesta vana de dejar al Magistrado en su buena opi- 
nión y fama, es injuriosa á la Magistratura. Los que son lla- 
mados á ejercerla en el Tribunal Superior, tienen á su favor 
la presunción de que han sido juzgados aptos, y como tenien- 
do las condiciones que se exigen para llenar cumplidamente 
sus delicados deberes. Por esta razón, sin duda, nuestras le- 
yes antiguas (5í, tít. 29, libro 11 Novísima Recopilación) exi- 
gían que para recusar á los Jueces Superiores se alegara y 
probara la causa de la recusación." 

Considerando, sexto: que el inciso 39 del art. 59 de la ley 
de 20 de Mayo de 1826, y el 15 de la de 22 de Mayo de 1834, 
en que funda la recusación la Srita. Palacios y Reyes, no au- 
torizan ese recurso sin expresión de causa, pues al prevenir 
que cada parte no podrá recusar más que á un Juez letrado 
y á dos asociados, no derogan la ley 5*, tít. 29, libro 11 de la 
Novísima Recopilación, ya citada, en la parte en que prohibe 
las recusaciones sin causa, de Presidente, Consejero ú Oidor, 
debiendo por lo mismo cumplirse esa disposición, aplicándo- 
la á los Tribunales de Circuito, que han venido á reemplazar 
á las Audiencias, porque según la ley 11, tít 2, lib. 3 de la 
Novísima Recopilación: "las leyes que expresamente no se ha- 
llen derogadas por otras posteriores se deben observar literal- 
mente, sin que pueda admitirse la excusa de decir que no es- 
tán en uso." 

Considerando, séptimo: que por los términos en que está 
concebida la prevención del inciso 39 del artículo 59 de la ley 
de 20 de Mayo de 1820, y del 15 de la de 22 de Mayo de 1834, 
se ve que el único efecto que produce, atento lo dispuesto por 
la ley 5, tít. 2, lib. 11 de la Novísima recopilación, es limitar 
á una sola vez la recusación con causa que se interponga de 
Magistrado de Circuito, límite que no consta en la referida 
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disposición legal: y se comprende que el espíritu de las men- 
cionadas leyes de 1826 y 1834 no ha sido otro que el de evi- 
tar la prolongación indefinida de los pleitos, por causa de la 
malicia de las partes, las que están suficientemente garanti- 
zadas con la obligación que todo Juez tiene de excusarse des- 
de el momento que se considere impedido, y si esto no hiciere 
quedará el recurso de responsabilidad. 

Considerando, octavo: que la tendencia de las leyes federa- 
les á procurar por todos los medios posibles la pronta admi- 
nistración de justicia, que constantemente se vería entorpecida 
por las recusaciones que las partes acostumbran interponer, 
sin más objeto que prolongar la duración del pleito, se en- 
cuentra muy marcada en la Ordenanza de Aduanas marítimas 
y fronterizas, donde en los artículos 408 y 429 previene que 
los Jueces que intervienen en los juicios á que ella se refiere, 
no son recusables, y en la Ordenanza general para el Ejército 
de la República Mexicana, que en su artículo 2,935 previene 
que "en los Consejos de Guerra extraordinarios no se admi- 
ta recusación;" y en el 2,939, si bien se autorizan las mismas 
con expresión de causa, de los Magistrados de la Corte Mili- 
tar, está limitado ese recurso á un Magistrado por cada Sala. 

Por estas consideraciones, con fundamento de las disposi- 
ciones legales citadas, se resuelve: 

Primero. No ha lugar á la recusación sin causa que la Srita. 
Palacios y Reyes interpuso del suscrito Magistrado. 

Así lo decretó y firmó el C. Magistrado propietario del 
Tribunal de Circuito de México, actuando con testigos de 
asistencia, por recusación del Secretario, interpuesta por la 
misma promovente. Damos fe. — Andrés Hórcasitas. — A., An- 
ionio Legorreta. — ^A., Jesús Itios. 
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NÚMERO 36. 

México Octubre 30 de 1888. — ^Vista la causa seguida en el 
Juzgado 19 de Distrito, contra Sebastián Márquez y Basilio 
León por circulación de un real falso. 

Eesultando quinto: Que remitida la causa á este Tribunal, 
se mandó pasar al estudio del C. Promotor Fiscal, quien pre- 
sentó el pedimento siguiente: " C. Magistrado: El Promotor 
Fiscal dice: que en la causa seguida en el Juzgado 19 de Dis- 
trito, de esta Capital, contra Sebastián Márquez y Basilio León 
por circulación de moneda falsa, se lee un auto pronunciado 
por el Juez 19 de Distrito de México, que en su parte resolu- 
tiva dice: por estas consideraciones, con fundamento de la ley 
4, tit. 13, Part. 3* y art. 674, y sus relativos 422 y 376 refor- 
mado del Código penal, se falla: 19 Sebastián Márquez y Bar 
BÜio León, son responsables del delito de circulación de mone- 
da falsa: 29 Se dan por compurgados de la pena que debía 
imponérseles con el tiempo sufrido de prisión, en consecuen- 
cia, póngaseles en libertad bajo de fianza ó caución protesta- 
toria: 39 Procédase á la inutilización de las monedas falsas|re- 
cogidas." El que suscribe, cumpliendo con el deber que le 
impone el decreto de 9 de Octubre de 1812, hace presente 
que en esta causa se ha incurrido en omisiones de diligencias 
que dejan sin efecto la anotación del art. 20 de la Constitución 
de 1857, que declara que en todo juicio criminal deben otor- 
garse al acusado las siguientes garantías: 1^ Que se haga sa- 
ber al acusado el motivo del procedimiento y el nombre del 
acusador, si lo hubiere. 2* Que se le tome su declaración pre- 
paratoria dentro de cuarenta y ocho horas, contando desde que 
esté á disposición de su Juez. 3^ Que se le caree con los testi- 
gos que depongan en su contra. 4? Que se le feciliten los dar 
tos que necesite y consten en el proceso para preparar sus 
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descargos. 5? Que se le oiga en defensa por si ó por persona 
de su confianza, ó por ambos, según su voluntad. En caso de 
no tener quien lo defienda se le presentará lista de los defen- 
sores de oficio, para que elija el que, ó los que le convengan. 
Esto es lo que previene la suprema ley de la Unión, siendo de 
derecho cierto que ella es la que debe aplicarse, á pesar de al- 
guna otra ley que cosa contraria ó diversa ordene. Para obrar 
con toda la lealtad y buena fe que al Ministerio Público in- 
cumbe, debo recordar que hay quien crea que puede sus- 
tanciarse una causa criminal conforme á la ley de 22 de Ju- 
lio de 1883 y la Promotoria tiene que decir sin embarazo que 
esa ley, como ella misma lo expresa, se dio en la calidad de 
puramente local, y ni aun con este carácter se le puede con- 
siderar después de la expedición de los nuevos Códigos y por 
otra parte, aun cuando fuera general, el hecho de no ser con- 
conforme de toda conformidad con el citado art 20 de la Cons- 
titución, seria bastante para que no se le diera cumplimiento, 
por insignificante que fuera el punto en que discreparan. Di- 
cho esto, debo agregar en toda forma de derecho, que si el 
que suscribe desempeñara las funciones de asesor de un Juez 
lego, estaria en la necesidad de puntualizar las omisiones en 
que se ha incurrido, respecto del citado articulo, pero siendo 
letrado el Magistrado ante quien formulo este pedimento, ha- 
riale inmerecida ofensa si me atreviera á indicarle siquiera el 
modo legal de subsanar las faltas en que se ha incurrido en 
esta causa, respecto del art. 20 de la Constitución. Por tan 
poderosas consideraciones, el que suscribe termina su pedi- 
mento asentando las siguientes conclusiones fiscales: Pido al 
Tribunal de circuito de México se sirva declarar: 19 Que dado 
y no revocado, como no lo está, el auto de 16 de Junio próxi- 
mo pasado, debió continuarse la causa hasta pronunciar sen- 
tencia definitiva, según el art. 10 párrafo 39 de la ley de 15 de 
Diciembre de 1835 y sus concordantes, previa confesión como 
lo enseñan los autores de la Curia Mexicana, en el lugar re- 
lativo á la confesión con cargos y su fundamento. 29 Que ni 
la ley 4, tit. 18, Part.;8? y art». 674, 422 y 376, autorizan á sen- 
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tenciar esta causa criminal sin. forma ni fuera de juicio. 89 
Que en esta causa ha debido aplicarse sin escatima alguna el 
art 20 de la Constitución de 1857. 49 Que en consecuencia, 
para poder imponer pena legalmente á los inculpados Már- 
quez y León, debieron otorgárseles las garantías que el art. 
citado otorga en todo juicio criminal. 59 Pido, por último, 
que el Tribunal, obrando en la órbita de sus propias y natu- 
rales atribuciones, se sirva determinar que en la forma legal 
se dé el más puntual cumpliminnto al repetido art 20 de 
la Constitución. — ^México, Octubre 18 de 1888. — Mmtíd y 
DuarieJ' 

Considerando, 19: Que la declaración solicitada por el O. 
Promotor fiscal en la primera conclusión de su pedimento, á 
saber: "que dado y no revocado el auto de formal prisión, debe 
continuarse la causa hasta pronunciar sentencia definitiva, 
previa confesión con cargos," no encuentra este Tribunal fun- 
damento legal en que apoyarla, pues el art. 10, párrafo 89 de 
la ley de 15 de Diciembre de 1885, citada por dicho funcionar 
rio, sólo se ocupa de uno de los casos en que se suspenden los 
derechos particulares del ciudadano, y es: "por causa crimi- 
nal desde la fecha del mandamiento de prisión hasta el pro- 
nunciamiento de la sentencia absolutoria, de cuyo carácter 
participa un sobreseimiento, que es la forma empleada pa- 
ra absolver en,el sumario de una causa, cuando no se obtie- 
ne la comprobación del hecho criminal, ó cuando si bien el 
delito se ha comprobado, se han desvanecido las sospechas 
ó indicios que existían en contra del acusado, quedando éste 
igualmente reintegrado de sus derechos, tanto con un sobre- 
seimiento, como con una sentencia absolutoria, dictada en 
causa seguida por todos sus trámites, 'porque una y otra re- 
solución producen los mismos efectos, como se ha hecho ver 
en multitud de sentencias dictadas por este Tribunal; pero en 
el caso no se trata de revisar una sentencia absolutoria, sino 
por el contrario condenatoria, dictada sin las formalidades de 
un proceso enferma por tratarse de delito leve; de suerte que 
la cuestión que hay que examinar es, si los responsables de es- 
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partida ó en causa formal. 

Considerando segundo: Que indudablemente la ley 4, tít. 
18, Part. 3* y los 674, 422 y 376 del Código Penal, citados 
por el C. Promotor Fiscal en la 2* conclusión, y que dieron 
fundamento al Juez 1? de Distrito para condenar á los pro- 
cesados, no autorizan á sustanciar esta causa criminal sin for- 
ma ni fuera de juicio; mas hay que advertir que no se ha sus- 
tanciado sin forma ni fuera de juicio, sino que iniciada con 
las formalidades de un verdadero proceso, en cumplimiento 
de la ley de 12 de Julio de 1826, arts. 8, 9, 10 y 11, puesta 
en vigor por las circulares de 19 de Septiembre y 12 de Oc- 
tubre de 1856, por tratarse de la circulación de moneda falsa, 
que es un hurto muy grave según lo expresan la ley 14, tít. 
14, Part. 7í y Doct. de la Curia Filípica Mexicana, parte 4*, 
núm. 32, se ha cortado la causa en sumario, imponiendo en 
partida á los acusados la pena á que se hicieron acreedores, por 
no haber resultado responsables del delito de fiíbricación de 
moneda, sino del de circulación de un real falso, por la que 
sólo merecen la pena de robo sin violencia, la que tomando 
en consideración la cantidad que pretendieron robar, debe im- 
ponérseles en partida, en cumplimiento del art 57 de la ley 
de 5 de Enero de 1857, que puso en vigor, para estos casos, 
los arts. 19 y 29 del decreto de 23 de Julio de 1,833 con la obli- 
gación impuesta por el art 62 de aquella ley, de someter esos 
fidlos á la revisión del superior. 

Considerando tercero: Que si bien el art. 20 de la Consti- 
tución de 1857, previene que en todo juicio criminal, el acusa- 
do tenga las garantías que allí expresa, como se indica en la 
tercera conclusión del pedimento, eso no quiere decir quo 
se otorguen en las causas seguidas en partida con las mismas 
formalidades que si se tratara de un proceso en forma, pues 
puede gozar el acusado de todas ellas, procurando conciliar* 
las con la rapidez en la sustanciación de esa clase de juicios, 
asi es que la primera de las garantías enumeradas en ese ar- 
ticulo, no es necesario que se otorgue en diligencia formal. 
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principalmente cuando como en el caso, se coge infragan- 
ti delito al reo; las 2* y 3* es forzoso otorgarlas por la natura- 
leza misma de la averiguación; la á% si bien en esta clase de 
juicios no se practica la confesión con cargos, porque tratán- 
dose de un delito leve no hay lugar á elevar la causa á formal 
proceso, debiendo aplicarse en el mismo auto en que se orde- 
na la cesación del procedimiento, la pena correspondiente, no 
por eso debe dejarse de facilitar al procesado los datos que arro- 
je el proceso para &cilitar sus descargos, en las diligencias que 
con él se practiquen; y por lo que hace á la 6í garantía, po- 
drá nombrarse al acusado defensor desde que se le tome su 
declaración preparatoria, el que, según lo dispuesto en la ley 
de 5 de Enero de 1857, art. 55, tiene el deber de concurrir 
<iOii el reo para la práctica de todas aquellas diligencias que 
por su naturaleza no exijan reserva. 

Considerando cuarto: que por lo expuesto se ve que si bien 
para imponer pena á un acusado, deben otorgársele las garan- 
tías que prescribe el artículo constitucional citado, según lo 
expresa el Promotor Fiscal en su 4* conclusión, no es posible 
que en los juicios por delitos leves, se observen las formalida- 
des de un proceso seguido por todos sus trámites, para lo que 
se requieren varios y dilatados procedimientos, que agrava- 
rían la condición del acusado, lejos de beneficiarle; debiendo 
por lo mismo concedérsele esas garantías adaptándolas á la 
rapidez y reducido de los términos con que se instruye una 
partida. 

Considerando quinto: que en la presente causa consta se 
otorgaron á los procesados las garantías consignadas en el ar- 
ticulo 20 de la Constitución, sujetándose el Juez á la forma 
y brevedad del juicio, notándose tan sólo la omisión del nom- 
bramiento de defensor para que concurriera con ellos á la 
práctica de las diligencias que no exigen reserva, y á defen- 
derlos en la forma adecuada á la naturaleza del juicio; pero 
esa omisión no amerita el que se revoque el sobreseimiento 
decretado, como solicita el Representante del Ministerio Pú- 
blico en la 5? conclusión de su pedimento, porque en primer 
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lugar no dejó de oírse á los reos en defensa hecha por si mis- 
mos; 7 en segando, no deben otorgarse las garantías omiti- 
das, una vez terminada la causa, sin ser reclamadas por los 
interesados, porque dejarían de ser garantías desde el momen- 
to en que, lejos de favorecerles, vinieran á causarles molestias, 
como en efecto se causarían al acusado á quien se pretendie- 
ra otorgarle dichas garantías contra su voluntad. 

Considerando sexto: que la práctica arreglado á la le^lar 
ción antigua vigente en el fuero federal, de fallar en partida 
los delitos leves, salvando las formalidades de un verdadero 
proceso, se observa también en el fuero común, conforme 
al Código de Procedimientos penales de 15 de Septiembre 
de 1880 del Distrito Federal y Territorio de la Baja Cali- 
fornia, donde en el título 1?, art. 377, dice: "Los Jueces de 
paz y los menores foráneos, en los casos en que les corres- 
ponda conocer conforme al art 342, es decir, cuando la pena 
del delito no exceda de arresto menor ó 50 pesos de multa, 
procederán sin necesidad de formal sustanciación; pero harán 
constar sucintamente en una acta los motivos y fundamentos 
de la resolución que dicten, contra la cual no habrá más re- 
curso que el de responsabilidad. En estos casos, los Jueces de 
paz, y los menores foráneos, apreciarán las pruebas según el 
dictado de su conciencia,*' sin que nadie haya pretendido en- 
contrar violación de garantías constitucionales en ese pro- 
cedimiento, que es igual al que previene la ley de 5 de Enero 
de 1857, art. 57, con la modificación de que la sentencia del 
Juez no causa ejecutoria, según el art. 72 de la misma ley, 
sino que se sujeta á la revisión del Tribunal de Circuito res- 
pectivo, lo cual viene á beneficiar más al reo de lo que está 
en el fuero común. 

Considerando séptimo: que además, aun suponiendo que 
en el caso se hubieran violado algunas garantías, esa viola- 
ción sólo podría reclamarse por la parte agraviada, en el 
juicio correspondiente; no existiendo, por otra parte, en la 
presente causa, constancia alguna de que los procesados se 
quejaran de la falta de alguna garantía, sino que por el con- 



285 
trario, aparece que se conformaron con la sentencia dictada 
en su contra; de suerte que si por no haberse dado cumpli- 
miento al art. 20 constitucional, en la forma y términos que 
tiene lugar en un proceso seguido por todos sus trámites, se 
debiera revocar el fallo dictado en partida de que se trata, 
daría por resultado que para llenar cierto formulismo, ten- 
dría que reducirse de nuevo á prisión al reo que ha sido puesto 
ya en libertad, por haber extinguido la condena que el Juez 
le impuso, y vendrían las garantías constitucionales, que él 
no ha reclamado, á perjudicarle, lejos de &vorecerle, convir- 
tiéndose de tutelares y salvadoras, en opresivas y tiránicas. 

Considerando, octavo: que examinada la sentencia sujeta á 
revisión, que importa un verdadero sobreseimiento, en cuan- 
to al formal proceso, y teniendo en cuenta que solamente se 
comprobó en la causa la circulación de un real falso, preten- 
dida por los procesados, no siendo punible la posesión de las 
monedas que se recogieron en su casa habitación, ni como 
conato de delito, por no llenar los requisitos de la ley, la de- 
claración de culpabilidad hecha contra ellos, dándolos por 
compurgados con la prisión sufirida, es enteramente conforme 
con las constancias de la causa, y está de acuerdo con las doc- 
trinas de los prácticos, que enseñan debe sobreseerse ^^cuan- 
do terminado el sumario, viere el Juez que no hay mérito 
para pasar más adelante, 6 que él procesado no resulta acreedor 
sino d alguna pena leve que no pase, de reprensión, arresto ó 
multa. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales citados, 
se resuelve: 

Primero: que es de confirmarse y se confirma la sentencia 
dictada por el Juez 19 de Distrito, en que declaró: "19 Sebas- 
tián Márquez y Basilio León son responsables del delito de 
circulación de moneda falsa. 

Segundo. Se dan por compurgados de la pena que debía 
imponérseles con el tiempo de prisión sufrida; en consecuen- 
cia, póngaseles en libertad bajo de fianza ó caución protesta- 
toria. 
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Tercero: procédase á la inutilización de las monedas falsas 
recogidas. 

Cuarto: Amonéstese á los acusados en los términos del ar- 
ticulo 218 del Código Penal." 

Asi lo decretó el Magistrado del Tribunal de Circuito de 
México, y firmó. Doy fe. — Andrés Horcasitas. — José M. Le- 
zama, Secretario. 
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